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INTRODUCCION
INTRQDUCCION
Justif icac iôn de 1 a f 1 ec c i6:i d e 1 t ema »
La raz6n de elegir el presente tema como supuesto de in 
vestigacion de una tesis doctoral, aparece determinada por los 
profundos cambios sufridos por el procedimiento de liquidaciôn 
tributaria "al darse acogida a un sistema liquidatorio en que 
el centro de gravitaciôn no es ya una determinada actividad ad 
ministrativa, sino um cierto tipo de comportamie nto del contrjL 
buyente" (1).
Nos referimos, por supuesto, a la figura jurldica de la
llamada autoliquidaciôn, o sea, aquella declaraciôn formulada 
por el contribuyente en la que éste comunica a la Administra 
ciôn tributaria la realizaciôn del hecho imponible, lleva a cja 
bo por si mismo las operaciones de cuantificaciôn (2) del im­
puesto correspondiente a los hechos declarados e ingresa la 
deuda asl obtenida#
Es conveniente sehalar que la figura de la autoliquida­
ciôn en el Derecho tributario espahol, como ha sehalado Hipô- 
lito Rossy (3) tiene su mâs antigua manifestaciôn en el "môs 
antiguo de nuestros impuestos; el del Timbre del Estado" -hoy 
Impuesto sobre Actos Juridicos Documentados- en el que el con 
tribuyente adquiere e inutiliza el efecto timbrado correspon­
diente al objeto sometido a imposiciôn, sin declaraciôn previa 
a la Administraciôn* No obstante, lo normal era que el contrai 
buyente ûnicamente cbcSarasé los hechos realizados y que la Admi 
nistraciôn liquidase el Impuesto correspondiente a estos hechos,
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A partir de la Ley General Tributaria nue en su articnlo 
10,k), reconociô la posibilidad de que la ley regulase "la obli 
gaciôn a cargo de las particulares de practicar operaciones de 
liquidaciôn tributaria", y desde su implantaciôn en el Impue^ 
to General sobre el Trôfico de las Empresas por medio de la Ley 
de Reforma del Sistema Tributario de 1964, el sistema de aut^ 
liquidaciôn ha ido extendiêndose paulatinamente, hasta el pim 
to de que hoy puede considerarse que se aplica a la practice 
totalidad de los impuesto^Lstatales -con dos excepciones impor 
tantes: el Impuesto sobre Sucesiones y los impuestos integrados 
en la Renta de Aduanas-, de tal forma que en la actualidad el 
Derecho tributario encarga normalmente a los sujetos pasivos 
la liquidaciôn de los tributos reservando a la Administraciôn 
la comprobaciôn y, en su caso, la rectificaciôn de sus actua- 
ciones.
Podemos decir asi que las fases del procedimiento de l_i 
quidaciôn, actualmente, son dos: a) la fase de autoliquidaciôn 
que corresponde al sujeto pasivo, b) la fase de comprobaciôn 
y liquidaciôn que corresponde a la Administraciôn*
Desde el punto de vista ocientlfico se justifies la ele cciôn 
de la autoliquidaciôn (4),% o declaraciôn-autoliquidaciôn como 
tema para este trabajo de investigaciôn, ya que a pesar de con^ 
tituir hoy un sistema general de gestiôn tributaria no existe 
una regulaciôn jurldica uniforme de la misma lo cual ha motiva
do que la doctrina no se haya ocupado especialmente de su estu
dio siendo un tema que necesita precisamente, de estudio e in
vestigaciôn por su gran trascendencia en la gestiôn de los iu
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gresos pûblicos ya que a traves de la autoliquidaciôn el con­
tribuyente manifiesta su voluntad de colaborar de manera direjc 
ta con los ôrganos de la Administraciôn.
B.- Explicaciôn de la estructura del trabajo.
El trabajo lo hemos estructurado en cinco capitules, con 
clusiones y apéndice; vamos a abordar el estudio de las autol^ 
quidaciones, o mejor, de la declaraciôn-autoliquidaciôn encu^ 
drandola en el âmbito del Derecho tributario formai (5 ) en a- 
tenciôn a los aspectos que ofrece aquélla como uno de los actos 
que integran el procedimiento de gestiôn tributaria y como uno 
de los deberes de colaboraciôn impuesto por la Ley a los con­
tribuyentes.
En el primer capltulo vamos a considérer la evoluciôn del 
sistema tributario puesto que la generalizaciôn de la déclara 
ciôn-autoliquidaciôn a casi todos los tributos y su consider^ 
ciôn como nuevo procedimiento tributaria obedece precisamente 
a una transformaciôn profunda que se ha producido en los procje 
dimientos de aplicaciôn de los tributos. Para ello debemos ana^  
lizar este proceso de cambio desde su inicio hasta el actual 
estado evolutivo del sistema tributario.
Esto no obstante, debemos aclarar que no vamos a realizar 
un estudio de la evoluciôn experimentada por el entero sistema 
tributario, lo que habria de ser objeto de un trabajo môs exten 
so no acorde con nuestro propôsito y que, por otra parte, ya 
ha sido realizado (6). Lo qie pretendemos es explicar la evo-
-XVIII-
luciôn del sistema tributario centrandonos en los procedimieii 
tes de aplicaciôn de los tributos y no, bacer un estudio de n^ 
turaleza histôrica.
En el segundo capitule vamos a estudiar la configuraciôn 
actual del procedimiento de liquidaciôn, situando a la autoli 
quidaciôn dentro de ese procedimiento tributario. Siguiendo la 
tendencia doctrinal vamos a denominar procedimiento de liquid^ 
ciôn en general al procedimiento de aplicaciôn de los tributos, 
a pesar de que, como ha sehalado Palao Taboada, la Ley General 
Tributaria no emplea "la denorainaciôn de 'procedimiento de 1^ 
quidaciôn' para designar al de aplicaciôn de los tributos, d_i 
cha expresiôn es mâs bien doctrinal. La Ley general Tributaria 
réserva la palabra liquidaciôn para designar el acto final del 
procedimiento... y, sigriendo la terminologie tradicional, de- 
nomina al procedimiento 'de gestiôn'" (7).
El procedimiento de liquidaciôn, que puede calificarse 
de 'normal' o 'tradicional', es decir, el procedimiento apli- 
cable a la generalidad de los tributos estatales, f un dament aJL 
mente a partir del aho I9OO que se afianza con la publicaciôn 
del Real Decreto de 30 de marzo de I926, consta de cuatro etja 
pas o fases claramente diferenciadas: iniciaciôn, liquidaciôn 
provisional, comprobaciôn y liquidaciôn definitive; ahora bien, 
la progresiva masificaciôn de las relaciones tributaries y la 
extensiôn del deber de declarer ccrnio consecuencia de la ajenj^ 
dad de la Administraciôn a la realizaciôn de los hechos impo- 
nibles determinô la crisis del procedimiento "normal" de ges­
tiôn tributaria. Configurado, en I926, como un procedimiento
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alejado del contribuyente, ha sufrido una transformaciôn pro. 
funda tras una evoluciôn que iniciada ya en 192?, con 1^  publj. 
caciôn de la Real Orden de 23 de septiembre de ese aho que créa
las actas de invitaciôn -en las que el Inspecter invita al con
tribuyente a regularizar su situaciôn tributaria-, va a culmi.
nar el l6 de Julie de 1976, con la publicaciôn del Real Deere
to 1920 que configura un procedimiento simplificado de liqui­
daciôn. Dicha evoluciôn ha supuesto una acumulaciôn de funci^ 
nés por la Inspecciôn ya que el acta de inspecciôn, de recoger 
simples hechos, paso a incorporer todos los elementos propios 
do las liquidaciones tributaries.
Paralelamente a esta "progresiva asunciôn de funciones 
liquidadoras por la Inspecciôn de los tributos" (8), se rea­
lize otro proceso, el establecimiento de un rêgimen generalize 
do de autoliquidaciones tributaries. Ambos procesos determinan 
que el procedimiento tradicional de liquidaciôn aparezca en la 
actualidad, y en lo que respecta a la prâctica totalidad de los 
tributos estatales sustancialraente modificado. El procedimien 
to normal de liquidaciôn -aplicable a la generalidad de los tr_i 
butos estatales- se estructura en la actualidad en dos fases 
netamente diferenciadas: la primera, que puede llamarse, fase 
de autoliquidaciôn (9), y la segunda, fase de comprobaciôn y 
liquidaciôn administrative. Asi, en palabras del profesor Meœ 
tin Delgado", se completaria la generalidad del deber de declj» 
rar, se simplificaria el procedimiento de liquidaciôn, se ahorra 
raian funciones para la Administraciôn (tan escasa de medios 
materiales), se conseguirian importantes ingresos a cuenta, se
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fomentaria la conciencia tributaria y se articularla la parti 
cipaciôn del contribuyente en el procedimiento de gestion de 
los tributos" (10).
En el capitule tercero entramos a analizar en qué consl^ 
ten las autoliquidaciones que el contribuyente realize al me­
mento de presenter sus declaraciones. Sin embargo, antes de a 
bordar su calificaciôn jurldica, vamos a sehalar el proceso 
que siguiô su implantaciôn en el Ordenamiento tributario espja 
hol, desde que la Ley General Tributaria de I963, dispuso en 
su articule 10 letra k), que: "Se regularân, en todo case, por 
Ley... k) La obligaciôn a cargo de los particulares de practi 
car operaciones de liquidaciôn tributaria", -su extensiôn pau 
latina a partir de la Ley de Reforma del Sistema Tributario de 
1964, la autorizaciôn concedida al Gobierno, mediante Decreto 
-ley 2/1970» de 5 de febrero, a extender el régimen obligato- 
rio de autoliquidaciôn a los impuestos en los que no estuviese 
ya establecido, y el Decreto 638/I97O, de 5 de marzo, que diô 
efectividad a la extensiôn autorizada por el Decreto-ley-, 
ta su extensiôn en el actual Derecho tributario a los impuej^ 
tos siguientes: a) Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio 
Neto de las Personas Flsicas; b) Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Flsicas, c) Impuesto sobre Sociedades; d) Impuesto sjo 
bre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados, 
y; e) Impuesto sobre el Valor Anadido.
En cuanto a su calificaciôn jurldica, se han formulado 
distintos criterios doctrinales para explicar la naturaleza ju
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rxdica de la autoliquidaciôn, entre los que podemos mencionar: 
a) Tesis nue exige la existencia de un acto administrative de 
liquidaciôn (11) ;b) Tesis del acto administraiivo técito o pr_e 
sunto (12); c) Tesis que identifica la autoliquidaciôn a un 
to administrâtivo realizado por un particular por delegaciôn 
de la Administraciôn (I3), y; d) Tesis del deber tributario de 
colaboraciôn (l4).
También el Tribunal Supremo en diverses Sentencias (15) 
ha negado el carâcter de acto administrative a las liquidacio 
nés practicadas por los contribuyentes y, aun reconooiendo el 
prépondérante papel que van tomando las actuaciones del con­
tribuyente, el Tribunal Supremo sostiene que "su procéder no 
origina actos administrativos, en cuanto que éstos entrahan una 
declaraciôn soberana de la Administraciôn que en modo alguno 
puede transferirse al contribuyente so pena de provocar consi. 
derables contradicciones tanto en el orden estricto de la téc 
nica jurldica como en el de la politics fiscal", Y termina a- 
firmando que "las autoliquidaciones no alcanzan esa entidad de 
actos administrativos, sino que son simples, declaraciones tri^  
butai^ias que necesitan de un posterior y auténtico acto a dm in i^ 
trativo de comprobaciôn para que adquieran firmeza a efectos 
de impugnar la naturaleza debida o indebida de los ingresos re_a 
lizados en su cumplimiento.,."#
Por su parte, el Tribunal Econôraico Administrative Cen­
tral en sus Resoluciones (I6) de I8 de enero de 1979, 28 de nm 
yo de 1981 y 30 de noviembre de 1982, déclara que "las autoli
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quidaciones, de tan frecuente aplicaciôn en nuestro sistema trjL 
butario no son sino una forma de colaboraciôn con la Administra 
ciôn, en que el contribuyente autoliquida el Impuesto, pero no 
constituyen un propio acto administrative susceptible de ser 
directemente recurrido* lo que desnaturallzaria su concepto, 
toda ve% que s6lo merecen tal calif icac iôn los actos de la Ajd 
ministraciôn, pero no los de los particulares, ya que éstos, 
aunque ciertamente desempehen en ocasiones un papel jurldica- 
roente relevante en el campo del Derecho administrative, su pro 
ceder no origina actos administrativos#*."#
En el capltulo cuarto se analizan temas concretos refe­
rences a la autoliquidaciôn como deber del contribuyente -el 
de autoliquidar- y como un acto- el de la autoliquidaciôn trJL 
butaria. En el aspecto del deber de autoliquidar se analiza su 
fundamento legal. Como ha manifestado Julio Banacloche "el pr_o 
ceso es tan extraordinario en cuanto a los deberes de Admini^ 
traciôn y administrado que el articule 10 de la Ley General 
Tributaria exige que la obligaciôn de autoliquidar se imponga 
por ley" (17).
Por otra parte, el deber impuesto a los particulares por 
la ley, por el que estos deben presenter una declaraciôn con- 
tentiva de una propuesta de liquidaciôn, supone para los con­
tribuyentes un conjunto de deberes que van desde la coraunica- 
ciôn de los elementos intégrantes del presupuesto a jucios ju 
rldicos y de valor que impiican el conocimiento de la técni- 
ca tributaria, lo cual hace sumamente dif le il para el ciudadja 
no medio el conocimiento y aplicaciôn de los tributos.
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se consiclcran, ademâs, los elementos del deber de autoli 
quidar comprendiendo entre ellos, los aspectos subjetivos de 
este deber, tierapo y lugar de presentaciôn de las declaraciones 
-liquidaciones y la forma que revisten# Asimismo, se estudian 
las consecuencias que se derivan del incumplimiento de este dje 
ber#
En lo que se refiere a la autoliquidaciôn como acte del 
particular regulado por Derecho tributario, esta contiens un 
mensaje en el cual se puede distinguir una serie de dates que 
constituyen una auténtica manifestaci6n de conocimientos y tam
bien se puede distinguir una manifestaciôn de voluntad.
En cuanto al posible error contenido en una autoliquida 
ciôn, tante la doctrina como la jurisprudencia (l8) sostuvie- 
ron la conveniencia de abrir la via econômice-administrativa 
para la impugnaciôn de las autoliquidaciones, el problema con 
sistla en determinar el modo para que el acte impugnable fus­
se un acte de la Administraci6n y no una actuaciôn del particu 
lar que réclama# En este sentido el Reglamento de Procedimien 
to en las Reclamaciones Econôraico-Administrativas dispuso, en 
su articule 121, que: 1# Cuando los sujetos pasivos preten-
dan impugnar en via econômice-administrativa alguna liquidaciôn 
per ellos formulada, deber&n previamente instar de los 6rganos 
de gestiôn su confirtnaciôn o rectificaciôn”, superândose ast 
los obstâculos que hacen inalcanzable la via econômico-adminis 
trativa cuando se trata de actos efectuados por particulares# 
Por otra parte, la rectificaciôn de la autoliquidaci6n podrâ
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solicitarse, cuando se trate de errores de Derecho, como de je 
rrores de hecho, naterialcs o aritrr.éticos ,
Ya en el capitulo quinto, abordamos las autoliquidacio- 
nes en el Derecho tributario hondureno, haciendo antes un bre 
ve recorrido por la historia de nuestro sistema tributario* En 
Honduras, los impuestos para los que se ha establecido la au* 
toliquidaciôn en el actual Derecho tributario son los siguien 
tes: a) Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles; b) Impuesto so 
bre la Renta, y; c) Impuesto sobre Ventas*
Para finalizar este trabajo de investigaci6n, formulâ­
mes nuestras conclusiones generates y conclusiôn final, Asi­
mismo incluiraos un Apêndice en el cual se puede encontrar la 
jurisprudencia en torno a la autoliquidaci6n del Tribunal Su 
premo y Resoluciones del Tribunal Econ6mico Administrâtivo Cen 
tral •
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notas
(1) Sâinz de Bujanda, Fernando* Lecciones de Derecho Financie 
ro* Madrid. Facultad de Derecho, Universidad Complutense 
Segunda ediciôn, 1982, p. 284*
(2) Joaquin Gutiérrez del Alamo senala que "la liquidaclôn de 
un impuesto no es siao la operaciôn en virtud de la cual 
se cuantifica aquél" en "Naturaleza juridica de la autol^ 
quldaciôn" Revista de Derecho Finnciero y Hacienda Pûbll 
ca Espanola, nO. 93» 1971» p# 568*
(3) Rossy califica la autoliquidaci6n como "autoimposiciôn", 
sin embargo, este concepto debe reservarse para indlcar 
el momento del establéeimiento del tributo, como conte­
nido y significado del principle de legalidad, o para 
referir la autoimposiciôn al acto imperativo de aplica- 
ci6n concrete del Tributo segûn elaboraciôn de la doctr^ 
na italiana. Cfr. Hipôlito Rossy, Instituciones de Dere­
cho financière* Barcelona Libreria Bosch* 1939»
(4) Martin Delgado José Maria en "Los nuevos procedimientos 
tributaries" Hacienda Pûblica Espanola n^ 84, I983, p* 4l 
senala que estamos "ante très conceptos distintos que se 
incluyen no pocas veces en el término autoliquidaciôn; la 
declaraciôn, las operaciones de cuantificaciôn de la deu 
da realizadas por el déclarante, y el ingreso de su impor 
te."
(5) Como es sabido la distinciôn entre Derecho tributario nm 
terial y Derecho tributario formai es de origen germano;
ha sido acogida y divulgada en Espana por el profesor Sâinz 
de Bujanda, habiendo sido, asimismo, objeto de polémica, 
hasta cierto punto aquietada desde el momento en que se 
acepté que la distinciôn es s6lo conceptual y que résul­
ta ûtil didâcticamente,
(6) Existe numerosa bibliografla al respecte, Remitimos, sin 
perjuicio de la abondante bibliografla existante, al tra, 
bajo del profesor Sâinz de Bujanda: "Organizacién pollti 
ca y Derecho financier©" en Hacienda y Derecho Vol* I* In^ 
tituto de Estudios Politicos, Madrid, 1975, p. 119 y ss*
(7) Palao Taboada* Naturaleza y estructura del procedimiento 
de gestiôn tributaria en el Derecho espanol (Estudio prjB 
liminar a la traduccién del Volumen XII de "Los princi. 
pios de Derecho tributario" de Antonio Berliri), Madrid 
Editorial de Derecho Financiero 1974, p* 53»
(8) Cfr, Ferreiro Lapatza, José Juan, "Las funciones liquidado
ras de la Inspecciôn de los tributos", Civitas, Revista 
Espanola de Derecho Financière nQ, 11, 1976, p. 431 y ss.
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(9) Aceptando la torninologia utilizada por Antonio Martinez 
Lafuente. Cfr. "La autoliquidacl6n en el Impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales y actes juridicos documenta- 
dos". Crônxa Tributaria n2.4l, I982, p.78.
(10) Martin Delgado, J.M. "Los nuevos... op.cit., p. 33,
(11) Cfr. Sâinz de Bujanda, Fernando, Notas de Derecho finan­
ciero. Seminario de Derecho Financiero de la Universidad 
de Madrid, Secciôn de Publicaciones Facultad de Derecho 
Tomo I, Vol. 3» 1972, p. 102 y ss, También, Lecciones de 
Derecho... op.cit., p. 287*
(12) Cfr. Gutiérrez del Alamo, J. "Naturaleza.,, op.cit. pp.
569-570.
(13) Cfr. Martinez Lafuente, Antonio "El exÿxlciamiento de los
actos y de las normas emanadas de la Haciendo Pûblica a 
la luz de la Constituei6n" en Hacienda y Constitucién. 
Institut© de Estudios Fiscales, Madrid, 1979» P# 519; "Ann
lisis de la nueva normative reguladora del recurso de r_e 
posicién previo al econémico-administrativo", Hacienda 
Pûblica Espanola nQ. 60, 1979, P# 199, y; "La nueva lega^  
lidad en la via econômico-administrativa" Crônica Tributa 
ria n2. 36, I98I, p. 89. Asimismo, Moreno Torres" "Memoria", 
para opositar al ingreso en el Cuerpo de Inspecciôn de los 
Servicios del Ministerio de Hacienda. (Citado por Martin 
Delgado en "Los nuevos procedimientos... op.cit., p. 48)
(14) Banacloche, Julio. "Las declaraciones-liquidaciones y las 
declaraciones complementarias" Hacienda Pûblica Espanola 
nQ.80, 1983» p# 54; Eseverri Martinez, Ernesto, Las actua^ 
ciones tributaries reclamables en via econômico-adminis- 
trativa, Cuadernos Civitas, Madrid, I983, po, 43-44, y "Sjo 
bre la naturaleza juridica de las autoliquidaciones tri­
butaries", Civitas. Revista Espafbla de Derecho Financie­
ro 1983, pp# 102- 103; Martin Delgado, José Maria, "Los 
nuevos procedimientos... op.cit., p. 49#
(15) Veâse la jurisprudencia del Tribunal Supremo en tôrno a 
la autoliquidaciôn, en Apêndice.
(16) VeânSe las Resoluciones del Tribunal Econômico Administra 
t ivo .G entrai. >an Apêndice.
(17) Banacloche, Julio. "Las declaraciones-liquidaciones... op. 
cit., p. 50.
(18) Veâse la Sentencia del Tribunal Surpemo de 21 de marzo de 
1979» en Apêndice, la cual senala quet^la devoluciôn del
indebido ingreso debe consecuentemente obtenerse median- 
te los recursos potestativos de reposiciôn y econômico ad 
ministrativo a partir del acto de denegaciôn expreso o pre
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sunto si se ha utilizado el cauce de la via de peticiôn 
. en el que podrân formular por el contribuyente indu 
so peticiones fundadas en los propios errores ccmetidos 
en sus autoliquidaciones si tratândose de esta ultima no 
hubiera existido actividad comprobadora",
CAPITULO
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CAPITULO 1
EVOLUCION HISTQRICA DEL DERECHO TRIBUTARIO.
A.- El tributo como relaciôn de poder. 13,- Tendencia doctrinal 
a centrar los estudios en el Derecho tributario material pre^ 
cindiéndo de la parte formal o procedimental del Derecho tri­
butario. 1. La Ordenanza tributaria alemana de 1919. a) E m s t  
Dlumenstein, b) Hans Nawiasky c) Albert Hensel. 2. Movimiento 
de enlace de la doctrina italiana con la germane, a) Achille 
Donato Giannini. b) Antonio Berliri c) jmpuestos con liqui- 
daciôn e impuestos sin liquidaciôn. C .- Crisis de la doctrina 
centrada en la obligaciôn tributaria y en la rclacion juridi­
ca compleja. Traslado de la atenciôn hacia los aspectos rroce 
dimentales del tributo. 1. Tesis dinarnicas o procedimentales. 
a) Renato Alessi. b) Gian Antonio Micheli. c) Federico Maffe- 
zzoni. 2. La influencia en la doctrina espanola de las tesis 
dinâinicas. a) Matlas Cortés Dominguez, b) José Luis Pérez de 
Ayala, c) Eusebio Gonzalez Garcia, d) Alvaro Rodriguez Berdjo, 
e) Francisco Escribano Lôpez. f) Alfonso Rodriguez Sainz. D .- 
Posiciôn actual de la doctrina. 1. Aleinania. Ordenanza tribu­
taria de 1977* 2, Fernando Sainz de Bujanda. Propuesta de una 
misiôn actualizada e integradora del Derecho tributario. E,- 
Transformaciôn del sistema tributario. 1. La falta de colabo- 
raciôn entre la Administraciôn y los contribuyentes. 2. Nece_ 
sidad de la colaboraciôn del contribuyente en el procedimien­
to de gestion. La autoliquidaciôn. 3. Pago de tributos median 
te efectos timbrados.
A.- EL TRIBUTO COMO RELACION PE PODER
El Derecho tributario como sistema, es decir, como con 
junto ordenado y coherente de figuras tributarias que tiendan 
a realizar unos mismos principles en la imposicion, es muy rje 
ciente, sin embargo el tributo como tal es tan antiguo como la 
organizacién social. Desde que el hombre se organizô polltica 
mente en sociedad, existieron relaciones de caracter tributa­
rio como consecuencia de la imposiciôn, por parte de los pode 
res pûblicos, de prestaciones materiales o personales a los 
individuos en favor de los titulares del poder.
El tributo, como concepto que aparece en las civiliza- 
ciones primitivas, es fruto de una relaciôn de poder, de fuer 
za, en otras palabras de soraetimiento politico y de restric^ 
ci6n de la libertad; el fundamento del tributo es la servidum 
bre politica ganada por la fuerza de las armas por lo tanto
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se imp one solo a los pueblos so: :e i iios y nunca a los ciudada- 
n o s ( 1 ) •
En esta etapa de la evoluciôn tributaria los estudios 
no se ocupan de las relaciones originadas del ejercicio del po^  
der sino que se centran en el poder misnio y en su justificaciôn,
El aumento de las necesidades recaudatorias, (debido
a las contantes guerras, los ingrescs crdinarios no eran suf^ 
cientes para cubrir los gastos pûblicos), obliga a establecer 
impuestos personales y directes sobre los ciudadanos libres, 
provocando la sensibilidad social de estes ante el ejercicio 
del poder tributario ya que tradicionalmente eran ajenos a la 
obligaciôn de contribuir. Asî se va abandonando el estudio del 
poder para centrar la atenciôn en las nodalidades de su ejerci 
cio.
Los estudios iban orientados hacia los limites y garan 
tîas frente al ejercicio del poder; a los tributos directes se 
les reconocen los caractères de extraordinarios y de volunta­
ries. Por una parte, eran extraordinarios por oposiciôn a los 
ordinaries que eran los que recaian sobre los extranjeros y los 
pueblos sometidos, o los indirectes sobre el trâfico, estos tri 
butos naclan de una necesidad excepcional, normalmente para fi 
nanciar gastos de guerra. Por otra parte, tenian carâcter volun 
tario pues no se basaban en el sonietimiento politico; para fun 
damentar este tipo de prestaciones aparece el concepto de int_e 
rés pûblico (2).
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A pcsnr de los limites de caracter factico, a rue se 
ha visto sor'iotic'o el poder tributario a lo largo de la historia, 
es a partir del advenirniento del Estado de Derecho y de la ju 
ridificaciôn del poder que se concretan los limites juridicos 
al ejercicio del poder tributario y que puede hablarse de re­
laciones jurldicas producidas en las actuaciones del mismo#
Los estudios juridicos sobre el Derecho tributario se 
inician desarrollando sus conceptos en base a los impuestos 
rectos y personales, considerados como odiosos y humiliantes, 
y fortaleciendo las doctrinas sobre la naturalez^ voluntaria 
de la imposiciôn.
Como una garantla de la libertad individual frente al 
ejercicio del poder tributario aparece el principio de la au- 
toimposiciôn, el cual supone el consentimiento de los tributos 
por los ciudadanos que van a pagarlos. El profesor Martin De^ 
gado senala que "nacen asi dos de los elementos mâs importan­
tes de la rnoderna concepciôn del Estado: las Cortes y el prin
cipio de legalidad; ambos respondiendo a una funciôn financie 
ra. El Rey convoca a las Cortes no para pedir su consejo, si­
no para pedir dinero y por eso llama al Estado llano; asi, al 
no poder establecerse impuestos personales mâs que con el con 
sentimiento de los sûbditos prestado en las Cortes y al adqui 
rir la denominaciôn de leyes los acuerdos de estos consintien 
do los tributos, se llega a formular el principio de que no pue 
den establecerse tributos mas que por la ley (es decir, aproba 
dos en Cortes)" (3)« En la actualidad este principio aparece
c or. o n r i o c i n i o  dc ley: lid,' d tri bu ta ria (4),
En esta época, cuando se ha pasado del estudio del po 
der al de las modalidades de su ejercicio, los procedimientos 
de aplicaciôn de los tributos no reciben la atenciôn de los 1^ 
gisladores ni de los tratadistas»
Cuando los tratadistas dirigen su atenciôn al anâlisis
y explicaciôn de la relaciôn entre el Estado y el contribuyen 
te en el r.-.omento de la aplicaciôn de los tributos, acuden a los 
esquemas elaborados en el seno del Derecho privado ; ello se d_e 
biô a la ausencia de un aparato cientlficc jropio y a la forma 
ciôn bôsica de los prirneros tratadistas del Derecho tributario 
(formados en el Derecho privado). En consecuencia, se constru 
ye un Derecho tributario basado en la obligaciôn tributaria; 
un Derecho tributario intersubjetivo e individualists que cen 
tra toda su atenciôn en el crédite y la deuda como situaciones 
subjetivas correspondientes del Estado y el contribuyente.
Es enfonces cuando se produce el cambio de la relaciôn 
tributaria como relaciôn de poder a su consideraciôn como rela 
ciôn juridica. Los estudios se centran en la obligaciôn tribu 
taria, concepto con el cual se pretende explicar la posiciôn 
del ciudadano frente al poder publico en el momento del pago 
de los impuestos; se distingue entre un llamado Derecho tribu 
tario formai o de los procedimientos de aplicaciôn de los tri 
butos, y un Derecho tributario material, o sea, el conjunto de 
normas que disciplinan la relaciôn juridica tributaria (5).
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D._ d o c t r i n al A c e::t r a r l c : ir't u d i g s lx el d e r e c h o
TRIDET-.RIO RATE RIAL : vCIKEIEXDC PE LA i ARTE E( ilRAL 0 : Rl,_
CEDIMENTAL DEL DERECHO TRIBUTARIO.
Centrados los estudios en la obligaciôn tributaria, 
los tratadistas prestan toda su atenciôn a los aspectos mate­
riales del tributo, marginando de dichos estudios sus aspectos 
adjetivos o procedimentales*
En estos planteamientos ejerciô mucha influencia el 
principio de legalidad como principio negative de control (6 ).
Los aspectos materiales del tributo actuaban la funciôn de con 
trol la cual se garantizaba con la definiciôn de los elementos 
de la obligaciôn tributaria en la ley y con el cumplimiento de 
esa ley por parte de la Administraciôn en el momento de la a- 
plicaciôn del tributo.
Los aspectos formales del tributo eran considerados 
ajenos a las funciones de garantla del contribuyente frente al 
poder pûblico por lo que no fueron objeto de estudio ni de re 
gulaciôn sistemâtica-,
Estas concepciones sobre el tributo se proyectan al 
Derecho positivo y se estructura asi un sistema de tributos sim 
pies en el que la actividad de gestiôn no era compleja y del 
cual esta alejado el contribuyente, pero sobre esto volveremos 
posteriprmente.
] • - La Crdcnanza tributaria r.l ei 'aiia (I'eichsabgr'.bcnordnunr ) 
de IS19»
Sostiene el profesor Sainz de Bujanda que aunque el 
Derecho tributario tiene origenes remotos, es sôlo en las pri. 
meras décadas del siglo actual cuando puede senalarse, en sen 
tido estricto, su existencia como rama jurldico-tributaria si^ 
tematizada en su conjunto, en el seno de una disciplina cien- 
tlfica propia# Afirma que la elaboraciôn y entrada en vigor de 
la Ordenanza tributaria alemana, en 1919 "fue el acontecimien 
to que, en forma enérgica, desencadenô el proceso de elabora­
ciôn de esta disciplina, tanto por los problemas teôricos que 
este texto llevaba en su entrana como por su permanente y fér 
til influencia en el campo de la jurisprudencia y de la legis 
laciôn comparada" (?)•
Con la Ordenanza tributaria alemana por primera vez 
se cuenta en Europa con un texto que trata de codificar el fe 
nômeno tributario; en torno a este texto legal se publican al 
gunas obras alemanas que abordan el problema de la sistemati- 
zaciôn del Derecho tributario. Es en esta época, denominada por 
el profesor Sainz de Bujanda "época fundacional del Derecho 
tributario alemân y europeo" (8), cuando se construye la dogmâ 
tica del Derecho tributario.
Las criticas formuladas a la Ordenanza tributaria en 
general fueron favorables, aunque también se le senalaron sus 
deficiencias. Hensel manifesté que la precipitaciôn con que se 
hizo el proyecto fue causa de algunas definiciones adolecieran
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de i!r.]'>recisi6n y varuedad; sin C'ioargo scstenia que los ^nnitos 
débiles eran subsanablcs con una reforma. Tcnbién se elevaron 
protestas en el sentido de que la Ordenanza tributaria habla 
reforzado los derecho s del Estado en la Administraciôn tribu­
taria con excesivo menoscabo de los del contribuyente (9)* Na 
wiasky por su parte formulé una condena a la Ordenanza como 
totalidad; al juzgar la Ordenanza tributaria, Nawiasky utilizé 
los criterios que deben aplicarse a una obra cientifica, crite 
rios que no fueron utilizados por el legislador. Nawiasky 11^ 
mé la atenciôn sobre sus oscuridades y lagunas, reprochando a 
la Ordenanza tributaria su insuficiente sistemâtica y escasa 
fundar entaciôn cientifica (10).
En todo el proceso de elaboraciôn de la Ordenanza tri 
butaria, desde la redacciôn del proyecto de Ordenanza por el 
Doctor Enno Decker hasta su aprobaciôn por la Asamblea Nacio- 
nal y entrada en vigor el 23 de diciembre de 1919, se tardé do 
ce meses (11). La rapidez de la accién logislativa era neces^ 
ria y justificada por la situaciôn en que se encontraba Alem^ 
nia al finalizar la I Guerra mundial; presupuesto estatal so^  
metido a una pesada carga, elevadas reparaciones de guerra im 
puestas por el Tratado de Versalles y crisis econômica.
Para Hensel el principal mérito de la Ordenanza tri­
butaria consistla en el establecimiento de unos principles imi 
formes de administraciôn y procedimiento, y senala como facto
res decisivos en el perfeccionainiento del Derecho tributario 
alemân la crcaciôn de una administraciôn financiera unitaria
para todo cl Reich por r:cdio de una anylia Icy tributaria fun 
damental: la Crdcnanza tributaria (12),
a) Ernst Blumenstein (13).
Evolueiôn de la relaciôn tributaria como relaciôn de 
poder a su consideraciôn como relaciôn juridica,
a.l.- Concepto de impuesto, Blumenstein inicia su cons 
trucciôn afirmando que el impuesto (l4), en sentido juridico,
es una prestaciôn dineraria que exige el Estado, o una entidad 
de Derecho pûblico por 61 autorizada, en virtud de su sobera- 
nia, a los individuos que le estân sometidos econômicamente, 
con el fin de culxir sus necesidades financiera s.
Blumenstein sostiene que existe una primera fase his 
tôrica en la que existe una relaciôn puramente fâctica entre 
unos sujetos sometidos y el poder, la Soberania del Estado, La 
Soberanîa es punto de partida del concepto de impuesto y el d^ 
ber correlative a la Soberania ahade, lo constituye, por par­
te del deudor del impuesto, la relaciôn de sumisiôn,
El individuo consideraba los impuestos como una coac^ 
ciôn, aûn cuando su implantaciôn fue encomendada a representan 
tes elegidos democrâticamente, ya que no existia una normativa 
permanente que regulara su implantaciôn y su exacciôn. La re­
laciôn entre acreedor y deudor del impuesto se configura, con 
tinûa Blumenstein, con el advenirniento del Estado constitucio
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nal , a partir t’e eso momento toda actuacion de la A dr, in is trac ic n 
que incidiera en la esfcra juridica del individuo deberia de 
tener un fundamento legal, El constitueionalismo transmuta el 
impuesto desde su consideraciôn como un acto de poder factico 
hasta su configuraciôn como relaciôn juridica (15); "el indi­
viduo debe el impuesto porque està previsto en la ley y lo de 
be tal como en ella se régula" (l6),
a.2.- Distinciôn entre Derecho tributario material y
y Derecho tributario formal* Al producirse la jiur id if icaciôn 
del impuesto, la regulacion normativa comprende tanto la rela 
ciôn juridica como su ejecuciôn, Por ello, el ordenamiento ha 
de ocuparse del impuesto tanto en un sentido material como for 
mal*
El Derecho tributario material, seiiala Blumenstein, 
abarca el estudio de la relaciôn juridica impositiva, y dis­
tingue tres elementos funda: entales de dicha relaciôn que han 
de ser regulados* En primer lugar ha de regularse la relaciôn 
juridica entre los sujetos interesados; en segundo lugar, la 
modalidad y cuantia del objeto de la prestaciôn; y, por ulti­
mo, los hechos de los cuales dependen la legalidad y la inte- 
gridad de la pretensiôn impositiva y de su ejecuciôn.
El Derecho tributario formai establece las normas ne 
cesarias para el desenvolvimiento del procedimiento administra 
tivo y se escinde en tres; el Derecho de luquidaciôn del im­
puesto, establece las normas para la determinaciôn de la preten
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sx6n nue dériva de la relaciôn juridica iinj-ïo si t iva ; el Derecho 
Tributario procesal régula la organizaciôn y procedimiento del 
control judicial a que se someterâ el resultado de la liquida 
ciôn, en caso de litigio; finalmente, la regulaciôn juridica 
de la realizaciôn con fuerza ejecutiva de las pretensiones im 
positivas* Asi, en base a la anterior construcciôn, se llega 
al concepto del Derecho tributario. Para Blumenstein, "el De­
recho inipositivo, como concepto unitario, représenta el conjun 
to de normas que regulan la relaciôn juridica tributaria y la 
realizaciôn de las pretensiones y obligaciones que cfe ella de­
rivan" (17).
a*3*- Contenido de la relaciôn juridica tributaria*
En la obra "Sistema de Derecho tributario", aparecida en 194$, 
Blumenstein recoge las ideas principales de la construcciôn 
ofrecida en su anteior obra de I926, ideas que ya hemos expuejs 
to, Subordinado el impuesto, al ordenamiento juridico resaltan 
los caractères de una relaciôn juridica, el contenido de esa 
relaciôn juridica tributaria consiste en un conjunto de debe- 
res del individuo sometido al poder de imposiciôn, respecto al 
ente pûblico que tiene derecho a exigir el impuesto, Esos debe 
res or ig inan dos relaciones disk intas: una relaciôn de cbida im 
positiva y una relaciôn de liquidaciôn.
La relaciôn de dfeuda impositiva consiste en una prest^ 
ciôn juridica patrimonial del individuo, y la relaciôn de li­
quidaciôn consiste en un procedimiento para la determinaciôn 
del impuesto, A este ûltimo deber corresponde un derecho del
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individuo a cooporar en la liquidaciôn cono una : edir r de pr_o 
tecciôn de sus intereses y contribuir a la fijacion cie su deu 
da tributaria.
b) Hans Nawiasky (l8),
Relaciones juridicas tributarias fundamentales,
Los artîculos de Nawiasky sobre problemas de Derecho 
tributario, escritos en un periodo de cuatro ahos, aparecieron 
como una reacciôn de rechazo total a la Ordenanza tributaria 
alemana de 1919; llega a calificar de "falta de inteligencia 
y casi como tei’.eridad" el que la Ordenanza tributaria se pro- 
pusiera la reforma de la teorla del Derecho financiero, la cual 
no habîa llegado a su madurez. Para Nawiasky resultaba contra 
dictorio que la Ordenanza tributaria impidiera su libre intejr 
pretaciôn dando para ello definiciones legislativas y que al 
mismo tiempo contuviera normas interprétâtivas muy amplias; es 
pecialmente se quejaba sobre el hecho de que la Ordenanza tr^ 
butaria no recogiera los pocos resultados elaborados hasta ese 
momento por la doctrina en el campo del Derecho tributario, por 
ejemplo; la, a su juicio, necesaria y fundamental distinciôn 
entre impuestos sujetos a liquidaciôn individual e impuestos 
no sujetos a ella. También era objeto de crltica, por parte de 
Nawiasky, el que la Ordenanza estableciera que la deuda tribu 
taria nace en el momento en que se realiza el presupuesto de 
hecho al que la ley vincula la obligaciôn, y no por la liquida 
c iôn.
-13-
b , 1, - Relaciôn jurIdico= tril>utcria 0'.,1 igacioral (Cbliga- 
c iôn tributaria) • Nav:iaslvy comienza afirmando que, al realizar 
se el presupuesto de hecho tributario, hoy denominado hecho im 
ponible, previsto en la ley, nace, para aquellos a los que se 
exige el comportamiento establecido, la obligaciôn de hacer, 
de dejar de hacer o de no hacer (19)* "A este fenômeno se le 
denominai vinculatoriedad tributaria, sujeciôn tributaria, 
laciôn tributaria obligaciônal, obligaciôn tributaria (20), El 
contenido de esta obligaciôn, es de variada naturaleza ya que 
no se trata ûnicaraente de la obligaciôn de pago, o deuda tribu 
taria de carâcter pecuniario o, escuetamente, deuda tributaria, 
sino de diversas obligaciones que cxigen corr.portainientos distin 
tos que pueden consistir bien en un hacer, bien en un no hacer, 
bien en dejar hacer", (21),
Al considerar el problema de si la relaciôn juridica 
tributaria entre el Estado y el ciudadano es una relaciôn de 
subordinaciôn o de igualdad, Nawiasky sostiene que asi como jb 
xiste igualdad de los sujetos de Derecho privado, también en 
la obligaciôn tributaria existe dicha igualdad.
b.2.- Relæiones juridicas concéntricas. Afirma Nawia_s 
ky que, si bien la obligaciôn tributaria no consiste sôlo en 
la obligaciôn de pago del tributo, o la deuda tributaria, la 
obligaciôn de pagar se encuentra en el centre de la relaciôn 
juridica, considerada en su totalidad y todas las deraâs oblig^ 
ciones giran alrededor suyo, Senala que "dicha obligaciôn de 
pago no agota por si misma la relaciôn juridica, existiendo mâs
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bien otra serie de relaciones juricicaE nuc se exticn 'en sobre 
ella, formando circules concéntricos cuyos efectos • arciales 
posibilitan paulatinamente su realizaciôn. Esta compleja situa 
ciôn se explica por las muy distintas formas en que se manifies 
tan nuestras relaciones econômicas lo cual exige, antes de que 
cada una de ellas pueda ser objeto de regulaciôn juridica inm^ 
diata e individual, que el poder estatal intervenga de forma 
oportuna con el fin de dejarlas libres de adherencias". (22),
b,3,» Deberes de colaboraciôn. En la periferia de ese 
circule existen unas obligaciones, llamadas de colaboraciôn, 
las cuales hacen posible el procedimiento de imposiciôn y ase 
guran su realizaciôn, Nawiasky denomina obligaciones financie 
ras u obligaciones auxiliares a estos vinculos establecidos en 
interés del poderfinanciero,
Senala que tanto las personas a las que concierne el 
pago del tributo como terceras personas que colaboran con la 
Administraciôn, pueden tener obligaciones de naturaleza auxi- 
liar y con la misma finalidad de posibilitar y asegurar el pro 
cedimiento de imposiciôn,
Y, por ultimo, Nawiasky subraya que, no afecta a la 
esencia de las obligaciones financieras sino sôlo al fundaraen 
to de su nacimiento, que sean impuestas directamente por la ley 
o que lo sean por la Administraciôn financiera en base a una 
autorizaciôn legal.
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b.l.- Distin c iôn entre i ni n n o r t o s sujetos a limii d ne iôn 
individual c ir.r uestos no stijetos a liquidaciôn. Criticr. a la 
Ordenanza tributaria. Especial n o tivo de q u ej a fue para Nawia^ 
ky, el hecho de que la Ordenanza tributaria no recogiera los 
pocos resultados elaborados hasta ese momento por la doctrina 
en el campo del Derecho tributario, por ejemplo: la, a su jui 
cio, necesaria y fundamental distinciôn entre impuestos sujetos 
a liquidaciôn e impuestos no sujetos a ella, o como él los de 
nomina, tributos imnediatamente recaudables y tributos necesi 
tados de liquidaciôn (23),
Senala Nawiasky que al deudor tributario corresponden, 
ademôs de las obligaciones financieras otras obligaciones refe 
ridas a la obligaciôn de pago y a la necesidad de mantener un 
comportamiento que conduzca o asegure la realizaciôn de dicha 
obligaciôn. Estas obligaciones pueden tener su origen,igual 
que las obligaciones financieras, directamente en la ley o en 
un acto adiriinistrativo de la autoridad financiera; pero al con 
trario de lo que ocurre con las obligaciones financieras esta 
dife: encia se tiene en particular significado cuando se trata 
del fundamento del pago de un tributo#
"Es mérito de Otto Mayer, destaca Nawiasky, haber mo^ 
trado esta sutil distinciôn. Sôlo a la Ordenanza tributaria se 
le podîa ocurrir echar por la borda, sin ningûn motivo aparen 
te, este fruto alcanzado por la esencia administrative y que 
constituye uno de los pocos resultados importantes para el cam 
po juridico financière". (24).
— lù —
La difcrencia, a juicio d c Rai:ia-Î:y, cuire vrihutos 
liquidables y no liquidables consiste en lo siguiente: en los
prirneros, la obligaciôn de pagar im tributo concrete no nace 
directamente de la realizaciôn del presupuesto de hecho previ^ 
to en la norma legal sino que es necesario un acto administra 
tivo de liquidaciôn tributaria; mientras que en los segundos, 
la obligaciôn del sujeto pasivo de satisfacer su déuda nace 
directamente de la ley sin necesidad de acto liquidatorio,
Nawiasky nos liabla de la "existencia de tres grades 
en las relaciones juridicas tributarias", que séria la conse­
cuencia que él extrae de esta distinciôn y que tiene importan 
cia desde la perspectiva de la estructura del Derecho tributa 
rio. En los tributos liquidables se distinguen dos situaciones 
juridicas diferentes; en primer lugar, la obligaciôn de sopor 
tar una liquidaciôn administrativa o la obligaciôn tributaria 
por parte del particular; y, en segundo lugar la pretensiôn 
tributaria o el derecho a bquidar de parte de la Administraciôn, 
Ambas situaciones conducen al acto liquidatorio como acto cons 
titutivo que produce el nacimiento de una nueva situaciôn jur_l 
dica: la deuda tributaria y el respective crédite tributario# 
Directamente de la ley nace la obligaciôn y la pretensiôn tr^ 
butaria, y mediante el acto administrativo, la deuda y el cré 
dito tributaries#
En los tributos inmediatos o directes, o sea, los que
ro necesitan liquidaciôn, no existe la fase de obligaciôn y pre 
tensiôn tributaria sino que de la realizaciôn del presupuesto
de hecho previsto en la nor -’a nac eji directamente la deuda y el 
crcdito tributaries.
En concrete, en los impuestos de hecho que correspon 
den a los impuestos liquidables, existirîa entre las obligacio 
nés financieras y la deuda tributaria, "otro vinculo distinto 
constituido por la obligaciôn pasiva de soportar la liquidaciôn, 
El contenido bâsico de ésta situaciôn consiste en la obligaciôn 
que tiene el particular de dejarse llevar a la prestaciôn tri 
butaria y de prestar su colaboraciôn en cierta niedida para lo 
grarlo" (25).
c) Albert Hensel (26).
Fortalecimiento de la distinciôn entre Derecho tribu 
tario material y Derecho tribiiario administrativo.
C.I.- Distinciôn entre Derecho tributario material y 
Derecho tributario administrativo. Hensel sienta una linea de 
sistematizaciôn juridica del Derecho tributario. Destaca que 
una imposiciôn basada en los principios del Estado de Derecho 
se caracteriza por la regulaciôn de la obligaciôn tributaria 
mediante una norma juridica; el vinculo legal de imposiciôn se 
obtiene a través de la determinaciôn del hecho imponible» El 
estudio de la teoria del hecho imponible-continua Hensel- y de 
sus consecuencias juridicas se denomina Derecho tributario ma 
terial; de la ejecuciôn de las pretensiones derivadas de la rea 
lizaciôn del hecho imponible se ocupa la Administraciôn tribu
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taria del Estado.
Hensel senala que la diferencia entre el Derecho tri 
butario administrativo y el Derecho tributario material radi- 
ca en el objeto de estudio de cada uno; el Derecho tributario 
material estudia la obligaciôn tributaria en abstracto; la deu 
da impositiva nace de la realizaciôn del hecho imponible para 
lo cual no se requiere un acto administrativo, sin embargo siem 
pre es necesaria una actividad administrativa por parte del E_s 
tado, para lograr la satisfacciôn de las pretensiones imposi- 
tivas surgidas, a su favor, del hecho imponible, de esta activai 
dad se ocupa el Derecho tributario administrativo.
C.2.- Contenido del Derecho tributario administrativo. 
Hensel advierte que la relaciôn obligatoria tributaria, es do 
cir, la obligaciôn tributaria como relaciôn de crédite y deu­
da, es la base, pero no la relaciôn tîpica del Derecho tribu­
tario administrativo, este debe ocuparse de relaciones entre 
autoridad tributaria y sujetos pasivos de deberes tributaries, 
de diverse origen y contenido. Hensel agrupa bajo el concepto 
de "procedimiento tributario" a todas las actividades admini^ 
trativas tendantes a la satisfacciôn de las diversas pretensib 
nés impositivas. Senala que el procedimiento tributario(pera 
la transformaciôn administrativa de la pretensiôn impositiva 
surgida del Derecho material, y, de ese modo, elevada al rango 
de nûcleo de todo el Derecho tributario administrativo.
Hensel distingue dentro del Derecho tributario adrai-
-19-
nistrativo una dob1e serie de obiig.ciones: obliy -ciones cue
nacen directancnte de la ley sin necesidad ce un acto adminis 
trativo, y obligaciones que surgen de un acto administrativo 
amparado en una norma legal.
Advierte que el procedimiento impositivo no agota por 
completo la esfera de la actividad del Estado en el campo de 
la imposiciôn; la Administraciôn puede actuar para dar efectj. 
vidad a otro tipo de obligaciones, no de los deudores tributei
rios efectivos sino las que el ordenamiento puede imponer a 
presuntos deudores o a sujetos obligados a la realizaciôn de 
prestaciones de auxilio a la Administraciôn. Finalmente, Hen­
sel denomina "participes o interesados" tanto al deudor como 
a los deudores presuntos, y denomina "terceros" a las personas 
sujetas a prestaciones de auxilio o colaboraciôn (2?).
2.- Movimiento de enlace de la doctrina italiana con la 
germana.
Mientras que en Alemania se desarrollô el Derecho im 
positivo para juridificar el fenômeno impositivo, es decir, p^ 
ra transformar una relaciôn de poder en una relaciôn juridica, 
en Italia existiô desde antano una tradiciôn jurIdico-financi^ 
ra unitaria que se ocupaba de la unidad sustancial de la Hacien 
da pûblica. Esta tradiciôn juridico-finaneiera unitaria influyô 
en el nacimiento de una rama juridica, el Derecho financiero, 
Guyo objeto de estudio fue la actividad financiera en su conjun
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to* El cultive del Dcrccho finauciero sc ’ rocujo ; .nra iiisertar 
cl conjunto de la actividad financiera en el Ambito de la esen 
cia del Derecho.
En los anos inmediatamente anteriores o posteriores 
a la II guerra mondial, esta tradiciôn jurîdico financiera eii 
tro en crisis, probablemente bajo la influencia alemana en la 
que el fenômeno financière nunca foe objete de estudio espec_i 
fico por parte de una rama del Derecho, excepciôn hecha del 
impuesto del coal se ocuparon en profundidad los tratadistas# 
Del Derecho financière se desprende una "nueva" disciplina jo 
rldica, que no pierde la visi6n de cenjunte, cuye ebjete de e^ 
tudio lo constituye el institute juridico del tribute, cate^o 
rla mas amplia que el impuesto ya que cemprende etras des es- 
pecies de prestaciones pecuniarias, la tasa y la contribuei6n 
especial, y , per tante mas cercano por el lade de les recursos 
a la concepcion unitaria de la Hacienda, en Italia se desarrjo 
116, pues, un Derecho tributarie. (28)*
Una parte de las doctrinas alemanas sebre la estructu 
ra del Derecho tributarie acegen la distincion entre una acep^ 
ci6n amplia de la relaci6n jurldica tributaria y una acepciôn 
estricta; esta distinciôn no alcanzô gran desarrollo en Alema- 
nia donde los tratadistas se ocuparon mas de la divisi6n entre 
un Derecho tributarie material y un Derecho tributario adminip 
trativo, en cambio en Italia, la relaci6n jurldica tributaria 
entendida en sentido aniplio fue acegida faverablemente, Como 
censecuencia de dicha acepcion amplia se adniite la presencia.
dentro c’c la rclacicn Ir il.ail ..r ir., co la totallc c c'.c vii;cc'loi 
y sii ua.ciones a quo da o r en la cstructura y aplic: cion del 
ininuesto*
a) Achille Donato Giannini (29)#
Teoria de la relaci6n juridico-tributaria compleja#
a#l.- Acepciôn amplia de la relaciôn juridico-tribu- 
taria. La construcciôn de Giannini sobre la relaciôn juridico 
-tributaria est& basada en una acepciôn amplia de la relaciôn
jurîdica, en la cual se incluyen los poderes de la Administra 
cion y ciel administrado ; también es muy amplia la dcfiniciôn 
de Giannini en torno a los conceptos de Derecho subjetivo y de 
obligaciôn (30). Giannini sehala que en el Estado moderno, el 
ordenaniiento juridico régula, mediante disposiciones imperati 
vas, la deterrninaciôn de los casos en que se debe el impuesto, 
quien lo debe, cuônto se debe y los modos y formas en que se 
liquida y recauda el impuesto* Estas disposiciones impositi- 
vas generan una serie de vinculos juridicos, obligaciones, de 
beres y derechos recîprocos entre el Estado y los contribuyen 
tes, los cuales forman el contenido de una relaciôn juridical 
la relaciôn jurîdica impositiva que se califica de compleja*
A pesar de que la literatura italiana se refiere siempre al 
concepto de "tributo", algunas obras, como la de Giannini, alu 
den a las relaciôn juridico impositiva, aunque ocasionalmente 
hagan referencia a la relaciôn tributaria* El profesor Sainz 
de Bujanda ofrece la sigtiente explicaciôn: "El empleo de la
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cxyrcsiôn relaciôn jurîdica imnosit iva" obedece a la circuns- 
tancia de que la teoria jurldica del impuesto esta nas élabora 
da que la de las restantes especies tributarias, por lo nue ha 
sido ella la que ha configurado la terminologîa dominante* Pje 
ro no hay ruptura conceptual" (31)*
Del ordenamiento juridico del impuesto nacen, la obli
gaciôn de pagar, el correspondiente derecho a exigir una suma 
determinada, cuando se produzcan los presupuestos de hecho e^ 
tablecidos en aquél, y una serie de obligaciones y derechos de 
naturaleza y contenido diverses, tanto del ente pôblico como 
de la persona, sujeta a la potestad estatal*
a.2*- Contenido de la relaciôn jurldico-impositiva coin» 
pieja* Giannini résulta que la relaciôn jurldica impositiva ti^ 
ne un contenido complejo, pues de ella derivan, de una parte, 
poderes, derechos y deberes de la autoridad financiera, a los 
que corresponden obligaciones, positivas y negativas, y derjB 
chos de las personas sujetas a su potestad; de otro lado, el 
derecho del ente pûblico de exigir y la obligaciôn correlative 
del contribuyente de pagar la cantidad équivalente al importe 
del impuesto debido en cada caeo. Advierte Giannini que la obli 
gaciôn de pagar el impuesto, consttitutiva de la parte esencial 
y fundamental de la relaciôn y el fin ultimo al que tiende el 
institute jurîdico del impuesto, puede ser mas concretamente 
denominada con el término de "deuda impositiva", a la que co­
rresponde un crédito de ente pûblico; y con la expresiôn gené 
rica de "derechos y obligaciones tributaries" se designan todos
los ot]'Os derechos y coheres niic nacen ce la relaciôn trihrt;
r la
Para Giannini el elemento fundamental de la relaciôn 
jurldica tributaria es la deuda del impuesto, es decir, la obl^ 
gaciôn tributaria. Asl senala que: "En armonîa con el caracter 
y con las distintas manifestaciones de la relaciôn impositiva,
esta puede ser considerada en su conjunto, o, mAs especificamen 
te, en su manifestaciôn extrlnseca fundamental, es decir, en 
el de deuda impositiva; en el primer aspecto, los sujetos que 
en ella participan son, de un lado, el ente pûblico como pote^ 
tad financiera, y de otro, las personas subordinadas a el y a 
las que la ley impone diversas obligaciones, positivas o nega^ 
tivas; en el segundo aspecto, se tiene, de un lado, al ente pu 
blico, acreedor, y de otro, al sujeto pasivo del impuesto". (32)
b ) Antonio Berliri (33).
Âtenciôn a los aspectos administrâtivos del tributo* 
Tradicionalmente las teorîas jurîdicas, hablan conver 
tido en eje de la disciplina tributaria a la obligaciôn tribu 
taria material, destacando el contenido obligacional de la re 
laciôn y descuidando el tratamiento dogmâtico de los aspectos 
administratives de la aplicaciôn de los tributes y, particular 
mente, de la potestad administrative en materia tributaria. La 
doctrine advierte la insuficiencia de los resultados de unos 
estudios que se limitan al Derecho tributario material y que 
centran su âtenciôn en la obligaciôn tributaria, y concede ma
yor aier.ciôn a los aspectos aci.iinistr- t i\^os del tribu to.
b.l*- Acepciôn estricta de la relaciôn jurldica tri­
butaria. Berliri parte de un concepto estricto de la relaciôn 
jurldica por lo cual excluye de su seno a las potestades admi 
nistrativas (anteriores y exteriores a la relaciôn jurldica).
El carActer de situaciôn activa dentro de la relaciôn jurldi­
ca se réserva al derecho subjetivo, exlcuyendo de tal condiciôn 
a la potestad.
Su concepciôn de la relaciôn jurldica tributaria es 
la siguicnte; En el Derecho tributario deben distinguirse las 
obligaciones de los deberes juridicos particulares y de las s_i 
tuaciones de sometimiento, sujeciôn o sumisiôn. Para Berliri 
la obligaciôn tiene siempre un contenido patrimonial, mientras 
que tal requisite falta en el deber juridico particular y en 
las que la doctrina llamaba obligaciones de hacer, administra^ 
tivas, etc., las cuales no son obligaciones, sino deberes ju­
ridicos particulares; por ûltimo, reconduce a una parte de las 
llamadas obligaciones administratives de no hacer y de soportar 
a otra situaciôn subjetiva: la de sumisiôn. Berliri también di^ 
tingue las potestades (excluidas de la relaciôn tributaria) de 
los derechos en general y de los derechos potestativos en par^  
ticular; derecho potestavo es aquel cuyo objeto no es una pre^ 
taciôn, sino el poder de causar determinados efectos juridicos 
en la situaciôn de otro sujeto. Dentro de la relaciôn tribut^ 
ria existen, pues, dos clases de derechos subjetivos, a favor 
del ente pûblico, derechos potestativos, y derechos de crédito.
— 25 —
Subraya Berliri que, ùnicamente puoden calificarse de 
obligaciones tributarias aquellas obligaciones a cargo del su 
jeto pasivo y a favor del sujeto activo del impuesto, que tie 
nen como funciôn el enriquecimiento del segundo a expenses del 
primero; dicha obligaciôn puede consistir, o bien en la obli­
gaciôn de pagar una cantidad de dinero, o bien en la obligaciôn 
de inutilizar un valor timbrado#
b«2«- Tesis sobre el nacimiento de la relaciôn jurldi­
ca tributaria y de la obligaciôn tributaria. Berliri, afirma 
que de 1b realizaciôn del hecho imponible nace siempre la re­
laciôn jurîdica tributaria y no siempre la obligaciôn tributa 
ria, pudiendo nacer, en algunos casos, de la realizaciôn de ^  
quel hecho un derecho potestativo de la Administraciôn; y del 
ejercicio de este derecho nace la obligaciôn tributaria.
Las obligaciones accesorias, derechos, deberes, etc., 
para tener sentido se coordinan y reagrupan en torno a un nû- 
cleo constituido por lo general, aunque no siempre, por una 
obligaciôn tributaria calificândose por tanto, como relacio- 
nes jurîdicas de impuesto. La relaciôn jurîdica e impuesto, se 
distingue de la obligaciôn tributaria por su complejidad, tan 
to, por su objeto como por los sujetos. Desde el punto de vis 
ta de su contenido, es raâs compleja ya que comprende, salve ex 
cepciones, a la obligaciôn tributaria, deberes jurîdicos par 
ticulares y derechos, de crédito o potestativos; desde el pun 
to de vista subjetivo, en la relaciôn jurîdica de impuesto pua 
den participar personas distintas a los sujetos activo y pa­
sivo del impuesto (34).
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c ) Ini'-ue^ : tos con ligviidaciôn e inr ucstos sin lir u i d a - 
cion .
Es precisaniente dentro de la teoria de la relaciôn ji: 
ridica tributaria donde surge el concepto de autoliquidaciôn; 
la doctrina recoge el aspecto formal de la distinciôn elaborn 
da por Otto Mayer entre impuestos con liquidaciôn e impuestos 
sin liquidaciôn para transformarla en impuestos con liquidaciôn 
e impuestos con autoliquidaciôn (35)»
C.I.- Planteamiento de A. P..Giannini. Afirma Giannini 
que la deuda impositiva surge de la realizaciôn del presupues 
to de hecho previsto por la ley, es decir, que la obligaciôn 
tributaria tiene su fundamento juridico en la ley. No obstante, 
como la ley impositiva es por naturaleza abstracta, para deter 
minar si la obligaciôn, es decir, la deuda impositiva ha naci 
do o no y cuAl es su cuantia, es necesario en cada caso compro 
bar si el presupuesto se ha realizado "y cual es su précisa sus 
tancia y entidad y asl valorar también los demâs elementos prees 
tablecidos para la deterrninaciôn de la medida de la obligaciôn 
tributaria". (3ô)#
Para Giannini "la comprobaciôn del impuesto en sentido 
amplio consiste precisaraente en el acto o la serie de actos ne 
cesarios para la constataciôn y la valoraciôn de los diversos 
elementos constitutives de la deuda impositiva (presupuesto ma 
terial y personal, base imponible) con la consiguiente aplica 
ciôn del tipo y, por tanto, la concrete deterrninaciôn cuanti- 
tativa de la deuda del contribuyente", (37).
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En consecucncia, continua Giannini, la com rol r ci6n 
es necesaria para establccer si un crédito imnositivo ha sur- 
gido y cual es su importe en concrete y no puede tener sino 
naturaieza declarativa; la comprobaciôn constituye una condi­
ciôn para la exigibilidad del crédito tributario y puesto que 
la misma es un acto administrâtivo ejecutorio, obliga al con­
tribuyente "a satisfacer la deuda segûn la comprobaciôn, i n d u  
so si la exacte aplicaciôn de la ley al caso concreto llevara 
a concluir que no es deudor o que es dcudor de una suina menor", 
(38).
En cuanto a la forma en que se puede llegar a la com­
probaciôn del impuesto, o sea, las formas de liquidaciôn Gia­
nnini distingue très tipos segûn se realice;
c.1.1.- por el mismo deudor sin intervenciôn de la au 
toridad financiera, la llaraada autocomprobaciôn, que 
se encuentra en los impuestos aplicados mediante tim 
bre;
C.I.2.- por la autoridad financiera sin la cooperaciôn 
del contribuyente, que se verifica cuando el impuesto 
es aplicado mediante el sistema de la retenciôn direc 
ta;
c.1.3*- por la autoridad financiera con la cooperaciôn 
del contribuyente, en esta ultima a la que Giannini 
califica de normal, el deudor présenta una declaraciôn 
en base a la cual la autoridad financiera détermina 
la cuantia de la deuda impositiva y la comunica al con 
tribuyente.
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C.2.- M a n t <  amicnto de Antonio Berliri: trihrtpr sin
imposicion y tributes con imposiciôn. Observa Berliri que todos 
los tributos pucden dividirse en dos grandes grupos: aquellos 
que el contribuyente puede y debe extinguir sin ninguna inter 
venciôn previa de la Administraciôn financiera a los cuales per 
tenecen casi todos los impuestos que se satisfacen mediante in 
greso en cuenta corriente postal; y aquellos en los cuales el 
pago no puede tener lugar sino con intervenciôn de la oficina 
fiscal, a este grupo pertenecen todos los impuestos directes 
y todos los de recaudaciôn inraediata y directa por parte de las 
oficinas fiscales,
"Al acto en defecto del cual estos tributos no pueden 
ser satisfechos se le puede dar el nombre, sugerido por Alljo 
rio, de acto de imposiciôn", (39) De aqui, prosigue Berliri, 
la distinciôn fundamental entre tributos s in imposiciôn y tr_i 
butos con imposiciôn.
Para los tributos s in imposiciôn, "el nacimiento y la 
vida de la relaciôn jurldica impositiva es muy simple: habién 
dose realizado el presupuesto de hecho, el contribuyente debe, 
inmediatamente o dentro de un brevîsimo lapso de tierapo, extin 
guir la obligaciôn ingresando su importe en una cuenta corrien 
te especial o anulando el valor timbrado près . - (40), En e_s
tos casos la obligaciôn tributaria nace directamente de la ley, 
de manera que el acto de imposiciôn no contiens sino el recono 
cimiento de una obligaciôn ya surgida.
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i ara los triVaitos con ir.iposicion, obs' rv.- Berliri, se 
plantca el problema Be la naturaleza cle este acto y de su rele 
vancia sobre el nacimiento de la obligaciôn tributaria y se pre 
gunta si se trata de un acto de naturaleza declarativa o cons 
titutiva, Berliri explica que al sostener que la comprobaciôn 
o el acto de imposiciôn tienen naturaleza declarativa se quiere 
afirmar simplemente que no determinan el nacimiento de la obli 
gaciôn tributaria, y cuando se sostiene su naturaleza consti- 
tutiva, se afirma que la obligaciôn tributaria nace : rccisame_n 
te de taies actos. En consecuencia, la comprobaciôn o la impo 
siciôn sera dcclrativas si reconocen la existencia de una obli 
gaciôn tributaria ya nacida, mientras que serAn constitutivas 
si son ellas las que constituyen dicha obligaciôn. Para estable 
cer en que casos la comprobaciôn es constitutiva y en cuâles 
declarativa es necesario averiguar si la obligaciôn tributaria 
ha nacido ya antes de dicho acto o, por el contrario, nace pre 
cisamente por efecto del mismo, Berliri destaca rue en los ira 
puestos directes la obligaciôn tributaria nace no de la reali 
zaciôn del presupuesto de hecho, sino de la inscripciôn en la 
lista cobratoria, "Y puesto que antes de esta el contribuyente 
no sôlo no debe, sino que no puede siquiera pagar, mientras que 
despuês de que dicho acto haya sido realizado, el contribuyen 
te, aun no estando todavia obligado a pagar (el deber, se ha- 
râ actual sôlo con el transcurso del plazo), tiene la posibili 
dad de pagar, el acto de imposiciôn (es decir, la inscripciôn 
en la lista cobratoria) es, por definiciôn, constitutivo de la 
obligaciôn tributaria", (4l).
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C) Crisis de la doctrina centriez rr. la oV’li. cion tri­
butaria y en la relaciôn jurldica compleja. Trr.slado 
de la âtenciôn hacia los aspectos procedimentales 
del tributo,
A pesar de los esfuerzos realizados por la teoria de 
la relaciôn jurîdica tributaria para explicar los aspectos 
estâticos y dinâmicos de los tributos y de los intentos por in 
cluir en las construcciones doctrinales a todos sus aspectos
proccdimentales y administratives, estos resultan insuficien- 
tes e insatisfactorios; las transformaciôn acelerada del Derje 
cho tributario afccta a su misma esencia,el proceso ce modifi 
caciôn se extiende tanto a la parte material como a la parte 
formai de los tributos haciendo cada vez mas difîcil su distin 
ciôn, por lo tanto se requiere una profunda revisiôn de los pro^  
cedimientos tributaries y otra metodologia mis adecuada a las 
nuevas estructuras tributarias,
Los tratadistas comienzan a interesarae en el aspecto 
procedirnental de los tributos; comienzan a analizarse, aunque 
al principle de manera aislada y estâtica, las instituciones 
que integran el procedimiente de aplicaciôn de los tributos,
Como censecuencia se produce una crisis de las teorîas centr^ 
das en la obligaciôn tributaria y en la relaciôn jurîdica corn 
pleja, y en la doctrina encuentran aceptaciôn las corrientes 
procedimentales que pretenden realizai* vu estudio unitario y 
conjunto del tributo como institute jurîdico,
Surgen entonces las tesis dinâmicas o procedimentales
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£ol'i'c el Derecho trilmtario a cuya r.ict oB ologia sc in cor. or an 
los conceptos de funciôn, potestad, procediriento, etc, cue en 
riquecen los resultados de los anAlisis doctrinales, "Se con- 
cibe entonces el Derecho tributario en su actuaciôn como un pr^ 
cediraiento de imposiciôn en el que se producen una serie de a_c 
tos que traen unos causa de los otros y que tienden a un acto 
final. Se traslada asl el centre de gravedad desde el hecho ia 
ponible a la consideraciôn de sus efectos juridicos, es decir, 
a las situaciones subjetivas que origins, que al no ser corre^ 
pondientes exceden al concepto de relaciôn jurldica y se inst^ 
lan en el de p r o cedimiento de imposiciôn" (42),
1,- Tesis dinamicas o procedimientales (potenciaciôn de 
los conceptos de funciôn, potestad, procedimiento, 
etc, )
a) Renato Alessi (43),
Tesis de la funciôn tributaria,
a.l#- Definiciôn de Derecho tributario. Considéra 
Alessi que el Derecho tributario, entendido como ordenamiento, 
puede definirse como el conjunto de normas jurîdicas que regu 
lan la funciôn tributaria de los entes pûblicos, Alessi tras­
lada el concepto de funciôn del Derecho administrative al cam 
po del Derecho tributario, y sehala que la funciôn tributaria 
es el conjunto de poderes juridicos, que denomina potestad trd. 
butaria, a los que corresponden deberes juridicos, dirigidos 
a la realizaciôn de un fin pûblico.
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a,2.- Considoracion de la : oiestac tributaria (funciôn 
tributaria) on el piano abstracto y en el piano concreto» La 
potestad tributaria, expresa Alessi, puede considerarse en dos 
pianos juridicos distintos: en el piano abstracto y en el pl^ 
no concreto.
En el piano abstracto la potestad tributaria tiene por 
objeto la elaboraciôn de normas jurîdicas en base a las cuales 
se imponen los tributos; a la potestad tributaria considerada 
en el piano abstracto la llama "potestad tributaria primaria".
En el piano concreto, la potestad tributaria consiste 
en la actividad administrâtiva de gestiôn, liquidaciôn y recau 
daciôn de los tributos; a esta potestad la denomina "potestad 
tributaria complementaria",
Como caractères de la potestad tributaria en el piano 
abstracto y en el concreto, Alessi sehala los siguientes: en 
el piano abstracto destaca su carac%er de discrecionalidad, sin 
mas limites desde el punto de vista juridico, que los derivados 
de la Constituciôn; en el piano concreto, por el contrario, des 
taca el carâcter reglado de la potestad, debido a que la norma 
impone, en abstracto, a todos los sujetos una obligaciôn tribu 
taria y no se limita a concéder la potestad de imposiciôn a la 
autoridad pûblica.
En el piano concreto, el ejercicio de la potestad tri
butaria conduce al nacimiento de la obligaciôn tributaria; Aie 
ssi niantiene que la obligaciôn tributaria nace de la realiza-
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ci6n cel hecho ijnj^onible y que r.orr.I'lente In e^ic 'cia ce ci- 
Cil a obligaciôn puede quedar condicicnada a un acto r. d; 'inistr^ 
tivo de reconocimiento y de calificaciôn del presupuesto,
a,3*- Existencia de una obligaciôn sustancial y de de­
beres juridicos de caracter secundario e instrumental, Alessi 
resalta la existencia de una dualidad de funciones de la auto 
ridad tributaria: por una parte, la funciôn sustancial y final 
a la cual corresponde una potestad principal, esencial y sus­
tancial, de imposiciôn, a través de la cual se actûa de modo 
directo e inmediato respecto a sujetos determinados la obliga 
ciôn tributaria impuesta abstractamente por la norma jurldica; 
por otra parte, la funciôn instrumental, correlativa de una plu 
ralidad de potestades instrumentales, dirigidas a la mejor ac 
tuaciôn de la potestad de imposiciôn, y por tanto, accesoria 
respecto de esta ûltima.
De todo lo anterior Alessi deduce, que frente a la 
obligaciôn tributaria, de carâcter sustancial y final, existen 
otros deberes juridicos de carâcter accesorio e instrumental, 
que pueden cumplir una funciôn preparatoria respecto a la obli 
gaciôn tributaria sustancial,
Dentro del âmbito de los deberes juridicos accesorios, 
Alessi los clasifica: desde el punto de vista del origen de los 
mismos, deberes impuestos directamente por una norma tributa­
ria, e indirectamente por un acto administrâtivo; desde el pun 
to de vista de su contenido distingue entre meras situaciones 
de sujecciôn y deberes de comportaraiento.
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a ♦ 4 , - Desarrollo de la funciôn tribut.ria» A11 s si 11 
ma a su construcciôn "dinâmica" y explica que en el desenvol- 
viniiento de la funciôn tributaria pueden adoptarse dos perspec^ 
tivas a las cuales denomina "enfoque estâtico" y "enfoque dinô 
mico"#
El enfoque estâtico se ocupa de la teoria de los ac­
tos juridicos tributarios singulares a través de los cuales la 
funciôn tributaria se desarrolla* Alessi considéra que los a^ 
tos juridicos tributarios es necesario dividirlos en actos tr^ 
butarios esenciales y actos tributarios acessorios complemen- 
tarios,
Los actos tributarios esenciales son los actos dirig^ 
dos inmediatamente a la imposiciôn del tributo, pueden produ- 
cirse en el piano abstracto y en el piano concreto. En el pla 
no abstracto, el acto tributario estâ constituido por un acto 
normative que establece el tributo; en el piano concreto, el 
acto tributario tiene un valor puramente declarative, respec­
to al nacimiento de la obligaciôn tributaria, ya que el valor 
constitutivo corresponde a la realizaciôn del hecho imponible,
Los actos tributarios accesorios son los que permiten 
llevar a cabo la realizaciôn del tributo*
El enfoque dinâmico se ocupa de la toeria del proce- 
dimiento tributario, que considéra la sucesiôn necesaria,crono 
lôgica y lôgica de los actos singulares a través de los cuales 
se alcanza la percepciôn de los tributos. En la teoria del pro
ccdiiiionto, ob s erva Alcssi, caba bablar cc plural id d de rroce 
dinientos, por las siguientes razones: en primer lugar, cîepués
de un primer procedimiento denominado "declarative" y que con 
cluye en el acto liquidatorio, puede seguir un segundo procedi 
miento "ejecutivo", dirigido a dar efectividad a la liquidaciôn, 
hasta la efectiva percepciôn del tributo; en segundo lugar, no 
existe un ûnico procedimiento tributario aplicable a todos los 
tributos sino que existen una serie de procedimientos diversos, 
algunos de ellos especificos para un detemiinado tributo. No 
obstante, Alessi destaca que existe un procedimiento, que en 
sus elementos esenciales, se aplica a toda una serie de tribu 
tos; este procedimiento lo considéra "normal y tîpico" frente 
a los otros considerados como "especiales" (44),
b) Gian Antonio Micheli (4$),
Tesis de la potestad de imposiciôn,
b,l,- Distinciôn entre potestad tributaria y potestad 
de imposiciôn, Gian Antonio Micheli considéra que existe con- 
fusiôn entre el poder de producir normas jurîdicas tributarias, 
el cual constituye una manifestaciôn del poder legislative, y 
la potestad aîministrativa dirigida a la aplicaciôn de la norma 
al caso concreto; para establecer la distinciôn denomina "po­
testad tributaria" a la actuaciôn normative y potestad de impo 
siciôn"a la aplicaciôn de las normas tributarias (46),
A continuaciôn Micheli destaca las caracteristicas de 
la potestad de imposiciôn, sehalando que se trata de una potes
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tad reglada, indisponible, irrenunciable e imprescriptible (47).
b •2 ,- Distinciôn entre rotestad de inn osiciôn y pote s- 
tad de crédito subjetivo, Micheli, sehala que el derecho de cré 
dito del sujeto activo presupone una responsabilidad a cargo 
del sujeto pasivo o contribuyente, por lo que en caso de in- 
cumpliraiento de la obligaciôn de pago existe la posibilidad de 
ejercitar los medios de tutela coactiva, administrâtiva y ju- 
risdiccional, Cuando el ente impositor no tiene el poder de pre 
tender la prestaciôn sin contar con la voluntad del deudor e 
incluso contra ella no existe responsabilidad del contribuyen 
te; antes de que nazca el derecho de crédito pueden existir de 
un lado, la potestad de imposiciôn y, de otro, obligaciones y 
deberes cuya violaciôn puede traer consigo diversas responsabi 
lidades para cuya concreciôn se requiere el ejercicio de la po 
testad impositiva.
En opiniôn de lîiclieli el objeto del Derecho tributa­
rio son las normas que regulan los ingresos tributarios y el 
objeto de estas normas es el concepto de potestad y su desarro 
llo, Micheli distingue dentro de este conjunto normativo varies 
grupos: en primer lugar, normas que determinan los sujetos de 
la potestad de imposiciôn, los presupuestos para su ejercicio, 
el contenido de la prestaciôn tributaria, etc,; en segundo lu 
gar, normas que regulan el procedimiento de realizaciôn comple 
ta de la potestad y, por ûltimo, normas que determinan la tu­
tela jurisdiccional, civil o penal, de los derechos de los su 
jetos actives y pasivos. (48),
c) Federico Maffczzoni (49).
El procedimiento tributario como instituto de derecho 
sustancial*
c#l,- Examen de las situaciones jurîdicas subjetivas 
creadas por las normas impositivas* Maffezzoni afirma que son 
dos las situaciones jurîdicas subjetivas creadas por las nor­
mas impositivas; el poder de imperio del ente pûblico y el de 
ber jurîdico del sujeto pasivo, También sostiene que mientras 
la situaciôn jurîdica subjetiva denominada "deber" se traduce 
en una serie de deberes, que son al mismo tiempo conexos y au 
tônornos, la situaciôn jurldica subjetiva denominada "poder de 
imperio" es ûnica aunque con contenido variable pudiendo tra- 
ducirse en un conjunto indeterminado de actos dirigidos a un 
sôlo fin: la efectiva realizaciôn de las prestaciones coactivas 
impuestas por las normas y la efectiva aplicaciôn de las san- 
ciones que deriven de su incumplimiento, Estos actos constitu­
yen -prosigue Maffezzoni el lazo de uniôn entre los deberes 
jurîdicos y el poder de imperio creados por las normas tribu­
tarias; asl, esas situaciones son contrapuestas entre si aun­
que no son recîprocamente correspondientes. A los deberes es- 
tablecidos a cargo de los sujetos pasivos del impuesto, cual- 
quiera que sea su contenido, no corresponde nunca un poder del 
ente pûblico ni de pretender el cumplimiento de los deberes, 
ni de liberar al obligado una vez que haya cumplido y tarapo- 
co lograr la deterrninaciôn jurisdiccional ni administraiiva 
del deber. Al ente pûblico correspondes recibir la prestaciôn 
espontânea del sujeto pasivo sin poder liberar al deudor; com
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probar la existencia y el contenido del presupuesto de hecho 
del deber y el cumplimiento de este, sin poder liberar al obl^ 
gado al comprobarse el cumplimiento, y; la aplicaciôn de san- 
ciones previstas por la norma tributaria al comprobarse el in 
cumplimiento del deber#
C.2#- Sustituciôn del término relaciôn jurldica tri­
butaria por el procedimiento de imposiciôn. Maffezzoni sehala 
que el conjunto de actos que se producen en el desarrollo de
las dos situaciones jurîdicas subjetivas debe denominarse "pr^ 
cedimiento de imposiciôn" porque los actos singulares que int^ 
gran dicho conjunto estân destinados a un mismo fin y porque 
el procedimiento tiene como funciôn conectar, armonizar y uni 
ficar el poder de imperio del ente pûblico impositor con los 
deberes jurîdicos de los sujetos pasivos, que son, como ya se 
lia sehalado, situaciones jurîdicas de contenido no correspon­
diente# Asî, el procedimiento de imposiciôn se diferencia de 
la relaciôn jurîdica ya que esta se caracteriza por ser una 
relaciôn entre dos o mas situaciones jurîdicas subjetivas de 
contenido correspondiente, por ejemplo; la relaciôn de crédi 
to y deuda# Por consiguiente, Maffezzoni propone la sustitu­
ciôn del término "relaciôn jurîdica tributaria" por el de "pro 
cedimiento de imposiciôn"#
Maffezzoni se pregunta cômo logar la funciôn del pro 
cedimiento, es decir, la conexiôn, armonizaciôn y unificaciôn
de las dos situaciones jurîdicas subjetivas, para explicarlo 
formula dos hipôtesis: en un primer supuestos, los sujetos pa
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sivos cumiileii con sus deboros juridicos; en el segundo supue^ 
to, los deberes juridicos se incumplen totalmente o en parte. 
En el i^rimer caso, el ente publico comprueba que el sujeto p_a 
sivo ha dado cumplimiento a sus deberes y adquiere un derecho 
subjetivo sobre las cosas que fueron objeto de la prestaciôn 
realizada# En el segundo caso, el ente pûblico al comprobar el 
incumplimiento y ejercer actos de condena, adquiere un derecho 
subjetivo a obtener las nuevas y diversas prestaciones indic^ 
das en tales actos.
c#3*~ Tesis del valor constitutivo del procedimiento. 
La consecuencia que saca Maffezzoni de las consideraciones an 
teriores es la siguiente: de la realizaciôn del presupuesto de
hecho no nace nunca un derecho subjetivo al impuesto vara el 
ente pûblico, nacen deberes juridicos a cargo de los sujetos 
pasivos y a favor del ente publico; a estos deberes no corres 
ponde nunca un derecho subjetivo, sino un poder de imposicion 
del ente pûblico. Estas conclusiones conducen a Maffezzoni a 
su tesis la cual expresa en los siguientes términos; "El poder 
de imposiciôn tiene siempre, en todos los impuestos, sin ex- 
cluir ninguno, eficacia constitutiva de un derecho subjetivo 
del ente pûblico y es, por tanto, un instituto de derecho su^ 
tancial, no de derecho formai" (50).
2.- La influencia en la doctrina espahola de las te­
sis dinamicas.
Las doctrinas dinArnicas ejercieron mucha influencia,
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en las obras générales y ir.onograficas m e  se pnblicaron en C_s 
paha, desde su formulaei6n.
a) Matlas Cortés Dominguez ($1).
Relevancia del cambio de eje del Derecho tributario, 
de un Derecho del hecho imponible a un Derecho de la liquida­
ciôn del tributo. El profesor Matlas Cortés publicô en I968 el 
primer volumen de ai obra "Ordenamiento tributario espahol", el 
libro se acoge a la sistemâtica de la Ley General Tributaria 
lo cual détermina que dicho volumen esté dedicado a la obliga 
ciôn tributaria; en el libro el profesor Cortés destacô la im 
portancia que en la disciplina debia darse al anâlisis de los 
actos de aplicaciôn del tributo, especialmente a los actos de 
liquidaciôn. Cortés Dominguez y Pérez de Ayala los primeros en 
sehalar, en Espaha, el giro de la doctrina hacia la nociôn de 
funciôn tributaria; aunque no puede sehalarse a Cortés adhe- 
siôn particular a alguna de las tesis dinamicas. El profesor 
Cortés considéra, en I968, que se estâ pasando de "la glorifi 
caciôn del hecho imponible" como eje del Derecho tributario, 
a la "potenciaciôn de la liquidaciôn", es decir, al conjunto 
de actuaciones de la Administraciôn encaminadas a la aplica­
ciôn del tributo; al potenciar la liquidaciôn tributaria se 
persigue que no se malogren los propôsitos del Derecho tribu­
tario material porfklta de desarrollo del Derecho tributario 
formai. A su juicio, la categoria de la obligaciôn es insufi- 
ciente para expliccT integramente el fenômeno tributario y para
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nso;:urar la o p e r a t  iviBrd de los ''rixci-'io: in?-'iradcr c g c’el o_r
denar.iicnto, es decir, legalidad, seguridad, justicia.
b) José Luis Pérez de Ayala (52)#
Conexién entre la obligacién tributaria y el procedi­
miento de gestién# La obra de José Luis Pérez de Ayala, al
gual que la de Cortés Dominguez, es de I968; hubo sincroniza- 
ci6n de ideas como eco de las doctrinas de Alessi y Maffezzo­
ni en Italia (19&5)# Pérez de Ayala aporta algunas ideas ads- 
critas a la tesis de Maffezzoni cuando expresa que ce la rea­
lizaciôn del hecho imponible no surge un derecho subjetivo de 
crédito corrélative del ente pûblico ni una deuda tributaria 
ni poder de la Administraciôn para liberar al contribuyente o 
declarar cumplida su obligaciôn; de la realizaciôn del hecho 
imponible surge un comportamiento legalniente obligatorio a car 
go del contribuyente, impuesto por la ley, y en favor del Es­
tado, que debe calificarse como "deber jurîdico particular" 
frente al cual no existe un derecho subjetivo del Estado# P^ 
rez de Ayala sehala que "en una construcciôn de esta natural^ 
za, se destaca la importancia y funciôn que a la Administra­
ciôn corresponde en la correcta aplicaciôn de la Ley Tributa- 
ria#"(53)« A juicio de Pérez de Ayala el abandono del dogma de 
la relaciôn jurldica tributaria en bénéficie de otras catego- 
rîas, no es una actitud "compléta"y sehala la necesidad de rein 
corporar dicho dogma a la Teoria general del Derecho tributa­
rio, al lado de los nuevos esquemas, para un anâlisis del Dere
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cho tributario cor^.prensivo de sus 'er spec tivas cstaticas p di 
nAniica •
En un trabajo posterior, el profesor Pérez de Ayala, 
se plantea los problemas juridicos que la doctrina del proce­
dimiento présenta en cuanto al nacimiento de la obligaciôn tri 
butaria y al poder de liberaciôn. La obligaciôn tributaria no 
surge del procedimiento sehala Pérez de Ayala, sino que "nace 
de un presupuesto complejo de formaciôn progresivajhtegrado por 
el hecho imponible y por una actividad administrative# (54)# 
Incluye a la actividad administrative en el presupuesto comple 
jo de formaciôn progresiva ya que no es necesario llegar a la 
consumaciôn de la gestiôn del tributo para que nazca la obli­
gaciôn tributaria* Expresa que no es correcto afirmar "que el 
procedimiento de gestiôn tributaria es el presupuesto comple­
jo y de formaciôn progresiva, cuya compléta realizaciôn deter 
mina el nacimiento de la obligaciôn tributaria# Ni éste es e- 
fecto juridico esencial del procedimiento, ni se précisa siem 
pre todo su desarrollo para que dicho efecto se produzca" (55)# 
Y, ello, poque: este efecto puede nacer antes de que termine
el procedimiento de gestiôn, con el acto administrativo de li 
quidaciôn provisional; aderaâs, en aquellos casos en que la o- 
bligaciôn tributaria nace como efecto final del procedimiento 
este efecto no lo séria tan sôlo de la realizaciôn del proce­
dimiento completo, sino ademâs, y necesariaraente de la realiza 
ciôn del hecho imponible# A continuaciôn Pérez de Ayala se plan 
tea el problema de si el procedimiento de gestiôn tributaria 
puede considerarse un presupuesto complejo en relaciôn a al-
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gûn efecto final esencia]. e inherent e al mismo y distinto del 
nacimiento de la obligaciôn tributaria, "En los caso.s de aut^ 
liquidaciôn, o en los supuestos de tributo'sin imposiciôn’ en 
los que el sujeto pasivo tributario hubiera aplicado correct^ 
mente la ley fiscal, el acto final con el que se cierra el prjo 
cedimiento no tiene mâs efecto que el de declarar liberado a 
dicho sujeto de sus deberes fiscales"* (56)# Agrega Pérez de 
Ayala que en los casos de los tributos con imposiciôn en que 
la liquidaciôn provisional hubiera sido correcta y comnrens^ 
va de todos los hechos imposibles y base impositivas legalmen 
te gravables se dan los mismos efectos y la observaciôn ante­
rior es aplicable*
c) Eusebio Gonzâlez Garcia* (57)*
Procedimiento de imposiciôn* El trabajo publicado poer 
el nrofcsor Gonzalez, "Los esquemas fondamentales del Derecho 
tributario", contiene puntos de vista que coinciden con los de 
Micheli y Maffezzoni. Comienza su construcciôn con la distin­
ciôn entre los aspectos estâtico y dinâmico del fenômeno tribu 
tario. El aspecto estâtico contempla la situaciôn jurldica de 
los distintos sujetos tributarios en un moraento determinado; 
el aspecto dinâmico examina la serie de situaciones sucesivas 
en que se encuentran o pueden encontrarse esos mismos sujetos, 
y se centra en los conceptos de funciôn y potestad tributaria*
A juicio de Gonzâlez Garcia el centre de gravedad del Derecho 
tributario se traslada desde el presupuesto de hecho a sus efec
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tOS juridicos, v.s decir, a las situaciones jurîdicas sxibjeti- 
vas que cl ordenamiento hace surgir de su realizaciôn; se ad- 
liiere a la tesis de Micheli y Maffezzoni de la sustituciôn del 
esquema tradicional de la relaciôn jurldica tributaria por el 
de procedimiento de imposiciôn# Considéra que de la aplicaciôn 
de las normas tributarias surgen dos actuaciones jurîdicas sub 
jetivas de contenido no reclproco, el poder de imposiciôn del 
ente pûblico y el deber tributario del contribuyente, aptas pa^  
ra dar lugar a un conjunto de actos constitutivos de un proce 
dimiento juridico: el procedimiento de imposiciôn#
En 1975 los profesores Pérez de Ayala y Gonzâlez Gar 
cia unieron los esfuerzos de la labor investigadora llevada a 
cabo hasta ese niornento individualmente por cada uno, con el ob 
jeto de publicar en forma conjunta una obra sistemâtica deno­
minada "Durso de Derecho tributario" (58). En el prôlogo a la 
tercera ediciôn del "Curso", Pérez de Ayala y Gonzâlez Garcia 
sehalan que a lo largo de su colaboraciôn se ha producido una 
'‘simbiosis de opiniones" (59)#
d) AlVaro Rodriguez Bereijo (60)#
Enfoque dinâmico como coadyuvante a la instauraciôn 
de la justicia tributaria# Alvaro Rodriguez Bereijo publica 
sus estudios "Introducciôn al estudio del Derecho financière"
Gxx 1976. Rodriguez Bereijo nuestra cierta "simpatia intelectual", 
en palabras del profesor Sainz de Bujanda, por las tesis dinâ 
micas al realizar su exposiciôn aunque sin adherirse a ningu-
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na cl las cii pai't icular, cn su obra cxy one las rr r o'.os de 
la crisis ce la conccpciôn clasica o estâtica del fenoneno tri 
butario* Estas razones son las siguientes: en primer lugar,
desde un punto de vista técnico, el concepto de relaciôn jurjL 
dica tributaria es insuficiente para exp^icar las situaciones 
jurldicas subjetivas activas y pasivas a que da lugar el fenj6 
meno tributario y para albergar el con junto de vlnculos, debje 
res, derechos, etc, que integran el concepto de tribute; en se 
gundo lugar, el aspecto de justicia, considéra Rodriguez Berei 
jo que es preferible un Derecho tributario que contemple el 
pecto dinainico de aplicaciôn del tribute, y a que la justicia 
tributaria, meta de la disciplina, se alcanza mejor con el con 
cepto de funciôn que con el concepto de relaciôn juridica tr^ 
butaria, Rodriguez Bereijo sostiene que la relaciôn juridic* 
tributaria es una concepci6n garantista per estar al servicio 
de tesis que postulan garanties del Derecho privado, las tesis 
funcionales, per el contrario, estan al servicio de la comund. 
dad.
e) Francisco Escribano L6pez (6l),
Fecundidad de la doctrine dinanica para el desarrollo 
del Derecho tributario, Escribano L6pez acoge sin reserves los 
planteamientos de las tesis dinamicas y cree en su fecundidad 
para el desarrollo del Derecho tributario, sus ideas coinciden 
con las expuestas por Rodriguez Bereijo como razones de la cri 
sis de la doctrine clâsica. Considéra a las tesis dinamicas fun
dadas en la justicia tributaria, A su juicio las tesis dinami 
cas periniten extender a las normas instrumentales del tributo 
los principios de réserva de ley tributaria y capacidad contri 
butiva, conformando, de esta manera, el Derecho tributario a 
los idéales de justicia, los cuales deben plasmarse en la Cons 
tituciôn# Subraya que la concepciôn dinâmica ha de acogerse 
porque en ella priva en primer piano de interés no el indivi- 
duo sino la colectividad.
f) Alfonso Rodriguez Sç-^ inz (62),
Réservas a la construcciôn del Derecbo tributario en 
torno a la categoria del procedimiento de imnosiciôn# Partien 
do de iguales doctrinas que Escribano Lôpez llega a conclusio 
nés distintas; Rodriguez Sainz formula réservas ante la cons- 
trucciôn del Derecho tributario en torno a la categoria del 
procedimiento impositivo: sehala que el poder sancionador de
la Administraciôn es una facultad de un derecho; subraya que 
despu6s del pago, la Hacienda puede comprobar la realizaciôn 
de la obligaciôn tributaria, lo cual no supone la inexistencia 
de un derecho antes del pago o de su falta; agrega que el co- 
bro por parte de la Hacienda es el ëSecto de una facultad inhje 
rente a una derecho subjetivo, destaca que el deber de decla- 
rar y pagar y el derecho a cobrar no son situaciones subjeti­
vas de contenido no reciproco, puesto que el Derecho programa 
el desarrollo de la realizaciôn que surge de un determinado he 
cho y; por ûltimo, senala que el procedimiento no puede susti
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tiiir a la relaciôn juridica, \si misrio so:“ala en 1.- s tesis di 
narnicas un trasfondo juridico social, acentuan el ascecto co- 
lectivista y publicista#
D.- POSXCION ACTUAL PE LA DOCTRINA,
1#- AJLemania, Ordenanza tributaria de 1977 •
La Ordenanza tributaria aleinana, cuya versiôn origi­
nal data de I919, ha sido nodificada entre 1919 y 1931 a tra­
vée de varias reformas; en 1931 se le dio nueva redacciôn pasan
do algunas de sus partes a leyes secundarias.
En 1963 el "Bundestag" (63) alemân solicité al Gobier 
no federal la reforma del Derecho tributario general, con las 
finalidades siguientes; "desbrozar las leyes que regulan los im 
puestos en particular y reponer la Ordenanza tributaria como 
ley general; corregir su sistemâtica y terminologia; coordinar 
correctanente los principios de seguidad juridica y de igual- 
dad en la tributacién" (64), Para llevar a cabo dicha reforma 
se organizô un grupo de trabajo en el Ministerio Fiscal de F_i 
nanzas, encargado de elaborar un anteproyecto el cual sirviô 
de documente base para el trabajo de los ponentes del Ministe 
rio. En la elaboracién de la nueva versiôn de la Ordenanza se 
trabajô durante varios ahos, siendo aprobada por el Parlamento 
de conformidad con el Gobiemo, el I6 de marzo de 1976 y entran 
do en vigor el 1 de enero de 1977*
La Ordenanza tributaria de 1977, al igual que sus vejr
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sioncs de 1919 y 1933-,continua refiriôndose a la distinciôn 
entre un Derecho tributario material y un Derecho tributario 
formai; signe diferenciando la obligaciôn tributaria en senti 
do estricto de la relaciôn juridica tributaria aunplia, Contie 
ne definiciones conceptuales de carâcter general, preceptos 
générales sobre la relaciôn juridica tributaria, régula el De 
recho procesal tributario y el Derecho penal y sancionador tri 
butario.
La Ley consta de 4l5 articules divididos en nueve par 
tes: la Parte: Disposiciones preliminares ; ga Parte: Derecho 
de la obligaciôn tributaria; 3^ Parte : Disposiciones gener^ 
les en materia de procedimiento; 4a Parte: Realizaciôn de la 
imposiciôn (gestion tributaria); $a Parte: Procedimiento de r_e 
caudaciôn; 6a Parte: Ejecuciôn; ?a Parte: Procedimiento de los 
recursos extrajudiciales; 8a Parte: Disposiciones materiales 
y procedimentales sobre penas y multas; y 9^ Parte: Disposicio 
nés finales,
A la Ordenanza tributaria se le denomina ley tribut^ 
ria fundamental "por contener las disposiciones basicas aplic^ 
bles a todos los impuestos. Es la amplia codificaciôn de una 
parte general del Derecho tributario y presupone una compren- 
siôn y penetraciôn cientificas de todo el Derecho tributario, 
un dominio sistemâtico del mismo, una formaciôn juridica de con 
ceptos y un lenguaje y terminologia juridicos, Una codificaciôn 
de esta naturaleza promueve la seguridad juridica y la igual- 
dad de la imposiciôn mediante su ordenaciôn sistemâtica y me-
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c]iante el valor cc didactico unido a cstr" (65)* La Ordenanza 
tributaria cs el instrur.^ento juridico ncdiante el cual pueden 
aplicarse las leyes tributarias especiales y realizarse los 
créditos tributaries; a trav6s de ella pueden lograrse los ob 
jetivos del Derecho tributario material y las corporaciones ^  
creedoras de los impuestos reciben los ingresos que con arre- 
glo a la ley les pertenecen. El contenido de las 3^es secund^ 
rias, especialmente las disposiciones procedimentales y las 
disposiciones juridico-matoiales comunes a todos los impuestos, 
se han reunido de manera sistematica en la Ordenanza tributa­
ria •
A fin de garantizar la protecciôn jiurldica del obli- 
gado tributario frente a las muchas posibilidades ce interven 
ci6n concedidas a la Administraci6n financiera, en la esfera 
de intereses del individuo, la Ordenanza tributaria rccoge los 
principios de generalidad, legalidad y tipicidad de la impos^ 
cion, el principle de proporcionalidad, la apelaciôn ante los 
Tribunales financières independientes y la posibilidad de re- 
currir ante el Tribunal Constitueicml Federal cuando un obligado 
tributario se sienta lesionado en sus derechos fundarnentales 
por medidas de las autoridades de la Administraciôn financiera.
La ejecuciôn de las leyes tributarias alemanas por su 
multiplicidad y complejidad ha llegado a ser superior a la cc^  
pacidad de la Administraciôn financiera, as! muchas liquida- 
ciones tributarias y , en consecuencia, los pages definitives 
de producen sôlo después de varios anos* Con la intenciôn de
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corregir esta situacion, el art leu lo l64 dc ]. n ( j-denanza intro 
duce la "linuidac ion tributra'ia con reserva dc connrcl .rcion" , 
procedimiento que yermite a las autoridades financieras liqui 
dar el impuesto de manera general tras la presentaciôn de la 
declaraciôn tributaria, sin comprobar su exactitud, bosândose 
exclusivamente en los datos suministrados por el obligado tr^ 
butario# Los impuestos que el sujeto pasivo deba conforme a su 
propia declaraciôn tiene que pagarlos de inmediato; durante el 
perlodo en que esta en vigor la reserva de conprobaciôn, la A_d 
ministraciôn financiera puede acïarar y comprobar en su tota- 
lidad el supuesto de hecho tributario. Por su parte, el arti­
cule 168 equipara la declaraciôn-liquidaciôn a la liquidaciôn 
con reserva de comprobaciôn#
Klaus Tipke senala que la Ordenanza tributaria de 1977 
es, en lo esencial, una ley técnica; mientras que la Ordenanza 
tributaria del Reich de 1919 se debiô al trabajo conceptual de 
una sola persona -Enno Becker-, la de 1977 fue concebida por 
distintas personas dedicadas a la prâctica (66)#
2.- Fernando Sôinz de Bujanda#
Propuesta de una visiôn actualizada e integradora del 
Derecho Tributario#
En su obra "Sistema de Derecho financiero", Volumen
segundo, el profesor Sainz de Bujanda, después de réalizar un 
resumen expositive y de someter a comentario crltico las dis-
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tintas ccnstrucciones doctrinales elaloradas en torno al ins- 
Lituto juridico del tributo, formula una propuesta de conjunto 
del fenôiîicno tributario a la que c. lifica de "actual e integr^ 
dora"# El profesor Sâinz de Bujanda expresa repudio a cualquier 
propuesta de alternativa entre la concepciôn clôsica de la rje 
laciôn juridica tributaria y los enfoques de la funciôn tribu
taria, con sus variantes de la potestad de imposiciôn y del pro^
/
cedimiento tributario; y déclara su convicciôn de que esos d^ 
versos esquemas no se excluyen entre si, si se integra lo que 
cada uno aporta de valioso y se eliminan sus deficiencies o sus
exccsos #
Senala como exceso y deformaciôn de la teoria de la 
relaciôn, su aspiraciôn a integrar en su seno las potesi '"es 
tributarias; por otra partes, senala como exceso y deformaciôn 
de la teoria del procedimiento, la pretensiôn de convertirse 
en institute de derecho sustancial, creador de la obligaciôn#
a) Primacia en la organizaciôn sistematica y dogmôti- 
ca del Derecho tributario en la teoria de la obli­
gaciôn tributaria# ^
El concepto de obligaciôn tributaria -escribe Sâinz 
de Bujanda- no debe identificarse con el de relaciôn juridi­
ca tributaria compleja, ya que éste ûltimo concepto no cons- 
tituye un rnolde adecuado, en sentido técnico, para explicar 
el conjunto de situaciones jurldicas tributarias subjetives 
en que pueden encontrarse tanto el ente impositor como los su
jctos pasivos del tributo u otras personas (terceros) rclacio^ 
nados con e llos. lor tanto, Sâinz de Bujanda, acoge el conce^ 
to de relaciôn juridica tributaria en su significado estricto 
de crôdito y deuda, es decir, de vinculo entre el ente pûblico 
impositor y el eujeto del tributo. Senala que el concepto de 
relaciôn juridica tributaria debe acompanarse de otros concepto* 
complementarios e instrumentales, para lograr la visiôn dinâ- 
mica y compléta del fenômeno tributario que por si mismo no 
puede ofrecer.
Afirma que el derecho de la relaciôn juridica tribut_a 
ria, entendido en su acepciôn de obligaciôn tributaria, sigue 
siendo el eje dogmâtico del Derecho tributario; afirmaciôn que 
basa en dos razones: en primer lugar "porque todas las demâs 
situaciones jurldicas, activas o pasivas, que se producen en 
el âmbito de la imposiciôn, van referidas, de una u otra manje 
ra a la obligaciôn de pagar el tributo", y en segundo lugar, 
"porque entre la obligaciôn tributaria y los demâs eleraentos ' 
que hacen posible el desenvolvimiento del fenômeno tributario, 
considerado en toda su amplitud, existen reclprocas influen- 
cias, de tipo juridico, que constituyen el objeto mas extenso 
y complejo de esta disciplina". (67). ^
b) Fundamento legal de las potestades administratives 
y tltulo de legitimaciôn para el ejercicio de las 
mismas.
Advierte el profesor Sâinz de Bujanda que las potesta.
des tribut.'.ria s Tuicdcn cimplir trcs f une io :x s : conprob • r el cun 
pliniiento, por los sujetos pesivos, de sus oblig: ciones y deb^ 
res; comprobar el cumplimiento de sus deberes légales, de au- 
xilio o colaboraciôn con la Administraciôn financiera, por par^  
te de terceros; y; pretender el cumplimiento de sus obligacio 
nés por los sujetos pasivos de la imposiciôn, asi como imponer 
deberes destinados a facilitar la aplicaciôn del tributo.
El ejercicio de las potestades tributarias tiene noi^  
malmente un fundamento legal. Es la ley -prosigue Sâinz de Bu 
janda- la que confiere la potestad y define su contenido. Sin 
embargo puede suceder que el objetivo nue se persigue al ejer 
citar las potestades consista en dar efectividad a derechos 
publicos subjetivos nacidos de la ley o de contratos celebr^ 
dos entre el ente pûblico y los particulares. En este caso, 
la potestad tiene siempre un fundamento legal pero los dere­
chos subjetivos de la Administraciôn operan como titulos inm^ 
diatamente legitimadores de su ejercicio singular.
c ) Distinciôn entre Derecho tributario material y 
Derecho tributario formai.
El profesor Sâinz de Bujanda expresa que el Derecho 
tributario puede ser objeto de investigaciôn y ensehanza en 
un determinado orden y sehala que es posible distinguir, den 
tro del carapo tributario, dos tipos de eleraentos, unos mate­
riales sustanciales y otros formales o instrumentales. Inspi-
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randosc en la literatura alen.ana accpta la distinciôn entre un 
Derecho tributario material y un Derecho tributario formal (68), 
sehalando al primero, como objeto, "el analisis de los elemen 
tos componentes del tributo", y al segundo, "el estudio de los
presupuestos para el despliegue de la actuaci&n administrative
de aplicaciôn del tributo, y el anàlisis de los efectos juridd
cos que tal aplicaciôn provoca" (69).
E.- TIb\NSFORlîACION DEL SISTEMA TRIBUTARIO.
1.— La falta de colaboraciôn entre la Administraciôn y los 
c ontr ibuy ent es.
Ya hemos sehalado como bajo las ideas del libéralisme 
se desarrolla un sistema tributario garantista e individualis 
ta en el cual el principle de legalidad se manifiesta como un 
principle negative y de control que tiene por funciôn la pro- 
tecciôn o garantîa del ciudadano. Se construye un sistema tri 
butario de técnica simple, con arreglo al cual los tributes 
se estructuran en forma mecanicista para facilitar la activi- 
dad de la Administraciôn ya que esta disponia de escasos medios 
para realizar con eficacia su gestiôn; la actividad de la Admi 
nistraciôn se va a limitar al control de la realizaciôn de los 
hechos imponibles sin necesidad de procéder a complejas califi 
caciones jurldicas, y los hechos imponibles se configuran de 
manera que su conocimiento requiera la mener partieipaciôn de 
los contribuyentes, los cuales se ven alejados del sistema tr^ 
butario con el que cuniplen sôlo pagando sus obligaciones.
En Espafia cl s tenia tribu" ario, sur g id o a partir de 
la reforma tributaria de Mon-Santillân de 1845, recibiô mucha 
influencia de las ideas del libéralisme, imperantes en esa épo^  
ca , asi, se adopta un sistema de imposiciôn de producto, se 
simplifica la imposiciôn indirecte, aumentando su presiôn fij^  
cal y no existe una imposiciôn personal sobre la renta#
Con el transcurso del tiempo, el Estado liberal que 
reduce al mâximo sus actividades con la consiguiente reducciôn 
del gasto pûblico, deja paso al Estado intervencionista que ^  
sume nuevas funciones creciendo el gcisto pûblico asi como los 
ingresos pûblicos. El aumento del gasto pûblico significa el 
increnento de las hecesidades recaudatorias, por tanto para ob 
tener un aumento en la recaudaciôn se recurre a sucesivas refor 
mas tributarias que multiplican el nûrnero de tributes y elevan 
los tipos de gravamen, aumentândose progrèsivamente la presiôn 
fiscal; sin embargo dichas reformas conservan las técnicas y 
lîneas estructurales de los sistenas tributarios anteriores.
Ante este sistema tributario, el contribuyente reaccio 
na negativamente no prestando su colaboraciôn en la gestiôn tri 
butaria; por su parte, la Administraciôn carece de medios téc^  
nicos y personales para aplicar el sistema tributario, lo cual 
se traduce en una insuficiencia recaudatoria.
Intentando lograr una mayor eficacia en la actividad 
administrativa y un aumento en la rœaudaciôn se incluyeron en 
los procedimientos de aplicaciôn de los tributes a las corpo­
raciones profesionales o gremiales, estableciéndose en el Dere
cho espauol por la Referma de 26 de (] ic : e ihr c de 1957 las ev_a 
luac iones globales y los convcrics con a ruyac iones de contrj. 
buyentes. La llamada "colaboraciôn social de los contribuyen­
tes" ha sido suprimida, ya que si bien es cierto que logrô nie 
jorar la recaudaciôn, también ocasionô injusticias y fomenté 
la defraudaciôn*
Las sucesivas reformas tributarias van introduciendo 
paulatinamente cambios en la mecânica tributaria, ya hemos 
halado cômo la doctrina al analizar estas modificctciones co-
mienza a prestar atenciôn al aspecto "formai" y "procedirnen- 
tal" del tributo.
a) La Tributaciôn por impuestos reales o de producto.
La doctrina coincide en senalar la reforma Mon Santi 
llân de 1845, como el punto de partida del sistema tributario 
espahol como conjunto coherente de tributes. Esta reforma se 
apoyaba sobre la Contribueiôn de inmuebles, cultivo y ganade- 
rîa, los demâs impuestos que se crearon pretendîan apoyar a ^  
quôl, siendo estos los siguientes: subsidio industrial y de c^
mercio, contribuciôn de inquilinato (70), y en el âmbito de la 
imposiciôn indirecta se establecieron dos tributos, el derecho 
de hipotecas (gravaba la transniisiôn "inter vivos" o "mortis 
causa" de bienes inmuebles, su arriendo o subarriendo y la im 
posiciôn sobre ellos de censos u otras cargas) y el im-^uesto 
sobre el consumo de especies determinadas (gravaba el consumo
ce aguardientes, licores, aceite de ol i- , c m e s ,  sic‘ra,chaco 
11, ccrveza y jab6n).Ll sist(;na de ir. ' o s: c ion directe bsrdo 
en los impuestos de producto, gravaba las rentas procedentes 
de los bienes inmuebles pero no gravaba, o lo hacla rnoderada- 
mente, las que procedlan del trabajo y capital# El sistema real 
o de producto se apoya en la imposiciôn sobre el consumo por 
oposiciôn al sistema personal, el cual se caracteriza por la 
existencia de impuestos personales, progresivos y sobre rentas 
ciertas (71)•
En 1893 la Ley de Presupuestos divide la Contribuciôn 
de Inmuebles, cultivo y ganaderia en dos: Contribuciôn terri­
torial Rûstica y Pecuaria y Contribuciôn Territorial Urbana#En 
1900 se créa la Contribuciôn sobre las Utilzbdes de la Riqueza 
Mobiliaria estructurado en très tarifas ; la tarifa primera grja 
vaba las rentas procedentes del trabajo, la tarifa segunda gr^ 
vaba las rentas que procedlan del capital y la tarifa tercera 
gravaba las rentas mixtas procedentes del trabajo y del capi­
tal# Estas très tarifas, se formaron basândose en impuestos ya 
existantes #
Asi, la tarifa primera fusionô los impuestos sobre 
sueldos y asignaciones, sobre honorarios de los registradores 
de la propiedad y los epigrafes de la contribuciôn industrial 
que gravaban rendimientos del trabajo* La tarifa segunda reco 
giô el impuesto de la deuda pûblica y los epigrafes de la ta­
rifa de la contribuciôn industrial que gravaba los intereses 
de capital prestado y los dividendes del capital representado
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pior accioncs. Y, la tarifa tercera gravaba los r end ir-i entes mi: 
tos del trabajo y del capital no gravados en otra f o r n a #
La reforma de I900, debida a Raimundo Fernandez Villa 
verde, tuvo, por objeto compléter y reestructurar el sistema 
real de imposiciôn basândose para ello en los siguientes tri­
butos: la Contribuciôn Territorial Rûstica, y Pecuaria, la Con 
tribuciôn Territorial Urbana, la Contribuciôn sobre las Utili 
dades de la Riqueza Mobiliaria y la Contribuciôn Industrial*
En el campo de la tributaciôn indirecta, las reformas de Vi- 
llavcrde iban dirigidas a extender su aplicaciôn asi sucediô 
en el Derecho de Hipotecas, en el Impuesto del Timbre y en el 
âmbito de los impuestos de consumo; en cuanto al Arancel de 
Aduanas, se introducen reformas proteccionistas (72),
Desde I906 hasta 1936, el sistema tributario espahol 
se ve sometido a muchas modificaciones parciales impulsadas y 
orientadas por el profesor Flores de Lemus en una labor cons­
tante que Fuentes Quintana y César Albihana han denominado "la 
reforma continua, paciente y silenciosa del profesor Flores de 
Lemus" (73).
Entre las modificaciones mâs importantes de este pé­
riode podemos mencionar las dirigidas hacia la personalizaciôn 
del sistema, a la introducciôn de los impuestos personales, so 
bre la renta* Asi, la Ley de 29 de abril de 1920 configura la 
tarifa tercera de Utilidades como un impuesto personal que gra 
va la renta de las sociedades* Y la Ley de 20 de dicierabre de 
1932 introduce la Contribuciôn General sobre la Renta, impues
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to personal sobre la renta de las personas fîsicas y de carâc^ 
ter coniplemcnti;rio de los iiipuestos de producto.
'Sas la guerra civil y debido a imperiosas necesidades 
recaudatorias se produce una nueva reforma a través de la Ley 
de 16 de diciembre de 1940* Esta reforma se basa, en el âmbito 
de los impuestos directos, en una elevaciôn general de tipos; 
en el campo de los impuestos indirectos, la reforma se centra 
en los impuestos sobre el consumo, estableciendo para ello la 
Contribuciôn de Usos y Consumes en la cual se integran impue_s 
tos ya exist entes y se crean nuevos conceptos# Dicha contribii 
ciôn se divide en cinco tarifa que gravan: el consumo de "pr_o
ductos alimenticios", "energlas, primeras matériels y alumbra- 
do", "productos eleaborados", "comunicaciones" y "lujo".
La siguiente reforma general del sistema tributario 
espahol se produce en 1957 (Ley de 26 de diciembre)*
En el campo de los impuestos directos desaparecen la 
Contribuciôn sobre Utilidades y la Contribuciôn Industrial, 
creândose con los tributos recogidos en estas Contribuciones 
los siguientes impuestos: IQ) Impuesto sobre los Rendimientos
del Trabajo Personalj se créa integrando la Contribuciôn Indu^ 
trial de comercio y profesiones, en lo que afectaba a los prjo 
fesionales, y la tarifa primera de la Contribuciôn sobre Uti­
lidades de la Riqueza Mobiliaria que gravaba las rentas proc^ 
dentes de trabajo; 29) el Impuesto sobre Actividades y BenefJL 
cios Comerciales e Industriales,-Impuesto Industrial-, este
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imyuGsto se exige en dos formas: a) cuota fija o licencia fi_s
cal, y b) cuota por benefici’os, en base a los rendimientos cier^  
tos o estimados de cualquier actividad sujeta a licencia fis­
cal* Se forma con la integraciôn de la Contribuciôn Industrial 
con la Tarifa tercera de Utilidades que gravaba a los coraercian 
tes e industriales individuales; 3^) Impuesto sobre la Renta 
de Sociedades creado sobre la base de la tarifa tercera de la 
Contribuciôn de Utilidades que gravaba también a las personas 
jurldicas ; 4ô) Impuesto sobre las Rentas de Capital, este impue_s 
to recoge los impuestos de la tarifa segunda de Utilidades que 
gravaba las rentas procedentes del capital.
En cuanto a los impuestos indirectos, la Contribuciôn 
de Usos y Consumos se sustituye por el Impuesto sobre el Gasto, 
dividido en: 1) Impuesto, General sobre el Gasto; 2) Impuesto
sobre el Lujo, y 3) Impuesto de Conpensaciôn*
Sin embargo, lo mâs trascendente de la reforma de 1957 
fue la introducciôn, como métodos de estiinaciôn objetiva glo­
bal de bases y cuotas, de las evaluaciones globales y los con 
venios con grupos de contribuyentes, los cuales decribiremos 
op or tunament e *
Ahora bién, el sistema tributario sigue apoyândose en 
los impuestos reales o de producto (74)*
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b ) La personalizaciôn del sistcra tribut rio.
La Ley de lieforina del Sistema tributario de 1^64 ba­
sa el sistema en cbs impuestos generates y principales: el que 
grava la renta de las personas fisicas y el que afecta a las 
personas jurldicas; en su Preâmbulo sehalaba dicha Ley como
uno de sus principales objetivos el de sistematizar el cuadro
tributario "mediante la trandEbrmaciôn de los impuestos de so­
ciedades y personal sobre la renta en impuestos ûnicos y gen^ 
raies, de tal forma que los demâs impuestos directos actuales 
no sean sino pagos a cuenta de anuellos dos".
La Ley de 1964 estructurô las contribueiones Rûstica 
y Urbana y los Impuestos sobre el Trabajo Personal, sobre las 
T'entas de Capital Industrial como impuestos a cuenta de los im 
puesto personales sobre la renta, constituidos por el Impuesto 
General sobre la Renta de las Personas Flsicas y el Impuesto
General sobre la Renta de Sociedades y demâs Entidades Jurldr
cas; esto significa que los pagos realizados por impuestos re_a 
les eran pagos a cuenta de la cantidad que cada persona fisj^ 
ca o juridica debîa pagar por el respective impuesto personal,
Mientras que los impuestos reales gravaban las rentas 
parciales de una persona (fîsica o juridica) los impuestos per 
sonales sobre la renta eran générales puesto que gravaban la 
renta global de una persona.
La Ley de 1964 pretendia la personalizaciôn del sis­
tema de impuestos directos a través de la conversiôn de los dos 
impuestos personales sobre la renta en impuestos ûnicos; sin 
embargo, para no hacer peligrar las cifras de recaudaciôn, en
-62-
voz c'c la susti tuciôn de los ûrr v . de -rrx'ucto  ^or los im 
rucstos pe sonales, introdujo cl sistema de los impuestos a 
cuenta, con lo cual el sistema segula basado en la imposiciôn 
real pero potenciando los impuestos personales, posibilitando 
de esta manera una paulatina evoluciôn y adaptaciôn de la Ad­
ministraciôn y adrainistrados a la imposiciôn personal*
Con el mismo propôsito de no arriesgar la recaudaciôn, 
los pagos dfectuados por impuestos a cuenta se configuraron Cjo 
rao pagos ralninios en los impuestos personales* Por ejemplo, si 
una persona pagaba una deterininada cantidad por impuestos a 
cuenta y posteriormente al aplicarse las normas del In^uesto 
General sobre la Renta de las Personas Flsicas, resultaba que 
tenla que pagar menos de lo ya satisfecho por los impuestos a 
cuenta. Hacienda no devolvia la diferencia* Lo ya ingresado era 
el mlnimo a pagar por renta (75).
Con el objeto de préparer el camino de una reforma pro 
funda del sistema se emite la Ley 50/1977, de l4 de noviernbre, 
sobre medidas urgentes de reforma fiscal, que introduce el Im 
puesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas FisJ^ 
cas, tipifica el delito fiscal y levanta el secreto bancario a 
efectos fiscales* Los impuestos directos en el sistema de 1978 
afectan la renta y el capital*
Sobre la renta, giran los Impuestos sobre la Renta de 
las Personas Flsicas y sobre Sociedades; cimbos de carâcter per 
sonal, global y sintético, y los cuales sustituyen a la imposj. 
ciôn de producto del sistema de 1964, pasando a un impuesto que
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grnva la renta global ciel sujeto rasivo ( ya rca persona, fisica 
o juridica) con independenc ia de la naturaleza y proceciencia 
de sus distintos componentes*
El trânsito de un impuesto dependiente de los impue^ 
tos reales o producto a un impuesto independiente de ellos sju 
pone un avance en el grado de personalizaciôn de la carga tri. 
butaria en la imposiciôn directa* Asi mismo, en ambos impuestos 
se eliminan los mêtodos de estimaciôn objetiva global, la ba» 
se de estos impuestos se determinarâ, en todo caso, en régimen 
de estimaciôn directa*
Por lo que se refiere al capital, éste se grava por 
dos impuestos personales: el Impuesto sobre el Patrimonio Neto
y el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones* El primer impues 
to se considéra como instrumento de control e impuesto comple 
mentario del que grava la renta de las personas flsicas* El 
segundo, grava las adquisiciones patrimoniales gratuitas’’mortis 
causa" e "inter vivos" (?6)*
Fritz Neumark (77) sostiene que "carece de toda jus- 
tificaciôn sistemâtica, desde la perspectiva de la capacidad 
de pago, establecer impuestos de producto cuando, al lado del 
impuesto sobre la renta, existe un impuesto general sobre el 
patrimonio". Los impuestos de producto -prosigue Neumark- "s_6 
lo pueden just if icarse para economies que todavia no hayan a3. 
canzado su pleno desarrollo, en cuyo caso tienen el valor de 
un sustitutivo insuficiente aunque inevitable en taies circuns 
tancias y a menudo precursor de los autênticos impuestos sobre 
la renta"*
En cunnto a la imposicion infirocta, en el rislena de 
1978, sc estruc tiira en base a los siguientes im^tuertos : Inpue^
to sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Docu 
mentados; Impuesto sobre el Valor Anadido; Impuestos Especia­
les y Renta de Aduanas.
2.- Necesidad de la colaboraciôn del contibuyente en 
el procedimjaito de gestiôn# La autoliquidaciôn.
A rcquerimiento de las necesidades recaudatorias y de 
la presiôn ciudadana, el sistema tributario se tecnifica; los 
profesores Pérez de Ayala y Gonzalez Garcia sehalaban que el 
sistema tributario se modifica como consecuencia de la adopciôn 
de formas impositivas mâs perfectas y dotadas de una técnica 
tributaria mâs sofisticada y compleja (7#)*
El Derecho tributario comienza a acercarse al contr_i 
buyente puesto que al complicarse los mecanismos de gestion 
de los tributos necesita de su colaboraciôn.
Al transformarse el sistema tributario résulta insu­
ficiente que la Administraciôn se limite a controlar la reali 
zaciôn del hecho iraponible mediante procedimientos alejados 
del contribuyente; este participa activamente en la gestiôn 11^ 
gando a sustituir a la actividad administrativa. Al contribuyen 
te se le atribuyen las tareas de liquidaciôn y de ingreso, la 
Administraciôn se limita a controlar que las operaciones de li 
quidaciôn se realicen con arreglo a la ley.
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La r<'forna ciel sistema triEutrrio espafiol se inicia 
con la Ley 50/ 1977, clc l4 de novicr-.Vre, sobre Medidas Urgentes 
de Reforma Fiscal, la cual introdujo medidas que significaron 
la transformaciôn compléta del sistema tributario (79).
Las numorosas reformas tributarias anteriores se ha- 
btan dirigido a la actividad de la Administraciôn mâs que a 
transformar el comportamiento de los contribuyentes, dichas 
reformas, casi siempre, significaron para el contribuyente un
incremento de las cuotas a pagar* La tendencia actual es dis­
tinta, hoy en dia los cambios en el sistema tributario signi- 
fican para el contribuyente no solanente un aumento de sus cu^ 
tas sino la complicaciôn de su situaciôn juridica con la intr^ 
ducciôn de medidas tributarias que le obligan a cuniplir con un 
conjunto de deberes, distintos de la obligaciôn de pago del im 
puesto. El contribuyente ya no cur:ple con las normas tributa­
rias lirnitândose a pagar sus cuotas tributarias sino que su 
contribuciôn se extiende a otros deberes que constituyen una 
colaboraciôn con la Administraciôn.
3.- Pago de tributos mediante efectos timbrados.
Con anterioridad a la Ley General Tributaria uno de 
los supuestos en que se maniféstaba la partieipaciôn del con­
tribuyente en el procedimiento de liquidaciôn era el pago de 
ciertos tributos mediante efectos timbrados. J aime Basanta
(80) sehala que la figura de la autoliquidaciôn "tiene anti-
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' ua raigambre liistérica en el oi'èenamiento Iributrrio eruabol" 
a través ciel mâs antiguo de sus impuestos; el ciel timbre ciel 
Estado, hoy Impuesto sobre Actos Juridicos Documentados"•
Cuando el sujeto pasivo procédé a realizar la cuanti^ 
ficaciôn de la deuda tributaria en los impuestos que se satisfei 
cen mediante la utilizaciôn de efectos timbrados, usualmente 
se habla de autoliquidaciôn* Pérez Royo sehala que a pesar de 
que en el ordenamiento espahol la categoria de la autoliquida 
ciôn désigna e specific cimente al procedimiento de la declaraciôn 
-liquidaciôn, es innegable que cuando los impuestos se exacci_o 
nan mediante efectos timbrados, la determinaciôn de la cuantia 
de la deuda generalmente la realiza el contribuyente. Conside 
ra Pérez Royo que se trata de uno de los supuestos de "oblig^ 
ciôn a cargo de los particulares de practicar operaciones de 
liquidaciôn tributaria" que recoge el articule 10,K de la Ley 
General Tributaria* (8l)*
Por su parte, Sânchez Serrano destaca como diferencias 
entre la operaciôn en que el contribuyente détermina el efecto 
timbrado a utilizer y la autoliquidaciôn que se realiza en otros 
impuestos las siguientes: en primer lugar, se trata generaImen 
te de una operaciôn mental que no se expresa ni materialize en 
un documente y, en segundo lugar, en rauchos casos no es comply 
mentaria de ningûn tipo de declaraciôn (82)*
A juicio del profesor Martin Delgado, no debe haber 
diferencia entre aquellos supuestos en los que el propio con­
tribuyente practice la liquidaciôn aplicando al pago del tri-
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buto un detorninado efecto tinl-rado, de aquellos otrcs en los 
rue déclara y autoliquida la cuota corrc spondiente a lo decla 
rado» "En ambos casos se trata de una operaciôn de liquidaciôn 
realizada por el contribuyente a la que deberâ scguir -aunque 
en la mayorîa de los supuestos no sucede asi- una actividad de 
control o comprobaciôn de la Administraciôn, que en caso de des 
conformidad deberâ notificar la cuota correspondiente: 'El ver
dadero acto de liquidaciôn corresponde siempre al Fisco*, en 
todos los supuestos, y no creo que la sencillez de las opera­
ciones liquidatorias y el empleo de los efectos timbrados en 
lugar del ingreso directo en las areas del Tesoro, deben 11e- 
varnos a otra conclusiôn" (83)*
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NOTAS
(1) Sainz de Bujanda, Fernando. Organizaciôn politica y dere­
cho financiero* Hacienda y Derecho, Vol. I, I*E*P*, Madrid 
1975, pâg* 119 y ss*
(2) Martin Delgado, José Maria* Derecho tributario y sistema 
democrâtico* Universidad de Mâlaga, 19^3, pâg* 37#
(3) Martin Delgado, J*M*, Derecho tributario*.*, op.cit*, p.* 63*
(4) Como es sabido el principle de legalidad supone que una de 
terminada materia sôlo puede ser regulada por un acto nor 
mativo con fuerza de ley.
(5) Volveremos sobre esta distinciôn, por ahora direraos que niu 
chos autores la consideran sunerada* Ver Martin Delgado,J* 
M* "Los nuevos procedimientos tributarios: las declaracio 
nes autoliquidaciones y las declaraciones complementarias". 
Hacienda Pûblica Espahola, N9 84, I983, p. l4*
(6) El significado negative del principle de legalidad se refije 
re al control del poder pûblico; actûa como funciôn de gn 
rantia frente al poder pûblico para impedir todo abuse o 
ejercicio arbitrario de dicho poder*
(7) Sainz de Bujanda, Fernando* Sistema de Derecho financiero, 
Introducciôn, Vol* 2Q, Madrid, Facultad de Derecho de la 
Universidad Coraplutense, I985, pag* 25.
(8) Sainz de Bujanda, Fernando* Sistema de Derecho.... op.cit* 
pag. 26*
(9) Hensel,Albert. "La influencia del Derecho tributario sobre 
la construcciôn de los conceptos del Derecho pûblico". 
cienda Pûblica Espahola, NQ* 22, 1973, p. 179#
(10) Vôgel, Klaus* Introducciôn a la versiôn espahola de la ^  
bra de Hans Navriasky: Cuestiones fundamentales de Derecho 
tributario, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, I982, 
Traducciôn y notas del Profesor Ramallo Massanet, p* XI*
(11) Ramallo Massanet, Juan, Cfr* n* (3). Cuestiones fundam 
tales,**«op.cit*, p* 10*
(12) Hensel, A* "La ifluencia del Derecho tributario... op.cit*
p. 177.
(13) El profesor Ernst Blumenstein, de la Universidad de Berna, 
aportô dos obras fundamentales al proceso de estructura- 
ciôn del Derecho tributario. La primera "Derecho tribut^ 
rio suizo", aparecida en I926, desarrolla con sentido hi^ 
tôrico y cientlfico la apariciôn del concepto de relaciôn
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j LIT 1(1 ica en el âr.bito de la tributaciôn. La segunda, pu­
bliée da en 19'5 » "Sistema ce Derecho tributario, esta d_e 
dicada especialmente a los conceptos générales del Dere­
cho impositivo; el autor se sépara un poco de la letra del 
Derecho positivo suizo para obtener un sistema de validez 
u n i v e r s a l #
(14) En la doctrina de los palses germânicos esta muy extendi 
da la expresiôn de impuesto como instituto juridico que 
define el objeto de estudio del Derecho tributario, aim 
que sin desconocer y utilizar, en ocasiones, la figura 
del tributo, coniprensiva del impuesto, tasa y contr ibu­
ciones especiales.
(15) Para una explicaciôn mâs compléta ver Sainz de Bujanda,
Sistema de Derecho..., op.cit., pp. 2? y 28.
(16) Blumenstein, Emst. Schweizerisches Steurrecht, I, Tu­
bingen, G.C.B. Mohr (Paul Siebeck) , I926, p. 15 (Citado 
por Sainz de Bujanda, Sistema de Derecho... op.cit., p.
28.
(17) Blumenstein, Ernst. Citado por Sainz de Bujanda, op.cit. 
p. 29.
(18) Hans Naviasky, profesor de origen austrîaco, desarrollô 
la mayor parte de su actividad en Alemania. Naviaslçy no 
fue tributarista sino que se dedicô a los probleraas del 
Derecho Constitucional y del Derecho administrative, y 
desde este punto de vista encontrô. profundas discrepan- 
cias con la ordenanza tributaria alemana de 1919 en cu­
ya elaboraciôn no participé. Entre 1921 y 1925 publicô 
cuatro estudios juridico tributarios en los cuales ana- 
lizaba el problema del Derecho financiero y la Ciencia, 
el concepto de impuesto, las relaciones jurldicas tribu­
tarias fundamentales, la posiciôn adoptada por la Ordenan 
za tributaria respecte de las relaciones jurldicas tribu 
tarias fundamentales, y el procedimiento tributario. En 
1926 pûblica esos cuatro estudios en un folleto denomin^ 
do "Cuestiones fundamentales de Derecho tributario".
(19) Nawiasky no incluye entre las obligaciones a la de dar, 
hay que pensar que la obligaciôn de dar la incluye en la 
de hacer.
(20) Aclara el profesor Ramallo Massanet que "estos términos 
plantean el problema de tener que averiguar que es lo que 
nace de la realizaciôn del presupuesto de hecho legalmen 
te previsto, y de ellos se desprende que puede nacer o 
bien una relaciôn juridica que liga a dos sujetos en tor- 
no a un objeto (caso de la vinculatoriedad, de la rela­
ciôn obligacional y de la obligaciôn, aunque este ûltimo
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tôrmino en Derecho alemân, se suela re'ervar ];ara los ti 
tulos mercantiles difercntcs a las acciones) o bien el de- 
ber de un sujeto de adoptar un determinado comi^orta; :ien- 
to que se le impone, y, en este sentido, en lo que se ha 
ce hincapié es en la posiciôn pasiva de un sujeto (caso 
de la sujeciôn)* A mi entender, prosigue Ramallo,Nawias- 
ky estâ pensando mas en esta segunda alternativa que en 
la del naclmiento de una relaciôn jurldica ya que pone e^ 
pecial interés, antes y después de enumerar estes términos 
en el comportamiento de hacer, no hacer o dejar hacer. Veji 
se "Cuestiones fundamentales.•. op*cit«, p. $1*
(21) Cuestiones fundamentales de Derecho tributario, op,cit«, 
p. 51.
(22) Cuestiones fundamentales... op.cit., p# 54.
(23) Cuestiones fundamentales... op.cit., p. 59.
(24) Cuestiones fundamentales.•• op.cit., p. 21.
(25) Cuestiones fundamentales.,, op.cit., p. 6l
(26) Sostiene el profesor Sainz de Bujanda que en el perîodo 
de tiempo comprendido entre 1919 a 1933 es, sin disputa, 
Albert Hensel la figura curabre de la literatura alemana 
de Derecho tributario; "a él se debe un avance en la sis
tematizaciôn de esta rama jurldica". Su obra maestra de
Derecho tributario apareciô en 1924, fue reelaborada en 
1927 y en 1933.
(27) Para una exposiciôn mas detallada, vease a Sainz de Bu­
janda. Sistema de Derecho...op.cit., pp. I5 a 53*
(28) Cfr. Sainz de Bujanda, F. Sistema de Derecho... op.cit.,
pp. 202-201.
(29) Achille Donato Giannini fue el mâximo exponente de la con 
cepciôn amplia y compleja de la relaciôn jurldica tributes 
ria en una obra clâsica aparecida en 1937 y titulada: "La 
relaciôn jurldica tributaria" (Il Rapporte giuridico d*im 
posta); en el mismo aho publicô "Instituciones de Derecho 
tributario" (Instituzioni di Diritto tributario), obra que 
produjo notable influencia en un importante sector de la 
doctrina y a la que el profesor Sainz de Bujanda calificô 
como "un arquetipo de Derecho tributario” en su Estudio 
Preliminar a "Instituciones de Derecho tributario", la 
cual tradujo en 1957 de la sêptima ediciôn italiana y ecU^  
tada en Madrid, por la Editorial de Derecho Financiero. 
Sainz de Bujanda encuentra, en las Instituciones de Derje 
cho tributario de A.D.Giannini, las virtudes siguientes;
"1) el caracter sistemâtico de la exposiciôn- 2) la traba
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z6n de ideas; 3) la seguridad de. doctrina; 4) la claridad 
y concision de estilo; 5) el equilibrio en la distribuciôn 
de laaterias y la racional linitaciôn del coiitenido: 6) el
rigor metodolôgico en el exâmen de las cuëstiones; 7) la 
solida cimentaciôn en el sistena juridico general". Cfr. 
Sainz de Bujanda, Fernando. "Un arquetipo de Derecho tri 
butario". Hacienda y Derecho. Instituto de Estudios Polî 
ticos. Vol. II, Madrid, 1962, pp. 217-215#
(30) Sostiene el profesor Pérez de Ayala que : "la modema revj. 
si6n de la teoria de la relaciôn tributaria ha insistido 
en la distinciôn entre obligaciôn y deber juridico parti 
cular. Se destaca asi, que: a) A la obligaciôn correspon 
de un derecho de crêdito, môs no al deber juridico parti 
cular. Y asl, por tanto, sôlo puede calificarse como obl^ 
gaciôn a la situaciôn subjetiva pasiva frente a la que, 
correlativamente, pueda afirmarse la existencia de un de 
recho subjetivo de crédite, b) Sôlo puede considerarse ^  
bligaciôn a la que tiene un contenido patrimonial. Esta 
posiciôn es adoptada, con un criterio riguroso y estric- 
to, por Berliri y Cortés, que niegan, por elle el concep^ 
to de obligaciôn a las que tradicionalnente se llaraaron 
de’liacer ’ d e ’no hacer’o de * soportar , ’ y lo reservan sôlo a 
las de *dar*. Maffezzoni, en canbio, aceptando el carac­
ter o contenido patrimonial como caracter1stico de la o- 
bligaciôn, parece admitirlo también para algunos deberes 
jurldicos particulares y ademas entiende el contenido pp 
trimonial con un alcance muy amplie y flexible, recono- 
ciéndoselo a prestaciones de hacer, inclusive, y no sôlo
a las de dar.
Ante esta diversidad doctrinal -prosigue Pérez de Ayala- 
sobre la nota de patrimonialidad como caracterlstica de 
la obligaciôn (frente al resto de los deberes jurldicos 
particulares) hay que concluir en que lo esencial al con 
cepto de obligaciôn es que, correlativamente a ella, co­
mo situaciôn del sujeto pasivo, exista una situaciôn sub 
jetiva del sujcto acti^o que pueda calificarse corao derc 
cho subjetivo de crédito. No la patrimonialidad, que es 
sôlo nota habituai, pero 110 excluyente y definidora. "Pe 
rez de Ayala, José Luis. "Potestad de iraposiciôn y rela­
ciôn tributaria (II): la teoria sobre la relaciôn jurtd^ 
ca y tributaria y su revisiôn en la moderna doctrina" 
vista de Derecho Financiero y Hacienda Pûblica. 86, 
1970, n. (30), p. 163-164.
(31) Sainz de Bujanda, F. Sistema de Derecho..., op.cit., n.
(60), p. 216.
(32) Giannini, Achille Donato: Istituzioni de Diritto tributs^ 
rio, Dott. A. Giuffré Editore, Milano, I968, p. 8I.
(33) Antonio Berliri publicô en 1952 el volumen primero de sus
"Princ i-'ios de Perecho tri b u t'rio" , el volvin^en segundo de 
esta obra anarccio en 1957» axibos volun.enes se cinen al 
estudio del Derecho tributario sustantivo, y en 1964 ru- 
blic6 el tercer volumen. Su "Curso institucional de Der_e 
cho tributario" fue publicado en Milan en I965. El profe 
sor Fernando Vicente-Arche Domingo sehala en el Estudio 
Preliminar a "Principios de Derecho tributario", traducj. 
da por el en 1964, que "la obra de Berliri, en muchos a^ 
pectos, difiere en gran medida de la de Giannini. Defien 
de aquel autor, con gran originalidad, posiciones perso- 
nales en puntos bâsicos de la dogmâtica tributaria"; en 
la obra de Berliri, prosigue Vie ente—Arche, "las cuesti^ 
nés bâsicas de la parte general del Derecho tributario se 
estudian con un agudo esplritu critico que conduce al au 
tor, en muchas ocasiones, a resultados diferentes de los 
aceptados por la doctrina mas generalizada". El profesor 
Vicente-Arche considéra que Berliri ofrece "algunas te- 
sis hasta cierto punto révolueionarias y que mencen aten 
ciôn especial. Ante todo, la amplitud que, a juicio del 
autor, puede alcanzar el Derecho tributario en una fase 
posterior de evoluciôn, cuando abarque todas las presta­
ciones de Derecho pûblico que obedecen a unos principios 
conunes, como son la expropiaciôn forzosa, la requisa, etc. 
Sinperjuicio de que el progresivo perfeccionamiento de los 
institutos de Derecho tributario permita el futuro encua 
dramiento de éste en una categorîa mâs amplia coraprensiva 
de todas las prestaciones de Derecho pûblico, el concepto 
que actualmente da Berliri de nuestra disciplina difiere 
profundamente del que es corriente en la doctrina cient^i 
fica. Ello se debe a la diversidad y pluralidad de rela- 
ciones a que puede dar lugar una ley tributaria. Estas 
relaciones, opina Berliri, no pueden reconducirse a la 
idea de tributo, tradicionalmente considerada como la in^ 
tituciôn clave y aglutinante del Derecho tributario. Ap^ 
rece la categorîa de los limites a la libertad de los pair 
ticulares, limites conexos con un impuesto, una tasa o un 
monopolio establecido por el Estado con fin de lucro, que 
junto con los impuestos y las tasas constituyen la materia 
propia del Derecho tributario. Ademâs de esto, las tasas 
se configuran como prestaciones espôntâneas de los parti 
culares, no coactivas, tesis ésta ardiente y extensamente 
defendida por el autor. Desaparecen las contribuciones 
especiales como categorîa tributaria autônoma, pues no son, 
a su juicio, sino impuestos con un determinado presupues 
to objetivo. "Vicente-Arche Domingo, Fernando. Estudio Pr_e 
liminar, pp. 3-15. Principios de Derecho tributario. Volu 
men I, Madrid, Editorial de Derecho Financiero 1964.
(34) Berliri, Antonio. Princqpios de Derecho Tributario. Vol.
XI, Traducciôn por Narciso Amorôs Rica y Eusebio Gonza­
lez. Edit, de Derecho Financiero 1971» pûg. 75-197*
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(35) l’érez Royo, Fernando. "LI pago de la dcuda tribut ria". 
Civitas, nQ 6. 1975, PP* 279-2cO.
(36) Giannini, Achille Donato. Istituzioni... op.cit., p. 1?7.
(37) Giannini, Achille Donato. Istituzioni.... op.cit., p. 177
-178.
(38) Giannini, Achille Donato. Istituzioni... op.cit., p. 179*
(39) Berliri, Antonio. Principios de Derecho tributario. Vol. 
III. Traducciôn y estudio preliminar de Carlos Palao Ta- 
boada. Editorial de Derecho-Financiero Madrid, 1974, p.
328.
(40) Ibid.
(41) Berliri, A. Principios de Derecho... op.cit., p. 34l.
(42) Martin Delgado, J.M. "Los nuevos procedimientos... op.cit. 
p. 19; en relaciôn con esta tesis podemos citar en la IJ. 
teratura cientîfica espahola las siguientes obras: Orde- 
namiento tributario espahol de Matlas Cortés Dominguez 
(1968), Curso de Derecho tributario de José Luis Pérez de 
Ayala y Eusebio Gonzalez Garcia (1975) e Introducciôn al 
estudio del Derecho Financiero de Alvaro Rodriguez Berei 
jo, donde se encontrarâ amplia referencia.
(43) Renato Alessi publicô en I965, en colaboraciôn con Gaeta 
no Stammati, la obra "Istituzioni di Diritto tributario". 
La primera parte de esta obra, es decir, la parte gene­
ral de la disciplina, fue redactada por Alessi y en ella 
convierte la categorîa jurldica de funciôn en ej e siste­
mâtico de esta rama del Derecho.
(44) Alessi Renato y Gaetano Stammati. Istituzioni di Diritto 
tributario. Torino, Utet, s.a. I963 pp. 5-96.
(45) Gian Antonio Micheli fue uno de los principales impulsado 
res de la corriente dinâmica del pensamiento iributario, 
debido principalmente, a su originaria formaciôn cientl 
fica en el campo del Derecho procesal. Dentro del âmbito 
tributario publicô en I968 "Lecciones de Derecho tributa 
rio" y en 1970 "Curso de Derecho tributario", obra tradu 
cida al castellano por Julio Banacloche y publicada por 
la Editorial de Derecho financiero en 1975*
(46) Micheli, Gian Antonio. Curso de Derecho tributario. Tradu 
cciôn y estudio preliminar por Julio Banacloche. Editorial 
de Derecho financiero, Madrid, 1975, P* 142.
(47) Micheli, Gian Antonio. Curso... op.cit.. 168.
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(48) Micheli, Gian Antonio. Curso.,. op,cit., pp. I85-IB8.
(49) Federico Maffezzoni, a diferencia de Alessi, Micheli o 
Giannini no tiene una obra sistemâtica de Derecho tribu 
tario sino que esta en monogrâfica. Su construcciôn en tor^  
no al procedimiento se contiene en estudios, comentarios 
prôlogos, etc. En I965 publicô "Il procediraento de impos^ 
zioni nell'imposta generale sull*entrata", "Profil! di una 
teoria giuridica generale dell'imposta es de I969, y en 
1970 apareciô "Il principle di capacitA contributiva nell 
Diritto finanziario.
(50 )^ Maffezzoni, Federico, Profil! di una teoria giuridica 
nerale dell’imposta, Milano, Giuffrè, 19Ô9, pp* 60-72.
(51) Cortés Dwninguez, Matias. Ordenamiento tributario espanol 
Vol. IQ, Madrid, Editorial Tecnos 1^ ediciôn I968.
(52) Pérez de Ayala, José Luis. Derecho Tributario I, Madrid. 
Editorial de Derecho Financiero, I968; "Potestad de imp^ 
siciôn y relaciôn tributaria". Revista de Derecho Finan­
cière y Hacienda Pûblica. 79$ 19&9, y NO 86, 1970; "Fun 
ciôn tributaria y procedimiento de gestiôn" Revista de D^ 
recho Financiero y Hacienda Pôblica Nfi ll4 1874, p. 1679#
(53) Pérez de Ayala, José Luis "Potestad de imposiciôn..., op.
cita., p. 168.
(54) Pérez de Ayala, J.L. "Funciôn tributaria..." op.cit., p.
1969#
(55) Ibid.
(56) Pérez de Ayala, José Luis "Funciôn tributaria..." op.cit.
p# 1701.
(57) Gonzalez Garcia, Eusebio "Los esquemas fundamentales del 
Derecho tributario". Revista de Derecho Financiero y Ha­
cienda Pûblica NQ ll4, 1974, p. 1547#
(58) Pérez de Ayala, José Luis y Gonz&lez Garcia, Eusebio. Ctur
80 de Derecho Tributario# Tomo I, Madrid, 1® ediciôn. Edj.
torial de Derecho Financiero 1875, Tomo II, 1976.
(59) Pérez de Ayala, J.L., y GonzAlez Garcia, ,E. Curso de Derje 
cho tributario, T.I., 3® ediciôn. Madrid, Editorial de De 
recho Financière, I983: "A lo largo de nuestra colaboracTôn, 
el Curso de Derecho tributario ha ido refundiendo, mezclan 
do en cada pagina, en cada linea, las aportaciones indiyi 
duales de cada uno de nosotros. Como si el Curso tuviera 
vida propia, nos exigiô la labor de realizar con gusto,
en cada pedazo de ésta, su tercera ediciôn, una simbiosis 
de opiniones • al milimetro*", p. XXIII.
(60) Rodriguez Bereijo Alvaro. Introducciôn al estudio de Dere 
cho Financiero, Madrid, 1976, Instituto de Estudios Fis­
cales.
(61) Escribano Lopez, Francisco, "Lotas - a r a un onalisis de la 
evolucion del concepto de Derecho tributario" Civites, NQ
14. 1977, p. 2Ü5.
(62) Rodriguez Sainz Alfonso "Las categories fundamentales del 
Derecho tributario"* Revista de Derecho Financiero y Ha­
cienda Pûblica nQ 153# 1981, p. 621.
(63) Parlamento Federal alemân*
(64) Tipke, Klaus* "La Ordenanza tributaria alemana de 1977"# 
Traducciôn al castellano por Juan Ramallo. Civitas, nS l4,
1977, pp. 357-363.
(65) Paulick, Heinz: Ordenanza tributaria alemana. Estudio pr^ 
liminar (Traducciôn y notas por Carlos Palao) Instituto 
de Estudios Fiscales. Madrid, p. 31.
(66) Tipke, Klaus: "La Ordenanza... op.cit., p. 363.
(67) Sainz de Bujanda, F. Sistema de D e r e c h o , op.cit., p.156.
(68) Esta distinciôn de origen germânico, fue utilizada y di- 
vulgada por el profesor Sainz de Bujanda desde sus prime 
ros estudios; asl, la obra "Notas de Derecho financiero" 
por él dirigida" se organiza en torno a un sistema de con 
ceptos que acepta la distinciôn entre un Derecho tribut^a 
rio material y un Derecho tributario formai o administra 
tivo." Cfr. Notas de Derecho financiero. Seminario de D_e 
recho Financiero de la Universidad de Madrid, Torro I, yo 
lumen 3^. Madrid, 1975, p. 83 #
(69) Sainz de Bujanda, F. Sistema de Derecho,... op.cit., p.
170.
(70) Este impuesto gravaba el importe de los alquileres urba- 
nos pagados por los inquilinôs por considerarse como si^ 
no extemo de su renta personal; desapareciô este irapues 
to un aho después de su implantaciôn.
(71) Cfr. Antôn Pérez José. Apuntes de Derecho tributario(Pajr 
te especial) Sistema de Derecho tributario espahol, Uni­
versidad Complutense. Facultad de Derecho. Madrid, I982, 
pp. 19-22; Estapé, F. La reforma tributaria de 1845# In^ 
tituto de Estudios Fiscales. Madrid, 1971, pp# 129-161;
y Ferreiro, Clavijo, Martin Queralt, Pérez Royo. Curso 
de Derecho tributario. Parte especial. Sistema tributario; 
los tributes en particular Marcial Pons. Madrid, 1984, pp.
19-23.
(72) Cfr# Antôn Ferez, J. Apuntes....op.cit., pp. 22-25; FerreJ. 
ro, Clavijo, et. al. Curso de Derecho... op.cit., pp. 23 
-26; y Sôlé Villalonga, J. La reforma fiscal de Villaver
de, Editorial de Derecho Finnic iero, Madrid, I967, P ’^, 177
-190.
(73) Puentes Quintana, E. y Albihana Garcia-Quintana. C, Sis­
tema tributario espahol y comparado, Madrid, pp, 27-78,
(74) Cfr* Antôn Pérez, J. Apuntes,,, op.cit., pp. 27-30; Fe­
rreiro, Clavijo, et, al, Curso... op.cit., pp, 26-31#
(75) Cfr. Antôn Pérez, J. Apuntes... op.cit., pp. 30-34; Fe­
rreiro Clavijo, et. al# Curso...op.oit#, pp# 32-42#
(76) Cfr# Antôn Pérez, J. Apuntes... op.cit.,;Ferreiro Clavijo 
et. al. Curso... op.cit.,.
(77) Neumark, Fritz# Principios de la imposiciôn. Traducciôn 
de José Zamit Ferrer. Instituto de Estudios Fiscales, M_a 
drid, 1974, p. 188#
(78) Pérez de Ayala, José Luis y Eusebio Gonzalez Garcia. Cun 
so de Derecho Tributario. Vol. II. 3^ ediciôn. Madrid, -
1980, p. 80.
(79) La Ley de medidas urgentes de reformas fiscal estableciô 
un impuesto extraordinario sobre el patrimonio neto de las 
personas fisicas (aûn vigente) el cual tiene como funciôn 
en el sistema tributario la de ser compleinentario de todos 
los demâs impuestos, especialnente de los impuestos que 
gravan la renta y la transmisiôn de bienes; también gra- 
vô las rentas altas con el Impuesto extraordinario sobre 
determinadas rentas del trabajo personal, levantô el se- 
creto bancario como medida para evitar la evasion fiscal; 
aumentô los deberes de colabcr&ciôn tributaria a la vez 
que increinentô las sanciones aplicables a las futuras de 
fraudaciones.
(80) Basanta, Jaime. "Nueva regulaciôn de las autoliquidaciones" 
Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pûblica. NQ85»
197c, p. 44#
(81) Pérez Royo, Fernando. "El pago de la deuda tributaria". 
Civitas, NQ 6, 1975» p. 301.
(82) Sânchez Serrano, Luis. La declaraciôn tributaria. Institu 
to de Estudios Fiscales, Madrid, 1977» P» 63 #
(83) Martin Delgado, J.M. "Los nuevos... op. cit., pp. 40-4l.
CAPITULO II
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CAPITULO II 
EL PROCEDIMIENTO DE GESTION TRIBUTARIA.
A # La liquidaciôn- 1. Concepto. 2. La autoliquidaciôn- B. El 
procedimiento "normal" de liquidaciôn- 1* Modalidades de ini* 
ciaciôn del procedimiento- 2. Iniciaciôn por declaraciôn- a) 
Concepto de declaraciôn tributaria- a.l. Definiciôn legal- 
a,2, Concepto doctrinal» b) Efectos jurldicos de las déclara 
clones- c) Naturaleza jurldica- d) La declaraciôn complemen- 
taria. d.l, Concepto» d.2# Admisibilidad, d,3* Efectos,- 3. 
Liquidaciones provisionales y definitives. 4. La liquidaciôn 
provisional.- 5» La comprobaciôn.- a) La actuaciôn inspecto- 
ra.“ b) Liquidaciôn por la Inspecciôn. 6- Las liquidaciones 
definitives.
—  7<-> -
A.- LA LIQUIDACION
La funciôn tributaria se clasifica desde el Rezlaraen 
to de Procedimiento Econômico Administrativo de 29 de jullo de 
1921, en dos procedimientos tributarios: el procedimiento de 
gestiôn y el procedimiento de resoluclôn de reclamaciones. 
ta distinciôn, posteriormente, ha sido recogida por otras di^ 
posiciones légales y reglaraentarias•
Asl, el Reglamento de Procedimiento para Is Reclaraa- 
ciones Econômico-Administrativas de 26 de noviembre de 1959 (1) 
ratificaba dicha clasificaciôn; por su parte, la Ley General 
Tributaria, en su articule 90 dispone;
"Las funciones de la Administraciôn en materia tri­
butaria se ejercerân con separaciôn en sus dos ôr- 
denes de gestiôn, para la liquidaciôn y recaudaciôn, 
y de resoluclôn de reclamaciones que contra aquella
gestiôn se susciten y estarân encomendadas a ôrga. 
nos diferentes".
- V-
E 1 profesor Carlos Palao sehala que la Ley General Tr_i 
butaria denomina al procedimiento de aplicaciôn de los tribu­
tes "procedimiento de gestiôn", reservando la palabra liquid^ 
ciôn para designer el acto final del procedimiento y, por tan 
to, es la doctrina la que utiliza la expresiôn "procedimiento 
de liquidaciôn" para designar al de aplicaciôn de los tribu­
tes (2)* Palao Taboada concuerda con Alfonso Gota Losada al ^  
firmar que la Ley General Tributaria utiliza el concepto de 
gestiôn en un sentido amplio que coraprende la liquidaciôn, la 
recaudaciôn, la Inspecciôn y los Jurados, y que de su sistem^ 
tica se desprende un sentido estricto del concepto de gestiôn 
en el cual se comprende unicamente la liquidaciôn excluyendo 
las actividades de recaudaciôn,Inspecciôn y Jurados (3).
La liquidaciôn tributaria puede entenderse en senti­
do amplio y en sentido estricto. Entendida en sentido amplio 
comprende tanto la comprobaciôn de la realizaciôn del hecho im 
ponible como la determinaciôn del importe de la deuda tributs^ 
ria; en sentido estricto, la liquidaciôn comprende ûnicamente 
la serie de actos a través de los cuales se détermina la cuan 
tîa de la deuda tributaria nacida de la realizaciôn del hecho 
imponible. Este ûltimo sentido es el que comuxusente se a tribu 
ye al término "liquidaciôn".
La doctrina advierte que, en sentido estricto, sôlo 
se liquidan los tributos de cuota variable, ya que en los tri 
butos de cuota fija la cantidad a pagar en cada caso esta de- 
terminada por la Ley, raientras que en los tributos variables
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la Ley no fija el importe a pagar sino one c ^ table ce los elemeii 
tos (tipo de gravamen y base) con arreglo a los cuales ha de 
calcularse la cuota en cada caso.
En los tributos fijos la comprobaciôn del hecho impjo 
nible basta para saber que la deuda existe y cu&l es la cant^ 
dad a pagar sehalada por la Ley; en los tributos de cuota va­
riable para fijar el importe de la deuda es necesario determJL 
nar cuàl es la base que la Ley sehala, medir esta base en ca­
da caso concreto y determinar el tipo de gravamen aplicable.
Por tanto puede afirmarse, que sôlo en los tributos 
variables hay, en sentido estricto, liquidaciôn (4).
1.- Concepto.
La Ley General Tributaria no contiene en su articula, 
do una definiciôn de liquidaciôn tributaria; para encontrar su 
concepto es necesario remitirse a la doctrina, aunque en este 
campo no abundan precisamente, las definiciones de este concej^ 
to.
En el esquema clâsico de liquidaciôn tributaries que 
prevalece en la doctrina y ordenamiento positivo espahol hasta 
producirse la Reforma del sistema tributario de 1964, ésta se 
concibe como un procedimiento integrado por una serie de actos 
u operaciones que se suceden entre si para obtener la determi 
naciôn cuantitativa de la deuda tributaria. El acto administra 
tivo en que concluye este procedimiento liquidatorio y en el
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lateral, no nonaativa, de las oficinas gestoras de la Adminis 
traciôn financiera realizada en un cuiimlimiento de un poder- 
deber, y consistante en una mani^estaciôn de voluntad, provi­
sional o definitive, sobre el an o el quantum de un« obligaciôn 
tributaria material, siendo dirigida dicha declaraciôn a lo* 
sujetos pasivos a efectos de que, en caso d* que exista, hagan 
efactivas mediante el oportuno procedimiento recaudatorio, el 
im%)orte de la deuda." (?)•
Por su parte. Arias Velasco propone la siguiente def^ 
niciôn de liquidaciôn tributaria; "es un acto de las oficinas 
gestoras dé la Administraciôn financière en virtud del cual se 
détermina, con carâcter provisional o definitivo, la cuantia 
de una obligaciôn pecuniaria derivada de la relaciôn juridico 
-tributaria o se déclara la inexistencia de aquélla; producien 
do como efecto primordial, en el primer caso, la exigibilidad 
de dicha obligaciôn, a cargo del sujeto pasivo o de la Admin 
traciônj y generando, eventualmente, un efecto preclusivo o vin 
culante en relaciôn con los actos sucesivos déL procedimiento 
de gestiôn". (8).
2.- La autoliquidaçiôn.
El procedimiento tradicional de liquidaciôn tributa­
ria en el que el contribuyente se limitaba a la declarer los 
hechos realizados encargândose la Administraciôn de la liquida 
ciôn del impuesto correspondiente a estos hechos "ha experimen 
tado un carabio notable en los ùltiroos ahos al darse acoglda a
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un sistema liquidatorio en el que el centro do gravitaciôn no 
es ya una detcrminada actividnd aministrativa, sino un cierto 
tipo de comportamiento del contribuyente. Este cambio de rumbo 
se produce desde el instante en que las leyes acogen de modo 
explicite la figura jurldica de la llamada autoliquidaciôn, es 
to es, de un tipo de declaraciôn formulada por el contribuyen 
te en la que éste no se limita a comunicar a las oficinas ges 
toras de la Hacienda pûblica la realizaciôn del hecho imponible 
y los elementos necesarios para que la Administraciôn determi 
ne la cuantia de las deudas, sino que lleva a cabo por si mis 
rno esa fijaciôn de la suma debida, lo que le permite procéder 
al cumplimiento de su prestaciôn tributaria sin tener que espe 
rar a que la Administraciôn le notifique ningûn acto adminis- 
trativo de liquidaciôn". (9).
En el Derecho tributario espahol existiô siempre la 
posibilidad de encomendar a los contribuyentes la liquidaciôn 
de una obligaciôn tributaria, sin intervenciôn de la Adminis­
traciôn, a través de la adquisiciôn e inutilizaciôn de efectos 
timbrados; sin embargo, es la Ley General Tributaria en su a^ 
tlculo 10, le) que reconoce expresamente, aunque de manera 
muy amplia, dicha obligaciôn al disponer entre los supuestos 
que deben regularse, en todo caso, por ley "la obligaciôn a 
cargo de los particulares de practicar operaciones de liqui­
daciôn tributaria".
Posteriormente la Ley de 11 de junio de 1964, sobre 
Reforma del sistema tributario, en su artlculo 203 estableciô.
en relaciôn con el Impuesto General sobre el Trâfico de las Em 
presas, que: "Corresponderâ al sujeto pasivo realizar por si
mismo la determinaciôn de la deuda tributaria a efectos de lo 
dispuesto en la letra k) del artlculo 10 de la Ley General Tri 
butaria, entendiôndose que la asl fijada sôlo podrâ ser recti 
ficada mediants la comprobaciôn reglamentaria".
Desde entonces el sistema de autoliquidaciôn se ha ido 
incorporando, a través de disposiciones légales y reglamenta- 
rias, a los impuestos estatales siendo hoy de aplicaciôn cas! 
generalizada, con la excepciôn del Impuesto de Sucesiônes y 
los Impuestos de la Renta de Aduanas.
En el caso de la autoliquidaciôn el contribuyente pre 
senta una declaraciôn—liquidaciôn ante la Administraciôn en la 
que déclara la realizaciôn de un hecho imponible, liquida el 
tributo, es decir, fija el importe a pagar, y realiza el corres 
pondiente ingreso.
Ahora bien, cuando es el contribuyente quien cuanti- 
fica la deuda no existe acto administrative de liquidaciôn, la 
liquidaciôn existe hasta que la Administraciôn se pronuncia so 
bre la cuantia de la deuda* El profesor Sainz de Bujanda seha 
la que "La liquidaciôn del tributo es una funciôn administra­
tive en la que la •colaboraciôn* del contribuyente puede adqu^ 
rir grades diverses de intensidad, pero en ningûn caso destrn 
ye el carâcter administrative de la funciôn o, mâs concretamen 
te, su realizaciôn por la Administraciôn pûblica." (10) Las fja 
cultades de comprobaciôn e investigaciôn de los hechos imponi
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bles y de los elementos de cuantificaciôn de la obligaciôn tri 
butaria competen a la Administraciôn aûn en aquellos tributos 
a los que se extiende el procedimiento de "autoliquidaciôn" (11)
B.- EL PROCEDIMIENTO "NORMAL" DE LIQUIDACION*
En las Notas de Derecho Fdlnanciero, dirigidas por el 
Profesor Sainz de Bujanda, se considéra procedimiento normal 
de liquidaciôn "a aquél en el que a través de una serie coor 
dinada de actos de distinto alcance y, contenido -actos de trA 
mite- se produce un acto definitivo -acto cb liquidaciôn', en 
el que se contiene la voluntad de la Administraciôn en punto 
a la determinaciôn del importe de la deuda de un contribuyen­
te por razôn de un tributo variable". (12).
Tradicionalmente el Ordenamiento juridico y la doctri 
na han considerado al procedimiento, calificado de "normal" o 
"general", de liquidaciôn dividido en cuatro fases (13)î
Una primera fase de iniciaciôn, en la que el contribu 
yente présenta una declaraciôn tributaria, aunque existen otros 
modos de iniciaciôn a ellos nos referiremos en el siguiente e 
pîgrafe, en la que aporta a la Administraciôn financiera los 
datos suficientes para la liquidaciôn del tributo.
Una segunda fase de liquidaciôn provisional, en la que 
los ôrganos gestores proceden a la cuantificaciôn provisional 
de la deuda tributaria en base a los datos proporcionados por 
el contribuyente.
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Una tercera fase de comprobaciôn, en la que se proce 
de por la Inspecciôn de los tributos a la comprobaciôn e inves 
tigaciôn, en su caso, de la declaraciôn.
Una cuarta fase de liquidaciôn definitiva, en la que 
los ôrganos gestores fijan definitivamente el importe de la 
deuda tributaria.
Ahora bién, algunos autores como Martinez Lafuente y 
Ferreiro Lapatza, sostienen que en la actualidad tras la refor 
ma del ordenamiento tributario que ha supuesto la generalizaciôn 
de las autoliquidaciones y la progresiva asunciôn de funciones 
liquidadoras por la Inspecciôn de los Tributos, en el procedi 
miento normal de liquidaciôn pueden dietinguirse dos fases: la 
primera es la fase de autoliquidaciôn, encomendada bâsicamente 
al contribuyente; la segunda es la fase de comprobaciôn y liqu^ 
daciôn administrative encomendada bâsicamente a la Administra 
ciôn (l4).
El profesor Ferreiro Lapatza sehala que en la liquida 
ciôn de un tributo pueden faltar cualquiera de estas dos fases, 
es decir, que puede s'ieeder que no se produzca una u otra fase. 
"Si el contribuyente no déclara ni liquida el Tributo falta la 
fase de autoliquidaciôn. La acciôn comprobadora de la Adminis 
traciôn suplirâ la falta del contribuyente liquidando, ademas 
el tributo. Sôlo se habrâ cubierto la segunda fase. Si, por el 
contrario, el contribuyente déclara y liquida, su actuaciôn pue 
de quedar al margm, y de hecho asi sucederâ en la mayorla de 
los casos, de la actuaciôn comprobadora de la Administraciôn#
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Faltarâ en estos supuestos la segunda fase del pi-oc cdir.iiento 
liquidatorio" (15)*
El procedimiento de liquidaciôn considerado como cl A 
sico y dividido en cuatro fases es el que se estudia tradicio 
nalmente por la doctrina y por esta razôn es el que segulremos 
en nuestra exposiciôn.
1.- Modalidades de iniciaciôn del procedimiento.
El artlculo 101 de la Ley General Tributaria dispone;
"La gestiôn de los tributos se iniciarâ;
a) Por declaraciôn o iniciativa del sujeto pasivo 
conforme a lo previsto en el artlculo 36 de es 
ta Ley. (16)
b) De oficio.
c) Por actuaciôn investigadora de los ôrganos admi­
nistratives; y.
d) Por denuncia pûblica.*
Gota Losada considéra que tanto la iniciaciôn por a_c 
tuaciôn investigadora de los ôrganos administrativos como la 
iniciaciôn por denuncia pûblica son modalidades de la inicia­
ciôn de oficio (I7). En el mismo sentido se pronuncia Alfonso 
Mautero cuando sehala que la clasificaciôn del artlculo 101 de 
la Ley General Tributario se reduce a la iniciaciôn por decla 
raciôn del sujeto pasivo y la iniciaciôn por la Administraciôn, 
ya sea que ésta actûe por imperative legal -iniciaciôn de of^ 
cio-, por propia iniciativa -actuaciôn investigadora- o por 
impulso externo- denuncia pûblica (I8).
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La iniciaciôn por declaraciôn es la modalidad rnâs co 
rnûn de iniciaciôn y esté prevista para los Impuestos sobre la 
Renta de las Personas Fisicas, Renta de Sociedades, Patrimonio, 
Sucesiônes, Transniisiones patrimoniales, e Impuesto sobre el 
Valor Ahadido# Es también la forma normal de iniciaciôn en las 
altas iniciales de los tributos de exacciôn periôdica por re- 
cibo; Contribuciones Territoriales Rùsticas y Urbanas y Licen 
cias Fiscales*
La iniciaciôn de oficio tiene lugar en aquellos eases
en que la Administraciôn dispone en sus registres o padrones 
de datos y justificantes suficientes en base a los cuales di^ 
tar los oportunos actos de comprobaciôn o liquidaciôn* Esta mo^  
dalidad de iniciaciôn es la que se sigue en la exacciôn median 
te recibo de determinados tributos de carâcter periôdico; Con 
tribuciôn Territorial Rûstica y Urbana, Licencia Fiscal de Ac 
tividades Comerciales e Industriales y Licencia Fiscal de Ac­
tividades Profesionales o Artlsticas* En ellas, el alta inicial 
se entiende tâcitamente ratificada para los subsiguientes pé­
riodes, semestrales o anuales, mientras no se modifique o se 
présente una declaraciôn de baja*
La iniciaciôn por actuaciôn investigadora de los ôr­
ganos administrativos tiene lugar en aquellos tributos en los 
que el procedimiento se inicia por declaraciôn del sujeto pa­
sivo, cuando éste no ha cumplido sus obligaciones forraales y 
los hechos imponibles no declarados son descubiertos por la 
Administraciôn*
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Por ûltimo, la denuncia pûblica en realidad no inicia 
por si mismo el procedimiento de gestion tributaria sino que 
da lugar a una actuaciôn inspectera, encaminada a la comprob^ 
ciôn de la denuncia, actuaciôn que serA la que inicie o no dd 
cho procedimiento*
2*- Iniciaciôn por declaraciôn*
Ya hemos indicado que la declaraciôn es la modalidad 
de iniciaciôn mas fecuente del procedimiento de liquidaciôn del 
tribute*
El profesor Matias Cortés sehala que la declaraciôn 
tributaria es el primer acto del procedimiento normal de 11qui 
daciôn y que "tal modalidad de liquidaciôn trata de obtener la 
colaboraciôn del contribuyente en un memento especialraente dje 
licado de la aplicaciôn de la norma tributaria, mediante una 
manifestaciôn de voluntad y de conocimiento, que proporcione 
a la Administraciôn una serie de datos necesarios para la de- 
terminaciôn de la existencia de la obligaciôn tributaria y, ^  
ventualmente, de la cuantia de la prestaciôn pecuniaria en que 
normalmente se concrets aquélla" (19)#
Asi, continûa Cortés Dominguez, la declaraciôn presen 
ta dos aspectos importantes; en el primer aspecto, la déclara 
ciôn se convierte en instrumente indispensable de la liquida­
ciôn del impuesto; y desde el punto de vista del contribuyente, 
la declaraciôn se convierte en la raAxima garantis de que se IJ.
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qiiide el impuesto con arreglo a Derecho, ya qje mediante ella el 
sujeto pasivo podi'â hacer llegar a la Administraciôn una se­
rie de aspectos y datos que, desconocidos previamente por e- 
11a, pueden tener una influencia decisiva en la obligaciôn tri^  
butaria (20)*
a) Concepto de declaraciôn tributaria*
a.l*- Definiciôn legal. La Ley General Tributaria 
define el concepto de declaraciôn tributaria en su artlculo
102 que dice;
1.- Se considerarâ declaraciôn tributaria todo do- 
cumento por el que se manifieste o reconozca es 
pontâneaniente ante la Administraciôn tributaria 
que se han dado o producido las circunstancias 
o elementos intégrantes, en su caso, de un he­
cho imponible* Reglamentariamente se determina- 
ran los supuestos en que sea admisible la decla 
raciôn verbal*
2.- La presentaciôn en una oficina tributaria de la
correspondiente declaraciôn no impliea acepta- 
c iôn o reconociniiento de la procedencia del gra 
vâmen.
3*- En ningun caso podrA exigirse que las declaracfo 
nés tributaria se fortnulen bajo Juramento.
4.- Se estimarA declaraciôn tributaria la présenta 
ciôn ante la Administraciôn de los documentos 
en los que se contenga o que constituyan el h_e 
cho imponible* "
De este artlculo se desprende que la declaraciôn es 
una manifestaciôn del sujeto pasivos dirigida a la Administra 
ciôn proporcionandole los datos para la determinaciôn del he­
cho imponible* La declaraciôn puede ser oral o escrita y no 
implica siempre que se haya realizado el hecho imponible ni que
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haya nacido la obligaciôn tributaria.
La definiciôn d« declaraciôn tributaria de la ley Ge 
neral Tributaria es considerada oor Luis Sânchez Serrano (21) 
como vaga, imprecisa e inexacta; el profesor Sanchez Serrano 
sehala la amplitud de dicha definiciôn de acuerdo cou la cual 
"deberîan ser considerados declaraciones tributaries actos o 
documentos que en modo alguno lo son y que producen efectos 
totalraente distintos de los de la declaraciôn tributaria"# Asi 
mismo critica que al définir la declaraciôn tributaria se re­
fiera, el artlculo 102,1 de la Ley General Tributaria, a su 
forma escrita puesto que la declaraciôn en algunos supuestos 
puede admitirse en forma verbal; caso, por otra parte, prévis 
to en el mismo artlculo 102,1 de la Ley General Tributaria#
Finalmente adinite que la utilizaciôn del término "es 
pontâneamente" para referirse a la declaraciôn tributaria, que 
es siempre un acto debido realizado en cumplimiento de un de­
ber, es una inexactitud d& legislador que plantea problemas 
doctrinales en cuanto a su interpretaciôn. Para Sânchez Serra 
no el adverbio "espontâneamente" se aplica a los verbes "mani 
fieste o reconozca", por lo tanto, se predica mas que del ac­
to en si, del contenido de dicho acto, es decir, de la manife^ 
taciôn# (22)
a.2.- Concepto doctrinal# El profesor Sânchez Serra­
no propone la siguiente definiciôn: "La declaraciôn tributa­
ria es un acto de un particular legItimamente interesado en 
el procedimiento de comprobaciôn o de liquidaciôn correspon-
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dicnte, realizado en cumplimiento de un deber consistente en 
\ma inanif estaciôn de conocimiento de datos de h echo y de de­
recho en base a los cuales pueda determinarse el "an" o el 
"quantum" de una obligaciôn tributaria material, asi como even 
tualmente en una manifestaciôn de voluntad solicitando la apli 
caciôn de algûn beneficio fiscal u optando entre las distintas 
posibilidades ofrecidas por el ordenamiento juridico tributa­
rio, siendo dirigido dicho acto a la Administraciôn tributaria 
a efectos que ésta procéda a comprobar, liquidar y recaudar el 
tributo mediante un procedimiento de gestiôn individualizado 
en base a dicha manifestaciôn, o en base también a otras del 
mismo o de otros interesados cuando se refieran todas ellas a 
datos relevantes para la determinaciôn de una misma obligaciôn 
tributaria material" (23)*
Alfonso Mantero Sâenz (24)se refiere a très aspectos 
del concepto de declaraciôn tributaria: un acto, un contenido 
y una forma* La declaraciôn tributaria constituée: un acto, que 
se corresponde con un deber de declarer y que produce unos e- 
fectos jurldicos, la iniciaciôn del proceso tributario e int^ 
rrupciôn de la presoripciônj un contenido, que puede considerar 
se como una confesiôn extrajudicial o una declaraciôn de conn 
cimiento; y; un documente, que incorpora aquel acto, la for­
ma documentai y el uso del dLmpreso reglamentario no son esencij» 
les a la nociôn de declaraciôn puesto que cabe la existencia 
de declaraciones verbales (en la Renta de Aduanas) y aûn tâ- 
citas (utilizaciôn del circuito aduanero apropiado).
Julio Banacloche entiende por declaraciôn tributaria 
"toda comunicaciôn con trascendencia tributaria en cuanto sea 
por escrito ( salvo que reglanientariamente se acepte la forma 
verbal) , aunque la haga un administrado en relaciôn con el hje 
cho imponible que tiene por sujeto pasivo a otro y que puede 
servir para que la Administraciôn de oficio inicie un procedi 
miento tributario" (25)#
b) Efectos jurldicos de las declaraciones#
La doctrina (26) suele sehalar como efectos de la dje 
claraciôn los siguientes:
a*) Inicia el procedimiento de liquidaciôn provocando 
la actividad de la Administraciôn consistente en la comproba­
ciôn y liquidaciôn definitiva(2?)» sin embargo como ha sehal^ 
do Arias Velasco, en la actualidad la mayorla de los procedi­
mientos iniciados mediante declaraciôn no concluyen con la li 
quidaciôn definitiva, previa comprobaciôn de la Administraciôn. 
"En la generalidad de los casos, la deuda tributaria autoliqui 
dada se irâ consolidando. dulcemente, con la sôlita cadencia 
de las hojas del calendario hasta que la prescripciôn se haya 
consumado" (28)#
b*) Interrumpe el plazo de prescripciôn del derecho 
de la Administraciôn para determinar la deuda tributaria me­
diante la oportuna liquidaciôn (29), de acuerdo con el artl- 
lo 66, 1, c) de la ley General Tributaria que dispone:
"1#- Los plazos de prescripciôn a que se refieren las 
letras a), b) y c) del artlculo 64 se interrumpen:
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a  ) • • «
b) ...
c)Por cualquier actuaciôn del sujeto pasivo conducen 
te el pago o liqndaciôn de la deuda"*
c*) Créa una presunciôn de certeza de la declaraciôn 
con respecto a los datos de hecho contenidos en la misma, con 
forme al artlculo ll6 de la Ley General Tributaria, que dice; 
"Las declaraciônes tributaries a que se refiere el artlculo 
102 se presunien ciertas, y sôlo podrân rectificarse por el su 
jeto pasivo mediante la prueba de que al hacerlas se incurriô 
en error de hecho"* Ahora bien, los efectos de la declaraciôn 
no se extienden al reconocimiento de la deuda que de ella pue 
da derivarse, como se deduce de los articulos 117.1 y 102*2, 
de la Ley General Tributaria (30)#
c) Naturaleza Jurldica*
El profesor Sânchez Serrano recoge y analiza, en su 
obra "La declaraciôn tributaria, "las numerosas propuestas e- 
laboradas por la doctrina para explicar la naturaleza de la d_e 
claraciôn tributaria y formula un resumen de su postura con res 
pecto a cada una de dichas propuestas (31)* En el estudio de 
este tema seguireraos la exposiciôn de Sânchez Serrano por con 
siderarla muy compléta*
En primer lugar el profesor Sânchez Serrano sehala que 
la declaraciôn tributaria es un acto debido ya que toda decla
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raciôn tribularia se realiza en cnmplimiento de un deber jur_i 
dico particular establecido por una disposicion legal o régla 
rnentaria general o irapuesto mediante un requerimiento adminis 
trativo individual, o bien al menos de un deber jurîdico gen^ 
ral de declarer.
Sâncbez Serrano destaca que la declaraciôn tributaria 
como un acte del particular dirigido a la Administraclôn puede 
clasificarse en la categorla de las actuaciones de ejecuciôn 
(32) cuando sea efectuado en cumplimiento del requerimiento 
realizado por la Administréei6n.hatla» Cortés, por el contra­
rio, considéra que la declaraciôn tributaria” no es un simule 
acto de ejecuciôn, porque normalmente es una obligaciôn legal 
y no consecuencia de un acto administrativo.” (33) • %sta af*ir 
rnaciôn no es compartida ~por Sânchez Serrano pues^o que ”el do 
ber de declarer puede nacer no s6lo de la realizaciôn del pr^ 
supuesto de hecho correspondiente previsto por la Ley o por 
una disposiciôn administrative général, sino también de un r^ 
querimiento administrativo individual” (34).
Por otra parte, el profesor Sânchez Serrano, advier- 
te que, aunque por su contenido la declaraciôn tributaria con 
siste en una manifestaciôn de conociraiento o de ciencia, puede 
contener una manifestacién de voluntad (35)* Asl mismo -prosjL 
gue Sanchez Serrano- la declaracién tributaria como manifesta 
ci6n de conocimiento puede contener datos tanto de hecho como 
de derecho.
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Ahora bién, tainpoco nuede ser c onsidcrada como un ac 
to négociai (36), sino que pertenece a la categorla de les ”ac 
tos jurldicos semejantes a los négocies” o "actos jurldicos en 
sentido estricto”, pero eventualmente puede contener también 
manifestaciones de voluntad negociales; "cuando el déclarante 
manifieste en ella acogerse al disfrute de determinados benefi 
cios fiscales u optar entre varias posibilidades ofrecidas por 
la normative de configurer sus relaciones tributaries y el or^  
denainiento jurldico atribuya a la voluntad manifestada en tal 
sentido la eficacia de producir los efectos cuya obtencién se 
haya propuesto el déclarante al efectuar tal manifestacion” (37).
A juicio del autor que seguimos, la declaracion tri­
butaria puede contener una confesion en la medida en que ”re- 
oaiga sobre hechos personales del déclarante (confesante), y 
(que) éete tenga capacidad legal para hacerla” (38), y producir 
los efectos propios de una confesi6n extrajudicial, es decir 
constituye un medio de prueba documental que el Tribunal habrâ 
de valorar (39); aunque debiendo tener en cuenta que la decl^ 
raciôn tributaria no consiste en una confesién ni contiene siem 
pre una confesién, y si la contiene tampoco agota su eficacia 
o su significacién jurldica en constituir un medio de prueba 
en el proceso tributario (4o).
SAnchez Serrano considéra que la declaracién tribut^ 
ria no constituye una ”autocomprobaci6n” (”auto-accertamento”) 
(4l) equiparable en cuanto a su naturaleza y efectos a la com 
probacién administrâtiva (42). La declaracién tributaria con^ 
tituye un acto de colaboracién del interesado en la comprobacién
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administrativa pero sin que puedan ecuipararse en cuanto a su 
naturaleza y efectos la autentica comprobacién efectuada por 
la Administracién con la ’’comprobacién” realizada por el dé­
clarante.
El profesor Sânchez Serrano senala que la declaracién 
tributaria no tiene eficacia constitutiva de la obligacién tr^ 
butaria material, excepto en casos muy determinados y con un 
alcance muy limitado (43) ; tampoco tiene -prosigue Sanchez 
rrano- eficacia declarativa alguna de la existencia ni de la 
cuantla de la obligacién tributaria material.
Por ûltimo, Sanchez Serrano observa que la declaracién 
tributaria es un acto preparatorio o presupuesto procedimental 
(44) de la validez de los actos de comprobacién, de liquidacién 
o incluso de recaudacién, aunque no es un presupuesto procédai 
mental indispensable ya que la Administracién puede suplir su 
falta por otros raedios para iniciar el procedimiento o para fj. 
jar o comprobar los hechos relevantes para la aplicacién del 
tribute. La declaracién tributaria si bien puede ser un acto 
de iniciacién o ”iniciativa” del procedimiento de gestién, no 
puede encuadrarse en la categorla de las demandas, instancias 
o solicitudes; no puede considerarse como un acto de exterio 
rizacién y documentacién del conocimiento y de la voluntad de 
cumplir la obligacién tributaria material, no puede equiparar 
se a tui acto de rendicién de cuentas y desempena la méltiple 
funcién de medio de informacién, de comprobacién y do prueba.
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d) La declaracién complementaria•
d,l. Concepto. La doctrina define el concepto de 
declaracién complementaria por referencia a la declaracién in^ 
cial en relacién a la cual actûa.
Asl, el Seminario de Derecho Financière de la Univer 
sidad de Madrid (45) distingue la declaracién inicial, que 
ne en movimiento el proceso de gestién (46), de la declaracién 
adicional o complementaria que la Administracién puede recabar 
para ampliar los datos de la anterior o para subsanar los defec 
tos advertidos en ella "en cuanto fuere necesario para la liqui 
dacién del tributo y su comprobacién" (47).
También el profesor Sânchez Serrano (48) distingue en 
tre declaraciones principales -"son las que contienen los da­
tos roâs importantes a efectos de la comprobacién o de la liqui 
dacién y las que suelen determiner la iniciacién del procedimien 
to correspondiente por lo que, en tal caso, puede denominârseles 
también declaraciones iniciales"- y declaraciones adicionales, 
compleraentarias o arapliatorias de una principal-" se refieren 
a aspectos parciales del hecho imponible o sôlo a algunos de 
los datos determinados del an o del quantum de la obligacién 
tributaria material y suelen presentarse las mâs de las veces 
en virtud de un requerimiento administrative individual, una 
vez iniciado el procedimiento como consecuencia de una decla­
racién principal".
Juan José Zomoza Pérez considéra que la declaracién 
complementaria es una declaracién no inicial, realizada en di 
recta conexién con un procedimiento de liquidacién ya inicia-
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do, re specte a cuya tramitacioii y résolue i6n va a producir sus
efectos (49).
Por su parte, Manuel Gonzâlez Sânchez senala que la 
declaracién complementaria exige la existencia de otra declar^ 
cién tributaria que pueda o deba ser perfeccionada; declara­
cién que puede considerarse como principal o inicial (50).
La doctrina se ha planteado el problema de si la decla 
racién complementaria compléta una declaracién anterior al cam 
biar o anadir algo a su contenido o si la sustituye.
Alfonso Mantero Sâenz (5I) sostiene que la declara­
cién complementaria "sustituye a la anteriormente realizada por 
el mismo impuesto y perlodo y que pone de relieve nuevas bases, 
mâs altas que las declaradas originariamente, dando lugar a la 
liquidacién de cuotas superiores a las ingresadas, las que se 
deducen de aquéllas."
No obstante, la mayor parte de la doctrina considéra 
que la declaracién complementaria compléta la declaracién ante 
rior.
Luis Sânchez Serrano se adhiere a las consideraciones 
formuladas por Ëzio Vanoni quien al respecto sostiene que "no 
se trata pues de sustitucién o modificacién de declaraciones, 
sino de concurso de diversas manife«taciones de ciencia que 
provienen del mismo sujeto" (52). A juicio de Gonzâlez Sânchez 
la declaracién complementaria "compléta la declaracién previa 
mente presentada en la parte en que no resulten coïncidentes"
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(53)* y; José Maria Martin Delgado estima que se trata de una 
nueva declaracién que viene a compléter a la anterior y iio a 
sustituirla (54). Este autor define las declaraciones comple- 
mentarias oonio"aquéllas declaraciones-autoliquidaciones que vi^ 
nen a complementar los datos consignados en una declaracién ya 
efectuada que debemos considerar como incorapleta o defectuosa"
(55).
d.2.- Admisibilidad. Uno de los problèmes que mâs ha
preocupado a la doctrina en relacién a las declaraciones comple 
mentarias ha sido el de su admisibilidad o no como procedimien 
to normal de declaracién.
Alfonso Mantero (56) en un trabajo monogrâfico sobre 
las declaraciones complementarias se pronuncia en contra de su 
admisibilidad suponiendo mala intencién por parte de los con- 
tribuyentes al emplear las declaraciones complementarias ya que 
considéra que la razén suele ser "la de haber realizado una d^ 
claracién falsa, deliberadamente falsa", y, por el perjuicio 
que de dichas declaraciones compleraentarias pueda derivarse 
ra la Hacienda Péblica, aunque acepta que, en la prâctica, "no 
résulta posible no admitirlas".
Zomoza Pérez senala, en favor de su admisibilidad, 
que las declaraciones compleraentarias ponen de manifiesto ba­
ses mâs altas que las originariamente declaradas, es decir, mo^  
difican la declaracién tributaria en bénéficie de la Adminis­
tracién. Por otra parte, la Administracién debe tener en cuen
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ta los datos proporcionados por el sujeto, aunrue contradigan 
los contenidos en su declaracién inicial, "Porque, la fijacién 
de los hechos declarados, con carâcter firme, no se produce en 
virtud de la actividad del sujeto déclarante, sino en todo cja 
so, a consecuencia de los actos administrativos de comprobacién"
(57).
El profesor Martin Delgado considéra que "en todos ja 
quelles casos en los que la estructura de los tributos lo p^r 
mita deben admitirse las declaraciones complementarias, y no 
ya por una razén prâctica de no poder controlar cuando una dje 
claracién es o no complementaria, sino por una razén institu- 
cional que impone el permitir al contribuyente cumplir con sus 
obligaciones tributaries, aunque sea de forma extemporânea, 
y a la Administracién el aceptar la declaracién y el ingreso 
résultante, velando asl por el patrimonio pûblico" (58),
También Julio Banacloche (59) se pronuncia por la ad 
misibilidad de las declaraciones compleraentarias y, al respec 
to escribe: "Para ml es un derecho que no cabe restringir y que 
no lleva a declaraciones compleraentarias, sino a liquidaciones 
compleraentarias
Por otra parte, el ejercicio y la eficacia jurldica 
de las declaraciones compleraentarias, se encuentran hoy regu- 
lados en el articule 294 del Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Sociedades de I5 de octubre de I982 (Real Décré­
ta 2*631/1982) (60), segén el cual:
"1# Las liquidaciones compleraentarias realizadas es
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pontâneamente por el sujeto parivo ser an acepta- 
das por la Administracién tributaria en cualquier 
memento que se presenter, cuando se acompahen de 
una nueva declaracién correspondiente al ejerci­
cio a que se refiere la liquidacién que deberà 
incorporar las variaciones introducidas por el su 
jeto pasivo#
2. En general, dicha liquidacién surtiré los siguien 
tes efectos:
a) Interrupcién del plazo de prescripcién*
b) Liquidacién de intereses de demora sobre la 
diferencia ingresada*
3* Cuando la liquidacién complementaria se realice 
posteriormente a la notificacién del inicio de 
actuaciones de comprobacién o investigacién, ten 
drâ el carâcter de mero ingreso a cuenta sobre 
el importe de la liquidacién definitive, sin que 
impida la aplicacién de las correspondientes san 
ciones sobre la diferencia entre la cuota definr 
tiva y la ingresada con anterioridad a la notifi 
cacién aludida. Lo dispuesto en el pârrafo ante­
rior serâ también aplicable a los casos en que no 
se hubiese practicado la liquidacién a cuenta"*
El profesor Martin Delgado explica que a pesar de que 
el articule 294 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades 
no habla de "declaraciones compleraentarias" sino de "liquida­
ciones complementarias", no se confunden los términos ya que 
segun el mismo precepto a esa liquidacién habrâ de acompanar- 
se una "nueva declaracién", y en cuanto a su admisibilidad, 
para evitar cualquier duda al respecto, dispone que estas de­
claraciones serân "aceptadas por la Administracién tributaria 
en cualquier raomento que se presenten (6l)*
d,3* Efectos, El artîculo 294 del Reglamento antes cj^  
tado, establece como efectos de las declaraciones complementa 
rias: interrumpir la prescripcién y liquidacién de intereses
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de demora sobre la diferencia ingresada (62).
Martin Delgado (63) senala los siguientes efectos de 
la declaracién complementaria:
1) Interrompe el plazo de prescripcién ya que se trja 
ta de una actuacién del contribuyente que manifiesta o recono 
ce que se ha producido un hecho imponible con la finalidad de 
provocar su liquidacién (64).
2) Aplicacién del recargo de prérroga del 10 por 100 
(65) sobre la cantidad ingresada fuera de plazos en aplicacién
de lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudacién aunque 
el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de Sociedades no prje 
vé expresamente este efecto (66),
3) Aplicacién de intereses de demora sobre la diferen 
cia ingresada,
4) Inaplicacién de sanciones sobre la cantidad ingr_e 
sada, segén se desprende en sentido contrario del articule 294,3 
del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, siempre que la 
declaracién complementaria se efectûe con anterioridad a la no 
tificacién del inicio de actuaciones de comprobacién e investj, 
gacién, "La no aplicacién de sanciones respecto de las cuotas 
diferenciales ingresadas como consecuencia de la declaracién 
complementaria -fuera de plazo de ingreso voluntario, pero an 
tes del comienzo de la comprobacién o investigacién- es una de 
las caracteristicas tlpicas de las declaraciones compleraenta­
rias" (67),
—  I ü 4 —
3•- Liquidaciones provisionalcs y definitivas.
El articule 120 de la Ley General Tributaria dispone:
"1. Las liquidaciones tributarias seran provisionales 
o definitivas,
2* Tendrân consideraci6n de definitives:
a) Las practicadas previa comprobacién administras 
tiva del hecho imponible y de su valoracién ha 
ya mediado o no liquidacién provisional#
b) La girada conforme a las bases firmes senaladas 
por los Jurados Tributaries (68)*
c) Las que no hayan sido comprobadas dentro del 
plazo que se senale en la Ley de cada tributo, 
sin perjuicio de la prescripcién.
3# En los demâs casos tendrân carâcter de provisiona 
les sean a cuenta, compleraentarias, caucionales, 
parciales o totales.
Francisco Clavijo Hernandez distingue el acto de li­
quidacién provisional del acto de liquidacién definitive en 
base a la comprobacién y valoracién del hecho imponible por par 
te de la Administracién. La liquidacién es provisional si no 
ha existido comprobacién y valoracién del hecho imponible, ca 
racterizândose "porque las oficinas gestoras fijan aproximada 
mente el importe de la obligacién tributaria material, al ca- 
recer de un conocimiento exacte del hecho imponible o de cual 
quier otra circunstancia déterminante del quantum de la obli­
gacién tributaria material." Si ha habido comprobacién y valo 
racién del hecho imponible por parte de la Administracién fi- 
nanciera, el acto de liquidacién es definitive, y se caracte- 
riza "porque ya las oficinas gestoras fijan exactamente el im 
porte de la obligacién tributaria material, al conocer exacta 
mente todas las circunstancias déterminantes del quantum de la
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in i  stria " ( 69) »
4#- La liquidacién provisional.
La Ley General Tributaria define negativamente o por 
exclusién las liquidaciones provisionales, como todas aquellas 
que no son negatives*
Ya hemos sefialado la enumeracién que el artlculo 120*3 
de la Ley General Tributaria hace de las modalidades de las li 
quidaciones provisionales: a cuenta, compleraentarias, caucio­
nales, parciales y totales.
Son liquidaciones a cuenta (?0) aquellas que se prajc 
tican con carâcter de anticipe a otra liquidacién que, provi­
sional o definitivamente, determine los eleraentos esenciales 
del hecho imponible.
Son liquidaciones complementarias (71) aquellas que 
senalan el importe de un desembolso adicional que ha de efec­
tuar el contribuyente. No debe confundirse la liquidacién com 
plementaria con la liquidacién definitive aunque ésta ultima 
también puede originar un desembolso compleraentario.
Son liquidaciones caucionales (72) las que la Adminis 
tracién pueda practicar en cicrtos casos cuando el ejercicio 
de un recurso por el contribuyente retrase la liquidacién de­
finitive.
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Son liquidaciones parciales (73)i por oposicién a las 
totales, aquéllas que se practican teniendo en cuente sôlo al 
guno o algunos de los distintos elementos constitutives de la 
base imponible.
A juicio de Alfonso Gota Losada, la razén de las li­
quidaciones provisionales consiste en la carencia de pruebas 
suficientes e incontrovertibles para que la Administracién pue 
da pronunciarse de modo definitive, ya sea porque todavia no
ha comprobado los hechos, o porque lo ha probado, pero de modo 
insuficiente (74).
En el mismo sentido se pronuncia Ferreiro Lapatza para 
quien, la liquidacién provisional responds en todo caso "a la 
idea de que la Administracién no cuenta con todos los elemen­
tos de juicio necesarios para determiner en forma definitive 
la cuantîa de la deuda tributaria, y que, por tanto, considéra 
que puede ser necesaria una actuacién administrative posterior 
tendante a modificarla" (75)#
Gota Losada, no satisfecho con la enumeracién de li­
quidaciones provisionales de la Ley General Tributaria (76), 
hace la siguiente clasificacién^!L)Liquidaciones practicadas 
por la Administracién, partiendo de las declaraciones presen- 
tadas por los interesados, antes de su comprobacién.2) Liquida 
ciones parciales. 3) Liquidaciones de ingreso a cuenta practi 
cadas por la Administracién* partiendo de bases o cuotas de e 
jercicios anteriores; y 4) Liquidaciones de oficio, cuando el 
interesado no ha presentado declaracién”. (77)»
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Por otra parte Gota Losada advierte que no son autén 
ticas liquidaciones provisionales las autoliquidaciones, ni 
tampoco las liquidaciones cautelares* Las autoliquidaciones 
practicadas por el interesado no son liquidaciones provisiona 
les porque no existe un pronunciamiento administrative sobre 
el importe de la obligacién tributaria material, es decir, "no 
hay procedimiento declarativo alguno, ni tâcito, ni presunto, 
sino sirapleraente un acto ejecutivo de admisién de un ingreso". 
(78). En las autoliquidaciones la Administracién realiza con 
relacién a la suma de dinero ingresada, una actividad de ca- 
ja. Tampoco son liquidaciones provisionales las liquidaciones 
cautclares; en ellas existe un procedimiento declarativo: deter 
minacién de una cifra a ingresar, sin embargo, su finalidad no 
es determinar provisionalmente el importe de la obligacién tri 
butaria material, sino la de establecer una garantie o caucién 
para el Tesoro. "Se trata de una medida provisional y acceso* 
ria al procedimiento de gestién tributaria, pero que no es en 
puridad de concepto procedimiento declarativo de la obligacién 
tributaria, sino una garantie para el Tesoro, cuya cuantla se 
détermina mediante una liquidacién propia y especlfica" (79)#
5.- La comprobacién#
a) La actuacién inspectera.
La comprobacién es la tercera etapa del procedimiento, 
denominado por la doctrina "normal" de liquidacién y consiste 
"en la actividad de la Inspeccién de los Tributos, que trata
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de conqirobar e investigar, en su caso, la exactitud de lo de- 
clarado y de asegurar que la deuda tributaria que se fije sea 
conforme a la Ley" (80)«
El profesor sâinz de Bujanda define la Inspeccién tr^ 
butaria como "aquél procedimiento a través del cual, en virtud 
de una serie de actos concatenados, la Administracién pûblica 
da efectividad, en la fase liquidatoria, a las normas que Im- 
ponen obligaciones tributaria» (sea mediante la comprobacién 
de hechos imponibles declarados, sea mediante la investigacién 
de los que permanecen ocultos) y obtiene informes y actos nece 
sarios para la adopcién fundada de resoluciones que, sin ref^ 
rirse directamente a operaciones liquidatorias, se producen no 
obstante, en el âmbito de aplicacién del tributo" (8l).
En aquellos casos en que la ley impone al administra 
do el deber de liquidar el tributo sin interveneién de la Ad­
ministracién; o bien el deber de declarar los hechos imponibles 
realizados, o por ûltimo, el deber de declarar y liquidar el 
tributo correspondiente, réserva a la Administracién la posi- 
bilidad de comprobar si lo actuado por los administrados se a 
justa a los preceptos de la Ley y de no ser asl, exigir respon 
sabilidad y hacer pagar el tributo debido*
Si el contribuyente no ha cumplido con los deberes de 
declarar y/o liquidar impuestos por la Ley, la Administracién 
esté facultada para investigar los hechos no declarados y los 
tributos no liquidados*
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Yn hemos visto, pâginas atras, que la "actiu.ciôn iii 
\estigadora "es una de las modalidades de iniciacién del pro­
cedimiento de liquidacién, junto con la iniciacién "de oficio" 
y la denuncia pûblica (82), aunque, segûn Alfonso Mantero (83) 
estas très modalidades de iniciacién deben reducirse a una sjé 
la; iniciacién por la Administracién* La Ley diferencia a la 
iniciacién de oficio de la iniciacién por actuacién investis^ 
dora, ya que en la primera los érganos de gestion liquidan el 
tributo en base a los datos de que dispone en sus registres, 
padrones, etc*, s in necesidad de declaracién por parte del ajd 
ministrado, s in que exista denuncia y tampoco actuacién inve_s 
tigadora. En cambio la actuacién investi gadora, que correspon 
de a la Inspeccién, consiste en el deecubrimiento de los hechos 
imponibles no declarados por el sujeto pasivo*
La denuncia pûblica promueve, en opinién de Arias Vje 
lasco (84), una actuacién inspectera, encaminada a la compro­
bacién de aquélla. Por tanto, aunque lo normal es que la actua 
cién investigadora se realice por iniciativa de la Administra 
cién también puede proraoverse por denuncia pûblica*
En la funcién inspectera se comprendm las actividades 
de comprobacién e investigacién* Fernando Sainz de Bujanda sje 
nala que "lo que caracteriza la comprobacién y la distingue de 
la investigacién es que su finalidad es corroborar la existen 
cia y exactitud de algo que ha sido previamente conocido por 
la Administracién, en tanto que en la pura investigacién las 
averiguaciones y pesquisas se encaminan al descubrimiento de 
hechos o danos extrahos a un conocimiento previo" (85)*
-110-
El artîculo 109 de la Ley General Tributaria establ^
ce la distincién entre comprobacién e investigacién, asl:
"1* La Administracién coniprobarâ e investigarâ los 
hechos, actos, situaciones, actividades, explota- 
ciones y demâs circonstanciés que integran o con- 
dicionen el hecho imponible*
2* La comprobacién podrâ alcanzar a todos los ac­
tos, elementos y valoraciones consignados en las 
declaraciones tributarias y podrâ comprender la 
estimacién de las bases imponibles, utilizando 
los medios a que se refiere el artlculo $2 de es­
ta Ley*
3* La investigacién afectarâ al hecho imponible 
que no haya sido cfeclarado por el sujeto pasivo o 
que lo haya sido parcialmente. Igualmente alcan- 
zarâ a los hechos imponibles cuya liquidacién dje 
ba realizar el propio sujeto pasivo."
También el artîculo l40, apartados a) y b) de la Ley 
General Tributaria recoge dicha distincién:
"Corresponde a la Inspeccién de los Tributos:
a) La investigacién de los hechos imponibles para 
el descubrimiento de los que sean ignorados por la 
Administracién*
b ) La integracién definitive de las bases tributja 
rias, mediante las actuacionescb comprobacién en 
los supuestos de estimacién directe y objetiva sin 
gular y a través de las actuaciones inspectoras 
correspondientes a la estimacién indirecte."*
A juicio de Arias Velasco "esta distincién es tan s^ 
lo vâlida y ûtil desde el punto de vista organizativo y de 
especializacién funcional* Pero, desde el punto de vista e_s 
trictamente procedimental..,., la distincién es inûtil e in­
cluso perturbadora* Podemos pues hablar de una sola activi­
dad de comprobacién -comprensiva de la investigacién- ya ven 
ga impulsada por la iniciativa del sujeto pasivo manifestada 
en la declaracién, ya por la iniciativa de la propia Adminis-
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traciôn* En uno y otro caso, la naturaleza de la actividad 
ministrativa es, procedimentalir,cnte, identica" (86).
Por su parte, Ferreiro Lapatza afirma que en este sen
tido amplio la comprobacién "comprends todas la tareas a que 
hace referencia el artîculo 109 de la Ley General Tributaria#
En términos légales mâs estrictos debemos distinguir, segén 
se hace en él, entre comprobacién e investigacién: se compru^ 
ba lo ya declarado, se investiga lo no declarado" (8?)-.
Con el propésito de que la Administracién pueda cumplir 
con su tarea de velar por la aplicacién de los tributos la Ley
impone tanto al sujeto pasivo del tributo (88) como a toda pe^
sona, natural o jurldica (89)* el deber de proporcionar a la 
Administracién cualquier clase de datos, informes o anteceden 
tes relacionados con el hecho imponible. Los administrados d_e 
ben colaborar con la Administracién en la realizacién de act^ 
vidades de comprobacién e investigacién de los hechos imponi­
bles realizâdos, con el objeto de lograr la exacta aplicacién 
de los tributos. En la Inspeccién se encuadran los érganos e^ 
pecializados de que dispone la Administracién para la réalisa 
cién de estas actividades# En la actualidad, las liquidaciones 
provisionales y defnitivas practicadas por la Administracién 
siguen normalmente a las actividades de comprobacién e investi 
gacién de estes érganos especializados.
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b ) Liquidacién por la I n s p e c c i é n •
A juicio de la doctrina (9L) el procedimiento normal 
de liquidacién estructurado sobre la base de cuatro etapas a- 
cerca de las cuales hemos venido hablando: iniciacién, liqui­
dacién provisional, comprobacién y liquidacién definitiva, con 
figvirada en esta forma en el Ordenamiento juridico espanol de_s 
de 1900, cristaliza a partir del Real Decreto de 30 de marzo 
de 1926 por el que se aprueban las bases por las que ha de r^ 
girse la Inspeccién de los Servicios de la Hacienda Pûblica y 
la de los Tributos* Es a partir de ese raomento (Real Decreto 
de 30 de marzo de 1926 y Reglamento de I3 de julio de I926) que 
puede hablarse de una Inspeccién verdadera y propia. En origen 
y tal como lo dispuso el Real Decreto de 1926, la actividad de 
la Inspeccién se limitaba a la investigacién sin ninguna facuL 
tad para continuer en el procedimiento de liquidacién (9I)*
Debido a la creciente complejidad del Ordenamiento 
jurîdico unido al incremento de las necesidades recaudatorias 
con los consiguientes problemas de Tesorerîa de la Hacienda 
Pûblica, se hace necesario la simplificacién del procedimiento 
de liquidacién* Para ello es necesario evitar las complicacio 
nés de dicho procedimiento para faciliter la recaudacién y au 
mentar el nûmero de liquidaciones provisionales con el propé­
sito de generar ingresos para el Tesoro*
El sistema tributario descrito se modifica por la Real 
Orden de 23 de septiernbre de 192? que establecié las "actas de 
invitacién" (92), en las que la Inspeccién propone al contri-
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buy ente regularjzar su situaciôn tributaria, y si este da su 
conformidad, estos actos se consideran declaraciones o T art es 
de aita y no se puede imponer penalidad alguna. Una vez redac 
tada el "ada de invitacién", pasa a la Administracién de Ren­
tas Publions para su liquidacién y trâmites consiguientes* 
mo consecuencia de ello las funciones de la Inspeccién pasaron 
de "informer " a la Administracién tributaria, a proponer la r^ 
gularizacién tributaria; de esta manera se produce un aumento 
de las tareas de la Inspeccién y se limitan las de las Ofici­
nas gestoras, las cuales se ven atadas, frecuentemente, por los 
datas que conjuntamente le suministren el contribuyente y la 
Inspeccién como resultado de una "comprobacién conjunta".
En el proceso posterior las funciones y competencies 
de la Inspeccién no serân sustituidas por otras sino que se 
continuarâ en el sentido de ir distribuyendo funciones nueva» 
a la Inspeccién, en principio propias de las Oficinas gesto­
ras, como ser las de caracter liquidatorio.
La Ley de 28 de marzo de 1941 establecié un recargo 
de 10 por 100 para las cuotas a liquidar como resultado de ge^ 
tién inspectora reflejada en "acta de invitacién", y dispuso 
la impugnabilidad por parte del contribuyente de las "actas de 
invitacién" autorizadas con su conformidad; posteriormente la 
Orden de l8 de diciembre de 1954 otorga carâcter de firmeza a 
las bases impositivas propuestas por la Inspeccién y admitidas 
con la conformidad del contribuyente»
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Luego la Ley General Tributaria de 28 de diciembre 
de 1963» al sefialar el contenido de las actas de Inspeccién en 
su artlculo 145,c) habla de; "la regularizacién de las situa- 
ciones tributarias que estime procédantes", lo cual signifies 
extender el contenido de las actas hasta el acto de liquida­
cién y por tanto, también se extienden las funciones de la Ins 
peccién. A su vez, el Decreto de 8 de julio de I965 sobre pro 
cedimiento simplificado de gestién tributaria dispuso que el 
Inspector actuario debîa consignar en las actas definitives 
las liquidaciones que estimera procédantes para regularizar la 
situacién tributaria objeto de investigacién, asl como la con 
formidad o diseonforraidad del contribuyente y, en su caso, las 
sanciones que a su juicio correspondieran* Por Decreto de 2 4 
de febrero de 1976 se extiende dicho procedimiento simplifie^ 
do a las actas previas asimilândolas a las actas definitivas 
a efectos de su tramitacién*
Como puede observarse, la Inspeccién de los Tributos 
ha ido asumiendo tareas propias de los érganos de gestién, p_e 
ro el proceso aûn va a continuer# Asl, el Decreto de I6 de ju 
lio de 1976 también sobre procedimiento simplificado de gestién 
tributaria, configura el procedimiento de liquidacién en la s_i 
guiente formaa)"Se prescinde de la liquidacién provisional en 
los supuestos de autoliquidacién por razones de mayor eficacia 
y perfeccién en la gestién tributaria e intentando paliar la 
falta de medios de la Administracién como consecuencia del cons 
tante y elevado aumento del nûmero de declaraciones# b) El ins
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pcctor actuario debe consignar en las actas la liquidacién que 
considéré procédante expresando las infracciones apreciadas y 
las sanciones que correspondan y la conformidad o disconfor- 
midad del contribuyente# Si este presta su conformidad, se dn 
râ por notificado de su obligacién de ingresar el importe de 
la deuda en los plazos que senala el Reglamento General de R^ 
caudacién# e) Las oficinas gestoras proceden a examinar los 
expedientes, si los encuentra conformes los remite a la inte^ 
vencién la cual procédé a fiscalizar la liquidacién contenida 
en el acta# Si no aprecia error material o aplicacién indebi_
da la eficacia gestora o la intervencién no formula reparos,
transcurrido el plazo de un mes la liquidacién se conviente en 
definitiva# En caso contrario, la Administracién gestora modj. 
fica dicha liquidacién y procédé a notificar al sujeto pasivo 
su acuerdo para que exprese su conformidad o disconformidad.
El proceso por el cual el acta de inspeccién, ha pas^
do de recoger simples hechos, a incorporar todos los elementos
propios de las liquidaciones tributarias, alcanza su punto cu^ 
minante con los Decretos 412/1982, de 12 de febrero y 1.547/1982 
de 9 de julio#
El Real Decreto de 12 de febrero de I982 sobre régimen 
de determinadas liquidaciones tributarias (las derivadas de ac^  
tuaciones inspecteras), establecié por razones de economla de 
procedimiento y eficacia en las actuaciones "que sea la propia 
Dependencia de Inspeccién la que realice parte de las funcio­
nes de gestién en sentido estricto, hasta ahora encomendadas
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a otros érganos de las Delegaciones de Hacienda"., y créa, de ri 
tro de la Dependencia de Inspeccién, una Oficina Técnica que, 
"bajo la dependencia del Inspector Jefe respective, préparera 
cuantas actuaciones, informes y acuerdos deba dictar éste"*
Por su parte, el Real Decreto de 9 de julio de I982, 
contenia en sus artlculos 15 y 17 preceptos relatives al pro­
cedimiento de estimacién indirects de bases o rendimientos, y 
en su disposicién adicional establecla el plazo de un mes pa­
ra la constitueién y puesta en funcionaraiento de las Oficinas 
Técnicas de Inspeccién#
El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 24 de abril 
de 1984, déclaré la nulidad del Real Decreto de 12 de febre­
ro de 1982 y de dos artlculos el-15 y el 17- y de la disposi­
cién adicional del Real Decreto de 9 de julio de I982, por coji 
tradecir normas con rango de ley#
El proceso que hemos venido describiendo, de asuncién 
de funciones liquidatorias por la Inspeccién de los tributos 
se detuvo con la publicacién, como consecuencia de la sentencia 
de 24 de abril de 1984, del Real Decreto, 2#077/1984, de 3I 
de octubre; sin embargo este proceso ha recobrado su impulso 
con la Ley 10/1985$ de 26 de abril, de modificacién parcial 
de la Ley General Tributaria, la cual da la siguiente redaccién 
al articule l4o de la Ley General Tributaria:
"Corresponde a la Inspeccién de los Tributos:
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a) La investigacién de los hechos imponibles para el 
descubrimiento de los que sean ignorados por la 
Administrac ién.
b) La integracién definitiva de las bases tributarias, 
mediante las actuaciones de comprobacién en los su 
puestos de estimacién directa y objetiva singular
y a través de las actuaciones inspectoras correspon 
dientes a la estimacién indirecta»
c) Practicar las liquidaciones tributarias résultantes 
de las actuaciones de comprobacién e investigacién, 
en los términos que reglamentariamente se eatable^ 
can.
d) Realizar, por propia iniciativa o a solicitud de
los demâs érganos de la Administracién, aquellas 
actuaciones inquisitivas o dé informacién que de- 
ban llevarse a efecto cerca de los particulares o 
de otros organismes, y que directa o indirectamen 
te conduzcan a la aplicacién de los tributos".
A juicio de Ferreiro Lapatza, dicha norma "supone la 
culminacién de un proceso en el que la Inspeccién ha ido suman 
do o sus tareas tlpicas (comprobacién e investigacién de he­
chos realizados) otras funciones tipicamente liquidadoras. Cei 
lificacién de hechos, dcterminacion de bases, tipos y cuotas, 
fijacién de la cantidad a pagar, determinacién de sanciones, 
propuestas de liquidacién etc*, han ido siendo asumidas progre 
sivamente por la Inspeccién de los tributos hasta el punto de 
que esta ha adquirido ya en la ûltima etapa no sélo la facultad 
de proponer, sino también la de practicar liquidaciones provj. 
sionales y definitivas"* (93) •
6.- Las liquidaciones definitivas.
En el procedimiento normal de liquidacién, realizada
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3a comprobacién por la Inspeccién, la Administracién puede pr^ 
coder a la doterminacién de la obligacién tributaria presto que 
dispone de los elementos de juicio necesarios para ello. El ac_ 
to administrative en que déclara y fija las obligaciones tribu 
tarias se denomina liquidacién definitiva.
Gota Losada senala que "el concepto de acto definiti 
vo es de naturaleza esencialmente procedimental e indica que 
la Administracién ha dicho su ûltima palabra, segûn frase re^ 
terada de la Jurisprudencia: se considéra finalizado el ejerc_i 
cio de la funcién pûblica en el caso concreto" (94).
Como habîamos senalado anteriormente, la Ley General 
Tributaria en su artlculo 120.2 nos dice que liquidaciones se 
consideran definitivas:
"a) Las practicadas previa comprobacién administra­
tive del hecho imponible y de su valoracién ha­
ya mediado o no liquidacién provisional.
b) Las giradas conforme a las bases firmes senala­
das por los Jurados Tributarios (95)*
c) Las que no hayan sido comprobadas dentro del 
plazo que se senale en la Ley de cada tributo, 
sin perjuicio de la prescripcién".
La liquidacién definitiva forma siempre el contro de 
un acto administrativo definitivo, final de un procedimiento 
expreso o no. Para que el supuesto previsto en el apartado 2,a) 
sea liquidacién definitiva no basta cualquier actuacién compro 
badora previa, es preciso que la Administracién haya finaliza 
do sus tareas de comprobacién. Generalmente una norma fija el
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m o m ento en que esto se enticnde realizado; el Real Decreto, 
2*077/1984, de 31 de octubre, dispone que si la propuesta de 
liquidacién practicada por la Inspeccién con la conformidad 
del contribuyente no es rectificada por la Dependencia de Re- 
laciones con los Contribuyentes en el plazo de un mes adquirj, 
râ el caracter de liquidacién definitiva. En otros casos, se­
nala Arias Velasco (96) sélo cuando la Administracién conaid^ 
re que la comprobacién ha sido total, serâ definitiva la liqui 
dacién practicada sobre esa base.
En el supuesto previsto en el apartado 2,c) no existe 
liquidacién definitiva, hablando con propiedad, puesto que la 
Administracién no llega a pronunciarse con carâcter definitivo 
por haber prescrite el derecho a comprobar o la obligacién trd 
butaria. Lo que sucede es que la liquidacién provisional, por 
el transcurso del tiempo, produce los mismos efectos que el ac 
to definitivo que la Administracién no ha podido dictar.
El efecto fundamental de las liquidaciones definiti­
vas consiste, segûn lo dispuesto en el artîculo 159 de la Ley 
General Tributaria, en que no pueden ser anuladas ni modifica 
das, excepto en los casos de nulidad, anulabilidad, revisabili 
dad o error material previsto en los articules 153 a I56 de la 
misma Ley General Tributaria.
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NOTAS
(1) Derogado por el Reglamento de Procedimiento en las Recla- 
raaciones Econ6mico-Administrativas, aprobado por el Real 
Decreto 1999/1901 de 20 de agosto.
(2) Palao Taboada, Carlos. Naturaleza y estructura del proce­
dimiento de gesti6n tributaria en el Derecho espanol, es- 
tudio preliminar a la traducci6n del Volumen III de Log 
principles de Derecho tributario de A. Berllri. Editorial 
de Derecho Financiero. Madrid, 1974, p. 53#
(3) Gota Losada advierte que "la Ley General Tributaria contins 
ne dos conceptos de *gesti6n tributaria*, uno amplio que 
utiliza en sus articules 90 y ll4, con carâcter exclusive 
mente programâtico y otro estricto que es una parte de a- 
quél, esencialmente residual pues alcanza a lo que no son 
procedimientos de Inspecciôn, Jurados y Recaudaciôn**, Trn 
tado del Impuesto sobre la Renta, Volumen IV Editorial de 
Derecho Financiero, Madrid, 1972, p# 201, Véase también 
Palao Taboada, Carlos Ib id y Arias Velasco, José Procedi­
mientos tributarios, Escuela de Inspecciôn Financiers y Tr_i 
butaria, Madrid, 1984, p. 101,
(4) Cfr, Notas de Derecho financiero, Seminario de Derecho 
nanciero de la Universidad de Madrid, Madrid, 1972, Tomo 
I, Vol. III, pp. 850-852 y Ferreiro Lapatza, José Juan. 
Curso de Derecho Financiero espahol, Marcial Pons, Madrid 
1985, 7^ ediciôn pp. 571-576.
(5) Ya hemos sehalado la advertencia formulada por el profesor 
Palao de que la Ley General Tributaria no emplea la deno- 
minaciôn de "procedimiento de liquidaciôn" para designer 
al de aplicaciôn de los tributes, sino que réserva la pa­
labra liquidaciôn para designer al acte final del procedi 
miento.
(6) Notas,,, op.cit., p. 895,
(7) Clavijo Hemândez, Francisco. "El acto de liquidaciôn". C^ 
vitas, N9.20, 1978, p. 653.
(8) Arias Velasco, José. Procedimientos.,, op.cit,, p, 192.
(9) Sainz de Bujanda, Fernando. Lecciones de Derecho Financial 
ro. Segunda ediciôn. Facultad de Derecho Universidad Com- 
plutense. Madrid, I982, pp. 281-285*
(10) Sainz de Bujanda, Fernando, Lecciones,,, op, cit., p,285,
(11) Cfr. Articule 109 apartado 3 de la Ley General Tributa­
ria,
(12) Notas.,, op.cit,, p, 871.
- 121-
(13) Cfr# Notas. •• op.cit,, p, 8/3; Clavijo lîemandez, Frenci_s 
CO, "El procedimiento simplificado de liquidaciôn del Real 
Decreto 1920,/1976, de julio", Civitas nû 19, 19/8, p,389; 
Martin Delgado, José Maria "Los nuevos procedimientos trj. 
butarios; las declaraciones-autoliquidaciones y las decla 
raciones complementarias", Hacienda Pôblica Espanola nQ, 
84,1983, pp, 22-23; Arias Velasco, José, Procedimientos,
., op.cit,, p, 105; Ferreiro Lapatza, José Juan, Curso de 
Derecho,,, op.cit,, p. 577*
(14) Martinez Lafuente, Antonio, "La autoliquidaciôn en el im 
puesto sobre transmisiones patrimoniales y actos juridi- 
cos documentados", Crônica Tributaria nO,4l, I982, p#78; 
Ferreiro Lapatza, José Juan, Curso,., op.cit,, p, 584; en 
el mismo sentido, el profesor Sâinz de Bujanda senala 
que; "Las fases tipicas del procedimiento son en la actun 
lidad las siguientes; 1) presentaci6n de autoliquidaciôn
(declaraciôn-liquidaciôn) por el contribuyente; 2) compr^ 
baciôn y liquidaciôn simultAnea por parte de la Adminis- 
traciôn, subsumiendo en un acto administrativo unico tail 
to la liquidaciôn provisional como la definitive en la 
generalidad de los casos", Lecciones.,, op.cit,, p, 285*
(15) Ferreiro Lapatza, José Juan, Curso,,, op.cit,, p, 584,
(16) La remisiôn del apartado a) del articulo 101 de la Ley 
General Tributaria debe entenderse referida al articulo 
35.1 de dicha Ley, que dispone: "La obligaciôn principal 
de todo sujeto pasivo consiste en el pago de la deuda 
tributaria, Asiraismo queda obligado a formular cuantas 
declaraciones y comunicaciones se exijan para cada tri­
but o" •
(17) Cfr, Gota Losada, Alfonso, Tratado,., op.cit,, p, 334,
(18) Cfr, Mantero Sfeiz, Alfonso, Procedimiento de la Inspec­
ciôn tributaria, Escuela de Inspecciôn Financière y Tr_i 
butaria 2â ediciôn, Madrid, I98I, p, I88,
(19) Cortés Dominguez, Matias, "La decla raciôn tributaria", 
vista de Derecho Financière y Hacienda Pûblica nQ.52,
1963, pp. 1025-1026,
(20) Cfr# Cortés Dominguez, Matias, "La declaraciôn,,, op.cit,
p. 1026.
(21) Sônchez Serrano, Luis, La declaraciôn tributaria. Insti­
tute de Estudios Fiscales, Madrid, 1977, p. 133.
(22) Sânchez Serrano, Luis, La declaraciôn,.. op.cit,, p, 85-
86,
(23) Sônchez Serrano, Luis,, La declaraciôn,,, op.cit,, p, I3I.
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(24) Montero Sâenz, Alfonso. Procedimiento... op.cit., p. I89.
(25) Banacloche, Julio, "Las declaraciones-liquidaciones y las 
declaraciones complenientar ias", Hacienda Pûblica Espanola 
nû, 80, 1983, p. 47.
(26) Cfr, Sanchez Serrano, Luis, La declaraciôn.,, op.cit,, p . 
231 y 68,$ Arias Velasco, José,Procedimientos,., op.cit,
p, 126,
(27) Cfr, articule 101, a)) de la Ley General Tributaria,
(28) Arias Velasco, José, Procedimientos,,, op.cit,, p, 107#
(29) Cfr, articulo 64,a) de la Ley General Tributaria,
(30) Articule 117#1: "La confesiôn de los sujetos pasivos ve^ 
saré exclusivamente sobre supuestos de hecho".
Articule 102,2: "La presentacién en una oficina tributa­
ria de la correspondiente declaraciôn no implies acepta- 
ciôn o reconocimiento de la procedencia del gravamen",
(31) Para una exposiciôn niâs compléta veAse a Sanchez Serrano 
Luis, La declaraciôn,,, op.cit,, pp, 355 a 400,
(32) Fernando Garrido Falla clasifica los actos del administra 
do, atendiendo a la relaciôn juridica que crean con la Ad^
ministraciôn, en: "IQ, Actos del particular con efectos 
juridico administrativo que son simples actuaciones de ^ 
jecuciôn, 2Q, Actos del particular que son verdaderos ne 
gocios juridicos unilaterlaes, 3°# Actos del particular 
que, conteniendo declaraciones de voluntad, no son verdja 
deros negocios juridicos, sino que son presupuesto de un 
acto administrativo que es el verdadero negocio juridico, 
"El negocio juridico del particular en el Derecho Admini^ 
trativo". Revista de Administraciôn Pûblica, nQ, 1, 1950$ 
p, 121 y ss (Citado por Cortés Dominguez, Matias, "La d^ 
claraciôn,,, op.cit,, p, IO38),
(33) Cortes Dominguez, Matias, "La declaraciôn,,, op.cit,, p,
1040,
(34) SAnchez Serrano, Luis, La declaraciôn,,, op.cit., p, 358,
(35) Cortés Dominguez al tratar "el contenido de la declara­
ciôn" sehala que tanto la doctrina privatlsta como la ad 
rainistrativista distingue la manifestaciôn de voluntad de 
la manifestaciôn de conocimiento, "Asi, Zanobini, que in 
cluye entre las de voluntad, las aceptaciones, las renun 
cias y las opciones, y entre las de conocimiento, las njo 
tificaciones y las denuncias, Vitta distingue las decla­
raciones *cuyo conocimiento es necesario a la Administra 
ciôn pûblica para poner en movimiento su propia actividad',
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entre las que cita a las denuncias fiscales, de ‘otros 
actos que son verdaderas y propias declaraciones de vo­
luntad del particular, a fin de que surja o tenga efica- 
cia un acto sucesivo de la Administraciôn pûblica*. Otros 
como Landi y Potenza, exigen para que la declaraciôn sea 
de voluntad, el que origine un acto administrativo, mien 
tras que las declaraciones de conocimiento se limitan a 
informar a la Administraciôn de determinados hechos". Por 
su parte Matias Cortés considéra que la declaraciôn tri­
butaria participa tanto de las caracterlsticas de la ma­
nifestaciôn de voluntad como de las notas de las declare 
clones de conocimiento, "La declaraciôn no sôlo vincula 
al déclarante en cuanto a su existeida y en cuanto al con 
tenido (normalmente,excepto en caso de error de hecho), 
sino también a la Administraciôn, cuya actividad queda, 
en cierto modo determinada por la declaraciôn tanto por 
el hecho mismo de haberse producido como por el conteni­
do de alla, aunque, desde luego, la vinculaciôn en lo que 
se refiere al contenido sea muy relative, dado que la Ad 
ministraciôn puede investigar y en su caso considerar fal^  
so lo declarado por el contribuyente", "La declaraciôn... 
op.cit,, pp, 1041-1042,
(36) En la doctrina se habla de "manifestaciôn de voluntad ne 
gocial o de negocio juridico" cuando los efectos juridi­
cos correspondientes a un acto se producen ex voluntate, 
no ex lege; es decir, cuando el contenido de dicho acto 
tiene una eficacia o valor preceptivo o normativo. En los 
demâs casos se habla de "actos juridicos semejantes a los 
negocios juridicos", o de "actos juridicos en sentido es 
tricto, independientemente de que su contenido psicolôgi 
co consista en una manifestaciôn de conocimiento, de vo­
luntad o de sentimiento", Sânchez Serrano, Luis, La de­
claraciôn,,, op.cit,, p, 381,
(37) Sônchez Serrano, Luis, La declaraciôn,,, opc.it,, p,3&3#
(38) Cfr, articulo 1231 pârrafo segundo del Côdigo Civil,
(39) Articulo 1239 del Côdigo Civil; "La confesiôn extrajudi­
cial se considéra como un hecho sujeto a la apreciaciôn 
de los Tribunales segûn las reglas establecidas sobre la 
prueba",
(40) Sénchez Serrano, Luis, La declaraciôn,,, op.cit,, p, 373*
(41) El profesor Palao sehala que la traducciôn del término it^ 
liano "accertaroento" por el de "liquidaciôn" es errônea 
cuando con el se désigna a la actividad que realiza la A^ 
ministraciôn en el procedimiento de aplicaciôn de los tri 
butos prestandose a los mayores equlvocos y confusiones; 
Calos Palao prefiere traducir "accertamento" por "comprjo 
baciôn", Cfr, Naturaleza y estructura,,, op.cit,, p, 48,
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Por tanto, la traducciôn de "autoaccertamento" por "ont^ 
liquidaciôn" en lugar de "autoconprobaciôn" hccha por Mj& 
tins Cortes, "La declaraciôn... op.cit,, pp, lO^l-lOJô y 
el Seminario de Derecho Financiero, Notas... op.cit,, p, 
880, es irapropia y los ha conducido a "no comprender la 
tesis en cuestiôn y a la consideraciôn de hipôtesis o a 
la utilizaciôn de argumentes en contra que en modo aigu- 
no son pertinentes", Sânchez Serrano, Luis, La declara­
ciôn,,, op.cit., p, 374-79*
(42) La tesis de la declaraciôn tributaria como " aut oc (xnpr ob^ 
ciôn" fue sostenida por F, Gazzerro para quien el térmi­
no "comprobaciôn" ("accertamento") signifies "la activi­
dad de la Administraciôn financiers dirigida a la const^ 
taciôn de la existencia del presupuesto de hecho del im— 
puesto y el acto administrative en el que se concrets tal 
constataciôn", la declaraciôn tributaria, al contener en 
si misma una primera comprobaciôn, la del déclarante, di^ 
tinta de la efectuada por la Administraciôn séria o con- 
sistirla en una "autocomprobaciôn" a la que de algûn mo­
do estarla vinculada la Administraciôn financiers. Gazze 
rro, F,, La dichiarazione tributaria nell*accertamento e 
nel contenzioso, la ediciôn, Giuffrê, Milan, I969* (citja 
do por Sânchez Serrano, Luis, La declaraciôn,,, op.cit.,
pp* 374-375*
(43) Para el Seminario de Derecho Financiero de la Universidad 
de Madrid, la tesis de la declaraciôn como acto constitu 
tivo de la obligaciôn tributaria es inadmisible tomando 
en cuenta que para dicho Seminario "la obligaciôn surge 
por la realizaciôn del hecho imponible, y la declaraciôn 
sôlo va dirigida a coraunicar a la Administraciôn datos 
relatives a ese hecho, para que pueda cuantificarse la 
deuda, "Notas,,, op.cit., p, 88I,
(44) Fue Matias Cortés quien destacô el caracter de presupues 
to procedimental de la declaraciôn tributaria. Cfr, "La 
declaraciôn... op.cit,, pp, 1039-1040,
(45) Notas,,, op.cit., p* 88I,
(46) Cfr# articulo ICI,apartado a) de la Ley General Tributa­
ria,
(47) Cfr# articulo 104 de la Ley General Tributaria#
(48) Sânchez Serrano, Luis# La declaraciôn.,, op.cit., p, 143,
(49) Zonoza Pérez, Juan José# La declaraciôn tributaria com- 
plementaria", Civitas, nQ, 26, I98O, pp, 228-229, "Podemos 
entender que nos encontramos ante declaraciones tributs— 
rias que, refiriéndose a aspectos parciales del hecho im 
ponible, de sus elementos o circunstancias se realizan una 
vez iniciado el procedimiento como consecuencia de una de 
claraciôn principal respecto a cuyo contenido global se 
definen como complementarias"#
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(50) "En iiucstra opiniôn, la declraciôn tributaria complements 
ria requière la previa existencia de una declaraciôn que, 
pudiendo ser inicialraente considerada como principal, teri 
ga por objeto la manifestaciôn o reconocimiento de elemeri 
tos tributarios que por defecto u omisiôn deban o puedan 
ser adecuamente reconocidos en ulterior declaraciôn"* Gon 
zAlez Sânchez, Manuel* "Las declaraciones tributaries corn 
plementarias y la valoraciôn de los bienes a efectos del 
articulo 20,5 del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Flsicas", Hacienda Pûblica Espanola* nQ.ô) I980, p# 236*
(51) Mantero Saenz, Alfonso *’La declaraciones complementarias", 
Crônica Tributaria, nQ 29* 1979, P* 134,
(52) Vanoni, Ezio "La dichiarazione tributaria e la sua irre- 
trattabilita" Opere giuridiche, I, Giuffrè MilAn, I96I, 
p, 367 (Citado por Serrano Sânchez, Luis, La declaraciôn 
,,, op.cit,, p, 323)*
(53) Gonzâlez SAnchez, Manuel "Las declaraciones tributaries 
complementadias,., op.cit,, p, 236,
(54) "Se trata de una declaraciôn nueva que viene a complernen 
tar a otra anterior, incorporando elementos que se contje 
nlan en la misma" Martin Delgado, José Maria "Los nuevos 
procedimientos tributarios,,, op.cit,, p, 6l,
(55) Martin Delgado, José Maria, "Los nuvos procedimientos,,, 
op.cit,, p, 56,
(56) Mantero SAenz, Alfonso. "Las declaraciones... op.cit, p,
136.
(57) Zomoza Pérez, Juan José "La declaraciôn... op.cit., p,
230.
(58) Martin Delgado, José Maria, "Los nuevos procedimientos... 
op.cit,, p, 58,
(59) Banacloche, Julio "Las declaraciones-liquidaciones... op, 
cit., p, 55,
(60) Martin Delgado advierte que: "En primer lugar se trata de 
un texto reglamentario y en tal sentido se ha de entender 
la eficacia de sus preceptos; en segundo lugar, se refie 
re a un impuesto en particular y en principle el precep- 
to que vamos a comentar no tiene mas eficacia que la del 
âmbito del propio impuesto, "Los nuevos procedimientos,, 
••op.cit,, p, 60/,
(61) Martin Delgado, José Maria, "Los nuevos procedimientos,,, 
op.cit,, p, 61,
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(62) Cfr*, articulo 294*2 apartados a) y b) del Reglanento del 
Impuesto sobre la Renta de las Sociedades de 15 de octo­
bre de 1982,
(63) Martin Delgado, José Maria, "Los nuevos procedimientos,,
op.cit., p, 62,
(64) Articulo 66.1,c) de la Ley General Tributaria segûn el 
cual: "Los plazos de prescripcién,,, se interrumpen:,,,c) 
Por cualquier actuaciôn del sujeto pasivo conducente al 
pago o liquidaciôn de la deuda",
(65) A pesar de que el profesor Martin Delgado habla de un rjs 
cargo de prôrroga del 5 por 100, debemos entender que ^  
cho recargo serA del 10 por 100 segûn lo dispuesto en el 
articulo IQ disposiciôn 9 del Real Decreto 338/1985 de I5 
de marzo, por el que se dictan normes de gestiôn tribut^ 
ria, recaudaciôn y contable,
(66) Algunos autores, como Antonio Martinez Lafuente, sostie- 
nen la incompatibilidad del recargo de prôrroga con los 
intereses de demora; basando dicha opiniôn en que, tanto 
recargo de prôrroga como intereses de demora tienen igual 
fundamento y finalidad, la indeninizatoria, por lo que no 
cabe aplicarlos conjuntamente, Cfr, La condonaciôn de las 
sanciones tributaries. Institute de Estudios Fiscales, 
drid,
(67) Martin Delgado, José Maria, "Los nuevos procedimientos,,
• * op.cit., p , 62,
(68) Los Jurados Tributaries h an sido suprimidos por la Ley 
34/1980, de 21 de junio, asignAndose sus funciones y corn 
potencies a los tribunales Econômico-administrativos y a 
los ôrganos gestores de la Administraciôn Tributaria,
(69) Clavijo Hernandez, Francisco, "El acto,., op.cit., p,655*
(70) Arias Velasco, José, Procedimientos,,, op.cit,, p, 195*
(71) SAinz de Bujanda, Fernando, Lecciones,,, op.cit,, p, 302,
(72) Ferreiro Lapatza, José Juan, Curso,,, op.cit,, p, 589#
(73) Arias Velasco, José, Procedimiento,., op, cit., p, 197*
(74) Gota Losada afirma que "si la Administraciôn tuvlera que 
esperar a tener todas las pruebas, antes de dictar el ac 
to definitive, los ingresos se retrasarlan considerable- 
mente, por ello se ha admitido tradiciônalmente la posi- 
bilidad de liquider en provisional, consiguiendo asl un 
ingreso parcial del Impuesto, pudiendo a continuaciôn pro
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cederse a la comprobaciôn inspector#, y por ultiino, mAs 
tarde, a la liquidaciôn définitiva", Tratado del Impues­
to... op.cit., pp. 266-268.
(75) Ferreiro Lapatza, José Juan. Curso... op.cit., p. 588,
(76) Cfr* Articulo 120.3
(77) Gota Losada, Alfonso, Tratado del Impuesto,.., op.cit,,
p. 273.
(78) Ibid,
(79) Ibid,
(80) Clavijo Hemândez, Francisco, "El procedimiento simplify!
cado,.,. op.cit., pp, 389-390,
(81) Sâinz de Bujanda, Fernando, Lecciones,., op,cit., p,309#
(82) Cfr, Articulo 101, b) ,c) y d) de la Ley General Tributa­
ria.
(83) Cfr, Mantero Saenz, Alfonso, Procedimientos.,, op.cit, p,
188,
(84) Arias Velasco, José, Procedimientos,,, op.cit,, p, 123,
(85) Sainz de Bujanda, Fernando, Lecciones,,, op.cit,, p, 3II*
(86) Arias Velasco, José, Procedimientos... op.cit., p, l48,
(87) Ferreiro Lapatza, José Juan, Curso,.. op.cit., p, 593#
(88) El articulo 35 $ apartado 2, de la L.G.T. establece que los 
sujetos pasivos del tributo estan obligados a "faciliter 
la practice de inspecciones y comprobaciones y a propor- 
cionar a la Administraciôn los datos, informes, anteceden 
tes y justificantes que tengan relaciôn con el hecho im­
ponible" ,
(89) Articulo 111 de la Ley General Tributaria: "1, Toda perso 
na natural o juridica, pûblica o privada, estara obliga- 
da a proporcionar a la Administraciôn Tributaria toda cl^ 
se de datos informes o antecedentes con trascendencia tri 
butaria, deducidos de sus relaciones econômicas, profeslo 
nales o financières con otras personas.
(90) Cfr, Albihana. Garcia Quintana, Cesar, "La inspecciôn de 
los tributes: una évolueiôn significative "Civitas n®, 1 
1974 p, 768 y ss. Clavijo Hernandez, Francisco. "El proc^ 
dimiento simplificado,.. op.cit., p. 389; Mantero Saénz 
Alfonso Procedimiento... op.cit,, pp, 108-109*
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(91) El Real Decreto de JO de marzo de 1926 dispone en su preârn 
bulo; "se propone que la acciôn del Inspector quede limi 
tada a lo que su propio nombre indica, a la actuaciôn pu 
ra y simplemente investigadora, que debe terminer en el 
momento de ser presentada el acta de presencia en que el 
descubriraiento de la ocultaciôn de riqueza conste, dejan 
do todos los trâmites ulteriores de recabar la conformi- 
dad del interesado, calificar su acto y liquider las cuo 
tas y penalidades que de él puedan resultar a cargo de la 
Administraciôn, oficina que por ser ajena a los hechos que 
esta llamada a juzgar, y haber permanecido alejada de e- 
llos, puede revestir su juicio de una serenidad que hacen 
diflcil la ofuscaciôn o el apasionamiento muchas veces i 
nevitable, de los que en los mismos hayan intervenido ac^  
tivamente y dejando siempre a salvo el derecho del contri 
buyente a reclamar de las decisiones administratives sin 
incurrir por ello en mayor responsabilidad"*
(92) Sobre las disposiciones de la Real Orden de 23 de septiera 
bre de 192? se han pronunciado negativamente, entre otros: 
Ferreiro Lapatza, José Juan. "Las funciones liquidadoras 
de la Inspecciôn de los tributos". Civitas nQ. 11, 1976
p, 4l8; Mantero Sâenz, A. "Procedimientos..." op.cit., p. 
107.
(93) Ferreiro Lapatza, José Juan, Curso, op.cit., p, 580,
(94) Gota Losada, Alfonso, Tratado... op.cit., p. 268.
(95) A pesar de que el apartado b) del articulo 120 de la Ley 
General Tributaria no ha sido objeto de nueva redacciôn 
por la reciente reforma de esta Ley, debemos entender que, 
suprimidos los Jurados por la Ley de 21 de julio de I98O, 
de Reforma del Procedimiento Tributario, son definitivas 
las liquidaciones giradas conforme a bases imponibles fjL 
jadas en régimen de estimaciôn indirecta por los ôrganos
gestores que ban asumido en estas tareas las funciones ajn
tes realizadas por los Jurados.
(96) Arias Velasco, José, Procedimientos,.., op.cit., p. 193,
CAPITULO III
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CAPITUIX) III
LAS AUTOLIQUIDACIONES T R I B U T A R I A S ,
A. La implantaciôn del sistema de autoliquidaciôn- l.La cola- 
boraciôn social de los contribuyentes* Las evaluaciones glob^ 
les y los convenios- 2#La Reforma Tributaria de 1964- a) La 
Ley General Tributaria de 1963- b) La Ley de Reforma del Sis­
tema Tributario de 1964# Efectos de la Reforma en los supues­
tos sujetos a autoliquidaciôn- 3«Autoliquidaciôn del contribu 
yente y autoliquidaciôn del sustituto* B, Extensiôn actual de 
las autoliquidaciones. La Reforma de 1978, 1* Impuesto Extraor; 
dinario sobre el Patrimonio de las Personas Flsicas- 3,Impue_s 
to sobre Sociedades- 4, Impuesto sobre Transmisiones Patrimo­
niales y Actos Juridicos Documentados- 5« Impuesto sobre el Va 
lor Ahadido- C . La naturaleza juridica de la autoliquidaciôn- 
1, Tesis que exigen la existencia de un acto administrative de 
liquidaciôn- 2, Tesis del acto administrativo tacito o presun 
to, 3« Tesis que identifica la autoliquidaciôn a un acto adrai 
nistrativo realizado por un particular por delegaciôn de la 
Administraciôn- 4, Tesis del deber tributario de colaboraciôn- 
D, Jurisprudencia en torno a la autoliquidaciôn- 1, Tribunal 
Supremo- 2, Tribunal Econômico Administrativo Central,
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A,- LA IMPLANTACION DEL SISTEMA DC AUTOLIQUIDACION.
La progresiva asunciôn de funciones por parte de la 
Inspecciôn de los Tributes, descrita en el capitule anterior, 
junto con la generalizaciôn del sistema de autoliquidaciôn, 
ha supuesto la raodificaciôn del procedimiento de liquidaciôn 
cl&sico en el cual se distinguian cuatro fases; iniciaciôn, IJL 
quidaciôn provisional, comprobaciôn y liquidaciôn definitive 
(1). En la actualidad en casi todos los tributes estatales, el 
procedimiento normal de liquidaciôn se estructura en dos fa­
ses: la primera, fase de autoliquidaciôn realizada por el su­
jeto pasivo; la segunda, fase de comprobaciôn y liquidaciôn 
ministrativa, realizada por la Administraciôn.
Las razones para el establéeimiento de las autoliqui 
daciones se enciaitran en las finalidades recaudatorias y en la 
imposibilidad de practicar liquidaciones provisionales por la 
Administraciôn. Por necesidades recaudatorias se impuso la prâ^ 
tica de liquidaciones provisionales sobre las declaraciones de 
los contribuyentes ; sin embargo, la multiplicaciôn de las obli 
gaciones tributarias y el aumento de las declaraciones impiden 
su control y la prâctica de las liquidaciones correspondientes. 
En principio esta deficiencia se intentô subsanar con el esta 
blecimiento de los ingresos a cuenta y con las retendones, me 
didas estas que resultaron ineficaces, por tanto, se optô por 
generalizar un sistema que atribuye al contribuyente la obli­
gaciôn de cuantificar las cuotas correspondientes a los concep^ 
tos declarados e ingresar su importe en el Tesoro.
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De esta forma -escribe el profesor Martin Delgado- "se compIp 
tarla la generalidad del deber de declarar, se simplificf.ria 
el procedimiento de liquidaciôn, se ahorrarîan funciones para 
la Administraciôn (tan escasa de medios materiales). Se con- 
seguirîan importantes ingresos a cuenta se fomentarla la con 
ciencia tributaria y se articularia la partieipaciôn del con­
tribuyente en el procedimiento de gestiôn de los tributos" (2)#
Julio Banacloche sehala que "cuando a un sujeto pas^ 
vo se le exige no solo que declare, sino tajnbién que liquife se 
esta en presencia de una *autoliquidaciôn*, una declaraciôn-li 
quidaciôn" (3)»
Sin embargo, a juicio del profesor Martin Delgado (4) 
el concepto de autoliquidaciôn alude unicamente a las opera- 
ciones de cuantificaciôn de la deuda tributaria realizada por 
el sujeto pasivo, debiéndose distinguir por una parte, de la 
declaraciôn, y, por otra parte, del ingreso a cuenta que nor­
malmente lleva aparejado. No obstante, con frecuencia en el tér 
mino autoliquidaciôn se incluyen estos très conceptos; la decla 
raciôn, las operaciones de cuantificaciôn de la deuda realiza 
das por el déclarante, y el ingreso de su importe.
En el mismo sentido Luis Sânchez Serrano (5) habla 
llamado la atenciôn sobre la necesidad de distinguir la declii 
raciôn de la autoliquidaciôn, pese a que puedan reflejarse mp 
terialmente en un mismo impreso, A juicio de este autor la au 
toliquidaciôn consiste **en la realizaciôn por el mismo sujeto
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declarante de aquellas operaciones lôgicas y aritniéticas que 
integran la liquidaciôn tributaria entendida ésta en sentido 
estricto"•
Martin Delgado define a la autoliquidaciôn, o la de- 
claraciôn-autoliquidaciôn, como "aquella declaraciôn tributa­
ria a la que se acompaha la realizaciôn de las operaciones de 
cuantificaciôn de las deudas tributarias correspondientes a los 
hechos declarados" (6),
1,- La colaboraciôn social de los contribuyentes, Las 
evaluaciones globales y los convenios.
Con anterioridad al estableciraiento y generalizaciôn 
de las autoliquidaciones se intentô obtener la participaciôn 
del contribuyente en el procedimiento de aplicaciôn de los Tri 
butos, una mayor eficacia en la actividad administrâtiva y un 
aumento en la recaudaciôn a través de las ya suprimidas évalua 
ciones globales y los convenios con agrupaciones de contribuyen 
tes que se establecieron en el Derecho espahol por la Reforma 
de 26 de diciembre de 1957i texto legal en el cual no se formu 
la una distinciôn clara y explicita entre estas figuras. Esta 
colaboraciôn social en la gestiôn tributaria se generalize en 
la Ley General Tributaria de 28 de diciembre de I963# tarapoco 
en esta Ley se definen las evaluaciones globales y los convenios 
ni establece ninguna norma diferenciadora entre ambas figuras, 
afianzândose y extendiendose en la Ley de Reforma del Sistema
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Tributario de 11 de junio de 1964, la cual consagrô la aplica^ 
ciôn de las evaluaciones a la generalidad de la imposiciôn e_s 
tatal directa sobre la renta (7) y de los convenios a la impo^  
siciôn directa (8), Fue la Administraciôn pûblica la que, a 
través de normas reglamentarias, marco las notas diferenciad^ 
ras entre los dos aludldos prodedimientos.
Evaluaciones y convenios son dos formas de estimaciôn 
objetiva global cuya funciôn consistia en obtener, mediante e^ 
tudios econômicos objetivos, la cifra global de rendimientos 
de un grupo de contribuyentes y distribuer dicha cifra, median 
te la aplicaciôn de indices, signes o môdulos, entre todos y 
cada uno de los contribuyentes del grupo (9)*
Las evaluaciones globales se caracterizaron por la in 
tervenciôn en el procedimiento de determinaciôn del hecho imp_o 
nible y de la base de una Junta Mixta de funcionarios y de cori 
tribuyentes con carâcter de ôrgano de la Administraciôn; en gje 
neral, la actividad de esta Junta consistia en la determinaciôn 
del ingreso global del grupo y de los indices para fijar las 
bases a cada uno de los contribuyentes integrados en el grupo, 
estas cifras servian posteriormente a la Administraciôn para 
fijar las liquidaciones individualizadas, La aplicaciôn de las 
evaluaciones cstaba determinada en cada caso por la Ley,
Los convenios, por el contrario, eran aplicados pre­
via solicitud del grupo de contribuyentes afcctado, Una vez ajd 
mitida la solicitud se integraba una Comisiôn mixta de f une ic» 
narios y représentantes de los contribuyentes; dicha Comisiôn
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tenîa el caracter de ôrgano de la Administraciôn y se encarg^ 
ba de efectuar los estudios y comprobaciones estimados adccua 
dos por sus miembros, sobre el censo de contribuyentes, bases 
tributarias y cuotas a fijar. Si se lograba up acuerdo sobre 
taies extremes se formulaba a la Administraciôn la oportuna 
propuesta. De ser aprobada ésta, se constitula una Comisiôn js 
jecutiva que por delegaciôn del pleno, y de acuerdo con sus di 
rectrices y las reglas de distribuciôn fijadas, realizaba la 
asignaciôn individual de bases y cuotas enviando a la Admini_s 
traciôn una relaciôn de contribuyentes, bases y cuotas para 
que ésta procediera a practicar las correspondientes liquida­
ciones y notificaciones.
Como notas distintivas entre las evaluaciones globales 
y los convenios, el Seminario de Derecho Financiero de la Un_i 
versidad de Madrid seüalaba los siguientes (10); en primer lu 
gar, las evaluaciones globales recaian sobre la cuantia de o- 
bligaciones tributarias ya nacidas por haberse realizado el 
cho imponible en el momento de llevarse a efecto dicha évalua 
ciôn, "se trata con ellas de determinar, en régimen de estim_a 
ciôn objetiva, la base impositiva correspondiente a un hecho 
imponible que se situa en tiempo pasado"; los convenios, por 
el contrario, se referian a un tributo cuyo hecho imponible to^  
davia no se habla producido, "en ellos la base impositiva que 
se détermina en régimen de estimaciôn objetiva corresponde a 
hechos imponibles no puducidos aun al tiempo de solicitarse el 
convenio"•
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En segundo lugar, también scnalaba el Seminario de De 
r echo Financiero como nota dis tint iva entre ambos proced imieri 
tos que en las evaluaciones globales no se llegaba a senalar 
la cuota correspondiente a cada contribuyente, lirnitàndose las 
Juntas o Comisiones mixtas a suministrar a "las Delegaciones 
de Hacienda, en las que ha de producirse los perttentes actos 
administrativos de liquidaciôn, el elemento fundamental para 
la determinac iôn de la cuantia de la deuda tributaria", El s_e 
halamiento de la cuota tributaria correspondis a las oficinas 
liquidadoras de la Delegaciôn de Hacienda, En cambio en los con 
venios no solamente se sehalaba la base imponible global del 
grupo afectado por el Convenio y la imputaciôn individual de 
bases", sino un senalamiento de las 'cuotas individuales*, e^ 
to es, de los pagos que corresponde hacer a cada uno de los con 
tribuyentes que pertenecen a la agrupaciôn".
La doctrina sehalô el carâcter contractual de évalua 
ciones y convenios, considerândolos como contratos celebrados 
entre la Administraciôn financiera y los représentantes de los 
grupos de contribuyentes afectados (11), Dicho carâcter contrac^ 
tuai permitia a la Administraciôn determinar la deuda tribut* 
ria de un gran nûmero de contribuyentes, a través de un proce 
dimiento rolativamente sencillo, despreocupândose de los hechos 
imponibles verdaderamente realizado#; por otra parte, dispensa 
ba al contribuyente de los deberes de la evaluaciôn directa, 
como ser, deberes contables, presentacién de declaraciones corn 
plejas, etc, Asl mismo, el carâcter contractual de estos pro­
cedimientos determinô el que los contribuyentes se despreocupa
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sen de las obligaciones tributarias nue, de acuerdo con las 
normas propias de cada tributo, surgian para ellos de la rea- 
lizacién del hecho imponible. Todo lo cual ponia en peligro 
la recaudaciôn tributaria, a cuyo aumento contribuyeron dichos 
procedimientos en los ahos posteriores a la reforma de 1957#
En las Notas de Derecho Financiero (12), encontramos 
la siguiente crîtica hacia las evaluaciones globales y los 
convenios; "1&. Carecen de rigor desde el punto de vista de la 
técnica tributaria, 2^, Entran en colisiôn con normas de rango 
ordinarias incorporadas a la Ley General Tributaria; 3^» Dif^ 
cultan y perturban el desenvolvimiento del sistema tributario 
espahol hacia esquemas de mas corrects adecuaciôn entre la ac^
tividad financiers y la realidad econômica; y 4^. Danan la edu
caciôn tributaria del contribuyente espahol".
Estas fueron, entre otras, las razones por las que
comenzô a restringirse el âmbito de aplicaciôn de las evalu^
ciones y los convenios, El recortamiento de los reglmenes glc» 
baies de estimaciôn objetiva se iniciô con el Decreto-ley de 
3 de octubre de I966 sobre medidas en orden al gasto pûblico, 
represiôn del fraude fiscal, precios y estlmulos al ahorro y 
a la exportaciôn; este decreto excluye del régimen de évaluai 
ciôn global a las sociedades y demâs entidades juridicas y a 
las personas fisicas que ejerzan determinadas actividades o sju 
peren cierta cifra de capital fiscal o de volumen de operacijo 
nés, y excluye del régimen de convenios a las empresas indiyi. 
duales, sociedades y demâs entidades juridicas que ejerzan d^ 
terminadas actividades o superen el nûmero de obreros que se
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establczca o realicen un volumen de operaciones superior al f_i 
jacio. Poster iormente, la Reforma tribute ria de 1978 suprime e_s 
tos procedimientos en las Leyes que regularon cada impuesto, 
en fhvor del régimen de estimaciôn directa o de la estimaciôn 
olgetiva singular; y, después, de forma general las evaluaciones 
globales y los convenios fueron suprimidos por la Ley 34/I980 
de 21 de junio, de Ibforma del Procedimiento Tributario,
2,- La Reforma Tributaria de 1964,
Tras la Reforma tributaria de 1957 que pretendla, por 
una parte, la rac ionalizaciôn del con junto de tributos estat_a 
les a través de una mas adecuada sistematizaciôn y, por otra 
parte, corregir la insuficiencia del sistema tributaria atacan 
do el fraude fiscal (13), la Ley de Reforma del Sistema Tribu 
tario de 11 de junio de 1964 siraplificô y clarificô el siste­
ma a la vez que introdujo raodificaciones en la generalidad de 
los impuestos. En su exposiciôn de motivos sehala esta Ley que 
no pretende incrementar la recaudaciôn sino que su finalidad 
consiste en distribuir con mayor justicia la carga tributaria 
y reordenar el sistema.
La Iiy de 1964 dividiô los impuestos estatales di­
rectes e indirectes en base al objeto de cada uno de llos (l4) y 
suprimiô, dentro de los impuestos directes, la Contribuciôn 
neral sobre la Renta, creando en su lugar el Impuesto General 
sobre la Renta de las Personas Fisicas, también suprimiô el Im 
puesto de Derechos Heales y creô, por una parte como impuesto
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directo, el General sobre las Sucesiones y, per otra parte, den 
tro de la imposiciôn indirecta, el Impuesto General sobre Tran^ 
misiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados (15), 
Igualmente suprimiô dicha Ley el Impuesto sobre el Gasto y e^ 
tableciô como impuestos indirectes, el Impuesto General sobre 
el Trâfico de las Empresas, el Impuesto sobre el Lu jo, los Prjs 
supuestos Especiales y la Renta de Aduanas,
a) La Ley General Tributaria de I963#
Como es sabido, la Ley General Tributaria de I963 era 
el libre primero de la Reforma Tributaria de 1964. aunque se 
separô por razones diversas*
El articulo 10 apartado k) de la Ley General Tribut^ 
ria de 28 de diciembre de I963 incluye dentro del principio de 
reserva de Ley a "la obligaciôn a cargo de los particulares de 
practicar operaciones de liquidaciôn tributaria",
El profesor Martin Delgado considéra que la Ley Gene 
ral Tributaria se enfrentô con el problems de las autoliquid^ 
ciones de forma timida y garantista, "Timidamente porque en el 
aho 1963 no estaba todavia extendido el sistema de autolijiid^ 
ciones" (16),
En términos garantistas porque la Ley General Tribu­
taria respondia a la concepciôn garantista que informa al prin 
cipio de legalidad, conforme al cual "en el procedimiento de
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gestiôn el principio fundamental ha sido el de garantie del a_d 
niinistrado mas que el del cumpliiniento de la Ley y la realiz_a 
ciôn del interée pûblico que représenta" (17)« Martin Delgado 
aclara que "una cosa es niantener -como nosotros mantenemos- que 
la Administraciôn debe ajuster su comportamiento a la Ley y o 
tra muy distinta es que ello deba hacerse para garantizar al 
ciudadano frente al poder pûblico, El sometimiento de la Adm^ 
nistraciôn a la Ley en nuestra concepciôn significa que la A^ 
ministraciôn en su actuar realice el interés pûblico que ya ha 
apreciado la norma cuando le impone un determinado comportamien 
to" (18),
En otro sentido Julio Banacloche (19) considéra que 
aunque la obligaciôn de autoliquidar" se ha presentado como un 
gran avance, lo cierto es que manifiesta una clara deficiencia 
administrâtiva, Sôlo es por interés de la Hacienda Pûblica por 
lo que se ha exigido esta generalizaciôn,"
b) La Ley de Reforma del Sistema Tributario de 1964, 
Es a partir de la Ley de Reforma del Sistema Tributs 
rio de 11 de junio de 1964 cuando comienza a extenderse el si^ 
tema de las autoliqâdaciones obligatorias segûn los datos de­
clarados por el contribuyente. En su articulo 203 estableciô 
dicha Ley la obligaciôn para los sujetos pasivos de determinar 
la cuota tributaria en el Impuesto General sobre el Trâfico de 
las Empresas,
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b ,1, Impuesto General sobre el Trâfico de las Empresas 
La Ley de Reforma de 1964 sustituye el impuesto general sobre 
el gasto por el impuesto general sobre el trâfico de las em­
presas, Este tributo grava las ventas, obras, servicios y de­
mâs operaciones tipicas de las empresas,
El articulo 203 de la Ley antes citada en aplicaciôn 
de lo dispuesto en el articulo 10,k) de la Ley General Tribu­
taria, dispuso; Corresponderâ al sujeto pasivo realizar por si 
mismo la determinaciôn de la deuda tributaria a efectos de lo 
dispuesto en la letra k) del articulo 10 de la Ley General Tr^ 
butaria, entendiéndose que la asi fijada sôlo podrâ ser rectj. 
ficada mediante la comprobaciôn reglamentaria•
La misma Ley en su articulo 241, apartado 1, establ^ 
ce que el Gobierno, previo dictâmen del Consejo de Estado, a- 
probarâ por Decreto el texto refundido de los distintos tribu 
tos regulados en dicha Ley, aprobândose el texto refundido del 
Impuesto General sobre el Trâfico de las Empresas por Decreto 
3*314 de 29 de diciembre de I966, Dicho texto refundido tran^ 
cribe en su articulo 36, apartado B) lo dispuesto en el arti­
culo 203 de la Ley de Reforma de 11 de junio de 1964, por el 
que se establece para los sujetos pasivos de este impuesto la 
obligaciôn de determinar la cuota tributaria,
b,2, Decreto-Ley 2/1970, de 5 de febrero ÿ Decreto 
638/1970 de 5 de marzo (20), El Decreto-Ley 2/1970, de 5 de f^ 
brero, en su articulo segundo (21), autoriza al Gobierno, a 
propuesta del ministre de Hacienda, a extender el régimen obli
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gatorio de liquidaciones tributarias a cargo de los sujetos 
sivos a los impuestos en los que no estando todavia estable^i 
do, sean conforme a la naturaleza del hecho imponible,
Puesto que el mismo articulo détermina que tal oblig^ 
toriedad tendria efectos para las declaraciones que hubieran 
de presentarse desde el dia uno de febrero de 1970, el Gobier 
no hizo uso de dicha autorizaciôn por Decreto de 5 de marzo de 
1970, incorporando a los textos refundidos de los siguientes 
impuestos el régimen de autoliquidaciôn;,
b.2,1, Contribuciôn Territorial Rûstica y Pecuaria,
Es un impuesto sobre las rentas reales o posibles procedentes 
de los inmuebles rûsticos y del ganado, Constaba de dos grava 
menes diferentes; la Cuota fija y la Cuota proporcional. La 
Cuota fija signe gravando las rentas reales o potenciales prjo 
cédantes de los bienes rûsticos y del ganado. La Cuota propojr 
cional gravaba las rentas efectivas derivadas de una explota- 
ciôn rûstica, en la que poddbn integrarse diversas fIncas 
ganado, etc., cuando superaran determinada cuantia y fueran o^ 
tenidas por personas fisicas,
El articulo 38 bis incoporado al Texto Refundido de 
la Ley de este Impuesto dispone que los contribuyentes por Cu^ 
ta proporc ional de la Contribuciôn Territorial Rûstica y Pe­
cuaria, cuya8 bases hayan de ser determinadas en régimen de 
estimaciôn directa, vendrân obligados a presenter declaraciôn 
de sus rendimientos y autoliquidaciôn de los mismos.
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Estaban soinetidos al régimen de estimaciôn directe, 
aquellos sujetos pasivos, que, haciendo uso de la opciôn con- 
tenida en el articulo 12 del Texto Refundido, renunciaron a la 
estimaciôn objetiva y aquellos que, por Orden Ministerial de 
23 de julio de I969, fueron obligatoriamente excluidos de la 
mencionada estimaciôn objetiva#
b#2*2* Impuesto sobre los Rendimientos del Trabajo - 
Personal, Este impuesto grava las rentas reales o posibles de 
un trabajo personal; y distinguia dos clases de productos, a) 
Del trabajo como factor aislado, b) Del trabajo y capital,
El primero consistia en un impuesto ûnico que grava­
ba las rentas del trabajo de funcionarios pûblicos, ercpleados, 
etc ,
El segundo se componîa de dos tributos; la Cuota fi­
ja o de Licencia que sigue gravando el ejercicio de activid^ 
des prof esionales o artisticas, y la Cuota proporc ional que gra^  
vaba la obtenciôn por una persona fîsica de un rendimiento d_e 
rivado de taies actividades,
Con anterioridad al Decreto-Ley de 5 de febrero de 
1970, toda persona o entidad que abona rendimiento gravados por 
este tributo, estaba obligada a retener el impuesto y a prac­
ticar la autoliquidaciôn del mismo e ingresar su Importe en el 
Tesoro, Por tanto, el articulo l4 bis que se créa en el Texto 
Refundido de este Impuesto y la modificaciôn del articulo 57 
del mismo lo que hacen es extender la obligaciôn de practicar
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la liquidaciôn a cuenta de sus rendimientos annales a oauellos 
profesionales (Notaries, Notarios de los Tribunales EclesiâstJ^ 
cos, Registradores de la Propiedad, Agentes Colegiados de Cam 
bio y Boisa, Corredores Oficiales de Comercio y Agentes de A- 
duanas) que, por Orden de 27 de diciembre de 1969), 
fueron soraetidos al régimen de estimaciôn directa de bases im 
ponibles por el Impuesto sobre los Rendimientos del Trabajo 
Personal#
b#2#3• Impuesto sobre Actividades y Beneficios Corner- 
ciales e Industriales (Impuesto Industrial)• Este impuesto se 
desdoblaba en dos tributos diferentes. La cuota fija o de Li­
cencia grava el mero ejercicio de las actividades industriales 
y comerciales. La Cuota de Beneficios gravaba el rendimiento 
de taies actividades cuando se ejercian por una persona flsica,
El articulo 69 del texto refundido de la Ley del impue_s 
to obliga a los sujetos pasivos sometidos al régimen de estim^ 
ciôn directa, por haber renunciado al régimen de estimaciôn o_b 
jetiva o por haber sido excluidos de dicha estimaciôn por las 
Ordenes Ministeriales de 25 de noviembre de 196? y 30 de diciem 
bre de I968, a practicar una liquidaciôn a cuenta e ingresar 
su importe en el Tesoro al tiempo de presentar sus declaracib 
nés,
b,2,4,- Impuesto General sobre la Renta de las Perso­
nas Fisicas, Este impuesto ténia por objeto la renta global de 
las personas fisicas, comprendiendo en este concepto de renta 
las rentas gravadas por la Contribueiôn Territorial Rûstica y
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Pecuaria, Contribuei6n Territorial Urbana, Impucsto sobre les 
RencJimieiitos del Trabajo Personal, Iranuesto sobre las Rentas 
de Capital, Impuesto Industrial y las rentes obtenidas per la 
enajenaci6n de actives mobiliarios e inmobiliarios•
A través de una nueva redacciôn del articulo 43 del 
Texto refundido de este Impuesto, se oblige a los sujetos pa- 
sivos, al tiempo de presenter su declaraciôn, a practicar una 
liquidéei6n a cuenta e ingresar su importe en el Tesoro en el 
mismo acto de su presenteeiôn»
Ram6n Drake (22) eonsidera que la Adininistraei6n trj. 
butaria mantuvo un eriterio titubeante "ante la eonvenieneia 
de que los sujetos pasivos por el Impuesto General sobre la 
Renta de las Personas Fîsicas se praetiquen la liquidaei&n a 
euenta de sus rendimientos anuales"; la Orden de 22 de enero 
de 1959 impuso a los eontribuyentes por la Contribueiôn Gene­
ral sobre la Renta la obligaei6n de praetiCar una liquidaei6n 
sobre la suma total que arrojasen los ingresos liquides que 
resultasen de la declaraciôn fornmlada, sin embargo, a la en- 
trada en vigor, el primero de enero de I967, del Impuesto Ge­
neral sobre la Renta de las Personas Fisicas se suprime la o- 
bligaci6n de autoliquidar el impuesto existente en la antigua 
Contribuciôn, en consideraciôn a la complejidad llquidatoria 
del nuevo impuesto. No obstante a través del Decreto de 11 de 
mayo de I968 se da carécter potestativo a la autoliquidaciôn 
y se dan normas para su realizaciôn. En marzo de 1970, con el 
objeto de agilizar la gestiôn del Impuesto, la Administraciôn 
considéra de nuevo la eonvenieneia de implantar obligatoriamen
—  14 5 •"
te la liquidacién a cuenta del Impuesto a cargo de los sujetos 
pasivos y se decide a ello por el Decreto de 5 de marzo de 1970 
dictando a la vez una serie de normas simplificadoras para fa^  
cilitarle a los eontribuyentes la autoliquidaciôn*
b.2,5* Impuesto sobre el Lujo* Ténia por objeto gravar 
la venta de articules de lujo ya fuese realizada esta activi- 
dad por un comerciante o por un no comerciante.
A consecuencia del Decreto de 5 de marzo el Texto re 
fundido del Impuesto sobre el Lujo modifies sus articules 7,
17, 19 y 35.
El articulo 7 se le agrega a su nômero primei^o un se 
gundo pArrafo por el que se obliga al sujeto pasivo sustituto 
a autoliquidar el impuesto*
Al articulo 17 se le incorpora un apartado 6) por el 
que se dispone que en las adquisiciones de véhiculés nuevos el 
adquirente autoliquidarâ el impuesto con base en las valoracio 
nés realizadas por la Administraciôn y le ingresarâ en la for^ 
ma que reglamentariamente se determine*
El articulo 19, apartado c), obliga al sujeto pasivo 
a practicar la autoliquidaciôn del Impuesto correspondiente a 
la adquisiciôn de toda clase de embarcaciones empleadas para 
déportés nâuticos, asi como la de aviones, avionetas, veleros 
y otros elementos de transporte aéreo de propiedad y uso par­
ticular, en la forma dispuesta para la liquidaciôn a que se r^ 
fiere el apartado E)del articule 17*
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El nuevo apartado F) del articulo 35 obliga al sujeto 
pasivo a liquidar el impuesto y a su ingreso anual mediante d^ 
claraciôn-liquldaciôn ajustada a las disposiciones cue regla­
mentariamente se promulguen en lo referente a la tenencia y di^ 
frute de autoinôviles*
3•-Autoliquidaciôn del Contribuyente y Autoliquidaciôn 
del Sustituto*
Normalniente la obligaciôn de practice la autoliquida 
ciôn corresponde al contribuyente, sin embargo en alguno de 
los impuestos vigentes en el sistema tributario de 1964 la 
prActica de la autoliquidaciôn correspondis ademâs al sujeto 
pasivo sustituto*
La Ley General Tributaria en su articulo 30 establece 
que "es sujeto pasivo la persona natural o juridica que segûn 
la Ley résulta obligada al cumplimiento de las prestaciones 
tributaries, sea como contribuyente o como sustituto del mis­
mo *"
El articulo 31$ apartado 1, de la misma Ley dispone 
que "es contribuyente la persona natural o juridica a quien la 
Ley impone la carga tributaria derivada del hecho imponible"*
De acuerdo con el articulo 32 de la Ley citada, "es 
sustituto del contribuyente el sujeto pasivo que por imposiciôn 
de la Ley y en lugar de aquêl, estâ obligado a cumplir las pre_s 
taciones materiales y formales de la obligaciôn tributaria. El
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concepto se aplica especialmente a quienes se hallan obligados 
por la Ley a detraer, con ocasiôn de los pagos que rcalicen a 
otras personas, el gravamen tributario correspondiente asumien 
do la obligaciôn de efectuar su ingreso en el Tesoro".
El profesor SAinz de Bujanda (23) senala como notas 
que caracterizan la definiciôn legal, las siguientes:
la,- El sustituto ha de ser fijado por la ley, lo que 
supone necesariamente la fijaciôn de dos presupuestos de hecho, 
a saber; 1^) el presupuesto (hecho imponible) que da origen a 
la obligaciôn tributaria, y 22) el presupuesto que détermina 
que una persona (sustituto) esté obligada a cumplir, en vez del 
contribuyente, las prestaciones materiales y formales de la 
bligaciôn tributaria.
2a,_ El sustituto es un sujeto pasivo que se coloca 
en el lugar del sujeto pasivo realizador del hecho imponible. 
Esto signifies: a) Que es sujeto pasivo porque ha realizado
no el hecho imponible, sino el presupuesto generador de la sus 
tituciôn. b) Que se coloca en lugar del sujeto pasivo realizai 
dor del hecho imponible. De este modo se distingue del respon 
sable, que se coloca junto a aquél.
3a•- El sustituto estâ obligado a cumplir las prestja 
ciones materiales y formales de la obligaciôn tributaria es 
decir sustituye al sujeto pasivo no sôlo en la obligaciôn tri. 
butaria en sentido estricto, es decir, en la obligaciôn del 
pago del tribute, sino también en la relaciôn juridica tribu­
taria en sentido amplio”.
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La csencia de la sustitucion c on s i dr en que una per­
sona roalice en lugar de otra las prestaciones materiales y for^  
males derivadas de la obligaciôn tributaria# La sustituciôn se 
aplica frecuenternente a las personas obligadas por la ley a rea^  
lizar retenciones con ocasiôn de los pagos que realicen a cier 
tas personas, aunque la figura juridica de la sustituciôn no 
necesita ir siempre asociada a la de retenciôn, sino que puede 
producirse en otro tipo de supuestos, por ejemplo: cuando el 
sustituto cobra al contribuyente la cuota tributaria, corres­
pondiente a la venta de bienes o prestaciôn de servicios rea- 
lizados en favor de dicho contribuyente y, efectua su ingreso 
en el Tesoro# La obligaciôn de liquidar, retener e ingresar a 
cargo del sujeto pasivo sustituto estaba prevista en el Impuejt 
to sobre los Rendimientos del Trabajo Personal que gravaba las 
rentas parciales que, derivadas de distintas fuentes, obtenlan 
las personas en el perlodo de un ano# Las personas que percibian 
rentas gravadas con este impuesto tenicn la condicion de con- 
tribuyentes, pero generalmente ellas no cuinplian las prestacio 
lies materiales y formales derivadas de la obligaciôn tributa­
ria surgida de la percepciôn de los rendimientos, sino que qui^ 
nes satisfacian los rendimientos las sustltulan en el cumpli­
miento de dichas prestaciones# Es decir, que los pagadores re 
tenlan a los perceptores las cuotas tributaries adecudadas por 
éstos, autoliquidaban e ingresaban al Tesoro las cuotas retend, 
das.
Asîmismo, el sujeto pasivo sustituto debia liquidar 
retener e ingresar el Impuesto General sobre la Renta de las
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Personas Fisicas, en sn jnodalidad de obligaciôn real de contrai 
buir, correspondiente a los rendimientos paeados a personas f_i 
sicas que en el ano anterior no fueran résidantes en Espaha. 
Por ultimo, en el Impuesto sobre el Lujo, el sujeto pasivo su_s 
tituto venla obligado a cargar el impuesto a sus clientes y, 
por tanto a practicar la liquidaciôn del mismo*
B.- EXTENSION ACTUAL PE LAS AUTOLIQUIDACIONES. LA REFORMA DE 
1978*
A partir de 1973 se realizaron sucesivos proyectos p^ 
ra la reforma del sistema tributrario de 1964 el cual era cr^ 
ticado desde diverses sectores, tanto politicos,cientificos, 
como técnicos por considerar dichos sistema insuficiente para 
atender los servicios pûblicos y lograr la estabilidad y des^ 
rrollo econôniico que desea la sociedad espanola, asi como faJL 
to de equidad en su concepciôn y en su aplicaciôn*
Como medida previa a la reforma que se inicia en 1978, 
la Ley 50/1977 de l4 de noviembre, sobre Medidas Urgentes de 
Reforma Fiscal se dirigia a cambiar las relaciones entre Adm_i 
nistraciôn tributaria y eontribuyentes ofreciendo a estos ôlt_i 
raos la posibilidad de regularizar su situaciôn tributaria con 
forme a los preceptos de la ley al mismo tiempo que inclula 
didas para garantizar en el futuro el cumplimiento de las obli 
gaciones tributaries* Por otra parte, la Ley de Medidas Urgen 
tes introdujo el Impuesto extraordinario sobre el patrimonio 
de las personas fisicas que aûn permanece vigente; este impues
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to no pretendia fines recaudatorios a pesar de su tarifa pro- 
gresiva, su fu n eiôn en el sistema es la de ser complenentario 
de los demâs impuestos, especialmente los que gravan las ren­
tas y las transmisiones de bienes. Asi mismo, dicha Ley tipi- 
ficô el delito fiscal y levantô el secreto bancario a efectos 
fiscales. Su propôsito fundamental era preparar el camino pa­
ra una reforma profunda del sistema tributario, asi como acen 
tuar la progresividad del mismo.
La aludida reforma se inida con la Ley 44/1978 de 8
de septiembre del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fi­
sicas y con la Ley 61./1978 de 27 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sociedades, que entran en vigor el 1 de enero de 1979#
La reforma continué, con la Ley 6/1979, de 25 de septiembre 
sobre Régimen Transitorio de la Imposiciôn Indirecte qie modi- 
ficô los Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales, sobre el 
Trôfico de las Empresas y sobre el Lujo.
La Ley 39/1979, de 30 de noviembre de los Impuestos 
Especiales y la Ley 32/19&0, de 21 de junio, del Impuesto s^ 
bre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurldicos Documenta- 
dos, prosiguieron la reforma de 1978; el Real Decreto Legisla 
tivo 30-50/1980, de 30 de diciembre aprobô el Texto Refundi. 
do de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurldicos Documentados y el Real Decreto Legislative 
875/1981, de 27 de marzo, aprobô el Texto Refundido del Impue^ 
to sobre el Lujo.
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Asimismo se aprobô la Ley 30/1985 do 2 de agosto del 
Impuesto sobre el Valor Aiiadido, impuesto que entrando en vi­
gor el 1 de enero de I986 vino a sustituir el Impuesto sobre 
el Trâfico de las Empresas, Impuestos sobre el Lujo e Impuestos 
Especiales.
Progrèsivamente el sistema de 1975 ha ido reemplazan
do al sistema de 1964.
1- Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las 
Personas Fisicas.
El Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio fue iri 
troducido como ya se ha indicado, en el sistema tributario por 
la Ley 50/1977 sobre Medidas Urgentes de Reforma Fiscal, pr6l^ 
go de la reforma iniciada en 1978. Este impuesto se califica 
de "extraordinario" pues existe la intenciôn de sustituirlo por 
un impuesto sobre el patrimonio neto, ordinario, con el objeto 
de adecuarlo a los cambios introducidos en el sistema a partir 
de 1978; sin embargo, la regulaciôn definitive aun no se ha 
producido.
Este impuesto desempena, en el sistema tributario, una 
doble f une iôn ; es un instrumente de control y es un impuesto 
complementario del gravamen sobre la renta de las personas f^ 
sicas.
Es un instrumente de control en relaciôn a la imposjL 
ciôn sobre la renta porque permite una corrects aplicaciôn de
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la misma; proporciona informaciôn sobre las fuentes de rendi­
mientos distintas del trabajo y permite scguir las variaciones 
del patrimonio de cada contribuyente. Es complementario del im 
puesto sobre la renta porque discrimina entre las rentas de tr^ 
bajo y las procédantes del capital, las cuales por su mayor 
capacidad contributive soportan este gravamen.
El articulo 11 de la Ley sobre Medidas Urgentes dis- 
puso que; "Estarân obligados a presenter declaraciôn, a practi. 
car su autoliquidaciôn y, en su caso, ingresar el impuesto;
a) Las personas fisicas cuya base imponible, deter- 
minada de acuerdo con las normas anteriores, re­
suite superior a cuatro millones de pesetas.
b) Las personas fîsicas sometidas a la obligaciôn 
real de contribuir, y.
c) Quienes sean requeridos para ello por la Adminis* 
traciôn".
2.- Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas.
El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas se 
encuentra regulado en la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, y en 
el Real Decreto 2.384/1981 de 3 de agosto que contiene el Re- 
glamento del Impuesto. Este impuesto sustituye a los impuestos 
de producto y al Impuesto General sobre la Renta de las Perso 
nas Fisicas del sistema de 1964; grava la renta global del ira 
jeto pasivo con independencia de la naturaleza y procedencia 
de sus distintos componentes.
-153-
El articule 36 de la Ley del impuesto, después de rje 
ferirse a la retenciôn en la fuente de unos rendimientos concre 
tos, dispone en su nûmero 2 que "los sujetos pasivos vendrân 
obligados al tiempo de presenter su decloraciôn a practicar una 
liquidaciôn a cuenta, de acuerdo con las disposiciones de esta 
Ley, y las normas que dicte el Ministerio de Hacienda, asi c^ 
mo a ingresar su importe en el Tesoro en el mismo acto de su 
presentaciôn"#
El articulo 158 del Reglamento de 3 de agosto de I98I 
transcribe el mismo precepto anadiendo la posibilidad de dis- 
tribuir el pago de la cuota en dos partes; el articulo I58 del 
citado Reglamento fue objeto de nueva redacciôn por el Real D_e 
creto 338/1985, de 15 de marzo, por el que se dictaron normas 
de gestiôn tributaria, recaudatoria y contable.
3#- Impuesto sobre Sociedades.
Las normas que regulan los aspectos esenciales del Im 
puesto sobre Sociedades estân contenidas en la Ley 61/I978, de 
27 de diciembre, modificada en algunos puntos por la Ley I8/I982, 
sobre regimen fiscal de las agrupaciones y uniones de empresas 
y de las sociedades de desarrollo industrial; y por la ley 5/ 
1983, de 29 de junio, de Medidas Urgentes, en materia presupues 
tarias financiers, y tributaria.
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Esle im-'Uesto grava la renta de las personas juridi- 
cas, utilizandose para la puesta en practica de medidas de p^  
litica cconômica,
El articulo 31 de la Ley de 2? de diciembre de 1978 
establece el régimen de autoliquidaciôn en su nûmero uno al 
disponer que; "Los sujetos pasivos vendrân obligados al tiem­
po de presenter su declaraciôn, a practicar una liquidaciôn a 
cuenta, de acuerdo con las disposiciones de esta Ley y las nor 
mas que dicte el Ministerio de Hacienda, asi como a ingresar 
su importe en el Tesoro en el mismo acto de su presentaciôn.
4 Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurldicos Documentados.
La Ley reguladora del Impuesto sobre Transmisiones 
trimoniales y Actos Jurldicos Documentados es la Ley 32/I98O, 
de 21 de junio, el Texto refundido del Impuesto se aprobô por 
el Real Decreto 3*050/1980, de 30 de diciembre.
Este impuesto grava las transmisiones onerosas por a^ 
tos "inter vivos" de elementos patrimoniales, la constituciôn 
de derechos reales y las operaciones societarias. El Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales grava el trâfico entre part^
culares, mientras que el Impuesto sobre el Valor Anadido grava
el trâfico en el que intervienen empresas y profesionales.
La Ley de 21 de junio de I98O, en su disposiciôn fi­
nal segunda, autorizô al Gobiemo a regular los procedimientos
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de liquidaciôn y pago del iinpuesto, "incluido en su caso el 
régimen de autoliquidaciôn".
En consecuencia, el Reglamento de 29 de diciembre de 
1981 ha regulado esta materia, estableciendo la autoliquida­
ciôn como procediraiento normal y general en el régimen del tri. 
buto*
5•- Impuesto sobre el Valor Anadido.
El Impuesto sobre el Valor Anadido (I.V.A.) es un trJL 
buto rnultifâsico que grava de forma general y uniforme el coii 
suino. se encuentran sometidas al I.V.A. la totalidad de las en 
tregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas por em 
presas o profesionales y las importaciones. Este impuesto gr^ 
va todas las fases del proceso productive, el impuesto se tra^ 
lada de cada fase gravada a la siguiente hasta alcanzar el n^ 
vel del consumidor, pero cada fase ûnicamente se grava por el 
importe de su contribuciôn al valor final de los bienes consu 
midos.
Las normas que regulan los aspectos esenciales del Im 
puesto sobre el Valor Anadido estân contenidas en la Ley 3O/I985 
de 2 de agosto, del IVA. y en el Real Decreto 2.208/I985, de 
30 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento del Impues 
to sobre el Valor Anadido. Entrô en vigor el 1 de enero de I986 
y sustituyô el Impuesto General sobre el Trâfico de las Empre 
sas, el Impuesto sobre el Lujo y los Impuestos Especiales que
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cubrlan hasta esa fecha el campo de la imposiciôn sobre el con
sumo
El articulo 69 de la Ley del 2 de agosto de I985 dijs 
pone que: "Salvo lo dispuesto en los numéros siguientes, los 
sujetos pasivos deberân determiner e ingresar la deuda tribu 
taria en el lugar, forma y plazos que reglamentariamente se 
establezcan"* Es decir qua la autoliquidaciôn es la regia ge­
neral del impuesto a excepciôn de los supuestos de importaciôn#
Ce- NATURALEZA JURIDICA DE LA AUTOLIQUIDACION.
1.- Tesis que exigen la existencia de un acto administra­
tive de liquidaciôn.
Las tesis que exigen la existencia de un acto admin 
trativo de liquidaciôn y cuya esencia consiste en sostener la 
naturaleza administrative de la liquidaciôn y negar este carac^ 
ter a las operaciones realizadas por los eontribuyentes, fue 
elaborada por el profesor Sâinz de Bujanda.
Senala Sainz de Bujanda que conforme a la evoluciôn 
sufrida por el ordenamiento espanol en materia de procedimien 
to de liquidaciôn tributaria parece que en unos casos la liqu^ 
daciôn compete a la Administraciôn, mientras que en otros casos 
se confia al contribuyente; no obstante, la verdad es que la 
liquidaciôn no llega propiamente a existir mientras no exista 
un pronunciamiento administrative sobre la cuantia de la deu­
da, pronunciamiento que es lôgica y juridicamente insuprimible.
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La liquidaciôn c*s una f une iôn administra t iva en la que el con 
tribuycnte puede colaborar poco o rnucho, pero siempre es rea­
lizada por la Administraciôn publica* Esto ocurre tanto en los 
supuestos en que no se présenta declaraciôn, como en aquellos 
en los que se déclara mal, y aûn en los casos en que la decla 
raciôn es ajustada a Derecho, pues ésta, no se convierte en Ij. 
quidaciôn por obra del sujeto pasivo que la ha practicado, si. 
no por decisiôn -que es incluso tâcita o presunta- de la Admi. 
nistraciôn, que hace suyo el proyecto de liquidaciôn present^ 
do por el deudor (24),
Segûn el profesor Sainz de Bujanda, como consecuencia 
de la primacla de la ley en la configuraciôn de la obligaciôn 
tributaria, tanto el contribuyente, cuando curaple su obligaciôn, 
como la Administraciôn, al desarrollar la funciôn publica de 
aplicaciôn del tribute, ban de acomodar su actuaciôn a la Ley, 
Esto significa que los eontribuyentes han de cumplir las obli. 
gaciones que las normas les imponen y la Administraciôn queda 
constrenida por las normas a desarrollar una actividad aplic^ 
tiva que asegure el efectivo cumplimiento de las mismas (25)*
"Asi las cosas, la liquidaciôn tributaria no es sino 
uno de los instrumentos a través de los cuales la Administra­
ciôn déclara y hace efectiva la obligatoriedad del Derecho trJL 
butario. Por ello, la ‘autoliquidaciôn* no es suficiente para 
que el interés tutelado por la norma quede protegido" (26),
El profesor Martin Delgado (2?) al formuler la criti
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ca a estas tesis afirma qua su elaboraciôn se realizô en base 
a la concepciôn clâsica del Derecho tributario (28), en cuyo 
âmbito se estructurô un procediraiento de aplicaciôn de los trJL 
butos en cuatro fases (29), y en el cual los tributes eran 1^ 
quidados siempre por la Administraciôn sin intervenciôn del con 
tribuyente, como ûnica forma de obtener ingresos y de aplicar 
el Ordenamiento jurldico*
Ahora bién -prosigue Martin Delgado- se ha nroducido 
una transfonnaciôn del sistema tributario en general, y del 
procediraiento de gestiôn en particular al generalizarse el r_£ 
gimen de autoliquidaciôn se supera la capacidad gestora de la 
Administraciôn lo cual obliga a modificar el procediraiento con 
siderado"normal" de liquidaciôn tributaria; consecuenteraente 
el Decreto de l6 de julio de 1976 suprime la prActica de las 
liquidaciones provisionales en los supuestos de autoliquida­
ciôn, ya que la Administraciôn se veia imposibilitada para con 
trolar las declaraciones presentadas y girar en base a ellas 
las liquidaciones provisionales y porque el ingreso a cuenta , 
efecto fundamental de las liquidaciones provisionales, se pru 
duc la igualmente con la declaraciôn, cuantificaciôn de la deu 
da e ingreso por parte del particular.
Martin Delgado esta de acuerdo con estas tesis cuan 
do afirman que la liquidaciôn es siempre un acto administrât! 
vo." Incluso cuando la Administraciôn comprueba la autoliqui­
daciôn y deduce que ha sido realizada conforme a la Ley, es 
precise producir un acto de liquidaciôn que contenga précisa-
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rnente este juicio de la Administraciôn" (3ü)#
En lo que no coincide por no ser conforme a la moder 
na concepciôn de los tributes es que en todos ellos deba pro­
ducirse "inevitablemente" una liquidaciôn tributaria; esto su 
cedia asi cuando la liquidaciôn como acto administrative, pru 
visional o definitive, era imprescindible para producir un in 
greso. En la actualidad las modernas técnicas permiten la re- 
caudaciôn sin necesidad de una liquidaciôn administrativa. La 
mayorla de las autoliquidaciones se quedarân sin comprobar y, 
por tanto, sin liquidaciôn expresa de la Administraciôn (31).
2 Tesis del acto administrative tâcito o presunto, 
Joaquln Gutierrez del Alamo (32) escribiô uno de los 
primeros trabajos sobre la naturaleza juridica de las autoli- 
quidaciones en el cual se les atribuye la condiciôn de acto ad 
ministrativo.
Gutiérrez del Alamo comienza por preguntarse si esta 
mos ante un acto administrative cuando la actividad liquidate 
ria de un impuesto es realizada por el sujeto obligado, Advier 
te la dificultad que la naturaleza del acto administrative -sô 
lo los actos que emanain de la Administraciôn pôblico tienen va 
1er formai de acto administrative-, plantea para considerar cjo 
mo tal la realizaciôn de operaciones liquidatorias a cargo de 
los sujetos pasivos; por tanto para otergar a la autoliquida-
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ciôn la naturaleza y carâcter de acto administrative liquida- 
torio, Gutierrez del Alamo considéra necesario descubrir un vin 
culo entre un ôrgano de la Administraciôn como elemento sub 
tivo, y el propio acto como elemento objetivo#
Senala, el autor que estâmes siguiendo, que en toda 
autoliquidaciôn resaltan dos aspectos que constituyen dos actos 
jurldicos netamente diferenciados: un acto jurldico de déclara^ 
ciôn tributaria y otro de liquidaciôn (33)*
El primer aspecto, el acto de declaraciôn, en cuanto 
es producido por un sujeto pasivo, no por la Administraciôn no 
tiene carâcter de acto administrativo ; el s e gundo aspecto -con 
tinûa Gutiérrez del Alamo-, el de la autoliquidaciôn, "considje 
rada como prâctica obligatoria de operaciones de liquidaciôn 
tributaria,articulo 10, k) de la Ley General Tributaria, es el 
que constituye realmente el acto administrativo" (34).
Gutierrez del Alamo observa que el escollo que parece 
rechazar la naturaleza juridica de acto administrativo de la 
autoliquidaciôn es el elemento subjetivo que existe en la esen 
cia del acto administrativo, dicho elemento subjetivo es el ôr^  
g ano compétente de la Administraciôn. La autoliquidaciôn "es 
prâcticada materialmente por el sujeto pasivo; pero el conte- 
nido de ella no es otro, en cuanto estâ a cargo de dicho suj^ 
to, que meras* operaciones de liquidaciôn*, sin que pueda die- 
tar acto administrativo quien no es ôrgano de la Administra­
ciôn" (35)* Ahora bien, Gutiérrez del Alamo, advierte que la 
declaraciôn de voluntad, deseo, conocimiento o juicio de la Ajd
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minis traciôn puede adoptar una forma escrita u otras formas pr^ 
vistas en el ordenamiento jurldico, que resulten mas adecuados 
a la naturaleza o circunstancias del acto.
Asi, "el acto declarative de la Administraciôn -que 
en modo alguno se identifica en Derecho con el acto jurldico 
de declaraciôn dsl sujeto pasivo- se produce en el moraento de 
la aceptaciôn o mera recepciôn de la declaraciôn-autoliquida- 
da. Se produce en ese momento una especial adhesiôn tâcita de 
la Administraciôn a la declaraciôn forraulada y a las operaci^ 
nes liquidatorias realizadas por el sujeto pasivo" (36).
En consecuencia, finaliza Gutiérrez del Alamo ,“el a^ 
to administrativo, que supone la autoliquidaciôn por mera de­
claraciôn tâcita de la Administraciôn, participera de todas 
cuantas caracteristicas esenciales se atribuyen al acto admi­
nistrativo en general" (37)#
Alfonso Gota Losada (38) discrepa de la conclusiôn fun 
damental de Joaquln Gutiérrez del Alamo de que la autoliquide^ 
ciôn es un acto administrativo tâcito de naturaleza declarati 
va. Gota Losada afirma que la actuaciôn del sujeto pasivo cuan 
do calcula la obligaciôn tributaria no puede considerarse co­
mo administrative, porque el sujeto pasivo no es ôrgano de la 
Administraciôn ni siquiera "vicario" de ella, ya que no reali 
za funciôn publica alguna sino que se limita a cumplir sus o- 
blicaciones tributaries.
"Concretamente -prosigue Gota Losada- la autoliquida
ciôn implica respecte del sujeto pasivo, un simple pago a cuen 
ta de una obligaciôn tributaria todavîa no determinada por el 
organisme compétente: la Administraciôn* En puridad de c one 
tos no es una liquidaciôn tributaria, sino un câlculo privado 
de un pago a cuenta" (39)# El autor citado considéra que la con 
fusiôn puede surgir de la palabra "autoliquidaciôn" y que el 
vocablo correcte hubiera sido el de "autocâlculo" de un pago a 
cuenta*
Por otra parte, Gota Losada coincide con Gutierrez del
Alamo en que efectivamente la Administraciôn dicta un acto ad 
ministrativo pero discrepa de él en cuanto a la naturaleza de 
dicho acto* "Mantenemos la creencia de que no se trata de un 
acto administrativo declarativo de una obligaciôn tributaria 
de carâcter tâcito y provisional, sino de un acto administrât! 
vo i>uramente recaudator io, de carâcter expreso* En las autoli 
quidaciones la Administraciôn realiza una actividad de "caja" ; 
de modo expreso admite el ingreso, sin prejuzgar la cuantia de 
la obligaciôn tributaria, respecte de la cual no existe pronim 
ciamiento alguno, ni tâcito ni presunto" (40).
Antonio Martinez Lafuente Bôstiene que la autoliquida 
ciôn es un acto inocuo y considéra que lo trascendente es su 
presentaciôn en las Oficinas habilitadas para ello y la rece^ 
ciôn del ingreso por parte del Tesoro Publico; afirma este au 
tor que: "toda atribuciôn patrimonial debe discurrir por unos 
cauces juridicos; los desplazamientos patrimoniales intersubje 
tivos tienen todos ellos consecuencias juridicas, de ahi que
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prediquenos la trascendencia juridica y, por tanto, la existen 
cia de acto administrativo en el coraplejo proceso consistante 
en autoliquidar el tribute y entregarlo al Fisco; es entonces 
cuando poderaos afirmar que la liquidaciôn hecha por el contrjL 
buyente es imputable a la Administraciôn y existe un acto adm^ 
nistrativo susceptible de impugnaciôn". (4l), con lo cual pa­
rece atribuir a las autoliquidaciones, al igual que Gutiérrez 
del Alamo, la condiciôn de acto administrativo*
César Albinana en su obra‘^Derecho Financière y Tribu
tario"excluye a las autoliquidaciones de la clâsificaciôn que 
efectua de las liquidaciones tributaries y en su opiniôn las 
autobquidaciones no son actos administrativos tributarios* A 
su juicio la colaboraciôn de los particulares en la funciôn 1^ 
quidadora de los tributos no puede asimilarse a una auténtica 
liquidaciôn a practicarpor la Administraciôn y tampoco puede 
asimilarse a una liquidaciôn provisional puesto que las dispjo 
siciones reglamentarias no exoneran a la Administraciôn tribu 
taria de la prâctica de las mismas (42)*
José Juan Ferreiro Lapatza (43) por el contrario con 
sidera que las liquidaciones realizadas por el contribuyente 
son siempre provisionales, puesto que "la Admnistraciôn den— 
tro del procediraiento liquidatorio, puede siempre, cuando con^ 
tate su inexactitud, realizar las oportunas rectificaciones", 
sin embargo, coincide en que no existe un acto administrativo 
de liquidaciôn*
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3•- Tesis que identifica la autoliquidaciôn a un acto 
administrativo realizado por un particular por de- 
legaciôn de la Administraciôn*
Esta tesis ha sido desarrollada por Moreno Torres (44) 
en base a unas afirmaciones de Martinez Lafuente, segûn el 
cual "podrla pensarse entonces que los particulares son titu- 
lares de unas facultades delegadas que implican una actuaciôn 
vicaria de potestades, de forma que las autoliquidac iones sijj^ 
nifiquen algo asi como actos realizados en nombre de la Admi­
nistraciôn* Si asi fuera, no habria inconveniente teôrio para 
conceptuar la autoliquidaciôn como acto administrativo residen 
ciable en via jurisdiccional" (4^)*
Sin embargo, Moreno Torres niega que pueda hablarse 
ni de delegaciôn de facultades ni de un supuesto de represents 
ciôn como apunta Martinez Lafuente, sino que estariamos ante 
una transferencia de potestades del acreedor del débito al deu 
dor para realizar la autoliquidaciôn*
Asi, Moreno Torres configura las autoliquidaciones co 
mo "actos del administrado sometidos al Derecho tributario y 
por los que, en virtud de una transferencia de funeiones pû- 
blicas, se practican liquidaciones tributaries con las carac» 
teristicas y efectos de las liquidaciones provisionales, en el 
sentido que hamos dado a este término, de liquidaciones de igual 
naturaleza y propôsitos que el acto final de imposiciôn, aunque 
lôgicamente desprovistas del carâcter definitive que se reco-
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noce a este ultimo" (46)#
Como argumente fundamental el autor utiliza la dis^o 
sici6n del Reglamento de Procediraiento para las reclamaciones 
econômico-administrativas de 20 de agosto de I98I, cuyo arti­
cule 42 se refiere a las autoliquidaciones como "acto de ges­
tiôn tributaria" y aunque después las califica de "actuacio- 
nes" para distinguirlas de los actos administrativos "con ello 
no se hace mâs que rendir un ultimo tribute a una concepciôn 
formaliste que ya empieza a tambalearse en nuestro Derecho pjo 
sitivo" (47)•
Sostiene que la confirmaciôn o rectificaciôn de la 
oficina gestora exigida, por el articulo 121 del Reglamento, 
para la impugnaciôn de las autoliquidaciones, no tiene mâs va 
1er que el de un mero expediente para el mejor desarrollo del 
procediraiento pero que no afecta a la entidad de la autoliqui 
dac iôn*
Moreno Torres, finalmente se apoya en el Dictamen nû 
mero 32 del ano 1979 de la Direcciôn General de lo Contencio- 
so del Estado que dispone: "La primera y bâsica conclusiôn de 
la que es necesario partir es la del carâcter de liquidaciones 
provisionales, y no definitivas, que cabe predicar de las auto 
liquidaciones en el sistema tributario espanol"*
Martin Delgado discrepa de esta tesis por considerar 
que su propôsito es mantener la autoliquidaciôn en el âmbito de 
los actos administrativos cualquiera que sea el concepto que 
se tenga de ellos ya que a juicio de Moreno Torres sôlo es po
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sible encontrar una soluciôn satisfactoria al problema de la 
naturaleza juridica de las autoliquidaciones tributaries fuera 
de la concepciôn tradicional del acto administrativo*
Por otra parte, el profesor Martin Delgado senala que 
el principal argumente legal -las disposiciones que permiten 
la impugnaciôn de las autoliquidaciones—estâ utilizado incorrejc
tamente cuando se dice que esta posibilidad de impugnaciôn rn 
tifica el carâcter de acto jurldico del administrado sujeto 
al Derecho tributario como liquidaciôn provisional que es àu- 
toliquidaciôn; sin embargo "cuando se attende a los términos 
en que se concibe esta posibilidad de impugnaciôn se nos dice 
que, de un lado, se trata de un ûltimo tributo a la tesis con 
traria, y de otro, que no afectan a la entidad de la autoliqui 
daciôn" (48)*
A juicio de Martin Delgado la posibilidad de impugnn 
ciôn de las autoliquidaciones serâ una manifestaciôn de su nn 
turaleza juridica justamente en los términos en oue tal impu^ 
naciôn se haya estructurado* "La prueba de que no son actos a^ 
ministrativos es que no son directamente impugnables y ' es por 
ello por lo que el Ordenamiento jurldico ha tenido que disponer 
expresamente tal posibilidad y reglamentar las modalidades de 
su ejercicio" (49)*
Por su parte, Félix Benltez de Lugo, al tratar del rje
curso de reposiciôn previo al econôraico-administrativo, aostie 
ne que las autoliquidaciones deben tener acceso a dicho recur 
so por cuanto "son un acto administrativo por delegaciôn que
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es formalmente realizado por el contribuyente" y auade que "la 
autoliquidaciôn es una liquidaciôn tâcita o presunta realiza­
da por la Administraciôn al conformar a priori lo declarado por 
el contribuyente" (50)#
4.- Tesis del deber tributario de colaboraciôn.
José Maria Martin Delgado (5I) rechaza la tesis del 
acto administrativo para las autoliquidaciones y niega que su 
aceptaciôn por parte de la Administraciôn pueda tener esa cali 
ficaciôn juridica. Afirma este autor que "se trata simplemente 
de actos de los particulares regulados por el Derecho Tribute 
rio y actos de colaboraciôn impuestos por las normas juridicas"#
Sostiene Martin Delgado que no sirve de nada el cal^ 
ficar a las autoliquidaciones como actos administrativos pues 
to que no puede predicarse de ellas efectos similares a los que 
producen los actos administrativos. A su juicio, las autoliqui 
daciones son operaciones de cuantificaciôn de una deuda tribu 
taria que la Ley impone a los eontribuyentes dentro de la co­
laboraciôn que se produce en el procediraiento de gestiôn#
El hecho -prosigue Martin Delgado- de que se obtenga 
la recaudaciôn tributaria sin necesidad de un acto administra 
tivo que defina y cuantifique definitivamente la obligaciôn del 
contribuyente, no atenta para nada contra el concepto de tribu 
to. "Es suficiente con que el Ordenamiento posibilite la pro- 
ducciôn de este acto administrativo, proporcionando a la Admi
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nistraciôn los medios juridicos suficientes para liquidar el 
impuesto. Otra cosa es que realmente se liquide" (52).
Lo que el Ordenamiento debe procurar -siempre siguieii 
do a Martin Delgado- es que los eontribuyentes cumplan la Ley 
de la forma mâs generalizada posible, y que la Administraciôn 
posea los medios de control preventivo y represivo suficientes 
como para fomentar tal cumplimiento y reaccionar en caso con­
trario.
Por otra parte, Martin Delgado considéra que las auto^ 
liquidaciones deben estudiarse conjuntamente con los ingresos 
a cuenta que el contribuyente efectûa en muchos tributos y que 
también son deberes de colaboraciôn. A juicio del autor, tanto 
las autoliquidaciones como los ingresos a cuenta constituyen 
supuestos de naturaleza juridica idéntica solo diferenciados 
por su"amplitud"I "en un caso se déclara el hecho imponible en 
su integridad y, por tanto, se autoliquida la cuota también en 
su integridad, mientras que en los otros se contemplan y lioui 
dan aspectos parciales o temporales del hecho imponible" (53)#
Ernesto Eseverri ($4) por su parte, considéra que el 
anâlisis de las autoliquidaciones debe realizarse dentro del 
âmbito de las relaciones entre el contribuyente y el Fisco pai 
ra lo cual propone utilizer el marco reservado por la Ley Ge­
neral Tributaria a la "Colaboraciôn social en la gestiôn tri­
butaria" (Capitule II del Tîtulo III, articulo 96-100 de la 
Ley General Tributaria), pero condicionando dicha utilizaciôn
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a la modificaciôn del contenido que se le dî6 en 1963* Lseve- 
rri Martinez afirma que '*los articules 96-IOO de la Ley Gene­
ral Tributaria son exponente de un pasado que se confundiô de 
norte a la hora de aproximar les comportaniientos del adminis- 
trado a les de la Administraciôn tributaria" (55)»
El autor que estâmes siguiendo encuadra las autoliqui 
daciones entre les deberes de cclaboraciôn del contribuyente 
en las tareas de gestiôn de la Administraciôn tributaria* Sen^ 
la Eseverri que no se contribuye tan s6lo pagando la deuda tr^ 
butaria correspondiente sino ademâs, colaborando de manera dj. 
recta con la Administraciôn, declarando los hechos imprescin- 
dibles para que los ôrganos gestores procedan a efectuar la 
liquidaciôn correspondiente y haciendo el contribuyente una 
propuesta de liquidaciôn como "manifestaciôn de su voluntad de 
participer con los ôrganos de la funciôn tributaria en la ge_s 
tiôn de los ingresos pûblicos y como exponente de que en ese 
acto se encierra su auténtica contribuciôn al sosteniraiento 
del gasto, y en definitive, su condiciôn de ciudadano" ($6)*
A juicio de este autor, en todo autoliquidaciôn se pue 
den diferenciar dos actos: por un lado, la declaraciôn que e- 
fectuada por el sujeto pasivo, pone en conocimiento de la Ad­
ministraciôn tributaria la realizaciôn del hecho Imponible y 
los elementos déterminantes del mismo, por otro lado, el câlcu 
lo aritmético de la deuda tributaria realizado por el propio 
contribuyente, operaciôn que no puede calificarse de liquida­
ciôn ya que la actuaciôn liquidadora en sentido estricto corres 
ponde a la Administraciôn (57)*
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Por otra parte, Eseverri niega la naturalize de acto 
administrative de la autoliquidaciôn puesto que no existe pr^ 
nunciamiento administrative alguno; Asimismo niega que la ac^  
tuaciôn del contribuyente al liquidar su deuda tributaria co­
rresponde a una delegaciôn de facultades por parte de la Adm^ 
nistraciôn* También sostiene que cuando la Administraciôn ad- 
mite la autoliquidaciôn del sujeto pasivo realiza una simple 
operaciôn de caja y de ninguna manera confiera tâcitamente la 
condiciôn de acto administrative a esa liquidaciôn (58),
En consecuencia, afirma Eseverri "las autoliquidacio 
nés deben ser entendidas como meras propuestas del contribuyen 
te a los ôrganos pertinentes de la Administraciôn, en orden a 
la declaraciôn de hechos imponibles y al câlculo aritmético 
de la deuda tributaria correspondiente" (59)#
Por ûltimo, Julio Banacloche considéra que "la auto­
liquidaciôn es un acto de colaboraciôn en la gestiôn tribut^ 
ria, exigido por ley, que se manifiesta en documentes priva- 
dos (facturas o certificaciones) u oficiales (declaraciones-li_ 
quidaciones)" (60) •
D.- JURISPRUDENCIA EN TORNO A LA AUTOLIQUIDACION>
1.- Tribunal Supremo.(G?)
El Tribunal Supremo en Sentencias de I6 de junio de 
1977 y 24 de junio de 1978 ha negado el caracter de acto admi. 
nistrativo a las liquidaciones practicadas por los contribu-
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yentes; concretamente en estas sentencias y, aun rcconociendo 
cl prépondérante papel que van toraando las actuaciones del con 
tribuyente, el Tribunal Supremo sostiene que considérer esta 
forma de colaboraciôn con la Administraciôn, en la que el con 
tribuyente autoliquida el Impuesto como un acto administrati­
ve susceptible de ser recurrido, desnaturalizarla, el concepto 
del mismo, toda vez que sôlo merecen tal calificaciôn los actos 
de la Administraciôn, "en cuanto éstos entranan una declaraciôn 
soberana de la Administraciôn que en modo alguno puede transf^ 
rirse al contribuyente so pena de provocar considerables con- 
tradicciones tanto en el orden estricto de técnica juridica, 
como en el de la politics fiscal taies como los que afectan a 
los principios de buena fe y doctrina de los actos propios, los 
relatives a la concepciôn de un acto administrative productor 
de efectos sôlo para el administrado y no para la Administra­
ciôn y que inicia el transcurso de un plazo impugnatorio sin 
la adecuada notificaciôn y tantas otras de innecesaria enume- 
raciôn que quedan obviadas sin mas que considerar que las au- 
toliquidaciones no alcanzan esa entidad de actos administratives, 
sino que son simples declaraciones tributaries" que necesitan 
de un posterior y auténtico acto administrative de comproba- 
ciôn para que adquieran firmeza a efectos impugnatorios.
a) Jurisprudgicia tradicional
a,l# Sentencia de 27 de febrero de 1975# 
a.2. Sentencia de l6 de junio de 1977#
Al trasladar de la Administraciôn a los contr j.buy ente s
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las o}>eraciones de cuantificaciôn e ingreso del importe de las 
deudas correspoiidientes a las declaraciones presentadas, iq\iê 
sucede con los posibles errores contenidos en la autoliquida­
ciôn y que producen o pueden producir un ingreso indebido en 
favor del Fisco? No tratândose de un acto administrative, en 
principle le va a estar vedada la via del recurso cuando pre- 
tenda recurrir contra su propia autoliquidaciôn.
La jurisprudencia, que podemos llamar tradicional, so_s 
tuvo en las sentencias del Tribunal Supremo de 27 de febrero 
de 1975 y de I6 de junio de 1977, que "las autoliquidaciones 
presentadas ante la Administraciôn no son susceptibles de re­
curso, hasta que por la oropia Administraciôn se lleven a ca- 
bo las comprobaciones que corresponden a la facultad que le ^  
tribuyen los articulos 109 y 121 de la Ley General Tributaria, 
de la que no se la puede privar como ocurriria si, eludiendo 
la acciôn de los ôrganos de gestiôn especificamente compéten­
tes, pudiera tener lugar una revisiôn en via econômico admini^ 
trativa prematura o anticipada, sin que ello implique indefen 
siôn para el contribuyente, al que ban de ser notificados opo^ 
tunamente los actos de comprobaciôn inspectors y las liquida­
ciones definitivas susceptibles de los recursos en via econô- 
mica.M
Respecto a este criterio mantenido por la jurispruden 
cia, Mantero Sâenz al comentar las susodichas sentencias, se- 
nalaba que esto significaba dos peligros* para el contribuyen 
te: uno, que su declaraciôn no fuese nunca objeto de comprob^
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cion, por lo que tampoco podrla impugnarse nunca y, otro, que 
la comprobaciôn se produjera con gran retraso, lo que séria 
perjudicial para el contribuyente (62).
b#- Nuevo criterio.
b#l.- Sentencia de 24 de junio de I978.
b,2.- Sentencia de 21 de marzo de 1979*
El Tribunal Supremo mantiene un nuevo criterio en sus 
sentencias de 24 de junio de 1978 y 21 de marzo de 1979, ambas
en recurso extraordinario de apelaciôn en interés de la Ley,
en las que se afirma que "no puede desconocerse al contribuyen 
te la posibilidad de ejercitar su iniciativa a partir del me­
mento mismo de presentaciôn de su atoliquidaciôn y sin necesi 
dad de notificaciôn alguna, en tanto que la Administraciôn no 
lleve a cabo su actividad comprobadora, encaminada a proniover 
la rectificaciôn en su favor de la autoliquidaciôn, en cuanto 
a los extremes que estime pertinentes, dirigiéndose con tal 
fin a la autoridad u organismo a quien competa el conocimien­
to de la cuestiôn que plantea segûn su naturaleza, 1) ya sea 
con arreglo a los articulos I56 de la Ley General Tributaria 
y 6û del Reglamento de 29 de julio de 1924, para el supuesto 
especîfico de errores de hecho, materiales o aritméticos, 2) 
o bien por el amplio cauce de la via de peticiôn conforme a los 
articulos 94 de la Ley de Procedimiento Administrative, y 38 
de la de lo Contencioso-Adrainistrativo, en el que podrA formu 
lar, al igual que con raotivo de los actos de comprobaciôn, to
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da clase de pretensiones incluso las fundadns en sus propios 
errores, en correlaciôn con la facultad que a la Administraciôn 
ofrecen los articulos 109 al 112 de la Ley de Procedimiento A^ 
ministrativo y 153 al 159 de la Ley General Tributaria, para, 
en cualquier momento, poder de oficio declarer la nulidad de 
sus propios actos, o su lesividad para el interés pûblico, 
gôn los casos"*
Por todo ello, déclara como dectrina legal que "cuan 
do en relacién con autoliquidaciones de los contribuyentes se
trate de promover cuestiones sobre errores de derecho, no es 
aplicable el plazo de cinco anos del articulo 64-d) de la Ley 
General Tributaria, sino los que para el recurso potestativo 
de reposiciôn y para las reclamaciones econémico-administrati 
vas admitidas en los articulos l6o y I63 de la misma Ley, fi- 
jan, respectivamente, el Reglamento de 29 de julio de 1924 en 
su articulo 5$ y el Reglamento de 26 de noviembre de 1959, en 
su articulo 94-2, debiendo computarse estos plazos a partir de 
1) la notificaciôn de los actos que la Administraciôn dicte 
en el ejercicio de su facultad comprobadora, 2) o en virtud de 
peticiôn formulada por el interesado, 3) asl como también, en 
este ôltimo supuesto, desde que se cause el acto administrât^, 
vo presunto denegatorio de la peticiôn".
b.3*- Sentencia de l4 de marzo de 1984.
El Tribunal Supremo en su sentencia de l4 de marzo de 
1984, afirma que: "en la liquidaciôn por autoliquidaciôn se rje
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quiere un acto ulterior de la Administraciôn para que exista 
acto administrative, como déclara este Tribunal Supremo en su 
Sentencia de 24 de junio de 1978, pues sin la colaboraciôn de 
la Administraciôn se privaria al administrado de la garantia 
que implica el que la Administraciôn le notificara los recur 
SOS procédantes para la impugnaciôn del acto, como también de^  
Clara la Sentencia de l6 de junio de 1977; es précise ponderar 
que la exigencia por la Administraciôn del sistema de autoliqui 
daciôn por razones, entre otras de economîa administrativa, no 
puede privar de eficacia al esquenia bâsico de recursos admini^ 
trativos y jurisdiccionales subsiguientes, que parten de un ac^  
to administrative firme susceptible de revisiôn; finalmente la 
Ley General Tributaria, al establecer la facultad de la Admini^ 
traciôn de investigar y comprobar los hechos situaciones y de^  
mas circunstancias del hecho imponible en su articulo 109*1, 
incluye en el nômero 3 del mismo precepto en esa facultad de 
investigaciôn los hechos imponibles cuya declaraciôn deba re^ 
lizar el propio sujeto pasivo, norma que no puede aplic^rse s^ 
lo en lo que favorece a la Administraciôn, pues también como 
cualquier otra norma tributaria ampara el légitimé derecho del 
contribuyente, pues la actividad de la Administraciôn esté siem 
pi^ e sujeta al principle de legalidad, debiendo rectificar i n d u  
so de oficio los errores materiales o de hecho y los aritmétj. 
COS, a tenor del articule 156 de la misma Ley General Tribut^ 
ria#"
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b,4.- Sentencia de 1 de octubre de 1984.
El Tribunal Supremo, en sentencia de 1 de octubre de 
1984, confirma doctrina anterior sobre la naturaleza de las au 
toliquidaciones y rectificacion de posibles errores parte del 
contribuyente,
En relaciôn con lo primero se destaca que la autoli­
quidaciôn no origina actos administrâtivos de ningûn tipo, pue^ 
to que "estos entran ai una declaraciôn soberana de la Administra 
ciôn, que en modo alguno puede transferirse al contribuyente"*
Respecte a la rectificaciôn de la autoliquidaciôn, se 
reconoce esta facultad al contribuyenie, a partir del momento 
mismo de presentaciôn de la autoliquidaciôn, sin necesidad de 
notificaciôn alguna, en tanto que la Administraciôn no lleve 
a cabo su actividad comprobadora* La via indicada en la Senten 
cia de 1 de octubre de 1984 es la de los articules I56 de l a  
Ley General Tributaria y 6s del Reglamento de 29 de Julio de 
1924. si se trata de errores materiales, de hecho o aritméti­
cos, y la via de peticiôn reconocida en los articulos 94, de 
la Ley de Procedimiento Administrative, y 38 de la Ley de Ju- 
risdicciôn Contencioso-Administrativa, en relaciôn con los ar 
ticulos 153 a 159 de la Ley General Tributaria en los demâs c^ 
S O S .  Sin per juicio de la posibilidad de impugnar l a  autoliqui. 
daciôn, en cuanto "actuaciôn tributaria", al amparo de los ar 
ticulos 42.2 y 121 del Decreto 1999/1981, de 20 de Agosto, que 
exigen, como paso previo, instar a los ôrganos de gestiôn, una 
vez transcurridos seis meses y antes de cumplirse un ano des
-177-
de la presentaciôn de la autoliquidaciôn, la coniirmaciôn o 
rectificaciôn de la misma.
2.- Tribunal Econômico Administrative Central. (63)
a) Resoluciones de I8 de enero de 1979, 28 de ma­
yo de 1981 y 30 de noviembre de I982.
El Tribunal Econômico Administrative Central inicial 
mente consideraba las autoliquidaciones tributaries como actos 
administratives, cuando se reclamaba a causa de errores de de 
recho en las raismas por la via de devoluciones de ingreso in- 
debidos. Posteriormente variô su criterio, sosteniendo en la 
actualidad que no constituyen actos administratives reclama- 
bles; y que para que puedan ser reclamables se requiere antes 
un acto comprobatorio de la Administraciôn tributaria, pudien 
do entonces reclamarse el acto administrative dictado por ésta. 
Esta tesis esté contenida en las Resoluciones de I8 de enero 
de 1979, 28 de mayo de I98I y 30 de noviembre de I982, decl^ 
rando que las autoliquidaciones no son sino una forma de cola
boraciôn con la Administraciôn, en que el contribuyente autol_i
quida el impuesto correspondiente, pero no constituyen un ac­
to propio administrativo susceptible de ser directamente reçu 
rrido lo que desnaturalizarla su concepto, toda vez que sôlo 
merecen tal calificaciôn los actos de la Administraciôn, pero 
no los de los particulares, ya que éstos, aunque ciertamente 
desempenan en ocaciones un papel jurIdicamente relevante en el 
campo del Derecho Administrativo, su procéder no origina actos
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adniinistrativos, en cuanto estos entranan una declaruciôn so­
berana de la Administraciôn, que en modo alguno puede transf^ 
rirse al contribuyente, so pena de provocar considerables con 
tradicciones, tanto en el orden estricto de la técnica jurid^ 
ca, como en el de la politica fiscal, como los que afectan a 
los principios de buena fe y doctrina de los actos propios y 
otras que quedan obviadas sin mâs que considerar que las aut^ 
liquidaciones no alcanzan esa entidad de actos administrati­
ves, sino que son unas declaraciones tributarias que necesi­
tan de un posterior y auténtico acto administrativo de compr^ 
baciôn para que adquiera firmeza a efectos de impugnar la na­
turaleza debida o indebida de los ingresos realizados en cum- 
plimiento de obligaciones tributarias, y, en consecuencia, de 
Clara en dichas Resoluciones que por los Delegados de Hacienda 
se ordene la comprobaciôn administrativa y la liquidaciôn de- 
finitiva de las autoliquidaciones y contra este acto adminis­
trativo interponer, en su caso, la correspondiente reclamaciôn.
La doctrina anterior ha sido tornada por el Tribunal 
Econômico Administrativo Central de las Sentencias del Tribu­
nal Supremo de l6 de junio de 1977 y 24 de junio de 1978, de- 
clarândose en la segunda que "no puede desconocerse al contri 
buyente la posibilidad de ejercitar su iniciativa, a partir 
del momento mismo de presentaciôn de su autoliquidaciôn y sin 
necesidad de notificaciôn alguna, en tanto que la Administra­
ciôn no lleva a cabo su actividad comprobadora, encaminada a 
promover la rectificaciôn en su favor de la autoliquidaciôn, 
en cuanto a los extremes que estime pertinentes.•• (64).
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b ) Hesolucion de 3 de Noviembre de 1984.
El Tribunal Econômico Administrativo Central (TEAC), 
en Résolueiôn de 3 de noviembre de 1984, ha declarado que unas 
liquidaciones provisionales por Aduanas, que no fucron impugua 
das en su momento, pueden serlo una vez que se han convertido 
en definitivas por el transcurso del plazo de cuatro anos se- 
nalado al efecto en el articulo 27,l.c) del Texto Refundido 
de los Impuestos de Aduanas, sin haber sido comprobadas por la 
Inspecciôn. La doctrina sentada por el TEAC en la Resoluciôn 
citada es aplicable al supuesto de las autoliquidaciones pues 
el mismo Tribunal, en el Considerando tercero de su Resoluciôn 
de 30 de noviembre de I982 considéra las autoliquidaciones co­
mo liquidaciones provisionales, que han de ser objeto de com­
probaciôn inspectera. La condiciôn de provisionalidad lo es a 
todos los efectos y conlleva, como consecuencia lôgica, la po^  
sibilidad de que los interesados puedan plantear en via de ges 
tiôn toda clase de rectificaciones de las liquidaciones provi 
sionales con ocasiôn de las definitivas aûn cuando no hubiesen 
impugnado aquéllas, rectificaciones que, de no aceptarse por 
la Administraciôn, podrîan de nuevo plantearse en la via eco- 
nômico-administrativa si el interesado reclamase contra el ac 
to expreso de la liquidaciôn definitive# El TEAC, en la Reso­
luciôn de 3 de noviembre de 1984, senala al respecto que "sé­
ria discriminatorio, negar esta posibilidad de revisiôn en djL 
cha via jurisdiccional por el simple hecho, al que son ajenos 
los contribuyentes, de que la Administraciôn no realizase o no 
tificase al interesado los actos de comprobaciôn, dejando por
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el solo transcurso del tienipo deviniesen las liquidaciones pro 
visionales cn definitivas de forma tâd-t a".
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CAPITULO IV
ANALISIS JURIDICO DEL PROBLEMA; LA AUTOLIQUIDACION COMO DEBER 
Y LA AUTOLIQUIDACION COMO ACTO.-
A. La autoliquidaciôn como deber. 1. Fundamento legal. 2. Los 
elementos del deber de autoliquidar. a) Sujetos; a.i. Impuesto 
Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Fisicas; a.2, 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas; a.3» Impuestos 
sobre Sociedades; a.4. Impuesto sobre Transmisiones Patrimonial 
les y Actos Juridicos Documentados; a.5. Impuesto sobre el V^ 
lor Anadido; a.6. Consideraciones générales acerca de los suj_e 
tos obligados a presenter declarac l6n-autoliquidaci6n, b) Tieni 
po y lugar de presentaciôn de las declaraciones-liquidaciones; 
b.l. Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Perso 
nas Fisicas; b.2. Impuesto sobre la Renta de las Personas FisJ^ 
cas; b.3* Impuesto sobre Sociedades; b.4. Impuesto sobre Tran^ 
raisienes Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados: b.5* Ini 
puesto sobre el Valor Anadido. c) Forma. 3* Incumplimiento del 
deber de autoliquidar. a) Infracciones tributarias; a.i. Antes 
de la Reforma ; a.2. Después de la Reforma* b) Recargo de prôrrjo 
ga e intereses de demora* B. La autoliquidaciôn como acto, 1. 
Contenido. a) Datos que constituyen una manifestaciôn de coi# 
cimiento. b) Manifestaciôn de voluntad. 2. Efectos de la auto 
liquidaciôn en el procedimiento de gestiôn. 3* Error en las au
toliquidaciones. a) Impugnaciôn de la autoliquidaciôn en la via
econômico-administrativa. b) Rectificaciôn de la autoliquidaciôn; 
b.l. Cuando se trate de errores de Derecho; b.2. Cuando se tr^
te de errores de hecho, materiales o aritméticos.
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A.- LA AUTOLIQUIDACION COMO DEBER.
La transformaci6n sufrida por el sistema tributario, como 
ha senalado Antonio Cay6n Galiardo (1), ha determinado una nm 
yor presencia del administrado en el marco de la gestiôn tribii 
taria -las autoliquidaciones se han extendido a la mayorla de 
las figuras tributaries-, y , ademÂs, un cambio importante en 
la forma de gestiôn del tributo por parte de la Administraciôn 
fiscal- "la Administraciôn ha dejado de ser una Administraciôn 
liquidadora, una Administraciôn actuante para ser bésicamente 
una Administraciôn coutroladora"-; pero fundanientalr ente, expr^ 
sa Cayôn Galiardo "este Ccunbio de sistema tributario a lo que 
nos conduce es a una gran expansiôn de los deberes de colabor^ 
ciôn por parte del administrado" (2). Los deberes, facultades, 
cargas, obligaciones etc., impuestos a los particulares han au 
mentado siendo, por otra parte, complicados de cumplir debido 
a que "los sistemas fiscales modernos, como han puesto de re­
lieve actuales estudios, se caracterizan precisamente por un 
alto grado de complejidad técnica en su aplicaciôn" (3).
La autoliquidaciôn pertenece al âmbito de los deberes de 
colaboraciôn; el contribuyente colabora con la Administraciôn 
en la gestiôn de los ingresos pûblicos presentando una declar^ 
ciôn a través de la cual pone en conocimiento de dicha Adrainis 
traciôn que ha realizado un hecho imponible y los elementos de 
terminantes del mismo, al mismo tiempo procédé al câlculo arit 
mético de su deuda tributaria proponiéndola a los ôrganos ad­
ministratives pertinentes y efectûa el ingreso de la deuda re 
sultante dé su declaraciôn-autoliquidaciôn. Todo ello se lleva
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a cabo sin necesidad de que la Administraciôn comunique al coii 
tribuyente ningûn acto administrativo de liquidaciôn.
Es por ello que en este capitule vamos a estudiar la au 
toliquidaciôn como una prestaciôn que el particular realiza en 
cumplimiento de un deber -deber de colaboraciôn-; y, como un 
acto a través del cual el particular interviene o colabora en
el procedimiento de gestiôn tributaria.
1.- Fundamento legal.
El principle de legalidad o de réserva de ley es un ins 
tituto de caracter Constitucional que constituye el eje de las 
relaciones entre el poder législative y el ejecutivo en lo r^ 
ferente a la producciôn de normas, que persigue precisamente 
excluir para ciertas materias la posibilidad de normaciôn por 
via distinta de la legislative (4).
El principle de resex*va de ley en materia tributaria que 
ordena que el establéeimiento de tributes debe producirse me- 
diante ley tiene fundamento histôrico; se remonta al principle 
de autoimposiciôn de la época feudal, segûn el cual les sûbdjL 
tos deben aprobar los tributes que han de pagar (5). General- 
mente, la primera formulaeiôn del principle del consentimiento 
a los impuestos se atribuye a la Carta Magna de 1215; sin em­
bargo, en Espana, la mâs antigua referenda en cuanto a la a-
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probaciôn de los impuestos por los sûbditos se encuentra en un 
documente de Alfonso VI del ano IO9I# A consecuencia de las coii 
tinuas guerras, en la Edad Media, los fondes de que dispone el 
Rey resultan insuficientes para vivir de elles, por ello éste 
acude a los sûbditos en solicitud de las ayudas o fondes que 
necesita; estos pedidos debian ser concedidos por los sûbditos 
y esto es lo que determiné el nacimiento de las Certes. Las Cor 
tes nacen cuando el Rey llama a los représentantes del Estado 
11ano para pedirles dinero ; no obstante, las Cortes no se lim^ 
tan a satisfacer las necesidades financieras del monarca sino 
que ademâs ejerclan un control del gasto pûblico pidiendo una 
r en die iôn de cuentas de las a^mdas o de los impuestos concedj. 
dos en Cortes anteriores, negândose a la prestaciôn de nuevas 
ayudas si no se realizaba esta rendiciôn de cuentas. Este con 
trol sobre el gasto pûblico se hace muy intense, sobre todo, 
en los siglos XV y XVI (6).
Durante la Edad M o d e m a  con el absolutisme regio comien 
za a disrainuir la funciôn desempenada por las Cortes en el con 
sentimiento de los impuestos, los cuales van a ser estableci­
do s directamente por el monarca (?)•
Es en la época constitucionalista cuando aparece de nus 
vo el principio del consentimiento del impuesto por la repre- 
sentaciôn popular estableciéndose en todas las Constituciones 
que los tributos deben ser establecidos por Ley. Es entonces 
cuando puede hablarse del principio de legalidad o de réserva 
de ley. En esta época la aprobaciôn de los ingresos (de los
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im%iuestos) y de los gastos pûblicos por la Asamblea legislatj^ 
va se realiza anualmente como una grantîa de control indirecto 
sobre la politica del Rey#
Al consolidarse el principio de aprobaciôn del gasto pû 
blico por el Parlamento se produce lo que se ha denominado "bJL 
furcaciôn del principio de legalidad financiers" (8), es decir, 
la separaciôn del principio de aprobaciôn anual del gasto del 
de aprobaciôn de los tributos, perdiendo sentido el voto anual 
de estos ûltimos puestos que 3a funciôn garantista de caracter 
politico que representaba dicha aprobaciôn anual se cubre por 
el voto cada ano del plan de gastos.
Hoy en dla, el papel desempenado por el principio de r^ 
serva de ley de instrumente indirecto de control ha desapare- 
cido; sin embargo, el principio de réserva de ley en materia 
tributaria conserva su caracter de defensa de la propiedad de 
los ciudadanos y cumple, ademâs, la exigencia de certeza o sjB 
guridad juridica en las relaciones tributarias (9)#
El articulo 31*3 de la Constituciôn espanola de 197&, fojr 
mula el principio de réserva de ley en los siguientes términos: 
"Sôlo podrân establecerse prestaciones personales o patrimoni^ 
les de carâcter pûblico con arreglo a la ley.".
El articulo 133 de la misma Constituciôn dispone, en sus 
numéros 1 y 3* que : "La potestad originaria para establecer los 
tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley".
Y, "3# Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del E_s
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tado deberâ establecerse en virtud de ley".
Por su parte, la Ley General Tributaria en su articulo 2, 
dispone que: "La facultad originaria de establecer tributos es 
exclusiva del Estado y se ejerceré mediante Ley votada en Cor 
tes” •
El profesor Cortés Dominguez (10) senala que el conten^ 
do del principio de legalidad debe ser analizado porque, "ni 
es suficiente con decir que los tributos deben ser regulados 
por Ley, ni es cierto que deba serlo toda la materia tributa­
ria" y destaca como especificaciones del principio de legali­
dad la réserva de Ley y la llaraada preferencia de Ley*
Considéra Matlas Cortés, que la réserva de ley implica 
la determinaciôn de las materias que no pueden ser reguladas 
mâs que por Ley; "es, como puede deducirse, una concrecién de 
la legalidad, ya que nos senala la extensién de ésta al delim^ 
tar qué materias han de ser disciplinadas por una Ley y no por 
otra fuente normativa" (il)#
La réserva de ley se trata, como la ha calificado M*S# 
Giannini, de una "norma sobre la normaciôn" (12).
El articulo 10 de la Ley General Tributaria recoge el prin 
cipio de réserva de ley, formulado en el articulo 31 de la Cons 
tituciôn. El articulo 10 dispone lo que sigue: "Se regularân 
en todo caso, por Ley: a) La détermina ciôn del hecho imponible, 
del sujeto pasivo, de la base, del tipo de gravamen, del deven 
go y de todos los demâs elementos directamente déterminantes
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de la cuantla de la deuda tributaria, salvo lo establecido en 
el articulo 58; b) El establecimiento, supresiôn y prôrroga de 
las exenciones, reducciones y demâs bonificaciones tributarias;
c) La modificaciôn del régimen de sanciones establecidas por 
Ley; d) Los plazos de prescripciôn o caducidad y su modifica- 
cion; e) Las consecuencias que el incumplimiento de las obli­
gaciones tributarios puedan significar respecto a la eficacia 
de los actos o négocies jurlficos; f) La concesién de perdones, 
condonaciones, rebajas, amnistias o moratorias; b) La fijacién 
de los supuestos de hecho que determinen la competencia de los 
Jurados tributarios (I3); h) El establecimiento y la fijacién 
de las condiciones esenciales de los monopolios fiscales; i)
Las prohibiciones de localizaciôn en ciertas zonas del territo^ 
rio nacional, por motives fiscales, de determinadas activida- 
des o explotaciones econômicas; j) La implantaciôn de inspec- 
ciones o interveneiones tributarias con carâcter permanente en 
ciertas ramas o clases de actividades o explotaciones econémi 
cas; y k) La obligaciôn a cargo de los particulares de practj. 
car operaciones de liquidaciôn tributaria".
De la lectura del articulo anterior se desprende que el 
principio de legalidad no se limita a ordenar el establecimien 
to formai del tribute:, sino que afecta fundamentalmente a su 
contenido, "de manera que todos los elementos estructurales del 
mismo, es decir, todos los que componen y hacen posible la de 
terminaciôn de la cuota tributaria y la fijacién de los sujetos, 
acreedor y deudor, han de ser establecidos por una Ley". (l4)
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Finalmente, el profesor Cortés Dominguez senala que la 
preferencia de Ley compléta el cuadro do la legalidad tribut_a 
ria, diferenciandose de la reserva de ley porque no alude al 
legislador ordinario, sine al propio Poder Ejecutivo* ”Consi£ 
te en una . prohibici6n #1 ejecutivo de regular determin&dos a£ 
pectos de las relaciones tributarias, cubiertos per la preferen 
cia de ley* 5e trata de un principle no constitucional que ajc 
tûa en un doble sentido; implieitamente porque cuando una Ley 
régula una materia, ésta no puede y a volver a ser disciplina- 
da sine por otra Ley, quedando cubierta por la preferencia; y 
explicitaraente cuando una Ley, sin entrar a regular una mate­
ria, dispone que ésta queda amparada por el principle de la pré 
ferencia de Ley” (15)*
Por lo que respecta a la autoliquidacl6n, la Ley General 
Tributaria incluye la posibilidad de su establecijjiiento en el 
âmbito de la reserva de ley definido en el articule 10, el 
cual en su letra k) alude a "la obligaciôn a cargo de les par 
ticulares de practicar operaciones de bquidaciôn tributaria”*
César Albinana (l6) considéra que la autoliquidacl6n e^ 
ta amparada por la reserva de ley porque "supone, en realidad, 
una mayor carga impositiva para el sujeto pasivo y, por ende, 
debe ser establecido mediante Ley”* Por otra parte senala que 
las autoliquidaciones "agravan la regresividad de nuestro sl^ 
tema tributario, ya que esta prestacién adicional se rige mâs 
por él principle de bénéficié que por el de capacidad econômi
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ca. En cambio, si tales operaciones liquidatorias fueran rea- 
lizadas por los funcionarios o los medios mecanicos al servi- 
cio de la Hacienda Pûblica, sus respectives costes se finanei^ 
rian, segûn el grado de equidad alcanzado por el Sistema imp^ 
sitivo de nuestro pals”*
Por su parte, José Marla Martin Delgado (l?) consider#
que son dos las razones de esta reserva de Ley para la autol^ 
quidacién: en primer lugar senala Martin Delgado "porque se 
trata de una prestacién del contribuyente en favor de la Adm^ 
nistracién péblica que fundamentalmente agrava su posicién* 
ta claro que la complejidad de las normas tributaries obligan 
a ser escrupulosos a la hora de atribuir este tipo de deberes 
a los ciudadanos; deberes las mâs de las veces de cumplimiento 
dificil y deberes que, en su origen estaban atribuidos a la pro» 
pia Administracién"; en segundo lugar "porque normalmente la 
realizacién de estas qjeraciones de liquidacién lleva apareja- 
da la obligacién de ingresar el importe de lf% cuota résultan­
te.”
Ahora bién, en relacién con esto ultimo, Martin Delgado 
senala que al articule 10,k) de la Ley General Tributaria énj. 
camente reserva a la Ley la obligacién de realizar operaciones 
de liquidacién y no alude a los ingresos a cuenta que de ellas 
se deducen por lo que incluso si la obligacién de ingresar no 
se estableciera, "regiria cl principle de legalidad para las 
autoliquidaciones”*
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Estamos de acuerdo con César Albinana y Martin Delgado 
cuando sefialan que el articule 10 de la Ley General Tributa­
ria exige que la obligacién de autoliquidar se imponga por ley 
porque signifies una mayor carga impositiva para el contribuyen 
te que lo obliga a responsabilizarse mâs, ya que esta funciôn 
de colaboracién con la Administracién requiere unos conociraien 
tos tributaries de cierto nivel que no suelen estar al alcance 
de un ciudadano medio.
El procedimiento de gestién de la mayoria de los impue^ 
tos se inicia normalmente por declaracién del sujeto pasivo en 
la que se contiene una propuesta de liquidacién; la autoliqui 
dacién, supone para el contribuyente un conjunto de deberes que 
coraprenden desde la comunicacién de los elementos intégrantes 
del presupuesto a juicios juridicos y de valor que implican el 
conocimiento de la técnica tributaria. Dado la gran complejidad 
técnica de la mayoria de los impuestos sometidos a autoliqui­
dac ién y la ausencia de doctrina administrativa, jurispruden- 
cial y cientifica referente a la misma, para el contribuyente 
significa una enorrae dificultad el conocimiento y aplicacién 
del Tribute lo cual le obliga al estudio de muchas cuestiones 
que no suelen estar a su alcance.
A juicio de Martin Delgado al desplazarse de la Adminis 
tracién a los contribuyentes la tarea de cuantificar las deu- 
das correspondientes a las declaraciones presentadas se agra­
va la posicién juridica subjetiva que estos ocupan en el pro­
cedimiento de gestién, por que "son ahora ellos quienes deben
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realizar esas complicadas operaciones de cuant if icac ion e ingrjB 
sar el importe de la deuda asi obtenida en el Tesoro. Ni que 
decir tiene que el establecimiento de este deber va a inquie- 
tar y producir perturbaciones en toda una masa de contribuyen 
tes, sin conociraientos técnicos suficientes como para compren 
der y realizar las complejas y dif Idles operaciones que el cum 
plimiento de este deber lleva consigo" (18).
Por su parte, Julio Banacloche considéra que para autold 
quidar un impuesto es necesario conocer su normative y sus p^
sibilidades y , en consecuencia, "pechar con el error o con el 
desconocimiento" puesto que si bien es cierto que la ignoran- 
cia de las normas no excusa de su cumplimiento, ello exige que 
la norma sea asequible para el administrado, en el numéro de 
preceptos, en la claridad de sus términos y en la posibilidad 
de su aplicacién.
A juicio de Julio Banacloche el proceso perfecto es aquel 
en que el administrado déclara todo lo que la Administracién le 
solicita y ésta liquida el Impuesto y notifica la liquidacién 
al administrado, proviniendo la ûnica rectificacién determine 
da por la actuacién de la Imspeccién. En este sentido senala 
este autor que ’’cuando un experto tributario no puede abarcar 
todo el némero de disposiciones en vigor; cuando lo que parece 
claro para algunos estudiosos es claramente lo contrario para 
otros no menos preparados o con manor fôrmacién; cuando el pro^  
pio impreso de declaracién-liquidacién es complejo o confuso]
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cnando hasta las instrucciones al administrado contienen erro- 
res, &c6mo puede exigirse al administrado que declare bien, 
que liquide bien y que sea responsable de inexactitudes, errn 
res o interpretaciones" (I9)#
Por otra parte, deberaos senalar que a pesar de que las 
autoliquidaciones se han generalizado como procedimiento de 
liquidacién de las figuras tributarias de mayor importancia, 
no existe en el sistema tributario espanol un régimen juridico 
uniforme para las mismas, siendo la Ley propia de cada tribut© 
la encargada de establecer tanto las operaciones de liquida­
cién como las modalidades en el cumplimiento de estos deberes 
en los sujetos pasivos.
2*- Los elementos del deber de autoliquidar#
Tal como deciaraos anteriormente, no existe una normati­
ve sobre la autoliquidacién con caracter general, lo que exi^ 
te son regulaciones parciales de la misma; los elementos del 
deber de autoliquidar, taies como personas obligadas a presen 
tar declaraciont-liquidacién, lugar y plazo de presentacién, - 
forma, etc#, deben buscarse en las leyes y los reglamentos pro 
pios de cada tribute#
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a) Suj etos >
a.l#- Impuesto Extraordinario sobre el Patrlmonio de 
las Personas Fisicas# Ya hemos senalado que el Impuesto sobre 
el Patrlmonio fiie introducido en el sistema tributario espanol 
por la Ley 50/1977» Ley de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal, 
la cual régula esta figura tributaria en su tltulo I; el art^ 
culo 11 de la Ley citada y la disposicién l8 de la Orden Minis 
terial de l4 de enero A  1978 contiendalas ciminstancias que d^ 
terminan la obligacién de declarer.
Estàn obligadas a presenter declaracién, a practicar su 
autoliquidacion y, en su caso, ingresar el impuesto: a) las per 
sonas flsicas (20) por obligacién personal cuya base imponible 
sea superior a cuatro millones de pesetas; b) los sujetos por 
obligacién real, cualquiera que sea el valor de su patrimonio 
neto, y c) las personas que sean requeridas por la Administra 
cién*
La Orden Ministerial de 1978 ha prescrite, en los supue^ 
tos en que exista sociedad conyugal, la firma conjunta por am 
bos cénynges.
a*2.- Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas# 
El artîculo 54 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Per 
sonas Flsicas y el I38 del Reglamento son las normas fundamen 
taies en esta materia.
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Estân obligados a declarar los sujetos pasivos que obten 
gan rendimientos o incrmentos patrimoniales sometidos al Impue^ 
to, siempre que taies ingresos integros sean superiores a - 
500,000 pesetas anuales. En los casos de unidad familiar, pa_ 
ra calculer esta cifra, se tienen en cuenta todos los ingresos 
de sus miembros#
Asimismo, cuando en dicha unidad familiar estén ambos c6n 
yuges, los dos tienen la obligacién de suscribir la declaracién 
énica.
Tarabién deben presenter la declaracién aquellas personas 
con derecho a devolucién por razén de las retenciones o pagos 
fraccionados realizados a cuenta del impuesto, a efectos de que 
la propia Administracién financiers tramite la correspondiente 
devolucién cuando procéda.
a.3*- Impuesto sobre Sociedades. El articule 30 de la 
Ley del Impuesto sobre Sooiedades y el articule 288 del Régla 
mento disponen que estân obligados a prestar declaracién y al 
mismo tiempo a practicar la autoliquidacién (21) e ingresar su 
importe en el Tesoro en el mismo acte de presentacién de la de 
claracién, las entidades sociales contribuyentes del impuesto.
Quedan exceptuados de este deber: a) Los sujetos pasivos 
exëntos del impuesto a que se refiere el articule 5.1 de la Ley 
del Impuesto (Estado,Comunidades Auténomas, Organismes auténo
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mos de caracter administrative comercial, industrial, financije 
ro o anâlogo, Banco de Espana...); y b) Los sujetos pasivos a 
que se refiere el nûmero 2 del articule 5 (entidades que est^ 
tuferiomente no persiguen un fin de lucre), cuando se encuentren 
totalmente exentos del impuesto.
a.4.- Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Ac­
tes Juridicos Documentados. En relacién con las personas suj^ 
tas al deber de formuler declaracién-liquidacién, el articule 
85 del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia 
les y Actos Juridicos Documentados establece que "el presente 
Impuesto serâ objeto de autoliquidacién con carâcter general 
por el sujeto pasivo". En consecuencia, se determinant quienes 
tienen la condicién de sujeto pasivo de acuerdo con lo dispue^ 
to en el articulo 8 del Reglamento para las transmisiones pa­
trimoniales, el articulo 31 respecto de las operaciones soci^ 
tarias y los articules 4l, 45 y 52 en los supuestos en que sea 
procédante el gravamen por actos juridicos documentados. Por 
otra parte, los sujetos pasivos mencionados, al formuler su d_e 
claracién-liqûidacién deber&n hacer constar determinados datos 
relatives a la persona con quien realizaron la operacién suj^ 
ta a gravamen.
a.5#- Impuesto sobre el Valor Anadido. De acuerdo con 
el articulo 66.1.5* de la Ley del Impuesto sobre el Valor Ana
- 201-
dido y 172,1 del Reglamento esttn obligadoa a presentar docl^ 
racién-liquidac ion loa euipresar ios y prof esionales que reali- 
ccn entregas de bienes o presten servicios sujetos a este IM 
puesto •
a.6.- Conslderaciones générales acerca de los sujetos 
obligados a presenter declaracién autoliquidacién. De lo ex- 
puesto hasta aqui podemos senalar que la ley propia de cada tr^ 
buto désigna el sujeto obligado a presenter declaracién-autol^ 
quidacién que? por lo general es el sujeto pasivo, pero, existe 
la posibilidad de que estén obligados otros sujetos distintos 
de aquél.
El Seminario de Derecho F inane iero de la Universidad de 
Madrid en relac ién con los sujetos obligados a declarar se r_e 
fiere a la "declaracién del sujeto pasivo d^ impuesto (o del 
responsable o sustituto del mismo)" y afirma que "lo normal es 
que la declaracién se produzca por los sujetos pasivos del tr_i 
buto, ya que son éstos quienes realizan el hecho imponible. Pjb 
ro puede también ocurrir que la declaracién venga impuesta por 
la ley a los responsables o sustitutos-haciendo, en tal caso, 
que los presupuestos de hecho de la responsabilidad o de la 
sustitucién generen, a la vez, el deber de declarar-, o i n d u  
so a personas que no tengan contraida obligacién alguna de p^ 
go tributario, pero de las que la Administracién necesita sa­
ber datos o informes para cumplir la funeién liquidatoria, en
“  20 2—
cuyo caso el presupuesto de hecho de la declaracién sera ent^ 
rameute distinto del hecho imponible'* (22).
Por su parte, Luis Sânchez Serrano senala que "el suje­
to obligado a declarar no puede ser otro que un titular de un 
interés légitime en el procedimiento de liquidacién del tribu 
to. Lo que tienen en comén un contribuyente, un sustituto, un 
responsable o incluso un sujeto que ni siquiera llega a con- 
traer una obligacién tributaria material, pero que sin embargo 
debe prestar declaracién, es el estar interesados en el proc^ 
dimiento en el que se ha de decidir acerca de su obligacién al 
pago, de su responsabilidad, de su exencién o de su no sujedén" 
(23),
Por tanto, consistiendo la declarac ién-autoliquidac ién ^ 
una declaracién a través de la cual se pone en conocimiento de 
la Administracién tributaria la realizacién de un hecho impo­
nible y la autoliquidacién, practicada en ella en la declaracién 
el câlculo aritmético de la deuda tributaria, ademâs de los si% 
jetos pasivos del tribute, también pueden estar obligados a prj& 
sentar declaracién-autoliquidacién, los responsables y los su^ 
titutos,
Por otra parte, puede plantearse el tema de la transmis! 
bilidad del deber de autoliquidar; debido al caracter no per- 
sonallsimo de la obligacién tributaria y su naturaleza patri­
monial, ésta (la obligacién tributaria) no se extingue por el 
fallecimiento del deudor, sino que el heredero deberâ hacerse
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cargo de la deuda tributaria independientemente de su capaci­
dad contributiva salve que acepte la herencia a bénéficie de 
inventario y por supuesto que no acepte o répudié la herencia.
La legislaciôn positiva no establece expresamente la su 
cesién en el deber de autoliquidar. En cuanto al deber de de­
clarar, tampoco existe disposicién expresa ni un criterio unja 
nime sobre la transmisibilidad del deber de declarar. Asl, Luis 
Sânchez Serrano (24) considéra qeu siendo el deber de declarar 
auténomo, "el deber de declarar surge ex novo a cargo de los 
herederos, bien por requerimiento administrative, bien en vix 
tud de disposicién legal*(25).
En otro sentido. Antonio Martinez Lafuente senala que ^  
xisten "deberes de muy préxima conexién a las obligaciones tri^  
butarias que implican que la obligacién principal de satisfac^ 
cién de la deuda tributaria no pueda contemplarse desligada 
del previo deber de declarar; en efecto, la obligacién de pago 
del tribute per el sistema de autoliquidacién va unido al de­
ber de presenter previamente una declaracién tributaria" (26), 
"De esta declaracién -prosigue Martinez Lafuente- se hace re^ 
pensable el heredero, pese al carâcter personal que tiene la 
declaracién tributaria, con la importante consecuencia de te- 
ner que afrontar una posible comprobacién de la Administrée ién 
tributaria" (27). "Hay que entender -siempre segûn Martinez 
Lafuente- transmitida a los herederos la obligacién de presen 
tar la declaracién y satisfacer el impuesto correspondiente al
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ano anterior al fallecimiento del causante, si el ôbito aconte 
ce antes de que finalice el plazo de presentacién de la decla 
racién. Por supuesto si el causante cuœplio con su obligacién, 
ésta ya se ha extinguido y en consecuencia no se transmite. Pe 
ro si el causante fallecié sin presenter su declaracién, la 
obligacién se transmite a los herederos" (28). Asimismo, Mar^i 
nez Lafuente manifiesta que "los herederos, conocedores de las 
declaraciones tributarias presentadas en su dia por el causan 
te, pueden procéder a la presentacién de declaraciones comple 
mentarias, con las consecuencias atribuidas normalmente a éstas" 
(29).
b) Tiempo y lugar de presentacién de las declaraciones-au* 
toliquidaciones.
b.l.- Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de 
las Personas Fisicas. La declaracién por Impuesto sobre el 
trimonio, se presentarâ conjuntamente con la del Impuesto so­
bre la Renta.
En cuanto al lugar de presentacién de la declaracién tam 
bién se coordina con la correspondiente al Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Flsicas; sin embargo, el principio bâs^ 
co es el de presentacién en la Delegacién de Hacienda del te- 
rritorio en que se encuentra el domicilio fiscal (Orden Mini^
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terial 19.2)# Se considéra domicilio fiscal el de la residen- 
cia habituai del sujeto.
Los Diplomatie os y deinâs personal al eervicio del Estado, 
con domicilio en el extranjero que tributan excepcionalmente 
por obligacién personal, presentan la declaracién en la Delegja 
cién de Madrid.
Los sujetos por obligacién real la presentan en el mismo 
lugar en que presentan la del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas.
En el deber de declarar se incluye el de practicar la au 
toliquidacién, a la cual la Orden Ministerial denoinina "liquj^ 
dacién a cuenta".
Igualmente en el mismo acte de la declaracién se produce 
el ingreso que puede efectuarse en efectivo o por transferen- 
cia bancaria, giro postal tributario, cheque o talon de cuen­
ta corriente o a través de Bancos o Cajas de Ahorro (Orden MJ. 
nisterial, 21).
b.2.- Impuesto sobre la Renta de las Personas Flsicas. 
Las delcaraciones-liquidaciones deben presentarse en el 
plazo que media entre el 1 de mayo y el 20 de junio de cada 
ano, excepto las declaraciones con derecho a devolucién las 
cuales podrân presentarse hasta el 30 de junio.
—  20 6 —
El Ministerio de Economie y Hacienda puede anticiper o 
prorrogar los plazos por razones fundadas para cada ejercicio.
Excepcionalmente para el ano I986 el plazo de presenta­
cién para las declaraciones positivas se prorrogé hasta el 5 
de julio y para las declaraciones negatives hasta el 15 de ju 
lio.
Lugar de Presentacién*
En el caso de los sujetos pasivos por obligacién perso­
nal, deberân presenter su declaracién en la Delegacién de Ha­
cienda o Administracién Tributaria en cuya demarcacién terri­
torial tengan su domicilio o residencia habituai.
Cuando el ingreso del impuesto se realice a través de 
Bancos y Entidades colaboradoras, el justificante del mismo,la 
declaracién y los documentos acreditativos de los ingresos y 
gastos se entregaran en un sobre a la entidad en que se real_i 
za el ingreso para su remisién a la correspondiente Delegacién 
o Administracién de Hacienda.
Los contribuyentes sujetos por obligacién real present^ 
r&n su declaracién en la Delegacién de Hacienda en cuya demar 
cacién territorial radique la parte principal de los bienes o 
actividades. Cuando no sea posible deteminar tal extreme se 
presentarâ en la Delegacién de Hacienda o Administrée ién en que 
tenga el domicilio su représentante.
Cuando se trate de funcionarios espaholes residentes en
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el extranjero por raz6n de empleo, presentaran la declaracién 
en la Delegacién de Hacienda en cuya demarcacién tuvieran su 
residencia habituai antes de ocupar el cargo o empleo por el 
que residen en el extranjero.
Los contribuyentes estân obligados a ingresar el importe 
de su autoliquidacién, al tiempo de presenter su declaracién, 
sin embargo, pueden distribuir el pago en dos partes: el S0% 
en el momonto de presenter la declaracién y el kO% restante ha^ 
ta el 5 de noviembre de cada ano#
Para disfrutar de este bénéficié serâ necesario que la 
declaracién se présente dentro del plazo reglamentario, y que 
ambos pagos se efectuéen a través de Bancos o Cajas de Ahorros.
b.3#- Impuesto sobre Sociedades.
El plazo para la presentacién de la declaracién del impuBjS 
to sobre Sociedades es de veinticbco dlas natureles siguientes 
a la fecha en que sea aprobado legalmente el balance definitjL 
vo del ejercicio.
Si el balance no se aprudia en los seis meses siguientes 
al cierre del mismo, el plazo de presentacién de la declaracién 
finaliza el dia hâbil inmediato siguiente.
Las entidades sociales, al tiempo de practicar su declsi 
racién vienen obligadas a practicar la autoliquidacién del im
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puesto, que la terminologia legal denomina "liquidacién a euen 
ta", que ha de ingresar en el Tesoro Pûblico en el mismo acto 
de su presentacién.
De acuerdo con el articulo 27.1 del Reglamento General 
de Recaudacién la presentacién de las declaraciones liquidacijo 
nés y el ingreso del importe correspondiente que deban realizar 
se en las Cajas de la Direccién General del Tesoro y Politics 
Financière de las Delegaciones y Administraciones de Hacienda, 
pueden efectuarse en las entidades colaboradoras mediante trana 
ferencia bancaria o de Caja de Ahorros.
b.4.- Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Juridicos Documentados.
El plazo para presenter la declaracién-liquidacién e in 
gresar su importe es el de treinta dia hâbiles siguientes a la 
realizacién del hecho imponible, es decir, desde el dia del d^ 
vengo, segûn déclara el articulo 87 del Reglamento.
Para fijar el lugar de presentacién es necesario acudir 
a las reglas de competencia por razén del territorio estable- 
cidas en el articulo 69 del Reglamento: oficina de la circunn 
cripcién en que radique el domicilio social, para las operacin 
nés societarias, oficina del territorio en que radiquen los bie^  
nés para actos y documentos relativos a inmuebles; oficina en 
cuya circunscripcién radique el Registre Mercantil o de Hipot^
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ca Mobiliaria, cuando el acto se refiere a buques, aeronaves, 
hipoteca mobiliaria, o prenda sin desplazamiento; oficina del 
lugar del otorgamiento, cuando se trate de acto sujeto ûnica- 
mento a Actos Juridicos Documentados en que no procéda comprjo 
baciôn de valores; como regia subsidiaria en defect© de las an 
teriores, el lugar de otorgamiento del document© y, en su de- 
fecto, la oficina liquidadora de Madrid. En todo caso, el suje^  
to pasivo puede optar por presenter el documente en la Oficina 
de su domicilio fiscal o en la Delegacién de Hacienda si el 
torgamiento se ha reducido en la capitalidad de dicha Deleg^ 
ciôn.
Es ixecesario senalar que en la gestién de este impuesto 
participan tanto las Delegaciones de Hacienda como las Ofici­
na s Liquidadoras de Partido (30), por lo que el deslinde de 
competencias présenta aspectos especiales. Asimismo hay que 
indicar que el impuesto, en sus dos primeras modalidades, 30  ^
bre transmisiones patrimoniales y sobre operaciones societa_ 
rias, ha sido cedido a las Comunidades Auténomas mediante la 
Ley 30/1983 y en las respectives Leyes de cesién para cada Co^  
munidad; por tanto, la gestién se encuentra delegada a las re^ 
pectivas Comunidades. Solamente el Impuesto sobre Actos Juri­
dicos Documentados, el cual se recauda mediante efectos tim- 
brados, queda fuera de esta delegacién.
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b .5.- Impuesto sobre el Valor Anadido.
El perîodo de liquidacién del Impuesto sobre el Valor An^ 
dido coincide con el trimestre natural; las declarac iones-li­
quidée ione s correspondientes a cada period© de liquidacién d^ 
ben presentarse durante los veinte primeros dias naturales de 
los meses de abril, julio, octubre y enero de cada ano con r^ 
ferencia al trimestre inmediato anterior.
Ahora bien, el period© de liquidacién es mensuel y la d^
claracién-liqûidacién correspondiente debe presentarse duran­
te los veinte primeros dias del mes siguiente de cada période 
de liquidacién con referencia al mes anterior, cuando se trata
de sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones hubiese excedi
do durante el ano inmediato anterior de mil millones de pese­
tas y los autorizados a solictar la devolucién de los crédites 
a su favor existantes al final de cada periodo de liquidacién, 
conforme a lo dispuesto en los articules 84, numéro 3, y 85 del 
Reglamento.
Lugar de Presentacién.
Las declaraciones-liquidaciones han de presentarse en la 
Delegacién de Hacienda correspondiente al domicilio fiscal o, 
en su defect©, al lugar de residencia habituai, establéeimien 
to permanente o sede de la actividad econémica del sujeto pa­
sivo.
También pueden ser presentadas en las entidades colabor^ 
doras, es decir, en los Bancos y Cajas de Ahorros autorizadas.
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c•- F orma•
En términos générales y para todos los impuestos antes 
estudiados, podemos senalar que la declaraciôn-liquidaciôn r^ 
viste forma escrita; y se formalize en los modelos que deberâ 
aprobar al efecto el Ministerio de Hacienda.
Se plantea, por tanto, el problema de la obligatoriedad 
de la utilizacién de taies formularios.
El articulo 102,1 de la Ley General Tributaria considéra 
declaracién tributaria" todo document© por el que se manifie^ 
te o reconozca espontâneamente ante la Administracién tribut^ 
ria que se han dado o producido las circunstancias o elementos 
intégrantes, en su caso, de un hecho imponible", de donde se 
deduce que la utilizacién de los formularies oficiales, detejr 
minados reglamentariamente y facilitados por la Administracién, 
no es un requisite esencial de la declaracién.
En relacién con este articulo, el Seminario de Derecho 
Financier© de la Universidad de Madrid (31), afirma que "mâs 
que restringir el concept© de declaracién, el espiritu del pre^  
cepto consiste en ensancharlo, esto es, en no supeditar la pr^ 
duc cién de los efectos que normalmente derivan de la presentja 
cién de una declaracién a la circunstancia de que ésta reûna 
todas las exigencies formales". José Arias Velasco (32) consjL 
dera desmesurada la amplitud que literalmente se desprende del 
articulo 102 de la Ley General tributaria y entiende que "ha- 
bria sido preferible matizar dicho concept© aludiendo a la pejr 
sonalidad del déclarante y al element© intencional. Es decir,
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creemos que no constituye declaracién tributaria 'todo docu- 
mento por el que se manifieste o reconozca expontâneamente an 
te la Administracién tributaria que se han dado o producido las 
circunstancias o elementos intégrantes de un hecho imponible*, 
sino cuando dicha manifestacién o reconocimiento se hagan por 
el*propin sujeto pasivo o su représentante legal o voluntario 
y, con la finalidad de que surtan efectos en relacién con los 
tributos de que se trate.".
Por su parte Luis Sânchez Serrano (33) opina que "tal am 
plitud de criterio de la Ley General Tributaria de atribuir la 
condicién y, por lo tanto, los efectos de declaracién tributs, 
ria a cualquier documente con el contenido indicado, prescindieri 
do de sus caracterîsticas formales, responds, obviaraente, a la 
intencién de que la ausencia de algûn requisite formai -achaca^ 
ble al particular déclarante- no pueda paralizar o constituir 
un obstâculo a la actividad gestora de la Administracién".
Ahora bién, la utilizacién de los modelos de formularios 
suelen prescribirse como obligatoria por las normas reglament^ 
rias que los establecen, no obstante no se prevé sancién para 
el supuesto de no utilizacién de los mismos.
3 Incumplimiento del deber de autoliquidar.
Tal como hemos senalado con anterioridad, la declaracién 
-liquidacién comprends la declaracién, las operaciones de cuan
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tificacién de la deuda tributaria realizada por el propio su 
to pasivo, o sea, la autoliquidacién y el ingreso a cuenta que 
normalmente lleva aparejado; ahora bién, debemos preguntarnos 
por las consecuencias que se derivan del incumpl imiento del djs 
ber de autoliquidar.
a) Infracciones tributarias.
En el Boletln Oficial del Estado del dia 2? de abril de 
1985 aparecié publicada la Ley IO/I985 de 26 de abril, de mo- 
dificacién parcial de la Ley General Tributaria, esta reforma
afecta al contenido de varios preceptos de la Ley, sin embargo 
fundamentalmente se dirige al establecimiento de un nuevo si^ 
tema legal de infracciones y sanciones tributarias.
Desde liace varios anos se senalaba la falta de adecuacién 
de la Ley General Tributaria de I963 a la realidad actual dado 
los acontecimientos econémicos, sociales y juridicos que han 
ocurrido en Espana desde aquella fecha; con el propésito de 
reformar el régimen juridico de las infracciones y sanciones 
tributarias fueron elaborados los siguientes proyectos; en 1976 
el proyecto de disciplina contable y represién del fraude fi^ 
cal, remitido al Parlamente; en I98I se envia al Parlamente un 
proyecto de ley sancionadora, y en 1984 se redacta el proyecto 
de Ley de Represién del Fraude Fiscal que dié lugar a la Ley
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10/1985, de 26 de abril, tras su adaptaciôn a la sistemâtica 
de la Ley General Tributaria llevada a cabo en el Congreso de 
los Diputados (34)*
Las razones aducidas para la reforma de los articules 77 
y siguientes de la Ley General Tributaria, que se refieren a 
las infracciones y sanciones tributarias, consisten en la in- 
suficiencia de esta Ley en relacién con el régimen sustentive 
de los tributos y con el esquema procedimental por el que se 
rigen*
En cuanto al sistema de autoliquidacién, la Ley General 
Tributaria de I963 no contemplaba el defectuoso ingreso de la 
deuda tributaria precedents de una autoliquidacién sino ûnicja 
mente la infraccién relacionada con la utilizacién de efectos 
timbrados (35)» Hasta fecha reciente (36) fueron regulados los 
aspectos impugnatorios del procedimiento de autoliquidacién, 
del cual no existe una regulacién juridica compléta, incidien 
do en sus consecuencias sancionadoras*
La reforma de I985 de la Ley General Tributaria modifi­
es todo el Capitule VI del Tltulo II, denominândolo ahora "In 
fracciones y Sanciones tributarias" y suprime las dos seccio- 
nes en que antes estaba dividido* Las très clases de infracci^ 
nés que contempla la Ley de I963, simples infracciones, de omd. 
sién y de defraudacién (37), son sustituidas por dos clases 
esenciales de infracciones, simples y graves, y se compléta con 
la sancién penal de ciertas eonductas consideradas especialmen 
te graves#
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ü#l#- Aptes de la Reforma* Alfonso Gota Losada (38) en 
su monumental obra "Tratado del Impuesto sobre la Renta" con­
sidéra que el establecimiento del deber de autoliquidar en el 
Impuesto General sobre la Renta de las Personas Flsicas cons­
tituye "una obligacién mâs a cargo del sujeto pasivo, es decir, 
una ampliacién del contenido del articulo 35 de la Ley General 
Tributaria" y la falta o inexactitud de la autoliquidacién, saJL 
vo en el caso de error aritmético, constituirla una simple in 
fraccién en aplicacién del articulo 78,b) de la Ley General TrJ. 
butaria»
Por su parte. Luis Sânchez Serrano en su monografla "La 
declaracién tributaria" distingue la declaracién tributaria de 
otras prestaciones complementarias de la misma como ser la au 
toliquidacién (39) y también distingue entre las infraccin
nés relatives al deber de declarar y las referentes a los de^e 
res de autoliquidar (4o)*
Sânchez Serrano considéra que la falta de autoliquidacién 
o su inexactitud sélo constituirla infraccién de omisién o de 
defraudacién en los casos también llamados de "autoliquidacién" 
a efectos del pago por inutilizacién de efectos timbrados (4l)* 
En los demâs casés, o sea, en los de declaraciones-autoliquida 
das, la falta de autoliquidacién o su inexactitud sélo llega- 
rîa a constituir simple infraccién si asl se establecia en las 
leyes o reglamentos de cada tribnto (42)* Como ejemplo mâs c^ 
racteristico de los casos que pueden prestarse a confusién, 
sânchez Serrano distingue entre la omisién o falseamiento de un
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dato necesario para calcular la base imponible (tratandose en 
este caso de una declaracién falsa o inexacta) y el calculo 
inexacto de dicha base (en cuyo caso se trataria de una auto­
liquidacién inexacta)*
Con respecto a las infracciones tributarias por incumplJL
miento del deber de declarar la Ley General Tributaria en su
redaccién de I963 disponla:
Articulo 78* "Constituyen simples infracciones;a) La 
presentacién fuera de plazo de las declaraciones ex_i 
gidas en aplicacién del articulo 35 de esta Ley, si 
no hubiere raediado requerimiento de la Administracién"*
Articulo 79# "Constituyen infracciones tributarias 
de omisién (43): a ) Las acciones u omisiones que tien 
dan a ocultar a la Administracién, total o parcial- 
raente, la realizacién del hecho imponible o el exac^  
to valor de las bases liquidables mediante: lû. La 
falta de presentacién de las declaraciones tributa­
rias a que se refiere el articulo 102"*
sânchez Serrano (44) considéra que la no presentacién o 
la presentacién fuera del plazo establecido mediante el requji 
rimiento de las declaraciones a que se refiere el articulo 78 
a) de la Ley General Tributaria, o sea, las no "espontâneas" 
o provocadas , "efecttuadas en cumplimiento de requerimientosreja 
lizados en el curso de procedimientos de gestién ya iniciados 
y tendentes a la obtencién por la Administracién de datos con 
cretos y determinados", sélo llegarla a constituir una simple 
infraccién en virtud del articulo 78, e) de la misma Ley Gtae- 
ral Tributaria, ya que este precepto tipiflcaba como simples 
infracciones "el incumplimiento de los deberes establecidos en 
los artlculos***104*•* de la presents Ley" (45)* Mientras que 
las declaraciones a que se refiere el articulo 79, a) de la
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Ley General Tributaria y cuya falta de presentacién constituye 
infraccién de omisién, son "las efectuadas -segûn expresién 
del articulo 102 de las misma Ley General Tributaria-*espont^ 
neamente' o sea, las iniciales o déterminantes de la iniciacién 
del procedimiento de gestién"#
También constitulan infracciones de omisién (46) segûn 
el articulo 79,a) 20 de la Ley General Tributaria: "Las acci^ 
nés u omisiones que tiendan a ocultar a la Administracién, t^ 
tal o parcialmente, la realizacién del hecho imponible o el exac^ 
to valor de las bases liquidables, mediante;.** 20. La presen 
tacién de declaraciones falsas o inexactes que no sean conse­
cuencia de errores aritméticos•"
En cuanto a la falsedad, Luis Sânchez Serrano senala que, 
para que la misma fuese constitutive de infraccién de omisién, 
debla referirse "a los datos propios y especificos de la decla, 
racién y no a los de las comunicaciones de(htos o a las auto­
liquidaciones que puedan compléter aquélla". Asimismo senala 
que dentro de los datos pertenecientes al contenido propio de 
la declaracién, sélo la ocultacién o el falseamiento de datos 
de hecho »y no de los de derecho- como susceptible de consti­
tuir infraccién de omisién ;Hya que la falsedad en la califi- 
cacién juridica de los hechos o la aplicacién indebida de nor 
mas légales de valoracién, por no ser eonductas suceptibles de 
por si para produc ir la ocultacién del hecho imponible o de la 
cuantia de la obligacién tributaria material- ya que la Admi­
nistracién podrâ en todo caso efectuar la debida calificacién
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jurldica de los hechos o la correcta aplicaci6n de las normas 
legales de valoraciôn-, no podr&n constituir infracciôn algu- 
na, ni siquiera simples infracciones, per no estar tipificadas 
como tales’* (4?)#
Eduardo Fernàndez L6pez (48) ha realizado un estudlo de 
la casuistica en torno al incumplimiento per parte del contrJL 
buyente de su deber de autoliquidar, considerando también su 
deber de declarer y su obligaciôn de ingresar el importe resul 
tante de su autoliquidaciôn*
Para Fernandez Lopez caben las siguientes hipôtesis:
A*) Que no se présente declaraciôn-liquidaciôn y por tan 
to que tampoco se efectûe ingreso alguno* En este caso la Ina 
pecciôn levantaria, en su dia, la correspondiente acta con las 
sanciones procédantes y, la liquidaci&n derivada del acta de 
Inspecciôn deberla llevar recargo de prôrroga#Férhandez Lôpez 
considéra que este recargo de pr6rroga (49) séria compatible:
a) con la sanci6n por infracciôn simple, de omisiôn o de defrau 
dacî6n, aplicables por la falta de presentaci6n de la déclara 
cl6n o si concurriera alguna de las circunstancias previstas 
en el articule ?8 de la Ley General Tributaria. Asimismo setm 
la que el articule 86 de la Ley General Tributaria déclara com 
patibles las sanciones con los recargosaplicables por demora o 
aplazamiento (50)# b) Con los intereses de demora que se liuqi 
dan en los expedientes de omisiôn y de defraudacl6n, pues es­
tes constituyen la compensaciôn al Tesoro por el retraso en el 
ingreso.
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Ahora bîén, Femândcz Lôpez nos advierte que en la pr&c 
tica, en los expedientes de Inspecciôn no se liquida recargo 
do prôrroga.
B*) Quo ae présenta y se ingreso la declaraciôn liquida 
ciôn fuera de plazo. En este caso, siempre siguiendo al mismo 
autor, el contribuyente deberla incorporer a su autoliquidaciôn 
el recargo de prôrroga y de no hacerlo la Administraciôn prajc 
ticarla una liquidaciôn de oficio (51)* ademôa del recargo de 
prôrroga deberîan exigirse intereses de demora y procederîa, 
asimismo, imponer sanciôn por infracciôn simple, por present^ 
ciôn de la declaraciôn fuera de plazo. Este autor considéra que, 
en este caso, el recargo de prôrroga sancionaria la no realizja 
ciôn del ingreso dentro de plazo y los intereses de demora corn 
pensarlan al Tesoro por el retraso en la realizaciôn del ingr^ 
so ,
C*) Que se présente declaraciôn sin liquidar o que estan 
do autoliquidada no se efectûa ningdn ingreso, Fernandez Lopez 
(52) senala que "es criterio del Ministerio de Hacienda que 
cuando las oficinas gestoras de los tributos reciban déclarai 
clones de los sujetos pasivos que segûn lo establecido deban 
ser autoliquidadas sin que su importe baya sido ingresado si- 
multâneamente conforme dispone el articule 20,6 del Reglamento 
de Recaudaciôn (53)» la Administraciôn, transcurrido el plazo 
establecido para la presentaciôn de la declaraciôn-liquidaciôn 
procédera seguidamente a notificar al contribuyente la liqui­
daciôn con el recargo de prôrroga pertinente", (54), FemAndez
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Lopez considéra correcte liquidar, en este caso, recargo de 
prôrroga, al objeto de sancionar el incumplimiento de la obl^ 
gaciôn de efectuar el ingreso simultâneamente a la presentaciôn 
de la declaraciôn* También senala que si la declaraciôn se prje 
sentô fuera de plazo deberlan liquidarse, ademAs, intereses de 
demora#
D*) Se présenta la declaraciôn-liquidaciôn dentro de pl^ 
zo pero se ingresa un importe menor del que résulta de la auto^ 
liquidaciôn. En este caso, senala FernAndez Lôpez, se practi- 
caria por la oficina gestora la liquidaciôn complementaria co^  
rrespondiente incluyendo en ella el recargo de prôrroga sobre 
la cantidad dejada de ingresar* Esto mismo deberla realizarse 
en caso de que se presentara la declaraciôn-liquidaciôn fuera 
de plazo y un ingreso parcial. Debiendo, ademAs, liquidar recar 
go de prôrroga sobre la parte de la deuda ingresada e imponer 
sanciôn por infracciôn simple# Tambien sostiene este autor que 
deberlan exigirse intereses de demora, tanto sobre la cantidad 
ingresada como sobre la no ingresada pues ambas se ingresan 
con retraso#
£') Si la autoliquidaciôn contiens errores de hecho o de 
derecho resultando la deuda tributaria inferior a la que correc^ 
tamente se deduzca de los dates de la declaraciôn: a) Cuando 
la declaraciôn-liquidaciôn se présenta dentro de plazo, proce 
deria que la Administraciôn rectificara los errores de la au­
toliquidaciôn, bien mediante una liquidaciôn provisional si es 
posible o bien en la liquidaciôn definitive que se practicara
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tras la incoaciôn de un acte de rectificaciôn. En este supues 
to Fernândez Lôpez considéra que debe sancionarse la falta o 
insuficiencia del ingreso por error en la autoliquidaciôn con 
el recargo de prôrroga sobre la liquidaciôn complementaria que 
se practicara por la Administraciôn; b) Cuando la declaraciôn 
-liquidaciôn se présenta fuera de plazo, FernAndez Lôpez sos­
tiene que deberla pagarse recargo de prôrroga tanto por la deu 
da tributaria ingresada por autoliquidaciôn como por la que re 
suite de la liquidaciôn practicada por la Administraciôn para 
rectificar los errores que aquôlla contuviera, asimismo deberîan 
liquidarse intereses de demora por ambas cantidades por haber 
se ingresado fuera de plazo# AdemAs, posigue FernAndez Lôpez 
procederîa imponer sanciôn por infracciôn simple al haber pr^ 
sentado la declaraciôn fuera de plazo#
a#2#- Despûes de la Reforma. El articule ?8 de la Ley 
neral Tributaria en su nueva redacciôn dispone que: "1. Cons­
tituyen infracciones simples el incumplimiento de obligaciones o 
deberes tributaries exigidos a cualquier persona, sea o no su 
jeto pasivo, por razôn de la gestiôn de los tributos y cuando 
no constituyan infracciones graves#"•
Este articule ofrece una definiciôn de infracciôn simple 
que no existla en la redacciôn anterior (55) • La caracterlsti 
ca bâsica de las infracciones simples es ci incumplimiento de 
obligaciones o deberes tributaries; los deberes tributaries eu
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yo iuvuiupliuiicnto cozistituye infracciôn simple, responden a la 
sigiiiente clasificaciôn: deberes de declarar, deberes contables
y deberes de colaboraciôn.
El articule 83 de la Ley General Tributaria délimita aJL 
guna de las conductas que pueden calificarse como infracciôn 
simple al determiner las sanciones aplicables a las infracclo 
nés simples. Segûn la sistemâtica seguida por este artlculo 
las infracciones simples pueden agruparse en: infracciones coii 
tables y registrales,incumplimiento de los deberes de colabo­
raciôn y obstrucciôn de la labor inspectors.
El artlculo 79 de la Ley General Tributaria dispone que 
"Constituyen infracciones graves las siguientes conductas: a) 
Dejar de ingresar, dentro de los plazos reglamentariamente s^ 
nalados, la totalidad o parte de la deuda tributaria, de los 
pagos a cuenta o fraceionados, asl como de las cantidades, re 
tenidas o que hubieren debido retener".
Por tanto, la conducts consistante en dejar de ingresar 
la totalidad o parte de la deuda tributria que el contribuyen 
te détermina en el procedimiento de autoliquidaciôn dentro de 
los plazos reglamentarios, constituye infracciôn grave.
Ahora bien, es necesario senalar que para que exista in 
fracciôn grave es necesario que el ingreso se produzca a reque 
rimiento de la Administraciôn; si el ingreso se realize fuera 
de plazo, pero voluntariamente no constituye infracciôn tribu 
taria grave (56).
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Asi se desprende del articule 61*2 de la Ley General Tr_i 
butaria, segûn el cual: "Los ingresos realizados fuera de pl^
zo sin requerimiento previo, comportaran , asimismo, el abono 
de interés de demora, s in perjuicio de las sanciones que pudie^ 
ran ser exigibles por las infracciones cometidas".
En este sentido la Circular de la Direcciûn General de 
Inspecciôn Financiers y Tributaria de 13 de mayo de I985 ha 
dispuesto: "De acuerdo con el apartado segundo del nuevo art^ 
culo 61 de la Ley General Tributaria, si el sujeto pasivo o rje 
tenedor efectûa el ingreso de cuotas tributaries fuera del pla^  
zo reglamentariamente sehalado, sin requerimiento previo, le 
serân exigibles los correspondientes intereses de demora# No 
existirâ entonces infracciôn tributaria grave, pero la Inspe­
cciôn comprobarâ la existencia de posibles infracciones simples 
para promover expedientes encaminados a la imposiciôn de las 
correspondientes sanciones. En particular, se reputara infra>- 
ciôn tributaria simple el retraso en la presentaciôn de las d^ 
claraciones que se exijan para cada tribute"(57)•
Por consiguiente, los ingresos que se producen con pos- 
terioridad a la actuaciôn de la Administraciôn dirigida a ob- 
tener una deuda tributaria no ingresada son sancionables como 
infracciones graves; por el contrario, los ingresos que se pro^  
ducen voluntariamente con anterioridad al requerimiento de la 
Administraciôn no son sancionables sino que se les aplica in 
tereses de demora, pero sin otro recargo#
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b ) Recargo de prôrroga e intereses de demora.
El articule 126.2 de la Ley General Tributaria dispone 
que la recaudaciôn de los tributos pueden realizarse: "a) En 
période voluntario; y b) Por via de apremio.**Asimismo, el ar­
ticule 4.1 del Reglamento General de Recaudaciôn distingue en 
très dos périodes de pago: el période voluntario y el period© 
de apremio,Fernando Pérez Royo senala que se trata de dos diji 
tintos procedimientos de cobro: "el cobro a través del page es 
pontâneo por parte del deudor y el cobro a través de un proc^ 
dimiento de ejecuciôn forzosa" (58).
El periodo de ingreso voluntario comprends tanto el pl^ 
zo ordinario de pago, que es durante el cual el sujeto pasivo 
esté obligado a pagar la deuda tributaria sin que la Adminis­
traciôn pueda exigirsela ejecutivamente, como el plazo de pr^ 
rroga, durante el cual el sujeto pasivo puede pagar sin apremio 
aunque soportando el recargo correspondiente (59)# Si el suj^ 
to pasivo no satisface el importe de su deuda en el periodo de 
ingreso voluntario, ya sea en el plazo ordinario o en el de 
prôrroga, la Administraciôn tiene la facultad de exigir la efejc 
tividad de su derecho de crédite por la via de apremio.
De acuerdo con el articule 6l*l de la Ley General Tribu 
taria "El pago deberâ hacerse dentro de los plazos que deter­
mine el Reglamento General de Recaudaciôn". El Reglamento Ge­
neral de Recaudaciôn détermina el tiempo de pago en periodo vo 
luntario en el articule 20 y, el plazo de prôrroga en el artJL 
culo 92, modificados por el Real Décrété 338/1985» de 15 de mar 
zo.
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Por lo que respecta a las deudas procedentes de déclara 
ciôn-liquidaciôn, el articule 20.4 del Reglamento dispone; "Las 
deudas liquidadas por el propio sujeto pasivo deberan satisfy 
cerse en las fechas o plazos que sehalan las normas regulado- 
ras de cada tribute", relacionado con el articule 73*l*c.) que 
establece el tiempo de iniciaciôn del cômputo de dicho plazo: 
"Tratândose de declaraciones-liquidaciones, en la fecha de c^ 
mienzo del plazo reglamentario para su presentaciôn" (60).
El articule 91 del Reglamento General de Recaudaciôn, nw
dificado también por el Real Décrété 338/1985» de 15 de marzo, 
otorga el bénéficie del plazo de prôrroga sujeto al recargo co^  
rrespondiente a aquéllas deudas que deban satisfacerse median 
te efectos timbrados y a las deudas liquidadas por el propio 
sujeto pasivo cuando éstas no se hubieran satisfecho en los pl_a 
zos senalados en el articule 20 del mismo Reglamento.
Ahora biên, la Ley IO/I985 de 26 de abril, de mo&ficaciôn 
parcial de la Ley General Tributaria, prevé en el apartado dos 
del articule 6I, el devengo del interés de demora de los ingrje 
S O S  realizados fuera de plazo sin requerimiento previo, o sea, 
que por el cumplimiento del plazo para realizar el pago es exf 
gible el interés de demora#
Por tanto, surge el problems de si es compatible el intje 
rés de demora con el recargo de prôrroga#
A juicio de Manuel Gonzalez Sânchez, el interés de denm 
ra deberâ exigirse una vez transcurrido el periodo voluntario
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en el cual se comprende el période de prôrroga, "no solo por- 
que este encaja major en el periodo voluntario que en la via 
de apremios, sino también porque exigir interés de demora y r^ 
cargo de prôrroga es excesivo y no existe un fundaraento n o m m  
tivo leg#l y reglamentariamente claro para ello" (6l).
Antonio Martinez Lafuente, por su parte, opina que el 
periodo y recargo de prôrroga para las deudas tributaries que 
debe autoliquidar el contribuyente ha desaparecido en la nueva 
Ley General Tributaria (62), subsistiendo dicho recargo para 
las deudas contraidas previamente y liquidadas por la Adminis 
traciôn tributaria. Sostiene Martinez Lafuente que a los ingrje 
S O S  tardios producidos voluntariamente sin requerimiento de la 
Administraciôn se les aplica los intereses de demora sin otro 
aditamento o recargo* El periodo de prôrroga -senala este au­
tor- "serâ todo el que discurra entre el final del estableci­
do para el ingreso y el dia en que éste se produzca, exigién- 
dose como contraprestqciôn el interés de demora" (63).
En otro sentido, Amelia-Paz Gonzalez Méndez sostiene que 
"el sujeto pasivo que satisface su deuda en el plazo de prôrr^ 
ga, esta pagando en plazo" puesto que cl vencimiento de la obl^ 
gaciôn tributaria se produce el ûltimo dia del periodo voluntja 
rio de ingreso que es, al mismo tiempo, el ûltimo del plazo de 
prôrroga que establece la normative aplicable para el cumplimien 
to sin que procéda la via de apremio. Si el sujeto pasivo paga 
una deuda aûn no vencida -sostiene GonzAlez Méndez- no incurre 
en mora, por tanto no se le puede exigir interés de demora* Por
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otra parte, considéra excesivo que el cumplimiento en periodo 
de prôrroga de lugar a la imposiciôn del recargo de prôrroga y 
a la de intereses de demora. Termina sehalando la autora que 
el abono del interés de demora "postulado por los nuevos parr^a 
fos del articule 6l de la Ley General Tributaria ha de referir 
se asi, desde nuestro punto de vista, a las deudas incursas en 
el procedimiento de apremio" (64)*
En efecto, creemos que exigir interés de demora y recar
go de prôrroga dentro del periodo de prôrroga parece excesivo 
siendo lo mâs lôgico que el interés de demora no se devengue 
hasta no transcurrir el periodo de prôrroga, es decir, que la 
deuda tributaria debe incrementarse con el interés de demora 
y no con el recargo de prôrroga.
Por otra parte, es la Ley General Tributaria la que ex^ 
ge el interés de demora que procédé satisfacer desde el venci
iniento del plazo de ingreso, mientras que el recargo de prôrro
ga no se encuentra configurado en dicha Ley sino en el Reglamen 
to General de Recaudaciôn.
Por tanto entendemos que el problems debe resolverse en 
el sentido indicado por Gonzalez SAnchez y Martinez Lafuente, 
o sea, que a los ingresos realizados fuera de plazo sin requa 
rimiento previo de la Administraciôn, se les aplicaran intere 
ses de demora sin recargo.
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B.- LA AUTOLIQUIDACION COMO ACTO.
La declaraciôn-liquidaciôn o autoliquidaciôn es un acto 
emitido por el déclarante que va dirigido a la Administraciôn 
tributaria con el fin de agilizar los ingresos tributaries y 
facilitar el procedimiento administrative de gestiôn.
Se trata de un acto del particular regulado por el Dere 
cho tributaria y un acto de colaboraciôn irapuesto por las nojr 
mas juridicas.
1.- Contenido de la declaraciôn-liquidaciôn.
El profesor Sâinz de Bujanda senala que la declaraciôn- 
liquidaciôn contiene no sôlo "una manifestaciôn o reconocimien 
to de los dates indispensables para que la Administraciôn liquf 
de el tribute, sino también los elementos de cuantificaciôn 
de la deuda y el senalainiento del importe de esta ultima" (65).
La autoliquidaciôn como acto del particular regulado por 
el Derecho tributario (66) contiene un mensaje en el cual se 
puede distinguir una serie de datos que constituyen una autén 
tica manifestaciôn de conocimiento y también se puede distin­
guir una manifestaciôn de voluntad.
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a) Datos que constituyen una manifestaciôn de conocimiento»
La declaraciôn-liquidaciôn contiene una manifestaciôn de 
conocimiento o de ciencia (6?) de determinados datos que la 
ministraciôn financiers précisa conocer para poder realizar la 
liquidaciôn del impuesto.
El contenido de esta manif estaciôn de conocimiento es bajs 
tante complejo, estando constituido fundamentalmente por una 
serie de datos que se refieren;
a.l.) A los elementos del hecho imponible (68). El prof_e 
soa sâinz de Bujanda define el hecho imponible como "el hecho, 
hipotéticamente previsto en la norma, que genera, al realizar 
se, la obligaciôn tributaria" (69)#
La Ley General Tributaria al définir en su artlculo 102.1, 
la declaraciôn tributaria como "todo documento por el que se 
manifieste o reconozca espontâneamente ante la Administréeiôn 
tributaria que se han dado o producido las circunstancias o e- 
lementos intégrantes, en su caso, de un hecho imponible "se r^ 
fiere al contenido de la manifestaciôn de conocimiento.
Las dispcsLciones normatives y reglamentarias al senalar 
el contenido de la declaraciôn-liquidaciôn de cada impuesto sjo 
metido a este procedimiento suelen aludir al hecho imponible 
o alguno de sus elementos. Asl:
- En el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio, el 
hecho imponible lo constituye "la propiedad en toda clase de 
bienes y la titularidad de derechos de contenido econômico a-
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tribuible al sujeto pasivo, conforme a los preceptos de esta 
Ley en el momento de devengo" (artlculo 2 de la Ley de Medidas 
Urgentes de Reforma Fiscal de 1977); los elementos del hecho 
imponible son: el patrimonio neto como objeto de gravamen, el 
sujeto pasivo y el concepto de devengo, VeAse ademAs, articu­
les 4,5 ,6,8 de la Ley y, Orden Ministerial de l4 de enero de 
1978, disposiciones 2,3,8,9,10,14.
- En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, 
el artlculo 3 de la Ley senala como hecho imponible del impuesto 
"la obtenciôn de la renta por el sujeto pasivo", definiciôn que 
se compléta con la descripciôn de los elementos productores de 
renta o de las fuentes de la misma, Véase articules, 3,14,15, 
16,17,18,20 y Disposiciôn Final la de la Ley; Articules 5 a 12 
del Reglamento.
* En el Impuesto sobre Sociedades, el artlculo 3 de la 
Ley dispone que "la obtenciôn de la renta por el sujeto pasi­
vo" constituye el hecho imponible; de la lectura de los artl- 
culos 3,21 y 22 de la Ley, y de los artlculos 4 a 12, 88 y I70 
del Reglamento se desprenden los siguientes elementos del he­
cho imponible; renta, sujeto pasivo, obtenciôn y periodo ira- 
positivo-devengo.
« El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Ac- 
tos Jurldicos Documentados se compone de très impuestos diferen 
tes, cada uno de los cuales tiene un hecho imponible genérico:
a) Transmisiones patrimoniales onerosas, en este impuesto se 
comprenden varios supuestos; genêricamente podemos senalar que
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el hecho imponible lo constituye el desplazamiento de un bien 
o derecho desde un patrimonio a otro, VeAse los articulos 7,8, 
9,10,11,12,14,16,17* Disposiciôn Transitoria 3^ del Texto Re­
fund i do y articulos 7,8,10, del Reglamento; b) operaciones 
Societarias, el hecho imponible es la operaciôn social como ser: 
constitue iôn de sociedad, aumento de capital, fus iôn, transf of 
maciôn de sociedades, reducciô» de capital, y Disoluciôn, Tex 
to Refundido Articulos 19, 23, 24, 25, 26, 52, Disposiciôn tran 
sitoria 3®* Reglamento, articulos 25, 30, 31, 32, 33, 36, 37,
64, c). Actos Jurldicos Documentados, estAn sujetos al impue^ 
to los documentos notariales, documentes mercantiles, documen 
tos administratives y judiciales, son gravAmenes de carActer 
documentai o de registre , Texto Refundido, articules 28 a 47 
y Reglamento, articulos 39 a 58*
- En el Impuesto sobre el Valor Ahadido estAn sujetas las 
entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas por 
empresarios o profesionales a titulo oneroso con carActer habi 
tuai u ocasional, en el desarrollo de su actividad empresarial 
o profesional. Articule 3^ de la Ley y4 Q del Reglamento.
a#2. A las circunstancias déterminantes de la aplicaciôn 
de exenciones u otras têcnicas de desgravaciôn, taies como d^ 
ducciones (por ejemplo en el Impuesto sobre la Renta de las Per^  
sonas Fisicas: deducciones générales, familiares, por gastos 
personalesX reduceiones o bonificaciones.
a.3# A las circunstancias que determinen la elecciôn de
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uno o mâs entre los varios tipos impositivos previstos por la 
norma.
a.4# A las circunstancias que se manifiestan a fin de f^ 
cilitar a la Administraciôn financiera las tareas de comprobja 
ciôn de los datos anteriores que prop iamente constituyen el con 
tenido de la declaraciôn.
Al respecto, Luis Sânchez Serrano advierte que "en deff 
nitiva se trata siempre, bien de datos que puedan determinar- 
directa o indirectamente- el "an"o el * quantum' de la obliga­
ciôn tributaria material a través de la oportuna actividad a^ 
ministrativa de liquidaciôn a efectuar en base a taies datos% 
bien de otros que puedan servir a la Administraciôn para corn, 
probar, en base a presunciones "hominis", la veracidad o certje 
za de los anteriores" (70).
Generalmente la doctrine admite que la declaraciôn tri­
butaria puede contener datos tanto de hecho como de derecho
(7l)^aunque no siempre estân de acuerdo los autores en cuales 
son cuestiones de hecho y cuestiones de derecho.
Sanchez Serrano denomina "cuestiones de derecho", las ra 
ferentes a "la calificaciôn juridica de los hechos y a la aplf 
caciôn de normas legales o reglamentarias de valoraciôn", re- 
servando la denominaciôn de "cuestiones de hecho" solamente a 
"la simple constataciôn de la existeida del supuesto, a su vja 
loraciôn cuantitativa- cuando ésta no dependa de la aplicaciôn 
de normas legales o reglamentarias- y, a lo mâs, a lo que po-
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drîamos designer su 'representaciôn*, cuando ésta se efectûe 
en base a una calificaciôn o valoraciôn jurldica, es decir, 
utilizando conceptos no jurldicos; Toda representaciôn o ca­
lificaciôn con referencia directs a algunos de los elementos 
del hecho imponible o de otros supuestos legales mediante un 
concepto definido por la norma -o por elaboraciôn doctrinal 
o jurisprudencial- debe considerarse cuestiôn de derecho" (72)
b) Manifestaciôn de voluntad,
Ademâs de los datos que hemos indicado y que constituyen 
una manifestaciôn de conocimiento la declaraciôn-liquidaciôn 
contiene también una manifestaciôn de voluntad,
Esto ocurre, por definiciôn, en todas las declaraciones 
-liquidaciones ya que en todas ellas "el déclarante manifie^ 
ta su voluntad de que se tenga o considéré en una determinada 
cuantla su obligaciôn tributaria material y de cumplirla en 
dicha cuantla", (73)#
Para Dino Jarach (74) "en los impuestos que requieren 
siempre la determinaciôn administrâtiva, la declaraciôn es sjô 
lo una declaraciôn de saber, aunque involucre juicios de ca­
rActer juridico| en los impuestos en que la determinaciôn aji 
ministrativa es sôlo eventual, para rectificar las declaracijo 
nés tributaries o suplir su falta, la declaraciôn es también 
manifestaciôn de voluntad. La manifestaciôn de voluntad del 
ôrgano estatal es requerida sôlo supletorlamente"•
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En el mismo sentido Joaquin Gutiérrez del Alamo senala 
que las operaciones liquidatorias a cargo del sujeto pasivo 
suponen sueesivamente: a) que el interesado se reconoce suj^ 
to pasivo previa cualificaciôn como imponible de determinado 
hecho; b) como consecuencia de este reconocimiento y de la 
obligaciôn que la Ley reguladora del tribute correspondiente 
le impone realiza por si mismo la cuantificaciôn de la deuda 
tributaria y aun su ingreso en el Tesoro" (75)#
2#- Efectos de la autoliquidaciôn en el procedimiento de 
gestiôn,
A juicio del profesor Martin Delgado son efectos de la 
autoliquidaciôn; (76)
a) La iniciaciôn del procedimiento de gestiôn, Sin embar 
go, hay que advertir que este efecto no es propio de la autjo 
liquidaciôn en si, sino de la declaraciôn a la que acompana, 
Prueba de ello es que el impulse inicial del procedimiento se 
producirla igualmente si el déclarante incumpliese su obliga^ 
ciôn de autoliquidar#
Por otra parte, Martin Delgado observa que la iniciaciôn 
del procedimiento tiene lugar, no ya con la declaraciôn y au 
toliquidaciôn Integra del total hecho imponible, sino "desde 
que se produce la primera autoliquidaciôn, es decir, desde que 
se déclara que se ha producido cualquier elemento de un hecho 
imponible mâs complejo -ya sea eu témlnos cualitativos, cuaa
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titativo* o temporales- sc cuantifica el hecho correspondiez 
te y se realiza el ingreso".
b) La presentaciôn de la declaraciôn-autoliquidaciôn sju 
pone la vinculaciôn del sujeto pasivo a un conjunto de mani- 
festaciones de voluntad que implican las operaciones de liqul. 
daciôn de las deudas tributaries.
Aparté de que el contribuyente se reconoce como sujeto 
pasivo de un determinado tributo, calificando como imponible 
un determinado hecho (77), la autoliquidaciôn "obliga al con 
tribuyente a pronunciarse respecto de determinadas opciones 
tributaries à las que posteriormente va a sentirse vinculado" 
(78).
c) La determinaciôn del importe de la deuda tributaria 
que el contribuyente tiene con la Administraciôn por el co­
rrespondiente ingreso a cuenta,
Martin Delgado considéra que este es el efecto tipico de 
la autoliquidaciôn "pues no debe olvidarse su origen recaud^ 
torio",
d) Por ûltimo, la autoliquidaciôn abre el plazo para com 
putar los tôrminos del derecho del contribuyente a instar a 
la Administraciôn la confirmaciôn o no de su autoliquidaciôn.
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3.- Error en la autoliquidaciôn,
Como hemos sehalado a lo largo de este trabajo, el procjB 
dimiento de gestiôn tributaria mediante autoliquidaciôn se ha 
ido convirtiendo en el procedimiento normal de liquidaciôn trjL 
butaria* El estableciroiento de la autoliquidaciôn perturba e 
inquiéta al contribuyente que, por lo general, carece de con^ 
cimientos suficientes, de la técnica tributaria como para corn 
prender y realizar las complejas y diflciles operaciones que 
la autoliquidaciôn supone*
Al practicar la autoliquidaciôn el sujeto pasivo puede 
cometer un error y llevar a cabo un ingreso indebido, produ- 
ciendo, en consecuencia, un enriquecimiento injuste de la A^ 
ministraciôn que requeriria de la via normative oportuna para 
procéder a su dévolueiôn, o por lo menos, a la reclamaciôn de 
esa cantidad, Por otra parte, en cualquiera de las fases del 
procedimiento de liquidaciôn es necesario evitar que se pr^ 
duzca la indefensiôn del particular y es indudable que una 
errônea actuaciôn del mismo en el momento de autoliquidar el 
impuesto, puede provocar situaciones de indefensiôn al cerrar 
se la posibilidad de reclamar; en principle, al no producirse 
acto administrativo, la via del recurso va a estar vedada pa 
ra el contribuyente que pretenda reclamar la dévolueiôn de 
esa cantidad.
La jurisprudencia tradicional (79) nos decia que las au 
toliquidaciones no eran susceptibles de recurso alguno sino 
que habia que esperar a la comprobaciôn inspectera para plan
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tear el tema del posible error. Martinez Lafuente (80) seha- 
laba que esta via adolecia de notorias dificultades puesto 
que "las autoliquidaciones tributarias no todas ellas llegan 
a comprobarse" y, por otra parte, "tal y como se entiende la 
comprobaciôn inspectera parece que es una comprobaciôn para 
obtener una concreciôn mayor de la deuda tributaria, pero ha£ 
ta ahora no se entiende muy bien el mécanisme de la comproba^ 
ciôn inspectera que produzça una dévolueiôn".
En este sentido, Félix Benitez de Lugo sostuvo que "ai 
la 'autoliquidaciôn' no es objeto de comprobaciôn en un plazo 
mâs o menos brave, el contribuyente se verâ sensiblemente per 
judicado frente a una autoliquidaciôn, voluntariamente prôcti 
cada y cuyo posible error no lo puede impugnar o rectificar 
en tanto que la Administraciôn no décida su comprobaciôn, Y 
en ello pueden pasar varios meses, incluso ahos, produciendo 
un enriquecimiento injusto para la Administraciôn en el su­
puesto de que existiese error en la autoliquidaciôn" (ôl),
Mantero Sâenz, tal como hablamos indicado en otra parte 
de este trabajo (82), senalaba que esto significaba dos pelJL 
gros para el contribuyente, que su declaraciôn no fuese nun- 
ca objeto de comprobaciôn, por lo que tampoco podria impugnar 
la nunca y, otro que la comprobaciôn se produjera con gran re 
traso, lo que séria perjudicial para el contribuyente, Marti 
nez Lafuente, por su parte, advierte que "la teorla tradici^ 
nal muy posiblemente nos dirla que el respeto de los actos pr^ 
pios supondria que siempre deberla el contribuyente aoportar
- 238 -
las consecuencia de su error, pero la doctrina de los actos 
propios, aparte de ser una doctrina surgida en el ambito del 
derecho privado, no se compadece con la obligaciôn de ejerc^ 
tar funeiones que en principio y en teorla son competencia de 
la Administraciôn" (83)
En otro sentido, las sentenclas del Tribunal Supremo de 
24 de junio de 1978 y 21 de marzo de 19&9 (84), sehalan la con 
veniencia de abrir la via econômico-administrativa p#ra la im 
pugnaciôn de las autoliquidaciones, cuando afirman que: "la 
dévolueiôn del indebido Ingreso debe consecuentemente obtene^ 
se mediante los recursos potestativos de reposiciôn y econô- 
mico-administrativo,•• a partir del acto de denegaciôn expru 
so o presento, si se ha utilizado el cauce de la via de petJL 
ciôn..# en el que se podrân formuler por los contribuyentes 
incluso 'peticiones fundadas en los propios errores cometidos 
en sus autoliquidaciones* si tratândose de ésta ultima no hu 
biese existido actividad comprobadora"*
Es évidente que una de las caracterlsticas de la evoluciôn 
del sistema tributario ha sido la progresiva ampliaciôn de los 
supuestos de declaraciôn-liquidaciôn (autoliquidaciôn), asi 
como la creciente complejidad de la misma, que se ha puesto 
a cargo del contribuyente. Estamos ante un nuevo modelo de re^ 
laciones entre la Administraciôn tributaria y los contribuyen 
tes. Estos han ido asumiendo todo el conjunto de funciones IjL 
quidadoras de los tributos, fijando el importe de sus cuotas 
y asumiendo la obligaciôn de ingresar su importe en el tesoro
-239-
colaborando de esta manera con los ôrganos de la funciôn tr^ 
butaria en la gestiôn de los ingresos pûblicos; al realizar 
los contribuyentes las tareas hasta ahora reservadas a la 
ministraciôn, ésta se limita a controlar que taies operacio_ 
nés se realicen con arreglo a la ley.
En la actualidad se obliga al contribuyente a declarar 
no sôlo sobre hechos que le son conocidos, sino a aplicar nojr 
mas juridicas imprescindibles para la redacciôn de una decl^ 
raciôn ordinaria y aûn mâs para la prôctica de la liquidaciôn 
exigida. De esta manera contribuye al sostenimiento del gasto, 
no sôlo a través del pago de su deuda tributaria, sino cumplien 
do otros deberes, participando e interviniendo en el proced^ 
miento de aplicaciôn de los tributes. A cambio debe tener la 
seguridad jurldica de que la actuaciôn administrâtiva subsi- 
guiente girarâ sobre los datos por él aportados y la liquida 
ciôn por él practicada, sin perjuicio de la labor investigado 
ra a cumplimentar por los ôrganos de la Administraciôn. Asimi^ 
mo en el supuesto de que por haber cometido un error en su au 
toliquidaciôn ingrese una deuda tributaria maniftestamente im 
precedents, el contribuyente no debe verse perjudicado sino 
que deberla gozar de la posibilidad de conseguir la recuper^ 
ciôn de la suma indebidamente pagada.
a) Impugnaciôn de la autoliquidaciôn en la via econômico 
-administrative.
Dado que la autoliquidaciôn no es un acto administrati-
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vo (85) y visto que résulta aconsejable su impugnaciôn en via 
econômico-administrativa, la legislaciôn se ha planteado la 
necesidad de obtener un pronunciamlento administrativo, es d^ 
cir, un acto administrativo en sentido propio, que sea por si 
mismo impugnable sin que pueda impugnarse directamente la au 
toliquidaciôn; para ello es necesario que el contribuyente 
formule una peticiôn a la Administraciôn, en la que haga cono 
tar su propio error al practicar la autoliquidaciôn, solici- 
laido su rectificaciôn, o confirmaciôn en su caso,y contra el 
acto expreso que dicte el ôrgano de gestiôn tributaria o, la 
confirmaciôn de la autoliquidaciôn por silèneio de la Admini^ 
traciôn se forraularâ la impugnaciôn.
La Ley 39/1900, de 3 de julio, de Bases sobre Procedimien 
to Econômico-Adrainistrativo, no contiene ninguna referencia 
a las actuaciones tributarias reclamables, sin embargo, en su 
Base tercera dispone que el procedimiento de las reclamacio- 
nes econômico administratives, en sus diferentes instancias, 
se adaptarâ a las directrices de la Ley de Procedimiento Ad­
ministrativo.
El Real Decreto legislative 2795/19ÔO, de 12 de diciem- 
bre, que articula la citada Ley de Bases, establece en su ar 
ticulo 13 que la reclamaciôn econômico-administrativa seré ad 
misible contra los siguientes actos y alude en su numéro 2, 
letra a), a las autoliquidaciones practicadas por los contrJL 
buyentes, aunque no menciona los requisites y las cuestiones 
procedimentales, los cuales se reservan para el posterior de 
sarrollo reglamentario.
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Por ûltimo, el Real Decreto, 1.999/1981 de 20 de agosto, 
por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento en lam 
Reclamaciones Econômico-Administrativas, es el que determine 
el sentido de las autoliquidaciones; asl, en su artlculo 42, 
distingue entre los actos impugnables, a los actos administra 
tivos y a las actuaciones tributarias, incluyendo entre las ûl 
timas a las autoliquidaciones. Por otra parte, establece en 
su articule 121 que: "1* Cuando los sujetos pasivos pretendan 
impugnar en via econômico-administrativa alguna autoliquida­
ciôn por ellos formulada, deberAn previamente instar de los 
ôrganos de gestiôn su confirmaciôn o rectificaciôn".
Por tanto, el procedimiento deberâ iniciarse mediante so^ 
licitud de rectif icaciôn, o confirmaciôn en su caso, de la prjo 
pia autoliquidaciôn, solicitud que debera ser atendida por la 
Administraciôn y resuelta en el plazo de un mes, entendiénd^ 
se confirmada por silèneio si en tal plazo no hay pronuncia- 
roiento expreso; asl, se habrA provocado un acto administratif 
vo propiamente dicho, ya sea expreso o presunto, siendo éste 
el que se impugna y no la autoliquidaciôn (86),
La peticiôn previa al ôrgano de gestiôn compétente para 
que confirme o œctifique la autoliquidaciôn practicada por el 
contribuyente deberA hacerse, segûn el artlculo 121 del Regl^ 
mente antes citado "una vez transcurridos seis meses y antes 
de cumplirse un aho desde la presentaciôn de la autoliquida­
ciôn". Ahora bien, el problema que se suscita es cuando el 
contribuyente plantea su solicitud de confirmaciôn o rectifi
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caciôn en los primems seis meses pues entonces surge la duda 
en la Administraciôn sobre la necesidad de admitir dichas so­
licitud o rechazarla por extemporAnea.
En opiniôn de Andrés Jiménez Diaz, el plazo debe flexib^ 
lizarse; este autor afirma que "planteada una solicitud de rec^ 
tificaciôn en los primeros seis meses siguientes a la presen­
taciôn de la autoliquidaciôn, la misma debe admitirse sin ré­
servas, si bien la Administraciôn no tiene obligaciôn de res­
ponder hasta el inicio del séptimo mes, fecha a partir de la 
cual habrla de contarse,en ese caso, el plazo de silencio que 
el articule 121 R.P# establece, con lo que, por otra parte, no 
hacemos sino aplicar el criterio antiformalista propio del Djs 
recho Administrativo que luce en los articulos 48 y siguientes 
de la Ley de Procedimiento Administrativo y especialmente en 
el articule 49 de dicha Ley, preceptos que, al menos como prin 
cipios générales del Ordenamiento Juridico-Administrative, po 
drân resultar de aplicaciôn en este caso" (87).
Por su parte, Alfonso Mantero SAenz considéra que la au 
toliquidaciôn puede rectificarse, por razones de derecho, pas^ 
dos los seis meses siguientes a la presentaciôn de la declar^ 
ciôn-liquidaciôn y antes de transcurrir un aho;asimismo, con­
sidéra posible que pueda rectificarse "dentro de los quince 
dias siguientes a tal presentaciôn. Digo esto -prosigue Mante 
ro SAenz-, porque estA de acuerdo con el plazo exento de seis 
meses, para que dé lugar a la peticiôn, transcurso de très m^ 
ses y denuncia de la mora" (88).
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A juicio del autor antes citado, cuando el artlculo 121 
del Reglamento de procedirniento en las reclamaciones econôœico 
-administrativas, para los supuestos de autollquidaciôn exige 
que, dentro de los sels meses y antes de un ano de presentada 
la autollquidaciôn, debe Instarse de los ôrganos de gestlôn su 
confinnaciôn o rectificaciôn para poder acudlr a la via econ^ 
mico-administrativa, no estâ estableclendo una ûnlca forma de 
impugnaclôn ni un trâmite preclusivo# Por tante, "dentro de los 
quince dlas siguientes a la presentaciôn de la declaraciôn-lJL 
quidaciôn, ésta puede impugnarse; y es que una cosa es la im- 
pugnaciôn de la propia declaraciôn y otra, la peticiôn de de- 
claraciôn de un ingreso como indebido, aunque -al final- se trei 
te de lo mismo" (89)•
El mismo artlculo 121, que hemos venido conientando, del 
Reglamento de Procedirniento Econômico-Administrativo, dispone 
que se entenderâ confirtnada la autollquidaciôn por silencio 
administrativo si en el plazo de un mes no se resuelve expresjs 
mente la peticiôn.
Emesto Eseverri Martinez senala el distanciamieito que, 
en este punto^ se produce con el artlculo 94 de la Ley de Pr^ 
cedimiento Administrativo que prescribe la denuncia de la mora 
por el interesado, si en el plazo de très meses la Administra 
ciôn no notiflease su decisiôn ante la peticiôn del administra 
do; transcurridos los très meses desde la denuncia se entiende 
desestimada dicha peticiôn, abriéndose entonces la via adminia 
trativa o jurisdiccional. A juicio de £severri Martines este
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distanciamiento "no puede extranar si se recuerda la nota de 
agilidad que se ha querido dar al procedirniento econ6mico-ad- 
ministrativo" (90).
Mantero Saenz, por su parte, se pregunta si sigue vigen 
te la utllizaciôn del derecho de peticiôn de los articulos 94 
de la Ley de Procedirniento Administrativo y )8 de la Jurisdi^ 
cional, y se contesta que no cree que "el artlculo 121 haya rje 
gulado procesalmente este derecho, limitôndolo en el tiempo, 
es decir, de sels tueses a un ano, entre otras razones porque 
la denegaciôn presunta es en talos Leyes por el transcurso de 
très meses, tras la denuncia de la mora y en el Reglamento de 
procedirniento, de un mes desde la peticiôn y sin obligaciôn de 
resolver” (91)«
En este sentido Santiago HernAndez T o m o s  advlerte que el 
Reglamento de Procedirniento en las Reclamaciones Econômico-Ad 
ministrativas, sin desconocer normes con rango legal como ser 
los articulos 70.1 y 94 de la Ley de Procedirniento Administra 
tivo, unicamente se propuso "autolimiter a la Administraciôn 
mediante la creaciôn de un procedirniento especial para la re- 
visiôn de las oitoliquidaciones, favoreciendo una mâs rapide r* 
soluciôn expresa de las cuestiones planteadas por el sujeto pa 
sivo y provocando un acto administrative presunto, por silencio 
administrativo, al mes de presentada la peticiôn, sianpre, cia 
ro esta, que esta tenga lugar después de seis meses y antes de 
un ano de la presentaciôn de la autollquidaciôn" (92).
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No obstante, si la peticiôn se hace fuera de estas ref^ 
rencias temporales -siempre segun Hernandes Tornos- no se aplj^ 
carâ el articule 121 del Reglamento antes citado, sino el artj. 
culo 94 de la Ley de Procedirniento Administrativo (ya citado) .
**Una solicitud de revisiôn de una autoliquidaciôn extemporânea 
de acuerdo con el artlculo 121 pero que no haya prescrite, ni 
sobre la cual se haya iniciado una actuaciôn comprobadora, d^ 
be atenderse sin demora y al margen de las medidas comprobado 
ras que se estimen convenientes" ; procediéndose "de oficio", 
-prosigue Hernandez Tomos- "a su tramitaciôn por via del ar­
tlculo 94, siempre que del escrito del sujeto pasivo se despren 
da con claridad la pretenciôn de que su autollquidaciôn sea r^ 
visada" (93) •
Finalmente el artlculo 121 del Reglamento antes referido 
dispone que una vez notificada la resoluciôn expresa o confir 
mada la autollquidaciôn por silencio administrativo, el contrJL 
buyente dispone de un plazo de quince dlas para recurrir el a^ 
to administrativo ante el Tribunal Econômico-Administrativo corn 
petente.
b) Rectificaciôn de la autollquidaciôn.
Nos queda por deterrainar si la rectificaciôn de la aut^ 
liquidaciôn habrâ de pedirse, y otorgarse en eu caso, unie amen 
te por la existencia de errores de derecho o también por erro^ 
res de hecho.
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La Resoluciôn del Tribunal Economico-Adi.iinistrativo Cen 
tral de 5 de octobre de I962 ha declarado que "el criterio d^ 
ferencial entre el error de hecho y el de derecho consiste en 
que aquél s6lo puede referirse a todo aquello que tiene una rea 
lidad independiente de toda oplniôn, como es el de carActer ma 
terial, numérico, aritmético y accidentai, mientras que el e- 
rror de derecho versa sobre cuestiones de fondo o de concepto, 
taies como la apreciaciôn de hecho# indubitados, valoraciôn 1^ 
gai de la prueba, interpretaciôn de disposiciones légales o cja 
lificaciôn juridico-fiscal que se pronuncia" (94)#
Por lo que respecta a los erreros de hecho. Manuel GonzjA 
lez SAnchez (95) distingue dentro de este concepto a los err^ 
res materiales y a los aritméticos* Los errores materiales s  
rlan "aquellas alteraciones no voluntaries que afectasen al 
contenido de los actos, producidos por una actuar no conscien 
te sobre algo tangible relacionado con el expedients y cuya 
constancia sea patente";mientras, que los errores aritméticos, 
serlan "las alteraciones no voluntaries que proceden del juego 
de las reglas artimêticas"• Asimismo observa GonzAlez SAnchez 
que "existen supuestos de error de hecho que originan una al- 
teraciôn menos relacionada con los datos o documentes utilize 
dos en el expediente y que su motivaciôn es debida a elemen- 
tos exteriores e incluse posteriores al mismo, rebasando los 
limites del error material y mAs aûn del aritmético" (96), o 
sea, lo errores de hechos distintos de los aritméticos y mate 
riales#
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Debemos senalar que el artlculo 121 no cstablece una di_s 
tinciôn entre error de hecho y error de Derecho, por tanto en 
los plazos y con arreglo a los procedimientos adecuados, podrA 
Intentarse la rectificaciôn de la autollquidaciôn, cualquiera 
que sea el error que se pretenda modificar
b#l# Cuando se trate de errores de Derecho.
La rectificaciôn e impugnaciôn de la autollquidaciôn cuan 
do los supuestos errores cometidos en la roisma afecten a cue^ 
tiones de Derecho no présenta mayores dificultades. Como ya h^ 
mos visto antoiornente, el artlculo 121 del Reglamento de pro 
cedimiento en las reclamaciones econômico-administrativas seh^ 
la que a partir de los seis meses y antes del ano de la fecha 
de la autollquidaciôn debe soliciterse de las oficinas gesto- 
ras compétentes su confirmaciôn o rectificaciôn y contra el ac^  
to administrativo dictado por éstas, expreso o tacito, se po- 
drA interponer reclamaciôn econômico-administrativa en la mi^ 
ma forma genérica reglamentada para toda reclamaciôn de dicha 
naturaleza.
b.2. Cuando se trate de errores de hecho, materiales o 
aritméticos.
En cuanto a la rectificaciôn de la autollquidaciôn en 
la cual se contenga un error de hecho, la misma puede efectuar 
se con arreglo al artlculo 121 del Reglamento de 20 de agosto
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de 1981. Ahora bien, el probloina surge cuando ha transcurrido 
un ano desde la presentaciôn de la autollquidaciôn y contribu 
yente se ha cuenta que la misma contiens un error de hecho.
En este caso el error de hecho en la autollquidaciôn pue 
de subsanarse en el plazo de cinco anos que establece la Ley 
General Tributaria para la prescripciôn del derecho a la deyo 
luciôn de ingresos indebidos (97),
Por otra parte, el artlculo 111 de la Ley de Procedimien 
to Administrativo senala que "en cualquier momento podrA la Ajd 
ministraciôn rectificar los errores materiales o de hecho y los 
aritméticos", Asimismo el artlculo I56 de la Ley General Tribu 
taria dispone que los errores materiales 6 de hecho y los ari^ 
méticos se rectificarân por la Administraciôn en cualquier nm 
mento, de oficio o a instancia del interesado", siempre que no 
hubieren transcurrido cinco anos desde que se dictô el acto ob 
jeto de rectificaciôn".
En este sentido Adnrés Jiménez Dlas (98) ha senalado que 
"los amplios remedios que ante la existencia de errores de hj8 
cho ofrece el ordenamiento no pueden verse limitados por el hje 
cho de que el Reglamento de Procedirniento para las reclamacio 
nés econômico-administrativas se haya ocupado especificamente 
del modo y medios de impugnaciôn de las autoliquidaciones, prjs 
via solicitud de su rectificaciôn; lo establecido en el artleu 
lo 121 del citado Reglamento debe entenderse como una ampliaciôn 
de los remedios procesales antes existantes, nunca como minora
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ci6n de los misraos, de forma que el error de hecho cometido en 
la declaraci6n-liquldaci6n o autollquidaciôn podra ser recti- 
ficado de oficio o a instancies del interesado, en cualquier 
momento dentro del plazo que establece el artlculo 156 de la 
Ley General Tributaria, incluidos, por supuesto, los primeros 
seis meses siguientes a la presentaciôn de la autollquidaciôn",
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(98) Jiménez Diaz, Andrés. "En tornoa a la rectificaciôn... op. 
cit., p. 81.
CAPITULO V
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c ap ITULO V
LA AUTOLIQUIDACION EN EL DERECHO TRIBUTARIO HONDUREÜO,
A. Informaciôn General, 1. La tributaciôn en Honduras, de 1Ô21 
a 1949; 2. Sistema tributario hondureno, desde 1949# B. Impue^ 
tos sujetos a autollquidaciôn; 1. Impuesto sobre Tradiciôn de 
Inmuebles, a) Personas obligadas a presentar declaraciôn-liqui 
daciôn; b) Tiempo y lugar de presentaciôn de la declaraciôn-Li 
quidaciôn^ c) Forma. 2. Impuesto sobre la Renta; a) Personas 
obligadas a presentar declaraciôn-liquidaciôn; b) Fecha de pr_e 
sentaciôn de la declaraciôn y pago del impuesto segûn propio 
cômputo; b.l, Norma general b.2. Contribuyentes con neriodo es 
pecial. b.3« Contribuyentes no residentes en el pais, c) Sistje 
mas de pago del Impuesto sobre la Renta; d) Lugar de pago y de 
presentaciôn de la declaraciôn-liquidaciôn; e) Forma. 3 #Impue^ 
to sobre Ventas; a) Personas obligadas a presentar declarciôn 
-liquidaciôn; b) Lugar y plazo de presentaciôn de la declara­
ciôn-liquidaciôn; c) Forma. C. Consideraciones générales sobre 
la autollquidaciôn en el procedirniento de gestiôn tributaria.
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*'*•- INFORMACION GENERAL.
Honduras es un Estado de derecho, soherano, constituido 
como repûblica libre e independiente (1). La forma de gobierno 
es republicana, deinocrAtica y representative y se ejerce por 
très poderes: Législative, Ejecutivo y Judicial, complementa- 
rios e independientes y sin relaciones de subordinaci6n (2); 
el poder Législative se ejerce por un Congreso de Diputados; 
el Ejecutivo lo ejerce el Présidente de la Repûblica y el po­
der Judicial esta integrado por la Corte Suprema de Justicia, 
Cortes de Apelaciones y Juzgados establecidos por la Ley.
El Présidente de la Repûblica tiene a su cargo la admi- 
nistraciûn general del Estado, que realiza a través de las s^ 
guientes Secretaria s de Estado; Gobernaciôn y Justicia; Desp^ 
cho Presidencial; Relaciones Exteriores; Economie y Comercio; 
Hacienda y Crédite Pûblico; Defensa Nacional y Seguridad Pûbl^ 
ca ; Trabajo y Asistencia Social, Salud Pûblica; Educacién Publi^ 
ca; Coraunicaciones, Obras Pûblicas y Transporte; Cultura y Tu 
rismo, y; Recursos Naturales (3)»
En cuanto a la materia tributaria, en Honduras no existe 
codificaciôn que contenga los principios générales de la impjo 
siciûn, las normas esenciales de procedirniento y la regulaciôn 
de los elementos comunes a todas las relaciones tributaries, 
ni siquiera existe un Côdigo tributario que régulé los distln 
tos tributes.
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En 1967$ después de efectuados una serie de estudios s_o 
bre los sistenias tributaries de América Latina, el Programa 
Conjunto de Tributaciôn de la Organizaciôn de los Estados A- 
mericanos (O.E.A#) y el Banco Interameric^no de Desarrollo 
(BID) presentô el "Modèle de Côdigo Tributario para America 
tina" con el propôsito de sistematizar los principles généra­
les de la tributaciôn y de unificar las normas dispersas de 
los distintos regîmenes tributaries, adaptAndose dichos prin- 
cipios, en su aplicaciôn, a las caracteristicas instituciona- 
les y tradiciones de cada pals (4). Este "Modelo" ejerciô in- 
fluencia en la legislqciôn de muchos palses hispanoaraericanos; 
sin embargo, en Honduras, a pesar de haberse realizado estudios 
y elaborado proyectos en base a dicho modelo, hasta la fecha 
no se ha emitido un Côdigo tributario, existiendo en esta mat_e 
ria una verdadera jungla legislativa* Las leyes, reglamentos 
y disposiciones que establecen los diverses tributos, generaJL 
mente se dictan con precipitaciôn ante la necesidad del Esta­
do de obtener ingresos para satisfacer las necesidades pûblicas.
Numerosas leyes administrativas y tributaries, entre allas 
las mas importantes: Ley de Impuesto sobre la Renta, Ley de Im 
puesto sobre Ventas, Ley de Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuje 
bles, Côdigo de Aduanas, etc,, han sido emitidas a través de 
Decretos-Leyes,
Enrique Flores Valeriano (5) advierte que los Decretos 
-Leyes "surgen como distintivo de regîmenes de facto, aparec^ 
dos tras un *golpe de Estado*, cuando se violenta o rompe la
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vigencia del texto constitucional y la funciôn legislativa no 
es ejercida por un Congreso Ordinario o Asamblea, sino por un 
Jefe de Estado o Junta de Gobierno, segun sea unipersonal o 
colegiado el ôrgano que detenta o concentra los Poderes pûbli 
cos".
El profesor Flores Valeriano senala que "Decretos son di^ 
posiciones générales que se emiten tanto en la esfera admini^ 
trativa, como en la legislativa; leyes, en cambio, son actos 
privatives del Congreso Nacional" (6), debiéndose entender que 
los Decretos-Leyes constituyen una categoria especial de nor­
mas que responden a una necesidad urgente y que suplen la inac^  
tividad obligada del ôrgano legislativa, "Son dos condiciones 
de orden fâctico las que lo explican: necesidad y urgencia" (?)• 
Asimismo concuerda con Manuel Andreozzi (8) quien afirma que 
"los gobiernos de facto s6lo tienen capacidad para cumplir la 
funciôn administrative y no para sustituir el sistema de normas, 
a menos que se encuentren frente a necesidades de hecho de c_a 
rActer vital para la vida del Estado y de évidente urgencia".
Sin embargo, Flores Valeriano senala que en Honduras los 
Decretos-Leyes no se han emitido bajo condiciones de necesidad 
y urgencia, sino que han desplazado la funciôn legislativa atrf 
buida constitucionalmente al Congreso Nacional, en tales grades 
de intensidad, que han logrado superar la produceiôn normal de 
leyes, originando una abundante legislaciôn que no responds a 
un sistema.
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Flores Valeriano ofrece una explicaciôn prActica que no 
juridica, para esta situaciôn: "la facilidad, rapidez y forma
expedita de ’legislar* mediante Decreto'Leyes,respecto de los 
cuales no se observan las fases dilatadas del proceso legisl^ 
tivo ordinario, antes bien, basta la voluntad de quien ejerce 
la autoridad absolute del Estado para que el Decreto-Lcy se 
produzca* Y si esto vale para toda categoria de leyes o aspejc 
tos normatives, tratAndose de la materia fiscal concurre otro 
aspecto précipitante: que el desagrado popular o la desconfian 
za que inspira toda ley tributaria que es pûblicamente discu- 
tida por el Congreso Nacional, se atenûan o desaparecen ante 
la rapidez y la autoridad acentuada con que actûan los gobier^ 
nos del facto. De aqui la raz6n por la que en Honduras las 1^ 
yes fiscales bAsicas revistan todas ellas la forma de Decretos 
-Leyes" (9).
1,- La tributaciôn en Honduras, de 1821 a 1949.
Déâde el 15 de septiembre de 1821, fecha en la que las 
provincias de Centro América, entre las que se contaba Hondu­
ras, proclamaron su Independencia de Espaha, hasta l880 se rje 
caudaron prActicamente los mismos tributos vigentes en el pé­
riode colonial (10). Esto no obstante, aparecen ya en esta ép_o 
ca las primeras disposiciones constitucionales que regulan el 
fundamento del tributo, su recaudaciôn y su administraciôn.
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Posteriormente, la Constituciôn de I88O (il) recoge los 
principles de que "La igualdad es la base de los impuestos" y 
que "s6lo el Congreso Nacional impone las contribueiones"; en 
materia de administraciôn aparecen por primera vez 1er ôrganos 
encargados de la recaudaciôn y fiscalizaciôn, dichos ôrganos 
eran: la Direcciôn General de Rentas y las Administraciones de 
Rentas Departamentales. En esta época se establecieron entre 
otras Rentas, las siguientes; Renta Aduanera; Renta de Aguar­
diente; Renta de Licores; Renta de Tabacos; Renta de Pôlvora; 
Renta de Papel Sellado, etc# Los impuestos establecidos en e^ 
ta época -denominada de la "Reforma" por haberse realizado en 
ella una profunda transformaciôn en el campo politico, econômâ. 
co, juridico y social-estuvieron vigentes durante muchos ahos.
El Impuesto sobre la Renta en Honduras se estableciô nm 
diante Decreto nûmero 6 de 10 de noviembre de 19^9, mencionôn 
dose como antecedentes inmediatos de dicho impuesto, aunque no 
se denominaran impuestos sobre las rentas o utilidades, los s^ 
guientes tributos (12):
a) Impuestos de timbres de la deuda interna, establecido 
por Decreto Législative N0#2 de 5 de octobre de 1927, este im 
puesto se cobraba en el uno por ciento sobre sueldos superiores 
a cien mil lempiras pagados a los funcionarios y empleados pû 
blicos, exceptuando a los militares y personal del ramo de tje 
legrâfos ;
b) Partieipaciôn minera, creada por Decreto NO.64 de 1937* 
consistante en el pago de un 5 por ciento sobre las utilidades
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netas de las explotaciones mineras; este porcentaje fue aumen 
tado al 7 per ciento en 1939;
c) Participaciôn bancaria, establecida por Decreto N0#80 
de 1937* consistla en el pago de un 5 por ciento sobre utili­
dades netas obtenidas seraestralmente por las institueiones ban 
carias ;
d) Contribuei6n personal de caminos, establecida por D^ 
creto Législative NO*68 de 6 de marzo de 1942, consistia en un 
tributo personal graduado por categories de ingresos y rique- 
zas .
2#- El sistema tributario de Honduras desde 1949*
Al implantarse el Impuesto sobre la Renta en Honduras en 
1949, se cre6 la Direcciôn General del Impuesto sobre la Renta, 
encargada de la aplicaciôn y control de dicho impuesto. La prj. 
mera Ley del Impuesto sobre la Renta de 1949 fue reformada por 
los Decretos 11 de I9 de diciembre de 1950, 8 de 8 de diciem- 
bre de 1952 y 91 de 20 de febrero de 1954; esta Ley fue derog^ 
da por el Decreto-Ley Nû*73 de 31 de marzo de 1955* sufriendo 
la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta sucesivas reformas con 
tenidas en los Decretos-Leyes 174 del 2 de diciembre de I965,
37 de 16 de enero de 1955* 56 de 5 de marzo de 1957 y Decreto 
Législative 122 de 6 de junio de I963*
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Es oportuno senalar que la denominada Direcciôn General 
del Impuesto sobre la Renta al poco tiempo se transformô en D^ 
recciôn General de Tributaciôn Directa, encargândose ademâs del 
Impuesto sobre la Renta, de : a) la aplicaciôn y control de la 
Ley de Gravamen sobre Herencias, Legados y Donaciones emitida 
mediante Decreto NO.6? de 15 de febrero de 1938, y; b) el Im­
puesto sobre Tradiciôn de Bienes Inmuebles, establecido por D^ 
creto NO.76 de 9 de abril de 1957.
En la dêcada de los 60 se inicia la Integraciôn Econôm^ 
ca Centroamericana, creAndose el Banco Centroamericano de In­
tegraciôn Econômica en I96I; por otra parte, se pone en marcha 
la Alianza para el Progreso, -concsbida por el Présidente de 
los Estados Unidos de América, John F.Kennedy, como fondo de 
desarrollo para América Latina -la cual pretendla la realiza- 
ciôn de programas de mejoras sociales por medio de la utiliz^a 
ciôn de los ahorros internos, del perfeccionamiento de las prAc^ 
ticas fiscales y financieras y la asitencia crediticia que pr^ 
vendria de la "Alianza".
Todo ello comprometla a Honduras, asl como al resto de 
los palses de Hispanoamérica, a realizar la reforma de sus prAc^ 
ticas fiscales y financieras atendiendo para ello las recomen 
daciones que les serlan formuladas.
Asl, en 1963 el Gobiemo de facto del Coronel Osvaldo Ljô 
pez Arellano Ilevô a cabo la reforma fiscal consistante en la 
emisiôn de una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta, la cual
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sigue vigente, derogando la emitida por Decreto NQ.73 de 31 de 
marzo de 1955*
Asimismo, se emitiô la Ley del Impuesto sobre Ventas, 
creAndose este nuevo tributo en Honduras con una tasa del 3% 
sobre todas 3as operaciones de ventas de bienes y servicios*
En esta reforma se incluyô, ademâs, una modificaciôn a 
la Ley de Herencias, Legados y Donaciones de 1938; mediante 
creto Ley NQ* 26 de 20 de diciembre de I963 se elevaron los 
porcentajes de gravamen sobre las masas hereditarias y las do 
naciones estableciendo una tarifa proporcional progresiva que 
tomaba en cuenta el monto de la transmisiôn y el grade de pa­
rent esco. Sin embargo, la nueva Ley encontrô férrea oposiciôn 
por parte de sectores afectados directamente en sus intereses 
patrimoniales siendo derogada, exactamente un ano después, m_e 
diante Decreto NQ.236 de 30 de diciembre de 1964 restablecien 
do la vigencia de la Ley de 1938, que aôn sigue vigente, la 
cual grava las herencias y donaciones segûn el grado de par en 
tesco y en porcentajes muy bajos.
Mediante Decreto NO.87 de 6 de octubre de I967 se tran^ 
formô la Direcciôn General de Tributaciôn Directa en lo que 
es hoy la Direcciôn General de Tributaciôn la cual se encarga 
a partir de ese momento, ademâs de los impuestos que ya ténia 
a su cargo de los impuestos sobre produceiôn y consume adminfs 
trados por la Direcciôn General de Rentas Internas, despare- 
ciendo ésta y quedando como ôrganos adrainistradores y fiscaljL
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zadores: a) La Direcciôn General de Aduanas, y; b) la Direcciôn 
General de Tributaciôn*
Posteriormente, en 1975, se efectuô una nueva reforma ^ 
corde con la situaciôn de relative auge econômico que vivia el 
pais; a pesar que ya empezaban a sentirse los progresivos au- 
mentos en los precios del petrôleo en esa época algunos de nue^ 
tros productos tradicionales de exportaciôn gozaban de precios 
compétitives en el mercado intemac ional. Por tanto, el G obier 
no de la Repûblica, que nuevamente era un gobierno de facto (13), 
modificô por Decreto 287 de 5 de diciembre de 1975 la Ley del 
Impuesto sobre la Renta en lo referente a las remesas al ext^ 
rior y el reparte de dividendes; se estableciô un impuesto a 
la exportaciôn del café; se introdujeron reformas a la Ley de 
Mineria, creândose las regalias asl como impuestos a la expor^ 
taciôn de minérales; se modificô el Impuesto sobre Ventas, su^ 
tituyendo el sistema de cobro de la ultima etapa de comercia- 
lizaciôn por el sistema de Impuesto al Valor Agregado; asimi^ 
mo, se aumentaron los impuestos de producciôn y consumo de cer 
veza, cigarrillos, aguardiente y licores compuestos*
En 1979t Decreto 873$ vigente a partir del 1 de enero 
de 1980, introdujo nuevos cambios en la estructura impositiva 
del pais, fundândose en la necesidad de recursos de contrape^ 
te por el Gobierno para continuar ejecutando el Plan Nacional 
de Desarrollo.
En el âmbito del Impuesto sobre la Renta se introdujo el 
sistema de "pagos a cuenta*' para las empresas (14) es decir.
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que el contribuyente paga su Impuesto en cuatro cuotas trime^ 
traies a medida que se genera la renta gravable,
Por otra parte, se incrementaron los porcentajes contend, 
dos en la Ley de Tradiciôn de Inmuebles, asl como los impues- 
tos a la producciôn de cerveza, aguas gaseosaa, aguardiente, 
licores compuestos, cigarrillos y azûcar.
En enero de I982, la Asamblea Nacional Constituyente, 
diante el Decreto NQ# 125* modificô la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, sustituyendo las asignaciones personales deducibles 
de la renta gravable por valores équivalentes a crédites con­
tra el Impuesto. Se estableciô, ademâs, un recargo de lO^ o cajL 
culado sobre el impuesto résultante de aquellas rentas superio^ 
res a cien mil lempiras (aproxlmadamente 6 *750*000 pesetas)* 
y del 159^  sobre el impuesto résultante a la renta en exceso de 
quinientos mil lempiras (aproxlmadamente 33*750,000 pesetas). 
Asimismo se restituyô una deducei6n que el contribuyente habla 
recibido en legislaciones anteriores, como son los pagos que 
realiza por servicios profesionales a medicos, dentistas, labjo 
ratorios, hasta por la cantidad de mil quinientos lempiras (apr^ 
ximadamente 101,250 pesetas) anualmente (15).
Por otra parte, el citado Decreto reforma la Ley del Im 
puesto sobre Ventas elevando la tarifa del 3% al 5% sobre las 
Ventas de bienes y servicios.
En agosto de I982 entraron en vigencia varies Decretos 
Legislatives que conforman la ûltima reforma tributaria lleya 
da a cabo en Honduras.
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En 1982 las condiciones economicas y sociales de Honduras 
ya no eran tan favorables como las que prevalecian en los anos 
comprendidos entre 1975 Y 1979# Un gran déficit fiscal, la sua 
tancial caida en los precios intemacionales de nuestros pocos 
productos de exportacién, escasez de divisas, contrôles a las 
importaciones, inflaciôn, desempleo, grave situaciôn politics 
en los paises vecinos, temor a las inversiones, la deuda exter 
na més alta de nuestra historia, entes auténomos con graves cri 
sis econémicas y; afectando nuestra imagen externa:la quiebra 
de un banco* Agregemos a ello el inminente peligro de una dev^ 
luaciôn monetaria y del cierre del crédite internacional, adjB 
mas de los argumentes de presiôn de los organismes crediticios 
internacionales para un mAximo esfuerzo impositivo del pais, y 
tendremos las razones que impulsaron una nueva reforma tribut^ 
ria.
El Decreto N^* 56, vigente desde el 2 de agosto de I982, 
reforma la Ley del Impuesto sobre la Renta, extendiendo el 
sistema de pagos a cuenta a los contribuyentes individuales eu 
yas rentas no estén sujetas a retenciôn en la fuente. Median- 
te el sistema de pagos a cuenta el contribuyente, ya sea perso 
na natural o juridica, deberâ pagar su impuesto en cuatro cuo^ 
tas trimestrales a medida que se genere la renta gravable, que 
dando obligado a presentar su declaraciôn con la cuarta cuota, 
o sea, con el saldo del impuesto segùn su propio côroputo*
Asimismo el Decreto N Q .56 estableciô que el contribuyen 
te individual sujeto a retenciôn en la fuente, al hacer su
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claraciôn deberâ deterininar el saldo del impuesto a pagar segùn 
su propio cAmpute e ingresar el importe résultante.
For otra parte, el citado Decreto estableciô un recargo 
del 10% por dejar de ingresar en los plazos establecidos en la 
Ley mâs el 2% mensual de intereses por morosidad sobre el im­
puesto adeudado, calculândose estos intereses desde la fecha 
en que debi6 efectuarse el pago hasta el dia de su ingeso en 
la oficina recaudadora correspondiente.
En otro sentido, con el prop6sito de restringir las impor^ 
taciones, ademâs de captar recursos fiscales, se emitieron dos 
Decretos:
a) El Decreto Legislativo NQ, $8,de 2 de agosto de 1982, 
que cre6 el Impuesto Selectivo al consumo, grava la producciôn, 
fabricaciôn e importanciôn de determinados productos y mercade 
rîas no esenciales con un 10% ad-valorem. Entre los productos 
gravados se encuentran: las bebidas alcohôlicas, productos de 
joyerla, cosméticos, televisores, etc. También se grava el con 
sumo de automôviles en porcentajes que van desde el 10% hasta 
el 50% ad-valorem de conformidad al cilindraje de los mismos 
(si sumamos los diversos impuestos que gravan un vehlculo au- 
tomotor, êstos ascienden al 190% 6 200% de su valor)*
b) El Deoeto NO, 59* de 2 de agosto de 1982, establece 
un gravamen general adicional del 20% sobre todas las import^ 
clones, exceptuando de la aplicaciân de este gravamen a una se^  
rie de bienes taies como: los bienes importados con dispensas.
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las medicines, el petrAleo y sus derivados, importanciones 
jo tratados bilatérales de comercio entre Honduras y los pai­
ses centroamericanos, libros y fiiletos, etc,
El Informe de I985 del Banco Interamericano de Desarro- 
llo, en el caso de Honduras, senala que: "En I98I se revirtiô 
la tendencia negativa que la economia venia experimentando de^ 
de principles de la década, lo cual se reflgô en un favorable 
increraento en el producto interno bruto (PIB) del 2,9 por cien 
to. La fuerte expansiôn de la Inversl6n pûblica destinada a 
la terminaciôn de la planta hidroelectrica <te El Cajôn, buenas 
condiciones climâticas que resultaron en un aumento de la pro 
ducciôn de grains bâsicos y el moderado crecimiento de las ex­
portée iones tuvieron un impacto positive que se transmit16 a 
todos los sevtores de la actividad econômica del pais" (16),
"El aumento de la producciôn -prosigue el Informe del Ban 
co Interamericano de Desarrollo- estuvo acompanado de la dismi 
nuciôn de la inflaciôn, de un adecuado financiamiento de los 
sectores productives y de una mejora relativa en la situaciôn 
financiers del sector pûblico, aunque se reconoce que todavia 
se requieren esfuerzos adicionales para reducir el elevado d^ 
ficit fiscal" (17),
Segûn el Informe citado, en 1984 "los ingresos fiscales 
del Gobierno Central mostraron una notable mejoria asociada con 
la recuperaciôn econômica y el crecimiento del comercio exte­
rior" y destaca que el buen rendimiento tributario se debiô a
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los cambios introducidos en el sistema impositivo, y a una mai 
yor eficiencia administrativa en el control y cobro de impue^ 
tos (18)•
Per lo que respecta a las perspectives hondurehas el In 
forme del Banco Interamericano de Desarrollo pronostica un len 
to crecimiento para la economia hondurena y una posible recu­
peraciôn en los prôximos anos "en la medida en que se amplie 
la base productiva, se solucionen los desequilibrios fiscales 
del sector pûblico y se generen mejores expectatives y mayor 
confianza en la economia, si disminuye el clima beligerante que 
subsiste en la regiôn centroamericana. Ademâs es de esperar que 
se mantenga el mismo nivel de ayuda externa y que la economia 
tenga capacidad para absorberla" (I9).
Be- IMPUESTOS SUJETOS A AUTOLIQUIDACION,
Antes de entrer a considerar los impuestos para los que 
se ha establecido la autoliquidaciôn en el Derecho tributario 
hondureno, debemos hacer una breve referencia al caso del pa­
go de tributes mediante efectos timbrados.
En las Notas del Seminario de Derecho Financière de la 
Universidad de Madrid, se senala que: "no puede desconocerse 
que es éste el supuesto en que la intervene iôn del contribu­
yente en el procedimiento liquidatorio es mâs intense y, pa-
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ralelamente, en el que la intervenciôn de los ôrganos admini^ 
trativos de gestiôn tributaria queda inâs alejada" (2C),
Por otra parte, a juicio del profesor Martin Delgado no 
debe haber diferencia entre aquélloa supuestos en los que el 
propio contribuyente practice la liquidaciôn aplicando al pa_ 
go del tributo un determinado efecto timbrado, de aquellos o- 
tros en los que déclara y autoliquida la cuota correspondien­
te a lo declarado (21),
En Honduras este supuesto exite en el Impuesto sobre
pel Sellado y Timbres, establecido mediante Decreto Nûmero 75
de 1911, que dérogé la Ley de I9O 9* Es obligado el uso de pa- 
pel sellado y/o timbres en todos los actos judiciales y extra^ 
judiciales, contratos, solicitudes, memoriales, actuaciones, 
expedientes, libros y demâs documentos para los que la Ley o^ 
dena dicho uso. Son sujetos pasivos del Impuesto todas las per 
sonas que otorguen, expidan o fimen documentos en los cuales 
deban utilizarse papel sellado y/o timbres.
1.- Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles,
El Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles fue establecido 
mediante Decreto Nômero 76 de 9 de abril de 1957* Este impue^ 
to grava la tradiciôn (22) de inmuebles a titulo oneroso y se 
calcula sobre el precio asignado por las partes, al inmueble
- 273—
en el contrato respective. En el supuesto de coinpraventa, es- 
tân sujetas a este impuesto tanto la compraventa civil como 
la mercantil, es decir la venta de innuebles por empresas.
En caso de resoluciôn de la venta o rescisiôn del contr^ 
to por justa causa dentro de los seis meses siguientes, puede 
el interesado pedir la devoluciôn del impuesto pagado.
No estân sujetas al Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles, 
las adquisiciones de bienes inmuebles por el Estado y sus depen 
dencias autônomas. Distritos y Municipios, para fines de utili 
dad pûblica, y las enajenaciones de inmuebles propiedad de m^ 
nores e incapaces para proveer a sus necesidades reales e in- 
mediatas*
Las tasas son proporcionales y se aplican sobre el pre­
cio de los bienes inmuebles segûn la siguiente clasificaciôn:
- Terrenos, fincas, edificaciones, construidas
o en contrucciôn, situados en zonas rurales.•••• 2%
- Edificaciones construidas o en construcciôn, 
situadas en zonas urbanas................           3%
- Terrenos urbanos sobre los cuales no exista 
ninguna construcciôn de vivienda o édifieio 
y los terrenos que, conforme los planes de 
crêcimiento de las poblaciones, sean decla- 
rados para ese propôsito por el Distrito Cen
tral o las Municipalidades. ..........   4%
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El impuesto se administra por la Direcciôn General de 
Tributaciôn, de la cual dependen las Comisiones Réviseras en 
cargadas de determiner si el precio consignado en las opera- 
ciones estâ de acuerdo con los precios corrientes del merca- 
do inmobiliario a la fecha de la transacciôn; estas Comisio­
nes proceden al reavalûo en el caso de que el precio consigna 
do sea inferior al corriente, comunicàndolo a la Direcci&n la 
cual requiere la diferencia del Impuesto a favor del fisco 
del tradente y del adquirente quienes, en este caso, respon- 
den mancomunada y solidariamente del pago del impuesto (23)#
Indirectamente el control del Impuesto se efectûa a tra^  
vés de la obligaciôn de los Notariés de insertar literalmente 
el texte del recibo de pago del Impuesto en los testimonies 
que autoricen, y a través de la prohibiciôn a los Registrado- 
res de la Propiedad de inscribir los testimonÎB que no centen 
gan el requisite anterior (24).
a) Personas obligadas a presentar declaraciôn-liquidaciôn 
En el Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles el sujeto p_a 
sivo es el tradente del inmuebles; por tanto, en la compraven 
ta la persona obligado a presentar declaraciôn-liquidaciôn es 
el vendedor y, en la permuta cada contatante debe presentar dje 
claraciôn y autoliquidar el impuesto correspondiente al inmu^ 
ble que traspase.
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b) Tiempo y lugar de presentaciôn de la decl raci6n-li- 
quidaciôn.
Las declaraciones-liquidaciones deben presentarse e in- 
gresarse su importe dentro de los très dlas siguientes a la fe 
cha del otorgamiento del contrato, y cualquier exceso a pagar 
résultante de un reavalûo da las Comisiones Réviseras debe ha 
cerse elective dentro de los quince dlas siguientes del reque 
rimiento al contribuyente.
Las declaraciones-liquidaciones han de presentarse en la 
Administraciôn de Rentas del departamento (25) u oficina re­
caudadora correspondiente al lugar donde estén situados los 
bienes jLnmuebles.
c) Forma.
La declaraciôn-liquidaciôn reviste forma escrita y se for 
maliza en modelos suministrados por la Secretarla de Hacienda 
y Crédite Pûblico (26), de forma gratuite.
2.- Impuesto sobre la Renta.
Como ya habtamos senalado con anterioridad, el Impuesto 
sobre la Renta en Honduras fue establecido mediante el Decreto
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Legislativo NQ.6 de 10 de noviembre de 1919 (2?); esta Ley fue 
derogada el 12 de abril de 1955* fecha en que entré en vigencia 
el segundo de estos ordenamientos jurldicos, Decreto-Ley NQ.73* 
en vigor hasta el 1 de eiero de 1964, que es cuando entré en vi 
gencia la actual Ley del Impuesto sobre la Renta que ha sido 
objeto de varias reformas a lo largo de estos anos.
El Impuesto sobre la Renta grava los ingresos provenien 
tes del capital, del trabajo o de la combinéeién de ambos, con 
siderândose como ingeso toda clase de rendimiento utilidad, g^ 
nancia, renta, interés, producto, provecho, participacién suejL 
do, jomal, honorario y, en general, cualquier percepciôn en 
efectivo, enialores, en especie o en crédite que modifique el 
patrimonio del contribuyente.
Las ganancias de capital estân también sujetas al dLmpue^ s 
to, sin permitirse la deduccién de las pérdidas de capital. La 
Ley détermina algunos casos de renta presunta, como por ejem- 
plo, el contribuyente que habita casa ajena cuyo uso se le ha cedi 
do a titulo gratuite, en cuyo caso debe incluir como ingreso 
el monte que tendria que pagar en concepto de alquileres.
Los ingresos comprendidos dentro del régimen tributario 
de este impuesto difieren segun el domicilie o residencia del 
contribuyente; para los domiciliados o résidantes (28) en Hon 
duras se computa todo ingreso, aunque la fuente de la renta ejs 
té situada fuera del pais y sin tener en cuenta el lugar don­
de la renta se distribuya o pague. En cambio, para los no re-
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sidentes (29) o no domiciliados en el pais, solanente se gra­
va la renta obtenida de fuente hondurena.
Las fuentes principales de la renta son el capital, el 
trabajo o la combinaciôn de ambos.
El capital estâ representado por bienes de cualquier n^ 
turaleza taies como bienes inmuebles, bienes muebles, acciones, 
exportaciones e importaciones.
Cuando las rentas provengan del capital, se considéra que 
son de fuente hondurena cuando los bienes que constltuyen el 
capital estén situados en Honduras* En el caso de los bienes 
muebles, se entiende que la renta es de fuente hondurena cuan 
do la persona obligada al pago reside en Honduras.
Tratândose de acciones o valores emitidos por una soci^ 
dad hondurena, la ganancia de su venta se considéra de fuente 
hondurena, aunque la operaciôn respectiva se realice en el ex 
terior.
Toda utilidad proveniente de la exportacién se considéra 
de fuente hondurena y la utilidad obtenida por el exportador 
extranjero por la remisiôn de productos al territorio de Hon­
duras es dé fuente extranjera. Al mismo tiempo la Ley estable 
ce ciertos principles especîficos para determiner los precios 
de exportaciôn y los valores de importaciôn, a fin de atribuir 
a fuente hondurena las utilidades reales que obtengan los ex 
portadores e importadores.
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La renta proveniente del trabajo es de fuente hondurena 
cuando se preste el servicio o se ejecute el trabajo en Hondu 
ras, Independientemente del lugar donde se paguen dichos ser­
vicios ya sea que se paguen en Honduras o en el exterior; cuan 
do los servicios se presten fuera del territorio hondureno,la 
fuente de la renta se considéra situada en Honduras, si se pa 
gan dichos servicios desde Honduras.
Cuando la renta provenga de la combinaciôn de capital y 
trabajo, la ubicaciôn de la fuente estarâ determinada por la noi^  
ma para las rentas provenientes del capital, o sea, se consi- 
derarâ como fuente hondurena cuando los bienes que constltuyen 
el capital de las empresas mercantiles mixtas -capital y trab^ 
jo- estén situados en Honduras, independientemente del lugar 
donde se realice el trabajo personal#
La Ley del Impuesto sobre la Renta considéra como suje­
tos pasivos a:
• - Las personas naturales o jurldicas, ya sean naciona­
les o extranjeras; las herencias indivisas; y el pa­
trimonio administrado por cualquier persona en virtud 
de un cargo, fideicomiso o destinado a un fin determi 
nado#
.- La consolidaciôn de varias empresas, cuando mâs del 
4o por ciento del capital de las mismas pertenezca a 
los mismos socios o a sus cônyuges#
.- Las naves mercantes que operen con matricule o bajo 
bandera hondurena, o que naveguen habitualmente en 
aguas territoriales o perciban ingresos de fuente hon
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durena*
La tarifa del Impuesto sobre la Renta aplicable a los cori 
tribuyentes residentes o domiciliados, ya sean personas fîsicas 
o jurldicas, sigue un sentido progresivo, o sea, hace referen 
cia y considéra la capacidad econômica de los contribuyentes, 
no abstractamente sino tomando en cuenta el sacrificio de los 
mismos, afectando en porcentajes de aumento la cantidad progre 
siva de la renta. Para completar el sentido de justicia fiscal 
que esto représenta se establecen deducciones personales del 
contribuyente, de sus dependientes econômicos, de los gastos 
ordinarios y necesarios para producir la renta, asl como otros 
renglones igualraente deducibles.
La tarifa de tipo progresivo se utiliza hasta cierta can 
tidad de renta y a partir de esta se aplica el tipo proporcio 
nal. La fôrmula proporcional se utiliza cuando existen grandes 
sumas de utililidad neta que siguiendo el principle de la ut^ 
lidad decreciente no representan medios de satisfacciôn nece­
sarios, sino excedentes que en rigor debe gravar fuertemente 
el Estado para redistribuir esa riqueza mâs equitativamente.
En nuestra tarifa esto sucede a partir de un millôn de Lempi­
ras (aproximâdamente 67*500.000 pesetas).
Por la forma de tener en cuenta la base nuestro impuesto 
sobre la renta queda senalado como "progresivo escalonado por 
grados" (30), puesto que clasifica o agrupa por grados o tra- 
mos la renta de los particulares, y a cada una de ellas les ^
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plica un tipo impositivo diferente y progresivo, lo cual no im 
pide su respectiva acumulaciôn (31),
Por ûltimo, el sistema a que se orienta nuestra Ley es 
el "sintético o global" que grava la totalidad de ingresos que 
afluyen a los contribuyentes.
El profesor Flores Valeriano (32) critica a la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de Honduras, el establecimiento de una 
sola y ûnica tarifa para contribuyentes individuales y mercan 
tiles, y recuerda que la capacidad tributaria "es distinta tr^ 
tândose de personas naturales, o raejor, que en estas es donde 
tiene verdadero sentido. No se puede en buena lôgica sujetar 
a una misraa régla dos cosas distintas por naturaleza". En este 
sentido la actual Ley représenta un retroceso, puesto que en 
la Ley de 19^9 se hacia esa diferenciaciôn.
Otra critica que formula el profesor Flores Valeriano 
(33), en cierta manera consecuencia de la anterior, es la de 
que tanto la amplitud de las clases o tramos, como los porcen 
tajes progresivos de la tarifa, en ciertos niveles son muy a- 
biertos y en otros estrechos, no existiendo, por consiguiente, 
la deseada uniformidad.
En cuanto a los contribuyentes no residentes o no domi­
ciliados, ya sean personas naturales o jurldicas, sujetas por 
obligaciôn real o por razôn de la fuente, la Ley establece una 
tarifa proporcional sobre sus ingresos brutos.
— 28l—
En este caso la tarifa proporcional se utiliza por una 
razôn de orden prâctico: la facilidad de aplicar a cada caté­
gorie de renta bruta un determinado porcentaje a efecto de e^ 
blecer el impuesto a pagar, sin necesidad de realizar todas aqu^ 
lias deducciones o rebajas que dan por resultado la renta neta 
gravable de los contribuyentes residentes o domiciliados en el 
pals (34).
a) Personas obligadas a presentar declaraciôn-liquidaciôn 
Estân obligadas a presentar declaraciôn-liquidaciôn todas 
las personas naturales o jurldicas (35) obligadas al pago del 
Impuesto sobre la Renta, de acuerdo con el articule 2 de la Ley, 
con excepciôn de las personas naturales cuyas rentas brutas 
anuales no excedan de cinco mil lempiras (aproximadamente 337,500 
pesetas).
b) Fecha de presentaciôn de la declaraciôn y pago del im­
puesto anual segûn propio cômputo. 
b.l#- Norma general#
La presentaciôn de la declaraciôn y el pago del impues­
to deben cumplirse a mâs tardar el 31 de marzo siguiente al ano 
imponible.
b,2.- Contribuyentes con perlodo especial.
Los contribuyentes autorizados a usar perlodos diferentes 
al ano civil o calendario, presentan declaraciôn y pagan e 1 im
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puesto résultante de su autoliquidaciôn, dentro de los très 
ses siguientes a la fecha deUnalizaciôn de su période especial#
b.3#“ Contribuyente no residente en el pals.
Para presentar la declaraciôn jurada, la Ley les concede 
una prôrroga hasta de très meses, perlodo en el cual también 
deberân efectuar el pago del impuesto segûn su propio cômputo.
(?o S c) Sistema^de pago del Impuesto sobre la Renta.
El Impuesto sobre la Renta se paga a medida que se gen^ 
ra la renta gravable, de la siguiente manera:
C.I.- Retenciôn en la fuente:
En el caso de las personas naturales, cuyos ingresos pro 
vieuen de su trabajo personal fesalariados en general), el im­
puesto sobre la renta que grava sus salaries, se paga por me­
dio del sistema de "retenciôn mensual en la fuente"* Finallza 
do el ano calendario, los contribuyentes sujetos a este régi­
men elaboran su declaraciôn anual y en caso de resultar saldo 
de impuesto segûn su propio cômpiio, deben pagarlo a mâs tardar 
el 31 de marzo siguiente al ano imponible*
c*2*- Sistema de pagos a cuenta*
Son sujetos de esta obligaciôn todas las personas natu­
rales o jurldicas obligadas al pago del Impuesto sobre la Ren 
ta, con excepciôn de aquellas cuyos ingresos provengan del tra 
bajo personal y que estén sujetos al sistema de retenciôn en 
la fuente*
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Las personas sujetas al sistema de pagos a cuenta, can- 
celan el impuesto a medida que se genera la renta neta grava­
ble en cuatro cuotas trimestrales# El monto de los pagos a cuen 
ta es como mlnimo el impuesto del propio cômputo del ano ant_e 
rior, monto que dividido entre cuatro determine las cuotas tri. 
mestrales a cancelar dentro del ano impositivo*
Los pagos a cuenta que deba realizar el contribuyente los 
consigna en el formulario de declareiôn de renta a presentar 
por el ultimo ano impositivo (36)* Si en el ano base para el 
câlculo de los pagos a cuenta, no se causô impuesto, las cua­
tro cuotas se calculan en forma estimada de conformidad con los 
posibles ingresos que pudieran percibirse# Los contribuyentes 
que inician actividades determinan as pagos a cuenta hasta que 
les corresponde presentar la declaraciôn por el ano de inicio 
de operaciones* Cuando en el ûltimo ano impositivo a declarer 
resuite saldo a favor del contribuyente, este puede imputar el 
excedente a los pagos a cuenta que le corresponds efectuar en 
el siguiente perlodo*
Tal como habiamos indicado anteriormente, los pagos a 
cuenta del Impuesto sobre la Renta del ano impositivo que co­
rresponde se pagan en cuatro cuotas trimestrales* Las très pri 
meras cuotas deben cancelarse durante el ejercicio gravable e 
ingresarse a mâs tardar en las siguientes fechas: primera cuo 
ta: 30 de junio; segunda cuota: 30 dé septiembre; tercera cuo 
ta: 31 de diciembre* La cuarta cuota sera el saldo del impues­
to segûn el propio cômptto declarado, y se paga a mas tardar el
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31 de marzo siguiente al ano imponible»
Los contribuyentes que tienen un ejercicio diferente del 
ano civil, pagan cada cuota a mâs tardar el ûltimo dla de cada 
trimestre del perlodo a que corresponde en su caso. La cuarta 
cuota, équivalente al saldo del propio cômputo, la pagan den­
tro de los très meses siguientes a la fecha de finalizaciôn de 
su perlodo especial.
En el supuesto de que el monto anual de los pagos a cuen 
ta sea inferior a doscientes lempiras (aproximadamente trece 
mil quirîentas pesetas) , la cancelaciôn de este valor se efectûa 
en una sola cuota a mâs tardar el 30 de noviembre del ano impjo 
sitivo a que corresponda el pago a cuenta. Tratândose de con­
tribuyentes con perlodo especial en la situaciôn anterior, el 
pago de la cuota vence un mes antes del cierre del ejercicio 
econômico.
d) Lugar de pago y de presentaciôn de la declaraciôn- 
liquidaciôn.
Una vez determinado en la declaraciôn-liquidaciôn el salL 
do del impuesto a favor del Fisco, el contribuyente debe llenar 
el formulario "Comprobaote de Pago, Saldo de Impuesto sobre la 
Renta Propio Cômputo", el cual se le adjunta con el formulario 
de declarciôn, anotando con exactitud todos los datos solicita 
dos.
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Con el "comprobante de pago" el contribuyente debe presen 
tarse a la oficina recaudadora designada por la Direcciôn Ge­
neral de Tributaciôn, que en este caso es el Banco Central de 
Honduras y sus Agencias (37), a cancelar el saldo del impues­
to# La oficina recaudadora le devuelve con el sello de cancel^ 
do, el original del comprobante como constancia de pago y la 
primera copia del mismo, para que la adjunte a su declaraciôn 
de renta, en forma previa a su presentaciôn en las oficinas 
de la Direcciôn General de Tributaciôn#
Ëfectuado el pago del saldo del impuesto anual, el contr^ 
buyente puede presentar su declaraciôn jurada (38) de renta en 
los siguientes lugares; en Tegucigalpa, en la Direcciôn General 
de Tributaciôn; en el resto de la Repûblica, en las Oficinas 
Régionales de Tributaciôn#
e) Forma#
Para que el contribuyente présente oportunamente su de­
claraciôn-liquidaciôn, la Direcciôn General de Tributaciôn p^ 
ne a su disposiciôn, con la anticipaciôn necesaria, el formula 
rio correspondiente, rotulado con sus datos de identificaciôn 
por la misma Direcciôn#
Cuando el contribuyente, por cualquier razôn, utilice un 
formulerico que no tenga previamente rotulados sus datos de iden 
tificaciôn, debe anotar êl mismo su identificador de registre 
tributario nacional (39) y nombre o razôn social exactamente c^ 
mo aparecen en su Cédula Tributaria (40); asimismo debe presen 
tar este ûltimo documento, en el momento de entregar la déclara^ 
ciôn en las oficinas de la Direcciôn General de Tributaciôn#
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El hecho de que el contribuyente no se haya proveido de 
formularies, no lo libera de la obligaciôn de presentar su dje 
claraciôn, la que podrâ presentar en papel corriente, con to­
dos los requisitos contenidos en el formulario* La presentaciôn 
de una declaraciôn-liquidaciôn incompleta faculta a la Direc­
ciôn para considerarla como no presentada (4l).
3,- Impuesto sobre Ventas*
El Impuesto sobre Ventas fue creado por Decreto. Ley nu 
mero 24 de 20 de diciembre de I963, entrando en vigor el 10 de 
enero de 1964 (42).
Este impuesto se estableciô ante la necesidad de introdu 
c ir un cambio en la estructura tributaria del pals que compen 
Sara la pérdida de recursos fiscales que significaba para Hon 
duras la obligaciôn, como miembro del Programa de Integraciôn 
Econômica Centroamericana, de suscribir los convenios de equf 
paraciôn arancelaria, tomando en cuenta que dentro de la estruc_ 
tura tributaria existante el renglôn de impuestos de importa­
ciôn constituîa aproximâdamente el 48% de los ingresos corrien 
tes del Estado.
Originalmente el Impuesto sobre Ventas gravaba las ven­
tas de mercaderlas y algunas prestaciones de servicios realiz^ 
dos en el pals, pero en forma que incidiera sobre una sola de 
las etapas al que era objeto la negociaciôn de la mercaderia 
o servicio.
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Sin embargo, posteriormente, mediante Decreto-Ley N 2 28? 
de 5 diciembre de 1975, se modificô este sistema sustituyendo 
se por la aplicaciôn del impuesto en forma no acumulativa en 
la etapa de importaciôn y en cada etapa de venta de que sean 
objeto las mercaderlas o servicios*
Para los efectos fiscales se considéra venta toda tran^ 
misiôn onerosa de mercaderlas de una persona a otra, o todo a^ 
to que tenga por fin ûltimo tal transmisiôn cualquiera sea la 
denominaciôn que las partes den al contrato o a la negociaciôn 
y aunque el precio se pague en especie*
La venta de mercaderlas puede ser al contado, al crédite, 
contrato de arrendamiento con opciôn de compra, daciôn en pago, 
permuta y en general cualquier negociaciôn a titulo oneroso*
No obstante, es èntendido que tanto la transmisiôn de bi^ 
nés inmuebles a titulo oneroso como la transmisiôn de bienes 
muebles e inmuebles a titulo gratuito, no estân sujetas al Im 
puesto sobre Ventas ya que estân sujetas al Impuesto sobre Tra 
diicciôn de Inmuebles y al Impuesto de Herencias Legados y Dona 
ciones, respectivamente*
El gravamen se «plica sobre el precio neto de venta que 
resuite de la factura, recibo o documento extendido por el ven 
dedor a cuyo cargo estâ el pago del impuesto, es decif, el t^ 
tal de la factura con los precios corrientes menos los descuen 
tos por época de pago u otro concepto de acuerdo con las cos- 
tumbres de plaza*
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La tasa del impuesto se fijô originalmente en el 3 por 
ciento sobre la venta de bienes o servicios sujetos al impue^ 
to; posteriormente, el Decreto nC 5° de la Asamblea Nacional 
Constituyente, de 31 de marzo de I98I, elev6 la tasa al 6% cuan 
do se aplique a las bébidas alcohôlicas de fabricaciôn nacional 
tales como cerveza, aguardiante, licores compuestos, bebidas 
alcohôlicas destiladas , y a los cigarrillos y otros productos 
elaborados de tabaco» En el caso de estos productos el impue^ 
to se cubre en una sola etapa de que sea objeto la comerciali 
zaciôn de los mismos, o sea, que su aplicasiôn se efectûa en 
fâbrica y a cargo de los mayorâstas o almacenistas, exclusiva- 
mente*
El 31 de ciciembre de I98I, la Asamblea Nacional Consti 
tiyente emitiô el Decreto nûmero 125, el cual aumentô la tasa 
del impuesto al 5% sobre la venta de bienes o servicios suje­
tos a este gravamen, con excepciôn de los articulos cuya tasa 
se estableciô en el Decreto NQ*50, de 3I de marzo de I98I#
Dado el carâcter general de este impuesto a la ventas, 
la magnitud de las excenciones détermina el âmbito de su apli 
caciôn por lo que se hace necesario una descripciôn detallada. 
La Ley establece numerosas exenciones, sin un ordenamiento sis 
temâtico; no estân sujetas al Impuesto las ventas en el merca 
do interno, que podemos agrupar en la siguiente forma:
- Productos alimenticios: se incluyen prâcticamente todos 
los de consumo general, aalvo que se encuentren énvasados o que
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los envasen no reunan ciertas condiciones. Como ejemplo estân 
exentos;
• - Carnes, pescados, crustaceos y moluscos frescos o coii 
servados sin envasar;
•- Productos lâcteos frescos, huevos y miel;
.- Cereales, frutas, legurabres, café, té, cacao, excep­
te envasados o enlatados;
*- Aceite, manteca, grasas y derivados de origeniegetal 
comestibles, excepto envasados o empacados;
•- Pastas alimenticias y productos de panaderia de fabr^ 
caciôn local;
.- Comidas frescas salvo que sean proporcionadas por res 
taurantes, hoteles, pensiones y similares#
*- Producciôn agricola, ganadera, forestal de la caza, 
pesca y silvicultura: se generalize la exenciôn del impuesto 
a todos los productores de esos articulos, con la ûnica cond_i 
ciôn, salvo para la silvicultura, que al ser vendidos los mis 
mos no hayan sufrido elaboraciôn o tratamiento, excepto los in 
dispensables para su conservaciôn en estado natural# Incluye 
esta exenciôn los siguientes productos especificamente mencio 
nados por la Ley: tabaco en bruto; cueros y pieles sin curtir, 
excepto pieles finas, semillas y bulbos; caucho en bruto; cor 
cho en bruto y sus desperdicios; abonos en bruto, etc#
.- Determinadas materias primas: Una lista seleccionada 
de materias primas o de articulos que pueden ser usados como 
tales también aparecen especificamente senalados, por ejemplo:
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madera en trozas o simplemente escuadrada, desbastada o simply 
mente trabajada; pulpo y desperdicios de papel; fibras texti­
les no raanufacturadas en hilazas; hilos o tejidos y sus despe^ 
dicios; y minérales en bruto (salvo petrôleo y piedras precio 
sas) •
#- Ventas de pequenos productores y artesanos; La Ley tam 
biên excluye los productos o mercaderlas producidos, elaborados 
y vendidos por pequenos productores o por artesanos en un régJL 
men de trabajo familiar, conforme a la reglamentaciôn de la Sjs 
cretarla de Economia#
,- Consumos gravados con Impuestos especificos: En este 
grupo de productos exentos se incluyen los siguientes articu­
los, por estar sujetos a otros impuestos sobre el consumo: azû 
car, gasolina, aceite diesel y automôviles nuevos para uso prj^  
vado*
•- Los servicios en general: La Ley ha seguido el princi 
pio de gravar los servicios en su enunciado general, pero es­
tablece una exenciôn total para los servicios, salvo los siguien 
tes, que son, en consecuencia los ûnicos sujetos al Impuesto: 
los prestados en los restaurantes, "cabarets", "night clubs", 
clubes sociales y quintas de recreo; y, los prestados en hot^ 
les, pensiones y similares, incluyendo expresamente losservi- 
cios de alojamiento#
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a) Personas obligadas a presentar declaraciôn-liquidaciôn 
Estân obligados a presentar declaraciôn liquidaciôn to­
das las personas o entidades productoras, industriales, impor 
tadoras, comerciantes mayoristas o minorjstas y demâs que rea- 
licen ventas de mercaderlas o presten servicios, sujetos al im 
puesto por montos iguales o mayores a doce mil lempiras (apr^ 
ximadamente 810,000 pesetas) al ano.
b) Lugar y plazo de presentaciôn de la declaraciôn-liqui­
daciôn.
La declaraciôn liquidaciôn se présenta: en Teguicigalpa / 
en la Direcciôn General de Tributaciôn y, en el resto de la 
pûblica en las Oficinas Régionales de Tributaciôn.
Por lo que respecta al plazo de presentaciôn de la decla 
raciôn-liquidaciôn y pago del impuesto, existen dos supuestos:
b.l* Cuando el valor anual de las ventas sea igual o ma 
yor a veinticuatro mil lempiras (aproximadamente 1.620.000 p^ 
setas), el contribuyente debe presentar mensualmente la decla 
raciôn-liquidaciôn correspondiente a dichas ventas y pagar el 
impuesto respectivo o mâs tardar el dia diez del mes siguiente 
al de la declaraciôn-liquidaciôn, en el Banco Central de Hon­
duras o en la Oficina de Hacienda que determine la Direcciôn.
b.2. Cuando las ventas anuales sean menores de veinticua 
tro mil lempiras, el contribuyente debe presentar anualmente
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las medicinas, el petrôleo y sus derivados, importanciones 
jo tratados bilatérales de comercio entre Honduras y les pai- 
ses centroamericanos, libres y fflLletos, etc.
El Informe de I985 del Banco Interamericano de Desarro- 
llo, en el case de Honduras, senala que: "En I98I se revirtiô 
la tendencia negative que la economia venia experimentando dejs 
de principles de la década, le cual se refkjô en un favorable 
increraento en el producto interno brute (PIB) del 2.9 por clen 
to. La fuerte expansiôn de la inversi6n pdblica destinada a 
la terminaci6n de la planta hidroelectrica<te El Caj6n, buenas 
condiciones climâticas que resultaron en un aumento de la prjo 
ducci&n de grams bâsicos y el moderado crecimiento de las ex- 
portaciones tuvieron un impacto positive que se transrnitiô a 
todos les seurtores de la actividad econômica del pais" (I6).
"El aumento de la producciôn -prosigue el Informe del Ban 
co Interamericano de Desarrollo- estuvo acompanado de la dismi 
nuci6n de la inflaci&n, de un adecuado financiamiento de les 
sectores productives y de una mejora relative en la situaciôn 
financiers del sector pûblico, aunque se reconoce que todavia 
se requieren esfuerzos adicionales para reducir el elevado dé 
ficit fiscal" (1?).
Segûn el Informe citado, en 1984 "los ingresos fiscales 
del Gobierno Central mostraron una notable mejoria asociada con 
la recuperaciôn econômica y el crecimiento del comercio exte­
rior" y destaca que el buen rendimiento tributario se debiô a
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los cambios introducidos en el sistema impositivo, y a una raa 
yor eficiencia administrativa en el control y cobro de impues 
tos (18).
Por lo que respecta a las perspectives hondurenas el In 
forme del Banco Interamericano de Desarrollo pronostica un len 
to crecimiento para la economia hondurena y una posible recu­
peraciôn en los prôximos anos "en la medida en que se amplie 
la base productive, se solucionen los desequilibrios fiscales 
del sector pûblico y se generen majores expectatives y mayor 
confianza en la economia, si disminuye el clima beligerante que 
subsiste en la regiôn centroamericana. Ademâs es de esperar que 
se mantenga el misrao nivel de ayuda externa y que la economia 
tenga capacidad para absorberla" (I9).
B.- IMPUESTOS SUJETOS A AUTOLIQÜIDACION.
Antes de entrar a considérer los impuestos para los que 
se ha establecido la autoliquidaciôn en el Derecho tributario 
hondureho, debemos hacer una breve referencia al caso del pa­
ge de tributes raediante efectos timbrados.
En las Notas del Seminario de Derecho Financière de la 
Universidad de Madrid, se sehala que: "no puede desconocerse 
que es éste el supuesto en que la interveneiôn del contribu- 
yente en el procedimiento liquidatorio es mas intense y, pa-
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ralelamente, en el que la intervenciôn de los ôrganos adminis 
trativos de gestiôn tributaria queda trâs alejada" (2C),
Por otra parte, a juicio del profesor Martin Delgado no 
debe haber diferencia entre aquéllos supuestos en los que el 
propio contribuyente practice la liquidaciôn aplicando al pa_ 
go del tribute un determinado efecto timbrado, de aquellos o- 
tros en los que déclara y autoliquida la cuota correspondien-
te a lo declarado (21)#
En Honduras este supuesto exite en el Impuesto sobre Pai
pel Sellado y Timbres, establecido mediante Décrété Nûmero 75
de 1911, que derogô la Ley de 1909* Es obligado el use de pa- 
pel sellado y/o timbres en todos los actes judiciales y extr^ 
judiciales, contrâtes, solicitudes, memoriales, actuaciones, 
expedientes, libres y demâs documentes para los que la Ley or 
dena dicho uso# Son sujetos pasivos del Impuesto todas las per 
sonas que otorguen, expidan o fimen documentes en los cuales 
deban utilizarse papel sellado y/o timbres.
1.- Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles#
El Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles fue establecido 
mediante Decreto Nûmero 76 de 9 de abril de 1957* Este impuej^ 
te grava la tradiciôn (22) de inmuebles a titulo oneroso y se 
calcula sobre el precio asignado por las partes, al inmueble
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su declaraciôn-liqiiidaciôn y efectuar el pago del correspondien 
te impuesto dentro de los treinta y un dîas del mes de enero 
siguiente a la terminaciôn del ano calendario.
c) Forma#
La declaraciôn-liquidaciôn reviste forma escrita y debe 
presèntarse en los formularies que gratuitamente proporciona 
la Direcciôn General de Tributaciôn.
El hecho de no haber recibido los formularios para pagar 
y presentar la declaraciôn-liquidaciôn, no exime al contribuyen 
te cb efectuar el pago ni de presentar su declaraciôn-liquida- 
ci6n en el plazo correspondiente#
C.- CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LA AUTOLIQUIDACION EN EL 
PROCEDIMIENTO DE GESTION TRIBUTARIA#
El articule 351 de la Constituciôn de la Repûblica de 1982 
establece los fundamentos del sistema tributario hondureno: "El 
sistema tributario se regirâ por los principles de legalidad, 
proporcionalidad, generalidad y equidad, de acuerdo con la c^ 
pacidad econômica del contribuyente"#
El principle de legalidad, base esencial del Egtado de 
Derecho, es un principle general, comûn para toda la legisla-
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ciôn hondurena, no privativo del Deredho tributario, sin embajr 
go es en esta materia donde adquiere su mayor vigencia y sig- 
nificaciôn# Este principle se encuentra consagrado en el art^ 
culo 109f pârrafo segundo de la Constituel6n que dispone: "N^
die esta obligado al pago de impuestos y demàs tributes que 
no hayan side legalmente decretados por el Congreso Nacional, 
en sesiones ordinarias"#
El principle de legalidad se compléta con los articules
203, atribuciôn 35 y* 206 de la Constituciôn, ya que el prim^
ro confiera nuevamente la atribuciôn de establecer impuestos 
y contribueiones asi como cargas pûblicas al Congreso Nacio­
nal, y el segundo prohibe de manera terminante la delegaciôn 
de las atribuciones o facultades del Poder Legislative.
El principle de proporcionalidad que consagra la Consti
tuciôn debemos entenderlo en un sentido amplio, como que la 
distribuciôn de las cargas fiscales debe hacerse en la forma 
matemâtica que resuite mas justa, y no a base de un porcenta 
je fijo para todas las rentas, como se ha entendido histôrica 
y técnicamente en el Derecho tributario; puesto que en rigor 
no es la proporcionalidad sine la progresividad el principle 
moderno y mâs justo de reparticiôn de los impuestos. Este ul­
timo principle -el de progresividad- es el que recoge la Ley 
del Impuesto sobre la Renta y las Constitueiones anteriores de 
1957 y 1965 hacian referencia a él bajo el nombre de "uniformi^ 
dad en la imposiciôn".
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El principle de generalidad, al igual que el de legalidad, 
es principle basico del Estado de Derecho, comun a todas las 
leyes, pero tratandose de las tributaries debe ser adecuado a 
los fines de justicia fiscal que aquellas persiguen. La just^ 
cia fiscal se obtiene con réglas econômicas que atiendan a la 
capacidad tributaria de los individuos para soportar las cargas 
pûblicas, haciendo de los impuestos verdaderos instrumentes de 
polîtica y redistribuciôn justa de la riqueza. Desde este ptm 
to de vista se parte del principle de que los hombres no son 
iguales en cuanto a su capacidad patrimonial y por tante la 
verdadera fôrmula de la justicia es tratar a dichos individuos 
conforme sus desniveles econômicos, para que el sacrificio que 
supone el pago de los impuestos sea repartido en forma equity 
tiva.
El principle de equidad es un corrective de la generalj. 
dad de la Ley, o sea, la justicia del caso particular. En el 
orden fiscal se aspira a considerar la situaciôn personal del 
contribuyente, en forma integral, con sus ingresos pero tam- 
bién con sus limitaciones y cargas.
En cuanto a la capacidad econômica del contribuyente-, 
este principle comprende los anteriores, que desembocan en él. 
Consiste en la aptitud econômica que una persona tiene para 
gar los impuestos, sin que por ello sufra perjuicio en la sa- 
tisfacciôn de su necesidades vitales o las de sus dependientes 
legalmente autorizados.
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Ahora bien, el Derecho tributario en Honduras participa 
del mismo grave inconveniente del Derecho Administratives; la 
falta de codificacion de sus normas* A diferencia del Derecho 
Civil, Penal, Laboral, Mercantil, Procesal, que tienen sus prjo 
pios Côdigos y de otras ramas del Derecho que tienen por lo mid 
nos una ley principal, como el Derecho Agrario, el AeronAutico 
y el Penitenciario, las normas correspondientes al Derecho Ajd 
ministrativos y al Derecho tributario se encuentran contenidas 
en diverses leyes, sin uniformidad y sistematizaciôn alguna#
Asi el sistema de autoliquidaciôn no esta regulado en una 
ley tributaria de carActer general sino que su aplicaciôn se ha 
ido extendiendo a través de su incorporaciôn a las disposicijo 
nés normativas que regulan cada tribute en particular, siendo, 
por otra parte, déficiente la regulaciôn parcial que existe de 
las mismas*
Tanto el Impuesto sobre Tradiciôn de Inmuebles como el 
Impuesto sobre Ventas se gestionan a través de 1# autoliquida 
ciôn practicada por el contribuyente en su declaraciôn, sin em 
bargo dicho sistema de autoliquidaciôn no se régula expresamen 
te como tal sino que debe deducirse de las normas légales y r^ 
glamentarias referentes a la gestiôn de dichos impuestos. La 
aplicaciôn del régimen de autoliquidaciôn se ha extendido con 
mayor claridad y firmeza, por parte del legislador, ^  Impue^ 
to sobre la Renta a partir de 1982; con anterioridad a esta f^ 
cha la exacciôn del impuesto por medio de autoliquidaciôn no
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estaba previsto para todos los contribuyentes sujetos al Impue^ 
to sobre la Renta. Esto, no obstante, la Ley del Impuesto sobre 
la Renta no utiliza el término "autoliquidaciôn" sino que habla 
de "presentaciôn de la declaraciôn y pago del impuesto segûn 
propio cômputo"; ahora bien, a pesar de no utilizer la terminjo 
logla dominante en otros paises, es évidente que la intenciôn 
de nuestros legisladores es que estos impuestos -sobre tradi­
ciôn de inmuebles, ventas y renta- se gestionen a través de téc^  
nicas autoliquidadoras por parte del contribuyente con el pr^ 
pôsito de obtener la adecuaciôn del procedimiento de exacciôn 
de los impuestos a los principios de sencillez, agilidad y c^ 
leridad con que hoy en dia se desarrolla el trâfico jurldico.
En las leyes que regulan los impuestos sujetos a autol^ 
quidaciôn se consideran como infracciones a las mismas la no 
presentaciôn en tiempo de la declaraciôn correspondiente y la 
falta de pago o el pago del impuesto fuera de los plazos est^ 
blecidos, por tanto la presentaciôn de una declaraciôn sin au 
toliquidar no esta prevista como constitutiva de infracciôn 
tributaria; existen otras conductas tipificadas como constitu 
tiva de defraudaciôn fiscal, sin embargo, no las consideramos 
aqujT por no estar relacionadas con nuestro estudio.
Por otra parte las sanciones tributarias que contemplan 
las leyes citadas pueden clasificarse en dos grupos; penas y 
sanciones administratives. Penas son las privatives de liber- 
tad y las de inhabilitaciôn que establecen las leyes tributa­
rias; sanciones administratives, las multas, recargos, comiso.
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pérdida de licencia, cierre de establec imiento y derr.âs que no 
tengan carâcter penal* El profesor René Suazo Lagos (43) ha s_e 
halado que las penas s6lo pueden ser aplicadas por los Tribuna 
les judiciales siguiendo los procedimientos comunes mientras 
que las sanciones administratives pueden ser aplicadas por las 
autoridades administratives compétentes siguiendo los procedl. 
mientos establecidos en las correspondientes leyes y en el 
digo de Procedimiento Administrativos. Por otra parte, manifies 
ta Suazo Lagos que "son pocas en realidad las leyes tributarias 
que establecen delitos y penas "y cita la Ley de Contrabando 
y Defraudaciôn Fiscal y la Ley de Alcoholes y Licores Naciona 
les, esta ultima tipifica algunas conductas como delitos, pero 
se remite en forma vaga e imprecise para la determinaciôn de la 
pena a las disposiciones del Côdigo Penal y de la Ley de Contra 
bando y Defraudaciôn Fiscal* Por tanto, concluye el profesor 
Suazo Lagos "El nûcleo de las sanciones tributarias esta con_s 
tituido por las multas y recargos" (44).
En cuanto al posible error contenido en una autoliquida 
ciôn y que produce un ingreso indebido en favor del Fisco, la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, en su articulo 34, pârrafo on 
ce dispone que "En casos debidamente calificados la Direcciôn 
(45) podrâ disponer la devoluciôn del exceso del impuesto pa- 
gado"# Por su parte el Reglamento del mismo Impuesto estable­
ce en el articulo 95 que "La Direcciôn podrâ ordenar el examen 
de las declaraciones presentadas por los contribuyentes. Para 
estos efectos, en cada caso la Direcciôn autorizara a sus em- 
pleados para efectuarlos".
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El pârrafo segundo del articulo 98 del Reglmento citado 
dispone que "si como resultado de su revision el empleado prac^ 
tica un ajuste del impuesto deberâ expresar las razones en que 
se fundan las correcciones que deban hacerse a la declaraciôn 
del contribuyente y senalar el impuesto que deba cobrarse o d^ 
volverse". Finalmente, el articulo 99 del Reglamento establece 
que "en caso que sea procedente la devoluciôn de impuestos, se 
procecferâ de oficio a ella y se darâ por terminado la tramita- 
ciôn del caso, a no ser que el contribuyente tenga una deuda 
exigible por concepto de impuesto, en cuyo caso se operarâ la 
compensaciôn".
En relaciôn con este tema nosotros veraos dos problemas 
muy serios. En primer lugar no todas las declaraciones-autoli^ 
quidaciones llegan a comprobarse por la Administraciôn tribut^ 
ria, provocândose asi una situaciôn de indefensiôn del particu 
lar que no puede reclamar contra ese posible error contenido 
en la autoliquidaciôn* En segundo lugar, si bien es cierto que 
la Ley y el Reglamento del Impuesto sobre la Renta preven la 
impugnaciôn de las resoluciones dictadas por la Administréeiôn 
tributaria, en Honduras, a pesar de haberse planteado réitéra 
damente su necesidad y urgencia, carecemos de un sistema de 
justicia administrativa que garanties con plena imparcialidad 
la resoluciôn de los conflictos que surgen entre la Administra^ 
ciôn pûblica y los particulares, por consecuencia de los actos 
de la primera que afectan los derechos e intereses de los se­
gundo s.
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En la Constitueiôn de la Repûblica vigente, como en las 
anteriores de 1957 y 1965$ existe una disposiciôn que créa la 
jurisdicciôn de lo contencioso administraiivo y remite a una 
ley ordinaria el establecimiento de la competencia de los trj. 
bunales de la materia, asi como su organizaciôn y funcionamien 
to (articulo 318)* Ahora bien, mientras no se promulgue la Ley 
ordenada por la Constituciôn de la Repûblica vigente, desarro^ 
llando el articulo 318 en cuanto a la competencia, organizaciôn 
y atribuciones de los tribunales de lo contencioso-administra 
tivo, seguiremos con el sistema actual de "jurisdicciôn rete- 
nida" en el que los ôrganos administratives encargados del con 
trol y administraciôn de los impuestos, son los mismos que cjo 
nocen y resuelven en primera instancia las controversias que 
se suscitan entre el Fisco y los contribuyentes con ocasiôn de 
la interpretaciôn y aplicaciôn de las leyes tributarias; y los 
ôrganos superiores, por razôn de jerarquia, conocen del recur 
so de apelaciôn o de alzada, hasta llegar al recurso extraor- 
dinario de amparo, ante la Corte Suprema de Justicia, que se 
interpone contra la violaciôn de normas constitucionales*
El Reglamento del Impuesto sobre la Renta, ûnicamente con 
temp la <bs posibilidades como resultado del examen o comproba- 
ciôn de la declaraciôn-autoliquidaciôn: a) Que surga una can- 
tidad favorable al contribuyente, en cuyo caso la Administra­
ciôn debe procéder de oficio o a instancia de aqué a la devo­
luciôn del impuesto ingresado indebidamente; y b) Que aparezca 
un "ajuste" o "reparo" contra el contribuyente, es decir, una
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cantidad adicional de impuesto a pagar* Para nada se refiere 
a la posibilidad de que la Administraciôn tributaria confirme 
la autoliquidaciôn practicada por el contribuyente cuando es­
te considéra que la misma condene un error habiéndose produci 
do un ingreso indebido#
Creemos que en este supuesto el contribuyente puede im- 
pugnar el informe elaborado por el Auditor encargado del exa­
men de la declaraciôn-autoliquidaciôn y en el cual este confir 
ma la autoliquidaciôn, en la misma forma en que puede irapugnar 
se dicho unforme o dictâmen cuando el mismo contiens un ajuste.
La impugnaciôn se présenta ante la Direcciôn General de 
Tributaciôn la cual estudia y dictamina dicha impugnaciôn, emj. 
tiendo una resoluciôn final, aprobando o modificando el info^ 
me del Auditor que fuera impugnado. Si el contribuyente no a- 
cepta la resoluciôn emitida por la Administraciôn, se agota, 
en ese memento, el procedimiento interno de impugnaciôn de las 
resoluciones dictadas por la Direcciôn General de Tributaciôn 
en el campo del examen de las declaraciones-autoliquidaciones, 
regulado en el Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Ren 
ta y caben los recursos administratives propiamente dichos, con 
templados en el Côdigo de Procedimientos Administratives#
Dado el sistema de justicia retenida y el principle con^ 
titucional de que en todo juicio deben existir dos instancias 
a lo sumo, en el campo tributario hondureho la Direcciôn Gene 
ral de Tributaciôn actûa como ôrgano de primera instancia, y
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su superior jerârquico inmediato, la Secretaria de Hacienda y 
Crédite Pûblico, como Tribunal de segunda instancia.
De acuerdo con el articulo 32 de la Ley ddLImpuesto sobre 
la Renta, contra las resoluciones dictadas por la Direcciôn G_e 
neral de Tributaciôn puede pedirse reposiciôn e interponerse 
recurso de apelaciôn con carâcter de subsidiario ante la Secre 
taria de Estado en el Despacho de Hacienda y Crédite Pûblico*
Del recurso de reposiciôn, en primera instancia, conoce 
y resuelve la Direcciôn General, pudiendo reponer o enmendar 
el auto objeto del recurso, en todo o en parte, mediante nueva 
resoluciôn, favoreciendo asi la posiciôn del contribuyente* Pjb 
ro también puede la Direcciôn rechazar o declarar sin lugar el 
recurso de reposiciôn, debiéndo adraitir en este caso el de ape 
laciôn interpuesto con carâcter de subsidiario para ante la 
cretarla de Hacienda y Crédite Pûblico, como organismo de alzai 
da*
Del recurso de apelaciôn conoce y resuelve la Secretaria 
de Hacienda y Crédite Pûblico y, concluye con la resoluciôn del 
Poder Ejecutivo, dictada por medio de dicha Secretaria, o sea, 
firmada por el Présidente de la Repûblica y el Secretario de 
Hacienda y Crédite Pûblico, ya sea confirmando, revocando o 
reformando la resoluciôn dictada por la Direcciôn*
Una vez tramitado y resuelto el recurso de apelaciôn, con 
cluye el procedimiento administrative, existiendo, a partir de 
ese memento la posibilidad de plantear el caso ante la Corte
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Siiprema de Justicia, ya en la via judicial, por medio del re­
curso extraordinario de amparo, invocando para ello la viola­
ciôn de garantias y derechos Constitucionales, tales como el 
principle de legalidad, de defensa o audiencia, de prohibiciôn 
de impuestos confiscatorios, etc* Dada la naturaleza extraordi 
naria del amparo es indispensable, para su interposiciôn, ha­
ber agotado previamente todos los recursos ordinaries, por tan 
to es requisite ensayar previamente, contra la resoluciôn del 
Poder Ejecutivo, el recurso de reposiciôn, aunque esto en la 
prâctica no es mas que una formalidad ya que résulta muy difjL 
oil y hasta contradictorio que el Presidents reponga o enmien 
de una resoluciôn que se supone dictada con pleno conocimien- 
to de causa#
Respecto alrecurso de amparo, el profesor Flores Valeria 
no ha sehalado que "el amparo, aunque es la unica forma de plan 
tear un caso administrative ante el mas alto Tribunal de Jus­
ticia, tiene el inconveniente de no resolver el fondo del asim 
to, toda vez que ha sido instituido para mantener la vigencia 
de las normas constitucionales, limitandose a protéger o amp^ 
rar a las personas que lo promueven, sin hacer declaratoria 
respecto al acto que lo motiva; aparté de que no produce efec^  
to de cosa juzgada" (46).
Finalmente, debemos senalar que la implantaciôn del si^ 
tema de autoliquidaciôn en el Impuesto sobre la Renta no ha s^ 
do acogido favorablemente por los contibuyentes que lo han c^n
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siderado lesivo a sus intereses econômicos puesto que con ante 
rioridad a su extensiôn, los contribuyentes presentaban la de­
claraciôn jurada de las rentas obtenidas el aho anterior en el 
perîodo comprendido entre el 1 de enero al 31 de marzo de cada 
aho * La Direcciôn General de Tributaciôn comprobaba las decla 
raciones y notificaba el impuesto a pagar al contribuyente quien 
debia ingresarlo a mâs tardar el 30 de junio; por supuesto, la 
notificaciôn aludida, siendo tantas las declaraciones a compr^ 
bar, llegaba a mediados del mes de junio y el contribuyente, 
por su parte, dejaba el pago para ultima hora, Por tanto, di^ 
ponia de gBis meses para el pago del Impuesto sobre la Renta*
En la actualidad, con el sistema de pagos a cuenta, presenta­
ciôn de declaraciôn-autoliquidaciôn y pago simultâneo del im­
puesto résultante, este debe estar pagado a mâs tardar el 31 
de marzo siguiente al aho imponible, esta es, en realidad, la 
razôn por la que los contribuyentes se consiferan lesionados en 
sus intereses econômicos*
Por otra parte, el sistema de autoliquidaciôn al requé­
rir unos conocimientos tributaries de cierto nivel, que en nu 
raerosos casos no se poseen, ha supuesto un incremento de la pr^ 
siôn fiscal indirecta ya que el contribuyente al sentirse inc^ 
paz de efectuar las operaciones de liquidaciôn tributaria por 
si mismo confia su autoliquidaciôn a asesorias*
La extensiôn de la ob3igaciôn de realizar declaraciones 
-autoliquidaciones implica la transformaciôn de las relaciones 
entre la Administraciôn tributaria y los contribuyentes; para
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ello es necesario que el ciudadano se identifique r,as con las 
actividades del Estado,integrandose en las mismas de forma a^ 
tiva, y con los fines del Estado.
Sin embargo, este esquema tiene como presupuesto, tal c^ 
mo ha sehalado el profesor Suazo Lagos: "a) La existencia de 
un sistema tributario justo, tanto en lo que corresponde a la 
distribuciôn equitativa de la carga tributaria como a los bé­
néficies que se deriven del uso del producto de los impuestos 
que deben verse siempre como un instrumente para poner en prare 
tica una justa redistribuciôn de la riqueza; b) El desarrollo 
de la cultura tributaria basada en la confianza en el destine 
y en el buen manejo de los fondes pûblicos. Mientras cada con 
tribuyente pague los impuestos que le corresponden sôlo porque 
no tiene la oportunidad o la capacidad para evadirlos y mien­
tras pueda decirse que no paga cabalmente un impuesto porque 
de todas maneras se lo roban, incrementar los ingresos mediante 
la mejora de los métodos y sistenias de recaudaciôn renuerirà 
esfuerzos y medidas sobrehumanos" (47).
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NOTAS
(1) Artîculol<fe la Constituciôn de la Repûblica de Honduras 
de 1982.
(2) Articule 4 de la Constituciûn de la Repûblica.
(3) Articulo 246 de 3a Constituciûn.
(4) Sistemas tributaries de América Latina. Honduras. Progr^ 
ma Conjunte de Tributaciôn de la OEA y el BID. Washington
1966.
(5) Flores Valeriano, Enrique. El Impuesto sobre la Renta.Doc 
trina, legislaciôn y prâctica. Editorial Universitaria Cen 
troamericana, San José, 1984, p. 33#
(6) Flores Valériane, Enrique. El Impuesto... op. cit., pp.
33-34.
(7) Ibid.
(8 ) Andreozzi, Manuel. Derecho tributario argentine, 1951 (C^
tado por Enrique Flores Valériane en El Impuesto...op.- 
cit., p. 34).
(9) Flores Valeriano, Enrique. El Impuesto... op.cit., p. 34.
(10) Los principales impuestos que los habitantes de las Coljo 
nias debieron pagar fueron: a) el Diezmo; b) el Quinte - 
Real; c) el Alraojarifazgo; d) la Æcabala de Barbovento, 
y; e) la Alcabala.
(11) La Constituciûn de I88O se promulgô bajo la presidencia 
del Doctor Marco Aurelio Soto, época que se conoce con el 
nombre de "la Reforma" pues en dicha época se abriô el 
pals a corrientes renovadoras en lo cultural, econômico
y jurldico. "La Refor** encontrô, ademâs de un pals caôti
co, un pals arruinado, despenado en el abismo de la infl^
ciôn y con su economia en un punto muerto. Bajo Soto se 
sentaron las bases del futuro desarrollo material de Hon 
duras". Vid* Marinas Otero, Luis. Honduras. Madrid, 1963$ 
10 ediciôn (Editorial Universitaria , Tegucigalpa, I983,
20 ediciôn.)
(12) Sistemas tributaries... op.cit., p. 5 .
(13) La Constituciûn de la Repûblica de I965 fue rota por un 
nuevo "golpe de Estado", el 4 de diciembre de 1972, enca^ 
bezado por el General Oswaldo Lôpez Arellano quien tan
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solo aho y medio antes -en junio de 1971- habia entreg^ 
do el poder al Dr. Ram6n Ernesto Cruz, electo popularmen 
te. Asi se instala por la via del "golpe de Estado", el 
ûltimo y mâs prolongado de los gobiemos de facto, esta 
vez dividido en très etapas; de 1972 a 1975 bajo la Jefja 
tura del General Oswaldo Lôpez Arellano; de 1975 a 1978 
fue Jefe de Estado el General Juan Alberto Melgar Castro; 
y de 1978 a I982 el Jefe de Estado fue el de igual Titu 
lo Policarpo Paz Garcia, quien entregô el poder dentro 
de un Gobierno Constitucional, al Dr. Roberto Suazo Côr 
dova, electo popularraente. A su vez, Suazo Côrdova efec^ 
tuô la entrega del poder el 27 de enero de I986 al Ing^ 
niero José A%cona Hoyo, siendo la primera vez en cincuen 
ta ahos que un présidente civil de elecciôn popular hace 
entrega a otro présidente civil también de elecciôn po­
pular.
(14) El articulo 8 , letra h) de la Ley del Impuesto sobre la
Renta entiende por "Empreses Mercantiles ":"Cualquier as^ 
ciaciôn de dos o mâs personas, ya sea en forma de soci^ 
dad personalista o por acciones, de responsabilidad li- 
mitada o ilimitada, o cualquier otra organizada o incor^ 
porada de conformidad con las leyes del pais, sea nacio 
nal o extranjera, que gane o perciba renta de una o mâs 
de las actividades mencionadas en....esta Ley. También 
se entenderâ por "Empresas Mercantiles", los negocios que 
pertenezcan a una sola persona natural o individual que 
resida en el pais o fuera de él y las sociedades de he­
cho de cualquier naturaleza que sean".
(15) Sobre los crédites personales introducidos por la reforma
contenida en el Decreto 125 de fecha 31 de diciembre de 
1981, es necesario formular las siguientes apreciaciones; 
se le otorga al contribuyente ciento cincuenta lempiras 
(aproximadamente 10,125 pesetas) en concepto personal, 
cincuenta lempiras (6,750 pesetas) por el cônyuge o corn 
pahero de hogar, y treinta lempiras (4,050 pesetas) por 
ascendientes, descendientes, colaterales, hijos menores 
de 25 ahos que sigan estudios superiores siempre que no 
sean contribuyentes o hijos adoptivos, como crédites co^ 
tra el dLmpuesto que sustituyen las deduce iones que de la 
renta bruta ordenaba el articulo I3 antes de la reforma, 
en las cantidades de très mil lempiras (202,500 pesetas), 
por concepto personal, mil lempiras por el cônyuge o por 
la persona con quien haga compléta vida marital (65.000 
pesetas), y ochocientos lempiras (54.000 pesetas) por los 
ascendientes y descendientes, colateiales, hijos menores 
de veinticinco ahos e hijos adoptivos. Ahora bién sig­
nifies este cambio una disminuciôn en las deducciones per 
sonales reconocidas al contribuyente individual o, por el 
contrario, se le ha asignado cantidades superiores a las 
que se contemplaban antes en la misma disposiciôn?.
Hasta diez mil lempiras (675*000 pesetas) es posible que
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dichos créditos -de 150,50 y 30 lempiras- pueden tener 
el mismo o mâs favorable significaco econômico que las 
deducciones de très mil lempiras, mil lempiras y ocho­
cientos lempiras concedidos anteriormente, Pero en lo re 
ferente a las rentas superiores a los diez mil lempiras, 
de ninguna manera ta^es crédites compensan las anterio­
res deducciones personales; de manera que no es cierto 
lo que afirmaron los proyectistas de esta reforma, de 
que tal cambio no iba en detrimento de los contribuyen­
tes individuales ya que se equiparaba a las deducciones 
de la renta bruta que hasta esa fecha venian gozando* 
Aparté de esta incidencia econômica, la reforma en cue^ 
tiôn ha desquiciado principle estructurales en que ha 
descansado nuestro sistema de contribuciôn personal a 
la renta, o sea, de que la determinac iôn de la renta nje 
ta gravable se obtiene por detracciones de la renta bi^ 
ta, a base de cantidades que el contribuyente necesita 
para él, su familia, o bien importan gastos de produc- 
ciôn de la renta.
Haber menoscabado este sistema solo para esconder o echar 
humo o una reforma que va orientada exclusivarnente a ad 
quirir mâs ingresos , no tiene ninguna justificaciôn. 
jor hubiera sido actuar con seriedad y franqueza, rebajari 
do a limitando las deducciones personales directamente 
y sin subterfugios o trampas que no merecen los contri­
buyentes. Igual critica nos merece esta misma reforma en 
cuanto al recargo del diez y quince por ciento a las ren 
tas superiores a cien mil lempiras y quinientos mil lem 
piras, respectivamente, cuando mejor habria sido una re 
visiôn compléta de la tarifa, introduciendo en ella y en 
forma directa, los cambios que se desceban.
(16) Informe del Banco Interamericano de Desarrollo (B.I.D.)
1985, p. 309 .
(17) Ibid.
(18) Informe... op.cit., p. 3II*
(19) Informe... op.cit., p. 314.
(20) Notas de Derecho Financier©. Seminario de Derecho Finaii 
ciero de la Universidad de Madrid. Tomo I, Vol* 3* Ma­
drid, 1972, p. 870.
(21) Martin Delgado, José Maria. "Los nuevos procedimientos 
tributarios: las declaraciones-autoliquidaciones y las 
declaraciones complementarias". Hacienda Pûblica Espaire 
la. Numéro 84, 1933» P» 40.
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Honduras, y la Tela Raibroad Company, para nue esta empr^ 
sa pudiese dsdicarce al cul tivo y explotaciôn de la paJL 
ma africana, cacao y abacâ en Honduras por el término de 
veinticinco ahos, mediante exenciones y privilégiés fis 
cales sumamente onerosos para el pais. A cambio de esta 
concesiôn, dicha subsidiaria se manfiesté 'dispuesta a 
contribuir sustancialmente al aumento de las rentas pû­
blicas, haciendole mayores pagos al Fisco Nacional, pa­
ra lo cual conviene en que se le imponga un impuesto soi 
bre las utilidades netas que obtenga de todos sus nego­
cios en el pai# 4, ya que en criterio de la misma, confojr 
me sus centrâtes no estaba obligada a pagar dicho grava^ 
men sobre las utilidades en Honduras". "Esta contrats 
-prosibue Flores Valeriano- fue elevada para su aproba- 
ciôn al Congreso Nacional, lo que permitiô que el pueblo 
hondureho manifestera unânimemente su répudié. Pero era 
cuestiûn decidida por el Gobernante hondureho (que ténia 
complete control sobre la CÂmara Legislativa y, ademâs, 
gran *confianza' con la transnacional, por haber sido du 
rante muchos ahos su abogado y représentante legal), que 
a cambio del otorgamiento de esta nueva Contrats, la T^ 
la Railroad Company' aceptaria' la emisiôn de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta que gravaria sus utilidades obt^ 
nidas en Honduras* El proyecto de esta Ley fue elaborado 
en Boston, inspirândose en textes norteamer icanos, espje 
cialmente en la Ley de Puerto Rico, y turnada a una Com_i 
siôn Especial del Congreso Nacional de Honduras para su 
patrocinio, discusiôn y aprobaciôn final. En un mismo dia 
y contra la protesta general de las organizaciones mas 
representativas del pais: profesionales, estudiantes, obr^ e 
ros,campesinos, se aprobaron ambos documentes. Ley del 
Impuesto sobre la Renta y Contrata, consumândose asi la 
mâs descarada y burda^ negociaciôn. La Ley del Impuesto 
sobre la Renta es el Decreto NQ.6 y la Contrata el N&.7, 
ambos de fecha 10 de noviembre de 19^9*"
La Ley del Impuesto sobre la Renta -siempre segûn Flores 
Valeriano- "fue la résultante de una negociaciôn o tran 
sacciôn,cuyo precio alzado para Honduras 11 amâse CONCESION 
de 1949* Precio que no se justificaba bajo ningûn punto 
de vista porque no era cierto que la Tela Railroad Com­
pany no estuviese obligada a pagar el nuevo tributo de 
conformidad con sus concesiones, como lo demostraron va 
rios hondurehos patriotes, entre elles la Sociedad de 
Abogados de Honduras, en un dictamen elaborado al efejc 
to y ampliamente divulgado. Por otra parte, tampoco era 
cierto que la transnacional subsidiaria de la United Fruit 
Company, soportaria el pago del impuesto sobre la renta 
que enteraria el Fisco hondureho, como la explicamos a 
renglôn seguido".
"En el aho 1942 -escribe Flores Valeriano- Estados Unidos 
de América emitiô la Ley de las Corporaciones Comercia- 
les del Hemisferio Occidental, conforme la cual las corn
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(22) El articulo 697 del Côdigo Civil de Honduras de I906 dis 
pone que: "La tradiciôn es un modo de adquirir el domi- 
nio de las cosas, y consiste en la entrega que el dueho 
hace de ellas a otro, habiendo, por una parte, la facul 
tad e intenciôn de transferir el dominio, y por otra, la 
capacidad e intenciôn de adquirirlos".
(23) El profesor Flores Valeriano ha sehalado que en la prâc­
tica, "la Direcciôn General de Tributaciôn no puede nom 
brar Comisiones Réviseras en las principales ciudades del 
pais, mâs cuando éstas deben estar integradas por perso 
nas ajenas a ella* El gasto en que se incurriria para dar 
cumplimiento a esta norma estaria rehido con el principio 
de la economicidad en la imposiciôn que domina la materig 
hacendaria". Por otra parte"el reavalûo solo cabe una vez 
registrado el testimonio de la escritura pûblica, por lo 
que no existen mayores garantias sobre la percepciôn del 
impuesto determinado en forma adicional; y aunque se men 
ciona la via de apremio, no encontramos disposiciôn aigu 
na que le dé carâcter ejecutivo a la certificaciôn o con^ 
tancia de falta de pago del impuesto extendida por el Dj. 
rector como sucede con la Ley de Impuesto sobre la Renta", 
en El Impuesto sobre.*, op.cit., p. 312.
(24) De acuerdo con el articulo 713 del Côdigo Civil: "La tru
diciôn del dominio de los bienes raices y de los derechos
reales constituidos en ellos, se efectuarâ por medio de 
un instrumento pûblico en que el tradente exprese verfi 
caria y el adquirente recibirla. Este instrumento podr? 
ser el mismo del acto o contrato, y para que surta efejc 
to contra terceros deberâ inscribirse en el Registre ds
la Propiedad".
(25) Desde la Independencia, Hondras ha sido organizada adm^
nistrativamente en departamentos; siete inicialmente en
la primera divisiôn hecha por el Congreso en I825, ampliân 
dose progresivamente hasta los dieciocho que son en la 
actualidad, conforme nuevas regiones del pais iban cre- 
ciendo en importancia politica o econômica; los departa 
mentos, a su vez, se dividen en municipios.
(26) En Honduras los Ministerios reciben el nombre de Sécréta
rias de Estado, segûn el articulo 246 de la Constituciûn 
de la Repûblica de Honduras de I982*
(27) El profesor Floreg Valeriano ha sehalado que el establ^ 
cimiento del Impuesto sobre la Renta en Honduras tiene
su propia e interesante historia. "El 4 de octubre de 1949, 
el Présidente de la Repûblica de Honduras Juan Manuel 
Gâlvez aprobô mediante Acuerdo NQ.514 el contrato suscr^ 
to entre el Oficial Mayor de la Secretaria de Fomento, 
Agricultura y Trabajo, en representaciôn del Gobierno de
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pahias e s tadounidense s que tenian tal carâcter, disfrut_a 
rîan en los Estados Unidos de un crédite del impuesto que 
pagarân en los paises que operaban sus subsidiaries; cr_é 
dito que consitia en l4 puntos nienos en la escala tribu 
taria aplicable a cualesquiera otra empresa que no se le 
calificara de Corporaciôn Comercial del Hemisferio Occi 
dental. Es importante sehalar que este crédite esta muy 
por encima de lo que conforme las tarifas contempladas 
en las diferentes leyes de Impuesto sobre la Renta ha te^  
nido que pagar la Tela Railroad Company en Honduras, por 
lo que en definitive esta sociedad. no ha sacriflcado su 
ma algunas en nuestro pais, al tener derecho de deducix 
la del monto total que paga en los Estados Unidos de Am^ 
rica.
Para finalizar Flores Valeriano destaca que es comprensi 
ble el por quê las Companias bananeras que funcionaban 
en Centroamérica y Panamâ, "aceptaron", cuando no gestio 
naron, la emisién de leyes fiscales que gravasen sus b^ 
neficios, puesto que edte impuesto séria descontado del 
que pagarian en su pais de origen; pero al mismo tiempo, 
como sucedié en Honduras, obtuvieron otras "Concesiones", 
en el sentido estricto de la palabra. El Impuesto sobre 
la Renta, op.cit., pp. 60-62.
(28) A efectos del Impuesto sobre la Renta, la Ley considéra 
residentes o domiciliados en Honduras a: a') Los hondu­
rehos; b') Los extranjeros que viven en el pais que no 
sean meros transeûntes o viajantes; c') Las personas que 
forman parte de la tripulaciôn de un barco mercante que 
navegue bajo bandera o matricula hondureha; d') Los ex­
tranjeros domiciliados en el exterior pero que tengan ^ 
gentes o représentante acreditado en Honduras, y; e*) Las 
naves mercantes que naveguen con matricula o bajo bande 
ra hondureha. Articules 2 y 8 , d) de la Ley y articules 
12, 15 y 16 del Reglamento.
(29) Se consideran no residentes o no domiciliados: a') Los 
extranjeros que no tienen su residencia en Honduras; b') 
Los extranjeros que viven en Honduras pero que tienen 
una intenciôn clara y definida de trasladarse a otros 
pais, y; c*) Los extranjeros que tienen su residencia 
limitada por la Ley de Inmigraciôn. Articulo 8, letras
d) y e) de la Ley del Impuesto sobre la Renta.
(30) Flores Valeriano Enrique, El Impuesto... op.cit., p. 1?4.
(31) La tarifa del impuesto que de acuerdo con el articulo 22
de la Ley deberâ aplicar el contribuyente es la siguien 
te:
I
r4
H
I
CO
c/} <  
fcj H 
P V
ON VO
CO
lA
lf\
ir\
lA
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Recargos articule 22 de la Ley
Por Decreto NO. 125 vigente desde el lo de enero de 1986, 
se reformé el articulo 22 de la Ley, en el sentido de & 
gregar recargcs del 10?o y 15/o al Impuesto que resuite de 
aplicar la tarifa progresiva anterior, a las siguientes 
Rentas gravables:
a) En el caso de las rentas superiores a L.100,000 y ha^ 
ta L.500,000: 10% de recargo*
b) Para las rentas superiores a L.50OO.OOO:
10% de recargo sobre el Impuesto que corresponde a la ren 
ta gravable hasta L 500,000;
Mâs el 15% sobre la parte del Impuesto que corresponde 
al exceso de renta sobre L.500,000*
(32) Flores Valeriano, Enrique. El Impuesto... op.cit. p. 1?4.
(33) Ibid*
(34) La tarifa aplicable a los ingresos brutos de fuente bon 
durena percibidos por personas no residentes o no domic^ 
liados en Honduras, es una tarifa proporcional, diferen 
Ciada de acuerdo con la naturaleza de la renta y los por 
centajes van del 5%, 10 y hasta el 15%.
(35) Como ya hemos manifestado anteriormente, ademâs de las per
sonas naturales o juridicas, son sujetos del Impuesto s^ 
bre la Renta y para estos efectos se consideran personas 
los siguientes: a) Las naves mercantes que naveguen con 
matricula o bajo bandera hondurena (personas domicilia- 
das o residentes); b) Las naves mercantes extranjeras que 
perciban ingresos de fuente hondurena (personas no dom^ 
ciliadas no residentes); c) Las herencias mientras per 
manezcan indivises, y; d) El patrimonio administrado por 
cualquier persona en virtud de un cargo, fideicomiso, o 
destinado a un fin determinado*
El formulario de Declaraciôn de Renta, en su ultima pâ- 
gina, en la parte inferior, contiens un cuadro destina- 
do para el câlculo de los pagos a cuenta que correspon­
ds efectuar en el siguiente aho impositivo*
(3?) El Banco Central de Honduras, creado por Decreto Nômero 
53 de 1950, tiene a su cargo la formulaciôn y desarrollo 
de la politica monetaria, crediticia y cambifiria del pals 
debidamente coordinada con la politica econômica plani- 
ficada* Asimisrao, el Banco Central de Honduras es el en 
cargado de la emisiôn monetaria.
(38) En Honduras, la Administraciôn tributaria tiene la facul 
tad de requérir al particular a que preste juramento sjo 
bre la veracidad de los datos declarados. Ahora bien, la
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’’declaraciôn jvurada" lo que contiene es una manifestaciôn 
o protesta de decir verdad, por lo tanto, sôlo se le pu^ 
de atribuir el efecto de responsabiliser al déclarante; 
sin que la falsedad cometida en una "declaraciôn jurada" 
pueda equipararse al juramento en falso ni acarrear la 
misma penalidad.
(39) Considerando que una de las causas de la evaaiôn fiscal 
era la carencia de mécanismes que permitieran a la AdmJL 
nistraciôn identificar en forma positiva a los contribu 
yentes, el Decreto-Ley NQ#102, de 8 de enero de 1974, 
creô el Registre Tributario Nacional dentro de la Direc^ 
ciôn General de Tributaciôn, como registre permanente de 
todas las personas sujetas a los diverses tributes exi^ 
tentes bajo la administraciôn de dicha Direcciôn. El R_e 
gistro Tributario Nacionstes un sistema que permite id en 
tificar inequxvocamente a los contribuyentes, clasificân 
doles y acumûl«mdo informaciôn sobre sus actividades#
(40) La cédula tributaria es el certificado de inscripciôn en 
el Registre Tributario Nacional, y tiene el carâcter de 
documente de identificaciôn personal para fines tribut^ 
rios.
(41) Para estos efectos se entiende que una declaraciôn es in 
compléta si no contiene los datos esenciales para la djB 
terminaciôn del impuesto o si se ha omitido la firma*
(42) La tributaciôn sobre el consumo ha sido tradicionalmen- 
te en Honduras fuente importante de recursos del sector 
pûblico* Ocupa actualmente el primer lugar en el cuadro 
de los ingresos irapositivos totales. La imposiciôn tra- 
dicional sobre los consumos ha descansado por muchos anos 
en gravamenes especificos sobre algunos productos de con 
sumo general, entre los cuales los mâs importantes son
la cerveza y otras bebidas alcohôlicas, los cigarrillos 
y otros como azûcar, aguas gaseosas, algodôn, fôsforos 
y vehlculos* Tanbiôn existen otros tributes qte recaen 
sobre los viajes aôreos, los espectâculos pûblicos y las 
loterîas. A partir de 1964, se recauda por la Direcciôn 
General de Tributaciôn un impuesto general a las ventas 
que por sus caracteristicas y campo de aplicaciôn ha lljB 
gado a ocupar un lugar prédominante en la tributaciôn 
bre los consumos*
(43) Suazo Lagos, René "La evasiôn fiscal y el sistema de san 
ciones en el Derecho tributario hondureho". Revista Foro 
Hondureho, Aho XLVI, Nos* 42, 43 y 44, I983, p* 65•
(44) Ibid*
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(45) Se refiere a la Direcciôn General de Tributaciôn.
(46) Flores Valériane, Enrique* El Impuesto... op.cit., p* 220* 
(4?) Suazo Lagos, René* “La evasiôn fiscal*** op.cit*, p, 68*
CONCLUSIGNEs
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CONCLUSIONES
I
A*- La transformaci6n sufrida por el sistema tributario duran 
te los ûltimos anos, tanto en el aspecto roaterialcomo en el for 
mal (1) ha side profunda# Anterionnente las reformas tributa­
ries iban dirigidas a modificar el comportaraiento tributario 
de la Administraciôn sin tocar el comportamiento del contribu 
yente, el cual se vela afectado sobre todo en el aumento de 
sus cuotas#
En la actualidad las modificaciones introducidas en el 
sistema tributario afectan al coutribuyente en su conducta tr^ 
butaria; la contribuciôn de éste ya no se reduce a la obliga- 
ci6n de page del impuesto sino que se ha extendido a cumpllr 
un conjunto de deberes que significan su intervenei6n activa 
en el procedimiento de aplicaci&n de los tributes, llegando 
a sustituir, en muchos casos, la actividad administrative.
B#- A medida que las necesidades recaudatorias obligaron a la 
ampliaciôn de los hechos y de las bases imponibles y al perfec 
cionamiento de las têcnicas tributaries, el sistema tributario 
y el procedimiento de gestiôn se fueron haciendo cada vez m6s 
complejos# El progresivo aumento de las relaciones tributaries 
desbordan a la Administraci6n la cual adopta técnicas modernes 
que facilitan la gestiôn y esto determine la participaciôn del 
contribuyente en el procedimiento de aplicacién de los tributos
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y su acercamiento al sistema tributario.
El contribuyente asume las funciones de liquldaciôn de 
16s tributes, hasta ahora reservadas a la Admlnistraci6n, 11^ 
gando a fijar el importe de sus cuotas y asumiendo la obliga- 
ci6n de ingresar dicho importe; la Administréei6n por su parte, 
se limita a contrôler que ese comportamiento se ajuste a le e^ s 
tahlecido en la Ley.
Estâmes ante un nuevo raodelo de sistema tributario con- 
cebido de manera que los contribuyentes asumen cada die mas 
funciones en la gestiôn y se ven obligados a cumplir un con­
junto de deberes. El Derecho positive ha extendido la obliga- 
ci6n de realizar declaraciones-autoliquidaciones a la mayoria 
de los impuestos, reservandose la Administraciôn una funciôn 
de control.
II
A.- El procedimiento “normal** de gestiôn tributaria,-llevada 
a cabo por la Administraciôn- en el cual podlan distinguirse 
cuatro etapas o fases: iniciaciôn, liqüidaciôn provisional, com 
probaciôn y liqüidaciôn définitiva, ha experimentado una tran^ 
formaciôn radical en lo que respecta a la practice totalidad 
de los tributos estatales, por la culminaciôn de un doble pr^ 
ceso: por una parte, la generalizaciôn de las autoliquidacio-
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nes y, por otra parte, la progresiva asimciôn de funciones 1^ 
quidadoras por la Inspecciôn de los tributos*
B*- En la actualidad el procedimiento de liqüidaciôn tributa­
ria aplicable a la caai totalidad de los tributos, consta de 
dos fases netamente diferenciadas* La primera es la fase de au 
toliquidaciôn: en ella el contribuyente debe presenter la de- 
claraciôn, liquider el tribute y efectuar el correspondiente 
ingreso* La segunda es la fase de coraprobaciôn y liqüidaciôn 
administrative: en ella la Administraciôn puede comprobar el 
correcte cumplimiento de la primera fase y practicar, en su ca^  
so, las pertinentes liquidaciones, a la vista de los resulta- 
dos de su labor de comprobaciôn (2).
III
A*- Es necesario distinguir ' la autoliquidaciôn de la déclara 
ci&n puesto que la doctrina suele utilizar el término “autol^ 
quidaciôn'* para aludir a la declaraciôn-autoliquidaciôn* Por 
una parte la declaraciôn es una manifestaciôn de conocimiento 
de datos de hecho y de derecho, en la que el sujeto pasivo c^ 
munica a la Administraciôn tributaria que “se han dado o pro- 
ducido las circunstancias o elementos intégrantes, en su caso, 
de un hecho imponible” (3)î por otra parte en la autoliquidaciôn 
el mismo déclarante procédé a realizar las operaciones de cuan 
tificaciôn de su deuda tributaria.
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Asimismo es necesario diferenciar la autoliquidaciôn, o 
sea, la determinaciôn de la deuda tributaria realizada por les 
contribuyentes, de la obligaciôn, a cargo de los mismos contr^ 
buyentes, de ingresar el importe de sus impuestos, résultantes 
de la autoliquidaciôn*
Por tanto, en el término “autoliquidaciôn” se incluyen 
très conceptos distintos, que debemos diferenciar; la declar* 
ciôn, las operaciones de cuantificaciôn de la deuda tributa­
ria realizadas por el déclarante, y el ingreso de su importe*
Sin embargo, el término “autoliquidaciôn", stricto sensu, se 
refiere ûnicamente a las "operaciones de liqüidaciôn tributa­
ria” a cargo de los particulares (4)*
B*- La posibilidad de establecer obligaciones de cuantificaciôn
de la deuda tributaria a cargo de los contribuyentes era rec^ 
nocida ya, en forma muy amplia, en el articule 10,k) de la 
Ley General Tributaria de 19Ô3, al enunciar, entre los supue^ 
tos de réserva de Ley, “la obligaciôn a cargo de los particule 
res de practicar operaciones de liqüidaciôn tributaria*"
Posteriormente, la Ley de Reforma del Sistema Tributario 
de 1984, en su articule 203, estableciô para los sujetos pasjL 
vos la obligaciôn de determiner la cuota tributaria en el Im­
puesto General sobre el Tr&fico de Xas Empresas*
A partir de ese momento, posteriores disposiciones leg;a 
les han ido incorporando paulat inamen te el sistema de autoljl 
quidaciôn, gestionéndose hoy la casi totalidad de los impues­
tos estatales a través de técnicas autoliquidadoras por parte del 
contribuyente *
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C *- Por lo que respecta a la naturaleza juridica de la autolj. 
quidaciôn, la doctrina no siempre ha coincidido en su califi- 
caciôn juridica, yendo desde criterios segôn los cuales las 
autoliquidaciones son actos administrativos hasta aquellas o- 
piniones que las consideran como actuaciones de los particule 
res en virtud de delegaciôn administrative.
No obstante, actualmente la mayor parte de los criterios 
doctrinales sostienen que la autoliquidaciôn no es un acto a^ 
ministrativo ni un acto de liqüidaciôn porque no existe inter 
venciôn, pronunciamiento o declaraciôn de voluntad alguna, s^ 
bre el contenido de la declaraciôn-autoliquidaciôn, por parte 
de la Administraciôn pôblica.
La autoliquidaciôn es un acto del particular que puede 
enraarcarse entre los deberes de colaboraciôn del contribuyen 
te con la Administraciôn pûblica • Deberes de colaboraciôn im 
puestos por las normas juridicas a los particulares raediante 
los cuales estos -o sea, los sujetos pasivos del tributo- cola^ 
boran en el procedimiento de gestiôn con el propôsito de me- 
jorar y agilizar su desarrollo.
D«- La Jurisprudencia del Tribunal Supremo en diverses sent en 
cias (5) délimita la naturaleza juridica de la autoliquidaciôn 
senalando al respecto que esta forma de colaboraciôn con la 
Administraciôn, en la que el contribuyente autoliquida el im­
puesto, no origine actos administratives, puesto que estos en
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tranan una declaraciôn soberana de la Administraciôn, que en 
modo alguna puede transferirse al contribuyente*
IV
A.- La generalizaciôn de las autoliquidaciones ha supuesto una 
mayor carga impositiva para los contribuyentes obligados a cuan 
tificar e ingresar el importe de las deudas correspondientes 
a las declaraciones presentadas, puesto que por lo general los 
particulares carecen de los conocimientos técnicos necesarios 
como para comprender y realizar las complejas y diflciles op^ 
raciones que el cumplimiento de este deber lleva consigo.
B.- En cuanto a la tipificiaciôn legal de las infracciones c^ 
metidas por incumplimiento del deber de autoliquidar tanto la 
falta de presentaciôn de la declaraciôn-liquidaciôn como la fa^ 
ta de presentaciôn de la autoliquidaciôn propiamente dicha, con_s 
tituyen infracciones simples (6); no asi la falta de ingreso 
de la totalidad o parte de la deuda tributaria résultante de 
la autoliquidaciôn que constituye infracciôn grave (?), siem­
pre que el ingreso se produzca a requerimiento de la Adminis­
traciôn* Si el ingreso se realiza fuera de plazo, pero volunt^ 
riamente no mnstituye infracciôn tributaria grave.
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C Al practicar su autoliquidaciôn el contribuyente puede co 
meter un error y llevar a cabo un ingreso indebido, producién 
dose, en este supuesto, un enriquecimiento injusto de la AdmJ. 
nistraciôn# Las autoliquidaciones, como ya se ha sehalado, son 
actos de los particulares por lo que se plantea la manera de 
llevar a cabo su impugnaciôn* El Reglamento de Procedimiento 
Econômico-Administrativo ofrece la fôrmula para que el objeto 
de la iffipugnaciôn no sea, en sentido estrieto, la autoliquida 
ciôn, sino la actuaciôn de los ôrganos de gestiôn tributaria 
a través de la cual, se confirma o rectifies de manera expre­
ss o se confirma por silencio administrâtivo, el contenido de 
lo que declarô y liquidé el contribuyente*
V
En Honduras el sistema de autoliquidaciôn no se ha generalize 
do, sin embargo, si se ha extendido a dos de los impuestos que 
aportan mayores ingresos tributaries para el Estado: el Impuejs 
to sobre Ventes y el Impuesto sobre la Rente*
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CONCLUSION FINAL 
A*- La autoliquidaciôn ha alcanzado tal desarrollo, que puede 
afirmarse que practicamente constituye hoy en dia el procedi­
miento general de liqüidaciôn de los grandes impuestos estat^ 
les. Ahora bien, a pesar de la réserva de Ley existente en es^  
ta materia, la Ley General Tributaria, anterior al proceso de 
generalizaciôn de las autoliquidaciones, no se ocupa de ellas 
de manera sistemAtica. Existe una insuficiencia legal en cuan 
to a la regulaciôn general de la autoliquidaciôn; careciéndose 
de una normative general aplicable a la misma (siendo este va 
cio legal, causa a su vez, del vacîôdjctrinal existente en 3a mate< 
rSa,puesto que la cbctrina no se ha ocupado suficienteraente ni en 
forma unanime de su calificaciôn juridica.).
B.- El procedimiento liquidatorio que régula la Ley General 
Tributaria es aquel que la doctrina ha denominado tradicional 
o clasico estructurado sobre la base de cuatro etapas por lo 
que su desfase es évidente con respecto a las reformas intro­
ducidas en el sistema tributario especialmente a partir de 1978. 
Son las leyes que regulan cada tributo en particular las encar 
gadas de establecer los sujetos pasivos del deber de autoliqui 
das, las modalidades en el cumplimiento de este deber de los 
sujetos pasivos y las operaciones de liqüidaciôn. En consecuen 
cia puede observarse una gran dispersiôn normativa en esta nm 
teria, regulada por numerosas disposiciones referentes a la 
gestiôn de cada tributo en particular.
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C .- Se impone la necesidad de una regulaciôn detallada y uni­
forme de la autoliquidaciôn, a través de la Ley General Tribu 
taria, que nos permita définir con certeza cuôl es su natura­
leza juridica, los aspectos subjetivos del deber de autoliqui 
dar$ las responsabilidades en el cumplimiento de este deber de 
los sujetos pasivos, sus modalidades, las operaciones de liquX 
daciôn, y demôs elementos sustanciales de este importante de­
ber a cargo del contribuyente.
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NOTAS
(1) Nos referimos a la clâsica distinciôn de origan germânico 
entre el Derecho tributario material -es decir, el conjim 
to de normas que disciplinan los aspectos referentes a la 
obligaciôn tributaria-, y el Derecho tributario formai- e^ 
to es, las normas que regulan los modos o formas en como 
el tributo se aplica.
(2) En este sentido, José Maria Martin Delgado en “Los nuevos 
procedimientos tributaries: las declaraciones-autoliquid^ 
ciones y las declaraciones complementarias“* Hacienda Pû­
blica Espanola nO.84*1983, p* 4?, advierte que "puede -y
esto es lo que sucede en la mayoria de los casos- que la
Administraciôn no compruebe -no haga nada-, y entonces, al 
prescribir la acciôn para liquider ese tributo, los ingrje 
SOS efectuados por el contribuyente serén définitives* En 
este ûltimo caso, el ordenamiento lo que deberia hacer es 
asegurarse por todos los medios materiales y juridicos de 
que el contribuyente curaple capilarmente la Ley"#
(3) Articule 102*1 de la Ley General Tributaria.
(4) Articule 10,k) de la Ley General Tributaria.
(5) Veâse las Sentencias del Tribunal Supremo, de 27 de febr^ 
ro de 19751 l6 de junio de 1977, 24 de junio de 1978 y 1 
de octubre de 1984 en Apéndice ..
(6) Veâse el articule 78*1 de la Ley General Tributaria en su 
nueva redacciôn*
(7) Veâse el nuevo articule 79 de la Ley General Tributaria*
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Excn^ ios. Serlores; ! En Madrid, a 27 de Eehrero de
Prctoidente acctal, ! 1.975; en el recurso Conxencioso-
D. Enrique Amat Casado ! Administrative, que en grade de ape
Magisxrados: ! lacidn pende ante la Sala, intcrpuos
D. Diego Espln Cànevas ! to per la Entidad Kercantil "MIN 17/ATT
D. Nicol&g Gdmez de Enxerrla! S.A.” , representada per el Prooura-
y Gutiérrez
! dor D. Fernando Garcia Martinez, ba 
D. Césôtr Centreras Due nas ~
! jo la direccidn del Letrado D. Luis
D. Manuel Garcia Miguel
______ !_ Porras Rodriguez, centra la Senten-
cia dictada con fecha 7 de mayo de 1.974, per la Sala 1# de la Ju
j risdicciôn de la Audiencia Territorial de Barcelona, en el recur­
so n& 420 de 1.973, sobre Impuesto de las Henxas del Capital; en 
cuyo recurso es parte apelada la Administracidn Pdblica, a la que 
i représenta y defiende el Abegado del Astado.
RESULTANDO: Que por la prepia Entidad Mercantil
î
} "Miniwatt'* se presentaron varias declaraciones y auto-liquidacio
i nés por el concepto de Impuesto sobre las Rentas del Capital co-
rrespendientes al periodo de 1 de octubre de 1.964 a 30 de junio
î
i de 1.972; y no conforme la interesada con dichas auto-liquidacio
nés, interpuso varias reclanaciones ante el Tribunal Econômico 
Adniinistrtxtivo Provincial de Barcelona, que fueron desestimadas 
por Resoluciones de 21 de julio, 2u de octubre y 21 de diciembre
de 1.972, contra las cuales interpuso recurso de alsaaa, que fue-
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ron igualmente desesxinados por resoluci'n del Tribunal Eco- 
ndcico Adninisxrativo Central de 20 de junio de 1.973*
RESuIT,J,DO: Que contra dicha Resoluciôn, la En­
tidad antes expresada, interpuso recurso contencioso-adminis 
trotivo ante la Sala 1@ de la Jurisdicciôn de la Audiencia 
Territorial de Barcelona, y admitido a trdmite, se confiriô 
traslado de las actuaciones a la parte actora para que forma- 
lizase la demanda, verificandolo nediante escrito en el que 
después de exponer los hecboa y fundament os de Derecho que es­
timé pertinentes, termina suplicando se dicte sentencia por la 
que levocando el acuerdo recurrido, por ser contrario a Dere­
cho, se ordene la practice de nuevas liquidaciones sobre las 
bases asi establecidas y la dévoluei6n al sujeto pasivo del 
impuesto del exceso en su dia ingresado; o, en su defecto, que 
se repongan las acxuaciones administratives en el trdmite opor 
tunû para que los Tribunal es Econômico-Administrativos dicten 
fallo entrando a conocer de las cuestiones de derecho en los 
expédiantes planteadas, resolviendo las mismas, aunque para 
ello, si se estima conveniente, se ordene, al amparo del articu 
lo 106 del Heglamento de su Procedimiento, los informes perti­
nentes de los ôrganos especializados de la Adminiscraciôn. Y 
el Abogado del Estado, contestando la demanda, sent6 los he- 
chos y Fundament os de Derecho que estimô de aplicaciôn, para 
terminar suplicando se dicte Sentencia por la que no dando lu- 
gar al recurso, sea confirmado en tcdas sus partes el acuerdo 
recurrido.
EESl'ITANDO: Que previos los demis trâmites proceai- 
eateles de rijor, la Sala IB de la Juricdicciôn de la .uûd:‘ 
cia Territorial de Barcelona, dicté sentencia con fec^a 7 oe 
mayo de 1.974, conxenie.ndo la siguienxe _arte dispositiva: " %  
ue dcs;jtiramo3 el recurso c c. t o % c i o ^ o--.d r. in i u L r- : iv o
ico .virl!-1 £ .rr-X'-V: Co: xral ce 2^ c-: ju: ' : ce 1.973 (e:c e»
dee nee 49c/?2, oJ y 147/73) por el c: e. e de c:.’.:e:o e::;- Ir 
Rentas del Capital, per ser conforme a Derecho, y sin que haeamos 
express condena en costas".
RESuLT-d.'DJ; Que conxra la refurida Sentencia, se 
interpuso en tiemoo y rorma recurso de apelaciôn por la Entidad 
"ÜIIÎIV/AT'i.', S.A."; que fue admitido en ambos efccxos, y recibidos 
los autos y antececientes en esta Sale., se personaron, para hacer 
uso de sut>'derechos, el rrocurador D. Fernando e-arcia tlertinez, 
en nombre y representacién de la citada Entidad, y a xitulo de 
apelante, y el Abogado ael x-stado, en representacion y defensa 
de la Âdminisôrecioii ruü^ice, en calidad de apelado; y acordada 
por la Sala la sustanciacién del recurso por los cauces de alega- 
ciones escritas, se fornularon éstas por las partes personadas, 
pidiendo el apelante la revocaciôn de la Sentencia de que apela 
y él Abôgado del Estado su confirmaciôn; despues de lo cual se 
serialé para la deliberacién y faixo del recurso el dia 19 de fe- 
brero de 1.975, en cuya feclia tuvo lugar el acto.
Siendo Ponente el axcmo* Sr. îîagisxrado D. Diego
üspIn Cdnovas.
CONSIDSRAITDO: Que la cuestiôn litigiosa consiste 
fundamentaimente en decidir si las auto-liquidaciones presenta- 
das por la récurrente como consecuencia de un contrato de asis- 
tencia técnica con una empresa extranjera referentes a los arioa 
1.964 a 1.972; por el concepto del Impuesto sobre las Rentas del
Capital, pueden ser impugnadas simultâneamente por la récurrente 
en concepto de liquidaciones provisionales de tal tributaciôn en 
via econômico-administrativa, como sostiene la misma récurrente 
o si por el contrario taies declaraciones requieren la previa in- 
tervenciôn de la Inspecciôn del Tributo, que trds su acciôn corn-
il
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pradûra originaré unas .liquidaciones susceptibles solo enton­
ces de ser impugnadas cuando se notifiquen,
CJlTSIDEr-tAlTDO: Que como eleaentos fâcticos son 
de destacur los siguientes: 1ê) la récurrente réclamé en via 
econôiûico-administrativa ante el Tribunal bconômico Adminis­
trative Provincial de Barcelona su prop la declaraciôn del im­
puesto de Rentas del Capital por el periodo de IG de octubre. 
de 1.864 a 31 de marzo de 1.968 originando la reclamaciôn 140/68 
a la que se acumularon otras diez reclamaoiones por los afîos 
1.969 a 1.971 resueltas todas por citado Tribunal en virtud de 
acuerdo de 21 de julio de 1.972; 2C) posteriornente se impugnaron 
otras dos declaraciones correspondientes a dos trimestres de 1372 
resueltas por el iriounal Econômico Administr^tivo Provincial en 
acuerdos de 26 de octubre y 21 de diciembre de 1.972; 3®) inter- 
puestos recursos de alzada contra los très acuerdos fueron scu- 
mulados y resueltos por el Tribunal Econômico Adrainistrativo Cen 
trul en su resoluciôn de 2u de junio de 1.973, objeto de impug- 
ncciOn jurisdiccional; 4 )^ el contrato de asistencia tôcnica y 
licencia entre la récurrente y la empresa extranjera Philips 
holandesa fue firmado, en Bz.roelona el 12 de marzo de 1.964,sien 
do presentado en el Einisterio de Industria que diÔ su coriformi- 
did al misno en junio de dicho aho,
CONSJDSRAîTDO: Que la récurrente solicita en esta ape 
laciôn con la anul-.ciôn de los acuerdos recun-idos la zustituciôn 
de las autoliçuidaciones litigiosas por las que resultan proceden 
tes coniorre al impuesto sobre las x.ent.^ s del Cz.pital por la asis 
tojicia tdcnica prest^da por la e.après a extranjera o alternz-tivc- 
: ente -u zustituciôn por otras ajusxadzs a los result ndos de 1% 
prucba parielal en primera inst-mcia, y respect 0 a la primer-
tlcidn es forzoso :cocha.:arla ya pae c luo ce dice a.cértaùamente
del rab/v. l a s  m e  ix/.z cs 1 ü.-x::'' do 23 d o  dio.'.e .d. o do
1.967 prevé en su artlcvJ-O 41,1,C) cue el sujeto pasivo sustituto 
del contricuyenxe quedard obligado a ingresar en el Tesoro en el 
acto de presenxaciôn de las declaraciones, el importe de las cuo- 
tas retenidas; el articulo 43 del mlsmo texto indica que las Ad­
ministrée i ones de Tributes exandn=^ran las liquid-ciones a cuenta 
realizados por el sujexo pasivo, pr-cticando las rectificaciones 
que sean precedentes mediante las oportunas liquidaciones comple- 
mentarias regulando el articule 44 siguienze el derecno de la Ad- 
ministr-ciôn a comprobar las declaraciones de los sujctos pasivoc 
y segdn ahade el articule 45 después de veriiicada per la Inspec­
ciôn de Hacienda la comprobaciôn e investigaciôn de cada concepto 
impositivo, se prccticardn por la mdminis üraciôn de Tributes las 
respectivas liquidaciones definitives, de cuya normativa se dedu­
ce clarar.ente que aparté l&s rectif icaciones que puedan procéder 
a la vista de las declaraciones, es la inspecciôn de Hacienda a 
la que corresponde llev-r a cabo la comprobaciôn de todos los ele­
ment os intégrantes del tributo, entre elles la base y posterior- 
mente es cuando se ha de llev^r a c-bo la liquidaciôn definitiva,, 
por lo que siendo clara la cocipetencia de la ,%diJL:_istraciôn en 
cuanto a la facultad comprobadora de las declaraciones presenta- 
das por el su j etc pasivo, no cabe privar al ôrgano especificaoente 
compétente de esta acciôn inspectera y pretender que, s in su inter 
venciôn, pueda tener lugar una reclamaciôn en via econômico-admi- 
nistrutiva, eludiendo as! la accion de los ôrganos de gestiôn, y 
provocando una revisiôn en via econôoico-adninistrativa prematura
o anticipada; b) a lo anterior no se opone el caracter de liquida­
ciôn provisional que pretende atribuirle la récurrente a sus de-
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ciariiciones-liquidaciones ya que la oblijaciôn que el citado 
articulo 41,1 ,c) del Impuesto que nos ocupa le impone de rea- 
lizar el ingreso de las cuotas retenidas no puede privar a la 
Administr-ci6n de ejercer su facultad comprobadora a tenor del 
articulo 109 de la Ley General Tri out aria vigente y precept os 
concordantes de la misma como el articulo 121, sin que ello im 
plique indefensiôn para el contribuyente al que ban de ser opor 
tunamente notificados los actos de comprobaciôn inspectora y 
liquidaciones definitives, susceptibles de los recursos en via 
econômica; c) la normativa expuesta esté desarrollada por la Or 
den de 3 de marzo de 1.965 que régula estas declaraciones-liqui 
daciones dejando a salvo tambien la acciôn comprobadora de la 
Adrjinisxraciôn.
COlvSIDERAIIDO: Que de lo expuesto se infiere la impo- 
sibilidad ae accéder a esta primera pretensiôn de la récurrente 
por la indicada l'azôn fundamental de que privaria a la Adminis­
trée iôn de su derecho de ejercitar oportunamente en via de ges­
tiôn su acciôn comprobadora, sin que a ello obste el caracter 
que la récurrente pretende atribuir a sus propias declaraciones 
que tiens que atemperarse con el ejercicio de la expresada fa­
cultad ae la Administracidn.
0 ON S ILEUi ] vD 0 : Que en cuanto a la segunda pretensiôn 
que alternativamsnte ejercita la récurrente ha de ser rechazada 
igualmente con mayor motivo düdo el carxcter rsvisor que esta 
Jurisdiceiôn tiene de los actos de la .‘.dministraciôn cor lo que 
es solamente después de que ésta haya dictado actos reclamables 
en via contencioso-aà'-dnistrativa cuando Ca.-Qrla acudir a esta *u 
risc.iccicn, situaciôn ^ue por lo va expuesto no c oncurre an -1 
supuoBto de litis.
CdvvIDEll-iiOO: Q’-e por lo expuesto procédé desesti- 
mar el recurso, sin xr onunc i a liant o al.ruuo sobre sus costas.
. ' /  i
ti-.'la. er. 7 ae c a y o  de 1 * 9 7 7  p^-'  1 £■-'•?. 1^ ûQ e.e-- L . t :: :.-
le ^.u.iciicie Ter_ il o_ i; 1 do i:-rcclc:,:. soiro Icpv: el o soc.co Pe..L 
del Üapio-1 ; 'aebe;oos c^nflr^er y confir^anos die la reeolucior. por 
estar ajustais al ordeneaiento juridico sin declaraciôn alg’ona so­
bre las costas de esta apelaciôn.
Asi por esta nuestra sentencia, que se pubiic-..rd en el 
Bolet in Oficial del a'sôado, e insert^ri en la Ooleceiôn legisla­
tive., aef init ivaoier. ce juicganâo, lo pronuncianos , men dan os y fir- 
mamos,-ylo interlinet.do "no son susceptible de recurso". Vale.
6;.
/
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rUBLIOAClOiî : Leida y publicada ha sido la anterior sentencia 
por el n,-.cmo. i^ r. D, Diego napin Cânovas, î'=igistrado de este 
Tribunal Supremo, estando celebr^ndo audiencia pdblica la Sa­
la 35 de lo Contencloso-Âdninistr.tivo, de lo que cono Secre- 
tario de la misma certifico.- Madrid, a 27 de Feorero de 1975. 
José Recio.- Hubricado.
J  L.' :: r  j
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SALA T3HCSR.A DE LO COuTENCIOSO ADillNISTRATIVO
S E N T E N C I A
ZXCMCS. SRES.
D, Enrique Jimenez A sen jo
Luis Yacas Medina
D. Enrique Amat Casado
C, Diego Sspin Canovas
1, Nicola^ Cémez de Snterria 
y Gutierrez
En la Villa de 
Ziadrid a diez y sels 
de Junio de mil nove- 
cientos setenta y sie- 
te, en el recurso con- 
tencioso administrati-
vo que ante esta Sala pende, en se^gunda instancia, inter- 
puesto por la Administracidn General, representada y de- 
fendida por el Abogado del Estado, contra sentencia de 13 
de Febrero de 1*976, dictada por la Sala Primera de lo 
Contencioso Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Madrid, por el concepto de Impuesto General sobre el Tra­
fic o de Empresa3*
RESUXTAIÎDO: Que la Entidad "EEIMA, S.A." in­
terpose ante la Sala Primera de esta Jurisdiccion de la
V à V * * " .  ^  ^ A ^ # \ « I ^ w> • * —^  ^— ». « • - 2 -
Auàicncia lerritcrial de :odrid, recursc convene:Lzc-adminis- 
trativG centre acuerdo del Tribunal Eccncmico Aîrinisxrativo 
Central de 7 de Ilerzo ce 1.974, deses t i m ‘uorio del de alzada 
deducido contra resolucion del Tribunal Provincial de esta 
Capital de 26 de Marzo de 1.971, que deaestimo la reclamaciôn 
formulada en solicitud de devolucién del ingreso Indebido, 
por duplicidad de pago, correspondiente al Impuesto General 
sobre el Trafico de Empresas de la obra "Poligono de Santa 
Maria de Gardeny". El referido recurso jurisdiccional fue 
estimado por sentencia de 13 de Febrero de 1.976.
RESÜLTAKDO: Que dicha sentencia contiene %os 
siguientes:"1® COASIDERANDO: Que realizadas por le entidad 
actora las obras de urbanizacién del Poligono de Santa Maria 
de Gardeny a lo largo de les afîos 1.966 y 1.967 y practica- 
das por la propia Sociecad, como contribuyente*, las corres­
pondientes liquidaciones e ingresos por Impuesto de Trafico 
de Erprecas ha sta un total ce 1.192*575 pesetas ccn 90 clp- 
tiüos, le reclamaciôn oue luego deduce por engender que es- 
tsba emends del tribute liquidedo, ya cue las obras ejecu- 
tadas lo fueron como infraestruoiu ra para la edificacion de 
viviendas de protecoion oiiciel, plantes después da los acuer­
dos cenegaûorios, primero de la Administracion da Tributos Di­
rectes ce la Delegacion de Hacienda de Mairie de 25 ôe Febrs- 
ro de 1.370, ccnfirmado por al del Tribunal Eoonomico Admi­
nistrative de 26 de Marzo de 1.971, y luego del Tribunal Ecc- 
nonico Administrative Central de 7 de Marzo de 1.974, dos te- 
ni hilo .03 las respectives argumenvsciones de primera ins­
tar.cia y alzada de los Tribunales Mconcmico Administratives, 
necesitadcs de amamen sparte:- A) Si la reclamaoién sctusda 
al 23 de Marzo de 1.969 lo fue extemporaneamante toda ves 
que bczada, segun al Tribunal Eccnomioc A imir.i.-: :-ratlvo Gin-
onoro-,?:r
12 existar.ois i-3 ur error de deracho {aru'eul: 5  ^ del Regie- 
zento de 29 de Julio do 1.924) el coniri'oi.iyen'G-3 no ejercioo 
X8 oportuno peetul:cion ante la Jurisdiccion Eocnczioo Admi- 
aistrativQ dentro de los 15 dies siguientes a la notifica- 
cion del acto administrative reclomado (art-. 94 del vigente 
Heglamento pars las reclsmaciones ecor.omico-adzinistra tivss). 
3) SI 63 precedence la exencion del Impuesto y devolucion de 
lo ingresado que pretende la reclamance, ya sea que se con­
sidéré existante error de hecho, ya se estime aquella prcce- 
dencia cualquiora que fuese la situocion de que partio el 
contribuyente dada la especial naturaleza de los ingresos 
mediante el procedimiento de autoliquidacion.- 2- CONSDoU,!- 
DO: Que la tesis del acuerdo recurrido sostenlendo que reali- 
zaâââ las liquidaciones e ingresadas las cuotas por la Socle- 
dad contribuyente en los cuatro trimestres de 1.966 y en. los 
meses de Abril, Julio y Octubre de 1.967, en ese momento ea- 
pieza a contarse el plazo de los 15 dies que el art. 94-2 del 
Heglamento para las reclamacionæ economico administratives,
 ^ y
sotlala para presenter el escrito formulando reclamaciôn eco­
nomic o administrative en el caso de error de derecho troplc- 
Z3 por de pronto, en el caso del Impuesto de Trafico de 2m- 
presaa en que lo liquidaciôn se practice por el propio con­
tribuyente, con el inconveniente de que para ello séria pre­
cise considérer esta forma de colaboracion con la Administra— 
cion, en que el contribuyente autoliquida el Impuesto, como 
un propio acto administrative susceptible de ser recurrido,
desnaturalizando el concepto del mismo, toda vez que solo
\ x
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califioacicn los sczos de Is Aczinistracicn, pero 
no los de los psrticulares, ya que eszos aunque ciertaasnte 
desempenan en oca si ones un panel juridicamente relevante en el 
campo del Derecho Administrativo su procéder no origins actos 
administratives, en cuanto estos entrarlan una declaraciôn so- 
berana de la Administracion, que en modo alguno puede trans- 
ferirse al contribuyente so pena de provocar considerables conj- 
tradicciones tanto en el orden eatricto de teenies jurfdjLca, 
como en el psicoiogico y en el de politics fiscal tales como 
los que afeotan a los principles de buena fé y doctrina de 
los actos propios, los relativos a la concepcion de un acto 
administrativo productor de efectos solo para el administrs- 
do y no pars la Administre ci on y que inicia el transcurso de 
un plazo impugnatorio sin la adecuada notificacion y tentas 
otras de innecesaria enumeracion que quedan obviadas sin mas 
que considerar que las autollquidaciones no alcanzan a esa 
entidad de actos administratives, sine que son simples decla- 
rsciones, cue necesitan ce un posterior y autentico acto. ad­
ministrative ce comprobacion para que adquieran lirmeza a 
efectos de impugnar la naturaleza debida o indebida de los 
ingresos raalizados en su cumplimiento.- 3® C0:;3IDE.RAND0: Qua 
en mérivo cel razonamiento precedents, en cierto modo inicia- 
do por el muy complete y ponderedo informe de la Inspecciôn 
Tecnico Fiscal del Estado de la Delegacion de Hacienda de lé- 
rida que lleva fecha 14 de Junio de 1.969, aunque se' niegue 
al contribuyente la existencia de error de hecho que postula, 
en base a que no hay prueba ce que no tuviera conooimiento 
del destino del polégor.o cuya urbanisacion le fue asignade, 
cuando realizô las obras y pago el impuesto, y aun.que, igual- 
mente, se deseche la existencia que ssimismo proclama, de uuc j 
duplicidad de pago que no eparece por ninguna parte, puesto ;
: j o r O ô ^ ^ ■
hec.'.:- imponible, et lo ciertO; que 1st cent tou-; n: is t dsl 
error cometido, cvslruiers que ses su nsturalezs, no puedsn 
ser soporvsdss por el coritribuysr.te imposicilitsdo de eccio- 
nar en reclamaciôn de su propio error al feltsr, como se ha 
dicho, el acto administra vivo réclamacle, sin dsrle ocaslon 
de recurrir pidiendo, al amparo del articule 155 de le I57 
General Tributaria, la devolucion del ingreso indebido, con 
apoyo en la exencicn de que no pudo hacer uso al autoliquidar 
el impuesto, cuando atuel acto reolamable se prcdujo, es to 
es, a la hora de la comprobacion régla men ta ria cuyo momento 
es el que debe servir de iniciscion del computo del plazo 
para interponer los recursos procédantes, tanto si se trata 
de error de hecho como de derecho. Otra cosa séria colocar al 
contribuyente, como los propios servicios de la Administra- 
cion reconocen, en situaciôn de indefension y desventaja res- 
pecto do esta, que nodiante la actividad comprobadora, si que 
puede Bubsanar en su bénéficie, cualquier error de hecho 0 de 
derecho cornetido por aquél al autoliquidar la deuda tributa­
ria (articulo 36-3 del Texto Refundido de 29 de Diciembre de 
1.966)"- 4® G0NSID3RAND0: Que si cuanto se ha dicho conduce 
a la estimacion del recurso interpuesto contra el acuerdo del 
Tribunal Economico Administrative Central, en cuanto este no 
entré en cl forido del asunto por esticierlo extenporaneo f rente 
a las declaraciones-liquidaciones formuladas por la entidad 
récurrente por el concepto de Impuesto General sobre el Trafi­
co de Empresas, queda automaticamente de manifiesto el teca
de la procedencia de la exencion tal coco fue plantesdo a la
— L —
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Admiziu vrccion de Tributes Lib irecies is is isiegacicn de He- 
cdende de Madrid en escrito de 6 de Marzo de 1.969 y resueleo 
doregatorismenve per ésts por acuerdo de 25 ce Febrcrc de I.57 
ccnfiriuado por el del Tribunal Economico Administrative Frc- 
vinciel de 26 de L'iarzo del siguiente eCo.- 5- C CM SIDERA EDO:
Que admitido tanto por el citado acuerdo de le Administra cion 
Tributaria, como por el del Tribunal Economico la éplicabili- 
dad a les obras contratadss y ejecutadas por la entidad récu­
rrente en el Poligono de Santa Maria de Gardener de lérida, ccn 
destine a le construccicn dé viviendas de Protecciôn Oficial, 
de la exencion prevista en el articule 202-12 de la ley de 
Reforma del Sistema Tributario de 11 de Junio de 1.964, boy 
apartado 11 del articulo 34 del Textb Refundido del Impuesto 
sobre el Trafico de Empresas, por apliceciôn del articulo 10 
del Reglamento de 24 de Junio de 1.955 sobre viviendas de 
Renta Limitada, que régla en el momento de la realisacion ce 
taies ccras, que erctiende la prcteccion legal "a las obras 
ce Urbanizsclon cuando se prcyacten barrisdas 0 pcblaàos y 
guarden con estas la debida proporcicn, entendiendo que el 
imporve de dichas obras ce urban!zooion no dsbe exceder cel 
15 per 100 del presupuesto total de Iss viviendas y dénis eci- 
ficaciones protegidas" ni este limite quantitative, ni le efec- 
tividad o no de la edificacion proyeotaca, puedan servir de 
obstaculo a la devolucion postula da y a que el texto J.egal no 
establece el condioicnamiento que la Adminis uracion se**s—a -6 
la efactiva roalizacicn de :as obras cuyo montante ha de ser­
vir pars calculai* a quel limive del 15 p*or 100 de su costo, 
cinc oue literalmenve îibdxz del presupues vO ce 
de mcio eue bas tara ccn sorediter que cl importe de la urre;.-
zecicn r.o cxoedio de dicho limile pracupuesv-oo para eue
u 'j u I u j <  -  :  i
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. /tancia sfirmsda sin ccntr; iiocicn por el sotcr, do que 3.35 
viviendas fuersn adeiis ya terminaias (sparvaio b) hecho i*) 
facilita - la solucicn prcpvrnccla por el intereeado cuyo ro- 
curao debe ser,por cuanto va dicho, estimado, con el limite 
legal eenalado, sin que por otra parte exister mérites para 
un especial prcnunciamieiitc en ira te ri a ^ de costas".
RESUITAEDO: Que contra la anterior senvencia 
se interpuso el presents recurso de apelacicn, eue fue iian- 
tenido por el Abogado del Zstado, quien presenvo su escrito 
de alegacicnesî senalandcss para deliberacion y fallo del 
mismo el dia 3 de Junio actual, en cuya fecha tuvo lugar el 
acto.
Siendo Ponente el Magistrado Excmo. Sr. Don 
Diego Espfn Canovas.
Se aceptaa les Considérandos de la Sencencia
apelada, y
CfONSIDERANDO: Que la litis plantes en primer 
lugar si la devolucion de Ingresos indebidog solicitada por 
la apelada fue extemporanes, coco postula la Adninistracion,
0 no lo fue como resuelve la sentencia, divergencia que se 
funda en el diverse modo de computer el plazo en cuanto al 
dia inicial, pues el defensor de la Administracion sostiene 
que debe. partirse de la- presentacion de las declaraciones 
por la empresa, mientras que la sentencia précisa que tal 
computo no se inicia hasts que tenga lugar el acto de compro­
bacion administrative, siendo de notar que esta divergencia
se produce en una materia en :ue existe una laguna reglamen-
r-taris el no heberse ûictsGO le norme prévis-es en el art'cuio 
155 de la Ley Generel Iribu-.sria de 28 de Koviembre de 1.9C3 
que tamcien se refiere s les distintes cssos que hsbra de 
contempler dicha norma future, y aunque en general esta lagu­
na viene colmandose con le apliceciôn del articule 6^ del Re- 
glsmento de 1.924, coco se reconoce por esta Sala con réitéra- 
cién, es lo cierto que en el caso de litis, si bien la decls- 
racion del contribuyente constituye un acto de colaboracion 
con la Administracion que oblige al que lo realize, como sos­
tiene el defensor de ésta, no es menos cierto que hay qie po- 
ner enrelacién dicha colaboracion con la propia actividad 
administrative, que ejercitada a trayés de la investigaciôn 
y la comprobacién reguladas también en los articules IO9 y 
siguientes de la citada Ley General Tributaria, yienen a com­
pleter el supuesto especial de litis, ya que en otro caso, se 
privaria al contribuyente de la garantis juridica que para el 
mismo supcne la intervencion de la Administracion, manifesta- 
de, entre otros extremes, en la indicacion preceptiva de los' 
recursos légales procédantes, con lo que la situaciôn del dé­
clarante vendria situada en un piano de inferioridsd respec­
te a les actuaciones iniciadas por la Administracion, rezones 
que tenidas en cuenta en la sentencia apelada, 1.2n de mante- 
nerse.
CONSIDEHAKDO: Que encuento al fonde de la'litis, 
por las propias rezones de la sentencia apelada, que se dan 
por reproducidas, debe cstimarze precedents la pretension de 
la empresa récurrente, con la forzcsa desestimacion de la 
epelacion, sin declaraciôn score sus cotas.
F A L L A i: 0 S
Que desestimsndo la apelacicn o2.ud'6/76 in-Gerpue^"
J u u à;::h:, L'
1ta por el defensor de le ;.dmin;.3 urecicn Generel centre 
tencis dictada en 13 de Fecrzro de 1.976 por Is Sala Prime­
ra jurisdiccional de la Audiencia Territorial de Madrid sobre 
devolucion de ingresos inde'oidos por el Impuesto General del 
Trafico de les Empresas, en que es parte apelada la entidad |
I
RELMA, S.A., debemos confirmer y confirmâmes dicha sentencia 
por ajustarse al ordenemiento juridico, sin pronunciamiento 
^^sobre las costas.
Asi por esta nuestra Sentencia que se pi-blicara 
en la Coleccion legislativa, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.
( . e i  â C H v
r
i'X
'/'Hn
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PUBLICACION: Lëïdà y publicada fue la anterior senten­
cia por el MAGI3TRAD0 Excno. Sr. Don Diego Espfn Canovas, 
estando constituida la Sala en audiencia pûblica, delo que 
como Secretario de la misma certifico*— Madiid, 16 de Junio 
de 1.977.
yFALLC: 14 j i i c- 76 
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R'C: 5r. GARCl:. LA
T R I B U N A L S U P R E M O
SALA Ti^RCERA DE LC CCNTENCIGSO-ADMIjISTRATIVO
3 E N T E N 0 1 A
Excmos. Sres•
D. Francisco Fera Yerdaguer
D. Luis Yacas Medina
D. Enrique Acat Casado
D. Diego Espfn Canovas 
D* Manuel Saenz Arenas 
D. Jâiaie Rodriguer Hermida 
D. José Luis Ruiz Sanches
En la villa ce Madrid a —  
veinticuatrc ce junio de mil- 
novecientos setenta y ocho;en 
el recurso extraordinario de- 
apelacion, que pende en esta- 
Sala, interpuesto por el 9r,- 
j Abogado del Estado, en repre-
sentacion y defensa de la Administracion Pûblica, contra S ent en 
cia dictada por la Sala Primera de lo Contencioso-Administrati- 
vo de la Audiencia Territorial de Madrid ccn fecha 22 de noviem 
bre de 1976, sobre devolucion de alegados ingresos indebidos —  
pOr el Impuesto General sobre éL Trafico de las empresas#
RESULTANDO: Que por la representacion procesal de D*. 
Nemesia Garrido Garrido se interpuso recurso coatencioso-adml—  
nistrativo ante la Sala Primera de la Jurisdiccion de la Audien 
cia Territorial de Madrid, impugnando acuerdo adoptado por el - 
Tribunal Economico-AdminisLrativo Provincial de Toledo de fecha 
24 de julio de 1974, recaido en el expedients numéro 6/74, que 
desestimô por extemporanea la reclamaciôn forc.Uj.ada por la nom— 
brada sefLora, contra acuerdo del Deiegado de cacienda de la Pro*-
vincia de Toledo de 11 de mayo de 1973, denegatorio ce' dévolu^ 
cion de ur, total de 105*799 pesetas, ingresadas durante el ado 
1*972 cediante declaraciones-liquidaciones trimestrales del 1%, 
puesto General sobre el Trafico de Iss Empresas, que la solici» 
tante estimaba improcedente e indebidos los ingresos efectuadoi 
por que re^irlendose a un restaurante de tercera categorfa debe 
ser industria considerada exenta del pago de^dicho Impuesto*
RESULTANDO: Que previos los demas tramites procesalea 
la Sala Primera de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Territorial de Madrid dicté sentencia con fecha 22 de no—  |
viembre de 1976, que contiene la siguiente parte dispositiva:
}
"FALLAMOS:"Que esj^imando el recurso coatencioso-administrativo
interpuesto por Dona NIIvIESIA GARRIDO GARRIDO, centra la resolu­
cion del Tribunal Economico-Administrativo Provincial de Tolède 
de fecha veinticuetro ce julio de mil novecientos setenta y cua 
tro, a eue l.-s présentes actuaciones se ccntraen, debemos de:- 
Anular y anulamos tal resolucion y las autoliquidaciones de. que 
trae causa, por no ser conformes a derecho, Declarer y déclarâ­
mes el derecho ce la récurrente a que por la Administracion de- 
mandada le sea devuelta la cantidad de ciento cinco mil sete—  
cientas noventa y nueve pesetas (son:lC5.799 pesetas), satisfe- 
cluas a virtud de las anuladas auto-liquidaciones, Sin expresa 
imposicion ce costas",
RESULTANDO: Que contra la anterior sentencia, el Sr, 
Abogado cel Estado interpuso, al amparo del articulo 101 de la 
Ley Jurisdiccional, recurso extraordinario de apelaciôn en in­
ternes de la Ley, por estimar dicha Sentencia gravaoente danosa ^ 
y erronés, que fus admitido a tramite, y renibidcs les autos 
ésta Sala, se parscno, para hacer uso ce.sus cerechos, u n i c a n e E  
te el Sr. Abogado del Estado, en representacion y defensa de - • 
la Administracion Pûblica* . ;
RESULTANDO: Oue accrdado oor la Sala la s u s t a n c i s c i c a .
dil r>-'Cv:.;\-o per el cùuc. de elej^cicnes escrlt^s, sa evicrjercr 
l3s mis^as por la anica parte personsda, en el sentido de qua - 
Si'i declare graveaenta dares?, y erronea la doctrin? do la ser.;sn 
cia apeleda que afirsa que tratandose de auto—liquidaclones, al 
oo medlar notlflcacion de la Adminiatracién a partir de la cual 
se Inicle el computo de les certes plasos del recurso petestati. 
VO d'3 rcposicion ecritido por el articule 52 del Hegl2.rer.t0 de- 
29 de jullo de 1924 0 de la reclamacion econotolco-adslnistratl-
va que establece el articule 94,2 del Regla-rento de 26 de ne---
viembre de 1959, aun en el supueste del ejercicio de pretensic- 
Û63 tendantes a la develucion de Ingreses Indebides per errores 
de dereche, el plaze para formularlas es el genlrlco de cinco - 
aüos fijade por el articule 64 de la Ley General Tributaria de- 
28 de dlciembre de 1963 en su apartado d)
RLSULTANDC: Que senalado para delieberacion y falle - 
el dfa 14 de junie de 1978, a las doce horas, tuvo lugar el ac­
te en'la indicada fecha»
SIENDO'Ponents el üîagistrado ----—  Excao. Sr. D. —
Manuel Sainz Arenas.
CCNSIDERANDO: Que el presents recurso extraordinario- 
de apelacion es admisible, por ha ber side interpuesto por el 
Abegado del Estàdo en el plaze de tris meses y centra sentencla 
de la Sala de Audiencia Territorial ne susceptible de apelacion 
erdinaria per razon de la cuantia; cumpliendose cen elle les re 
quisitos que exige el àrtfculo 101 de la Ley de le Contencioso- 
Administrativo.
CCNSILERANDO: Que per les ifmiteg que impone la natuis 
leza extraerdinaria del recurso, 35I0 precede estudiar la que ce 
me primera cuestien a resolver examina la sentencia apelada,por
— y —
3er la unica sobre la que se pide que se fi je doctrine @
sea, la referenta al plazo para interposer la reclamacion poj*  ^' 
les ingresos indebidos que se estiman realizacos por un error w I 
de derecbo del ^dministrado, y que resuelve aplicando el de cin 
co anos que establece el articulo 64.d) de la *^y General Tribu 
taria para la prescripcion del derecbo a la devolucion de ingre 
SOS indebidos, a in advertir:a) que para que sea aplicable dicho 
plazo résulta preciso' que previamente se solicite y obtenga el- 
reconocimiento de tal derecbo, previsto en el artfculo I55 de - 
.la iDisma Ley, por resolucion de la autoridad 0 del organisme —  j 
.compétente, que, a falta de la regulacion reglamentaria anuncia j 
da por este precepto legal, al que expresamente se remite el ar 
.ticulo 54 del Reglamento del Impuesto que nos ocupa, de 23 de - 
diciembre de 1971 (que a un que en sus artfculos 55 al 61 regula- 
determinadas devoluciones, no se refieren a las derivadas de —  
errores), debe instarse ante el Lelegado'de Hacienda, si el —  
error es material 0 de hecbo, en Los cinco a3os contedos desde- 
la fecha dsl ingreso, conforme al articule 68 del Reglamento de 
29 de julio de 1924, vigente a un por falta de disposicion sobre 
esa materia en el actual Heglamento de Procedimiento Econ6mico- 
Administrative de 26 de noviembre de 1959, ssgun viene reconoc^g 
do con reiteracion esta Sais, en rela.cion con el articulo 59, de 
este Reglamsnto y con los articules 156 y 157 ce la ^ey General 
Tributaria, o, si el error fuera de derecbo -como sucede en este 
0130, en el que se trata dé la posible aplicacion de.una exenciu] 
fiscal-, mediants reclamacion economicc-Administrativa ante el - 
Tribunal Provjji cial, en si plazo de los qu?.océ dus s siguientes a 
la notificscicn 0, en csso de notificâcion dsfectuosa, al pago 
de la liquidacién, con arreglo a les articules 94*2 del Hegl£^=2| 
to de 26 de noviembre de 1959 y 125, 153 y 165 s ) es la Ley -
- I
nerâl Tributaria, y b) que, al renos iccplfcitarente, se ed-its
i
la intcrrencicn del Delcgado de Hacienda para ccnooer de cst^rrai
Ir . c\ 1:^ L y i '. v\ ;
'l£ comoc'uência d: los Tricun^lsa Hcor.cmicc-Adr.inis trativos, cual 
lo es la relativa a la aplicacion de ezenciones fiscales*
CCHSIDcRAHDC: Qu? pot st-a ya de manifiesto la impz occ- 
dencia de habiliter el plazo de cinco anoa para cuestionar so—  
bre errores de derecho, como tambiln de admitir su planteamien- 
to ante los Delegados de Hacienda, y la correlativa procedencia 
de la via economico-administrativa, la dificultad para determi- 
nar la fecha inicial del compute del plazo de interposicion de 
~la reclamacion, en estos casos de autoliquidaciones, se dériva 
de la falta de notificâcion, porque incluso para poder contar - 
el plazo a partir de la fecha .en que el sujeto pasivo efectue- 
el ingreso de la deuda tributaria, el articulo 125 de la Ley 
neral Tributaria, que lo autoriza, hace précisa una previa no- 
tificacioû defectuosa; dificultad que, como aprecio la sentencia 
~de esta Sala de 16 de junio de 1977, parte de considerar esta —  
forma de colaboracion con la Administracion, en la que el contrl 
buyente autoliquida el impuesto, como un propio acto adminiscra- 
tivo susceptible de ser recurrido, desnaturalizando el cpncepto 
'dsl mismo, toda vez que solo merecen tal calificacion los actos 
de la Administracion, pero no los de los particulares, ya'que - 
estos, aunque ciertamente desempeSen en ocasiones un papel jurl- 
dicamente relevante en el campo del Derecbo Administrative, su - 
procéder no origina actos administratives, en cuanto que estos - 
entradan una declaracion soberana de la Administracion, que en - 
modo alguno puede transferirse al contribuyente, ao pena de pro— 
vocar considerables contradicciones, tanto en el orden estricto 
de la técnica jurfdica como en el de la polftica fiscal, tales- 
cofflo las que afectan a los principios de buenea fe y doctrina de
los actos propios, los relatives a la ccTicepcion de un acto 
ductor de efectcs solo para el adxini siralo y no para la 
nistracion, que inicia el transcurso de un plazo impugnatorio- 
sin la adecuad.a notificâcion, y tantas otras de innecesaria eau 
Eeracion que quedan obviadas sin mas que considerar que las au- 
toliquidaciones no alcanzan esa entidad de actos administrate, 
vos, sino que son simples declaraciones tributarias que necesl- 
tan de un posterior y autentico acto administrative de comproba 
cion para que adquieran firmeza a efectos de impugnar la nature 
leza debida o indebida de los ingresos realizados en su cumpli- 
miento; y con el mismo criterio, la Sala, en sentencia' de 27 de 
febrero de 1975, tenia afirmado que las autoliquidacionea pre- 
sentadas ante la Administracion no son suceptibles de recurso - 
hasta que por la propia Administraci6n se lleven a cabo las com 
probaciones que corresponden a la facultad que le atribuyen los 
articules 109 y 121 de la Ley General Tributaria, de la que no 
se la puede privar, como ocurriria si, sin su intervention y - 
eludiendo la accion de los organes de gestion especificamente- 
compelentes, pudiera tensr lugar una revision en via econ^mico- 
administrativa prematura o anticipada, sin que ello implique io 
defension para el controbuyente, al que ban de ser notificados 
oportunazente los actos de cozprccacicn insoeotora y las liqui- 
daciones définitives susceptibles de los recurscs en via econc- 
.mica.
CCi:SI3ER.4KD0: Que, de otra parte, no puede desçonocer 
se al contribuyente la posibilidad de ejercitar su iniciativa,
a partir del mozento mismo de present?cion de su autoliquidacic! 
y sin .'-occsidad de notifie?don slguna, en tanto que la Admi^ls 
tracicn no Have a cabo su actividad comprobadora, enoazinaea a, 
orcmover la reotiflcacion en su favor de la sutoliquidacicn,en ^
I
cuanto a les extremes que estime pertinentes,' dirigiendose ccn 
tal fr'n a la eutoridad u organisme a cuien ccnpat-a el ccnoci-
• /': (
ri cV. 1?: q: q ' - % r. t. .. r “• •: ., yc 3:
ccn arrcglo a Ica articules Ifô de la Ley General Tributaria y 
j 6® del Reglamento de 29 de julio de 1924, para el supueste espe- 
! ciïico de errores de heoho, saterialss 0 aritmeticps, 0 bien por 
j el amclio cauce de la via de peticion conforme a log articulbg - 
; 94 de la Ley de Procedimiento Administrative y 38 de la de lo — , 
I Contenclosc-Acministrativo, en el que 'podra fcrrulsr, al igual - 
que con motivo de log actos de coajprobacl6n, toda clase de pre- 
tensiones, incluso Iss fundadas en sus propios errores, en corr^ 
lacion con la facultad eue a la Administracion ofracen les art^ 
culos 109 al 112 de la Ley de Procedimiento Administrative y — 
153 al 159 de la Ley General Tributaria, para, en cualquier mo- 
-mento, poder de oficio declarer la nulidsd de sus propios actos 
a su lesividad para el interls publico, segun los casos.
GQ^SILEHAHDC: Que por lo expuesto y teniendo finalmen- 
te en cuenta, a los efectcs que previene el articulo ICI de Üa 
Ley Jurisdiccional, que la aplicacion deï plazo de cinco ados - 
del articulo 64 d) de la ^ey General Tributaria a las pretensio- 
nés de devolucion de ingresos por errores de derecho que se pro- 
duzcan con ocasion de autoliquidaciones de los contribuyentes,- 
que cada vez se formulan en numéro creciente y para mayor numéro 
de conceptos impositivos, puede resultar, ademas de err6nea,gra- 
vemente dadosa para la hacienda publica, procédé estimar el re­
curso extraordinario de apelacion interpuesto por el Abogado del 
Estado, dentro de los limites y a los fines que establece el men 
cionado precepto legal en su parrafo 4; sin que, conforme al ar­
ticulo 131 tambien de la Ley de la Jurisdiccion, sea necesario 
un especial pronunciamiento sobre las costas processles.
FAijLAMCS: Que con estimaclon del recurso extraordina-
rio ce apelacion, en interes ce la Ley, interpuesto por el Abc- 
gsdc del Istado, en la reprcsentaci'n que ostenta ce la Adminie 
tracion publica, centra sentencia dictada en 22 de noviembre de 
1976, por la Sala Primera de lo Contencioso-AdiLinisirativo de - 
la Audiencia Territorial de Hadrid, sobre' devolucion de alegadoi 
-ingresos indebidos por el Impuesto General sobre el Trafico de 
las Empresas, declaramos como doctrina legal que cuando en rela 
-cion con eutoliquidaciones de los contr'ituyentes se tr.ate d'e pro 
-mover cuestiones sobre erroes de derecho, no es aplicable el pl^ 
-zo de cinco anos del' articulo 64 d) de la Ley General Tributaria 
sino los que para el recurso potestative de reposicion y para 
las reclamaciones economico-administrativaa admitidas en los 
ticulos 16C y 163 de la missa Ley, fijan, respectivamenteel - ; 
-Reglamehto de 29 de julio de 1924 en su articulo 5 y el Reglameii 
-to de 26 de noviembre de 1959 en su articulo 94.2, debiendo corn 
putarse estos plazos a partir ce la notificâcion de los actes - 
que la Administracion dicte en el 'ejercicio de su facultad com- 
protadora 0 en virtud de peticion icrrulaca por el interesadc,- 
asi como lazbien, en este ultimo supussto, desde que se cause e'. 
-acto administrative tacito denegatorio de la peticion; sin que 
- esta declaracion afecte a la situscion juridica particular deri- 
vada del fallo recurrido, Y no hacenos express condena de cos­
tas •
ASI por esta nuestra sentencia que se publicara en el
I ..
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PÜBLICACICN: Leida y publicada fue la anterior sentencia por el 
Ma-istrado Ponente Kxcmo. Sr. D. Manuel Sainz Arenas, celebran- 
do audiencia oublica en el dia de hoy la Sala Tercera de lo Con 
tenciosO-Adainistrativo de este Supremo Tribunal de lo que como 
Secretario de la miama Certifico.-Madrid a veinticuatro de ju­
nio de mil novecientos setenta y ocho.—
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:. J:?3 Luis ; : a r 1 1 n H e r r a r o C c  n t a r. c i  c  s G -  A d i  r. i  3 - r  a s i V c qua
3. : a c i a 3 dalsiua Gonsaleu-Zlioa! te la Sala i n : a r :u ? a u s sou a I -
t a c i 5 r. s : 1 a A cl i r. i s s .• i 1. A û -
blica -J ce la otra como aoolada "??A::5-0A:2S FEZIAO’-1A ?.IOS ZS?L:TA 
LZ3,S.A. ( TR AL37L2 A ) , contra la sc-nrancla dictada da esta Juris­
diccion de la Audiencia Territorial da Caceras con fecha 23 de di- 
cienbre de 1932, sobre liquiclacion col Imnuesto General sobre el 
TFafico de Znoresas.
RSSULTAA30: Que con fecha 7 ie julio re 1973, Transpor­
tes Fcrrov i ar ios , S . A . ( THA.'îSFüSA ) , présenté en la Delo^acion de -
Hacienda de Badajoz declaracion - licuidacién corresponciente al - 
2 - tr ires :ro ce 1972 relativa al I m u  es to General sobre il Trafi- 
: o r'e las urpr ssis , concop to tr ans . or . lu , J .* carûcter ni 3 a "ivo ni
c x :o: : sc s-rv:c:c: .-fee-. : : :  r or Is c::.s:  ^ - r
;7 S I C C !. f  "  C ., c: U V C- t  O C t  U P C C u • ; • v. - .........• ^ ~ , j.' i  ^ O i . i 2 .3
- a c i 6 ;-, ce Hacienda ce E a c a j o z d e c 2 a r a c i 5 r. - 2 i r u i c a c i o n id^ntrca a 
la ce'alaca anter:oriente pare relative al 3 ^ trimestre ce 1973, 
y con fecha 14 de noviembre de 1S7£, D. Luis Carlos Fernandez Sou­
sa Faro formulé también reclamaciôn suplicanco la acumulaciôn a - 
la anterior, y el Tribunal por providencia ce 9 de noviembre ce - 
1978 acordô acumular ambas reclaraaciones.Y el Tribunal Economico 
Administrative Provincial de Badajoz, con fecha 30 de abril de 
1973, acuerca cesestimar la reclamacion, y con fecha 25 de enero 
de 1979, TRAL’SFESA, interpuso nuevas reclamaciones ante el referi- 
do Tribunal respecto al cuarto trimestre 1978 y primero de 1979, 
y el referido Tribunal con fecha 31 ce enero de 1380; acuerca de- 
sestimar también las referidas rec1 amacione s :
RESULTANDO: Que contra dicha resolucion se interpuso re­
curso ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audi en- 
cia Territorial de Caceres por la representaciôn procesal de TRAKÎ 
PORTES FERROVIARICS ESPECIALES,S .A . "TRAHSFESA", en el que seguicc
por sus trâmites légales, recayô sentencia con fecha 23 de diciem- 
bre ce 1922, cuya parte dispositiva, dice as i F ALL A H, OS.- Que es - 
timanco el recurso dsbemos ce anular y anulamcs por no ester ajus 
tacas a derecho las Resolucion es del Tribunal Econônico Adminis- 
trativo Provincial de Badajoz, de fechas 30 ce marzo ce 1979 y 21 
de enero de 1330, declaran o^ la adrr.isibi 1 idad de las reclamacioneî 
efectuadas contra el acto administrative derivaco de la aceptacior 
por la Oficina de Tributes ce las decîaracicnes-1iouidaciones per 
el li pues to General sobre el Trafico de Cr'presas del 2?, 3* y 42 - 
trimestre de 1978 y 1 2 de 1979 sujetos al impuesto citado pero - 
exentos unos y no sujetos otros asi como los realizados fuera cel 
terri torio necicn-V debiendo adcptarse por la Administracion las 
m. e d i c a s al respecto de la s i t u a c i o n juridica d e c 1 a r a c; a y e 1 m o c o
O b  O f .  L O . C
venga cbligaca a ceclararlas oor el imp jest: ciuafo, sin hece.' pr ]-
n u n c ianiento sobre costas.
RESULTAXDO: Que contra dicha sentencia se interpuso el
presente recurso de apelacion, en el cue las partes se instruyercm 
de todo lo accuaco y presentarôn su correspcnciente escrito de al 
gaciones; senalancose para la deliberacion y fallo del recurso el 
dia 20 de septiembre de 1934, en cuya fecha tuvo lugar el acto.
SIENDO Ponente el %agistrado Excmo.Sr. D. Matias Malpica
G o n z a l e z - E l i p e .
CONSIDERANDO : Que las recla.T.ac iones economico-administra- 
tivas formuladas por "TRANSFESA” ante el Tribunal Provincial de Be 
dajoz.'que se distinguen con 1 as signatures 157/78 y 252/73, que 
fueron acumuladas, as 1 como las resenadas con los numéros 39/79, 
38/79 y 148/79, - igua 1 mente acumuladas-, tocas fuercn objeto en
sus respectivas Resoluciones de 30 ce abril de 1979 y 31 ce enero 
de 1980, del recurso jurisdiccional ante la Sala de lo Contencio- 
so Administrative de la Audiencia Territorial ce Câceres asignande 
le el numéro de orden 89/1982, y todas basaban su peticion consis­
tante en-el reconocimiento de la no sujeciôn al Impuesto General 
de Trafico de Empresas a los transportes ejecutados por aquélla - 
Sociedad utilizando el gas-oil como fuerza motriz, rectificando - 
las declaraciones - 1 iquidaciones (autoliquidaciones) presentadas 
y autorizando a"TRANSFESA" a efect'uar dichas minoraciones en las 
siguientes, en el porcentaje que expresamente détermina la Reso­
lucion, asi como la no sujeciôn de los transportes realizados fue 
ra del territorio nacional, sin perjuicio de series aplicables,- 
ademâs la exenciôn del Impuesto, en la tesis, insistentemente man- 
tenida de que la auto-liquidaciôn inicial, en la que se estimaban
co"c- " c >; L r,-or'■ ]ci rom os û: por.it Ivs .(.olmro ro, 2 o or to to: cc'
o:r. o‘-CO-in cio cie error ct caiificarifr. , r:er. cc ia pertinente 2 a Ô 
"no sujetos" por esiar incluidcs en 2 as previsiones eel arti:u2 o 
2 7- apartaco E) cel Tex to ?. e fundi cic y P. eg! amen to cel Impuesto; re: 
tificacion que por ser"error de derecho" y no de hecho, preciseba 
de la reclamacion de la que se hacia use por la Empresa, con tal 
finalicad, en atenciôn a que la autoiiquidaciôn, dada la aceptacic 
de la misma por la Administracion, la convertia en acto administré 
tivo de liquidacion provisional, que era susceptible de rectifica- 
ciôn solamente por esa via sin perjuicio de la posterior y défini 
tiva revisiôn jurisdiccional. Y es ce trascendente importancia la 
constancia de que la Administracion se limité.a recibir^la declare 
ciôn cuto licuicatoria, sin ejercicio ce ninguna otra actividad.
CONSIDERANDO: Que dado .que la Sala de primer grado esti­
mé el recurso pror.ovido contra las Resoluciones desestimatorias de 
Tribunal Ec onôm i c c-A dr.i n i s t r a t i vo Provincial, ante la apelacion - 
formulada por la Abogacia del Estado, es preciso poner de relieve, 
que el tema polémico es icéntico al contemplaro por esta Sala en 
anterior ocasion y que fue resuelto en Sentencia de 12 de junio ce 
1979,-no el decidido por Sentencia ce 11 de junio del mismo ano,, 
procédantes anbos litigios, de la risma Sala ce p r i r e r grado y man 
tenicos los litigios entre las mismas partes,- ya que los antécéden­
tes resehados antericrmente coinciden exactamente con los que se 
desgranan en. el primer Consideranco de la Sentencia de 12 de juni 
de 1279 invocaca.
CONSIDERANDO: Que por razones de identidad de doctrina, 
coro y 3 se cecia en dicha Sentencia, que a su vez cita las Se rite n- 
cias de 27 de febrero ce 1975; 16 de junio de 1977 y 24 de junio 
de.1972, 3 = 1 ccro por la exactituc y ortodoxia que de 1 as misras
ci r. an a , çe ellas es be extraer como puntos esen claies: A) Que la
-------  autolicuidacicn como forma ce colaboracion con la Adminis-
-------  tracicn en la que el contricuyente autoliquida el înpuestç
c e claracich Sccarar.a ce la Aar. : n i s c r ao i 6 n , cue er. ,~oào alg-r.o puec 
transferirse al contribuyente. Y prueba évidente de ello es, que 
el nuevo Reglamento ce 20 ce agosto de 1931,-aqui no aplicable,- 
al permitir expresamente las reclarr.aciones econômico-administrati 
vas contra las auto1ieuidaciones las incluye bajo el epigrafe "La 
siguientes actuaciones tributarias", del apartaco Dos, con neta - 
separaciôn del apartado Uno que se intitula "Los Actos Administra 
èivos .siguientes", anbos del articulo 42; B) Que por consiguiente 
las autoliquidaciones presentadas an^s la Acninistraciôn no eran, 
^durante là vigencia del Reglamento de 26 de noviembre de 1959, 
aplicables al casb que nos concierne,- SusceptibJ.es de recurso, - 
hasta que por la propia Administracion se llevaran a cabo las com 
probaciones que corresponden a la facultad que le atribuyen los 
articules 109 y 121 de la Ley General Tributaria, sin perjucio 
de la o'û'ligada notificâcion al contribuyente ce los actos de comp 
baciôn inspectera y de las liquidaciones definitivas, siendo unos 
y otros aptos para su reclamacion econômico-acministrativa; C) Qu 
asi mismo ha de reconocerse al contribuyente la posibilidad de 
ejercitar su facultad de rectificacion a partir del Momento mis­
mo de la presentacion de la Autol iquidac ion,- sin necesidad de, no-
tificaciôn alguna en tanto que la Administracion no lleve a cabo
dirigiendose aquél al Org^ no conpetente/ 
su actividad comprobadora ,Vpor via d^ ë los art i cul*os 156 de la Ley
General Tributaria y articulo 6 del Reglamento de 29 de julio de
1924, si se trata de1 caso especifico de errores de hecho o ma-
temâticos 6 materiales ô por el cauce de la via de peticion reco-
nocida en los articulos 94 de la Ley Procedimiento Administrativo
y 38 de la Ley Jurisdiccional, en.el que se pueden formular toda
clase de pretensiones, incluso las fundadas en los propios erro-
o-
r^c, ir, cjrr-rlucion cor. 2 a fûcu2taô ic 2 a A : - : n i s : r 3 : : ' r: cir..^ n=r:
• •: :i 1- 2 c 3 articules ICS a 111 a c- 2 a Ley ce .' r C' c v d ::<••: e fi *. o A c t. i r i
trativo y ILL a 1 159 ce la Ley General 7 r i r u t a r i a , para en cualcu:
r. o" en*, o,poder de oficio, declarar la nulicac oe e u s propios actçs
6 su lesividad para el interes publico segun los casos: ÿ D) Que,
consecuer)temente, -en estas reclamaciones de errores ce derecho a -
rectificar en las autoliquidacionss no es aplicable el plazo de cin
CO ahos, del articulo 64-a de la Ley General Tributaria, sino jus-
tamente el pertinente para el recurso potestativo de reposicion -
y para las reclamaciones economicc-adrr.inistrativas, admitidas en
ciue/
los articulos 160 y 163 de la misma Ley,/fijan respectivamente el 
Reglamento de 29 de julio de 1924, en su articulo 58 y el Reglame: 
to de 26 ce noviembre ce 1959 en el articulo S4-2, debiendo compu- 
tarse estoa plazos desde la fecha de notificâcion de los actos ad­
ministrât ivos de comprobaciôn, ô de la peticion del interesado 6 
desde su denegaciôn presunta conforme a la normative general en - 
vigor.
CONSIDERANDO: Que en su vista, y dado cue, por lo tanto
no era admisible la reclamacion econômico-acministrativa.al no es­
ter ajustada a Derecho la Sentencia de primera instancia precede 
su rsvocsciôn y subsisulente declaracion ce validez de las Resolu­
ciones econômico-administrativas eue dieron lugar a la acciôn revi 
sora, sin que, haya por tanto, lugar a hacer especial pronunciamie 
to sobre costas.
FALL'AMOS: Que estimando el recurso de apelacion formula- 
co por el Abogado del Estado,cebemos revocar por no ser conforme 
a Derecho la Çentencia ce la Sala de lo Contenciosc-,Administrative 
de la Audiencia Territorial de Caceres, dictada con fecha 23 de - 
"■icierr.bre ce .1932. en el'recurso numéro 89 ce 1S82 y en su lugar de- 
cleramos la validez y conformicac al Crdenar, i en to Juridico de las 
Resoluciones del Tribunal Econômico-Adn»inistrativo Provincial de
0c Cl f ü ■ & b u
nûr.ei'os 157 y 252 ce l?7i y 1 a ce fee:'.?, 21 ce enero ce 1221, en 
las reclamaciones numéros 39,33 y 143 ce 1979, sin costas.
ASI por esta nuestra sentencia que se publicara en el 
3 oletin Oficial del Estado s insertarâ en 1 s Colecciôn Legislati­
ve , définitivamente juaganoo, lo pronunciamos mancamos y firmames 
enetre lînees.-dirigienccse acuél al Organe ccrpc-V.nce.- que . - Val e .
' Y
/ A
PUBLICACION: Leida y publicada fue la anterior sentencia portai 
Maglstrado Ponente Excmo Sr. D. Matias Malpica Gonzalez Elipe,ce- 
lebrando audiencia publica en el dia de hoyla Sala Tercera de lo 
Contencioso-Administrativo de lo que como Secretario de la misma 
Certifico.-Madrid, a uno de octubre de mil no v e'cXa n tos ochentaiy 
cuatro.
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C £ N T A L
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TCaiLLl ??X“ÎZ?A 
11=03. Sres.:
D. Alfonso Gota Losada*
VCCUZS:
D. Alfrsdo Zscribano üartines.
D, José Gonzalez lilchez,
D, Juan Castillo Castillo,
D. Manuel !i» Lejarreta Allende,
D. Santiago Sosa Alguacil-Carrasco.
' 3.' l'Iannel Gonzalez Eodrîguez Quintals. 
. 3. Francisco. ?an î-'ontojo.
3. Fernando de Arozarena Pcves,
3. Rafaël Ardizcns j Câaovas del 
Castillo,
SZCIE’TAP.IO
3. Ticante Santanarla Ccnradi,
treinta
2n la 7illâ de îladr-id, a 
• noviembre
de mil novacientos ochenta y dos, -
en la reclanacicn accnocido-adzd-ni^
».
trativa eue, en sagunda instancir, - 
pende ante esta Tribunal Central, - 
que actua en Piano con la conncsi— - 
ciôn al rargen indicada, pronovica - 
por
### can dcnicilio en 
«■»), reprssentada por 3.
1^ contra acuerdo del Trib’unal Fconcnico Adninistrativo •ovnn
cial de Havarra, fecha 6 de febrero de 1979t dictado en enpediente I2/78, rel^ 
tivo a Impuesto sobre lentes del Capital; y
H3SULTAHD0 12; Que, en 6 de junio de 1973, #
tf an representaciôn de iWPqmviiHlwwWHWiVWPiP -scgun screda- 
- • :
tô en trdmite posterior me liante Escritura Notarial de apoderamiento— présen­
té escrito anta la 3elegacicn de Hacienda de Navarra en el que e::ponîa hnber 
presantado ante dicha Oficina, en facha 4 de mayo anterior, declaraciones por 
Impuesto sobre lentas del Capital por dividendes, erigiblas a partir de 31 de 
rarco de 1973, que ccnprrndlan autolicuidacicn de la que rasultaba una cucta 
de 3,612.739 ptas,, sobre la que se giro racargo transitorio del 1C por 1CC, 
inrresir.dcse seruiiarsnte el importe total en la Tesoreria de dicha Delepa—/ 
ciôn -sepûn copia ie carta de pago .que adjuntaba-, sin tener en cuenta la su 
preciôa, en facha anterior, del indicado recargo, en atenciôn a lo cual, tras 
de citer las diepcsicicnes légales que aatiraba de aplicacion cclicitaba la - 
reccililaricn i; la encrenada autcli-uiiacicn ;• la ieueluciôn del rcpiciao re
csss a la c.nsicsrecicn de tal error ccro de dsracho 7 al ejsrcicic er- 
tfrpcrdrec de la accicn dzpu gnat cria ccrrespcr.dieate; ears acusrdo fus - 
rcrificado el die 10 de julio de 1978,
RZSU1ÛAI1D0 22; Qua, en 21 de julio de ic?c, la Seeds dad ints_ 
reseda, bajo^la representaciôn dicha, fcmulo reclanacicn eccnonico-edni 
nistrativa ante si Tribunal Provincial de Navarra contra si acuerdo resjs 
nado cue postariornente, a recueriniento del Tribunal, fomulo ccn sépara 
ciôn de otra proncvida sinultâneaaente con la anterior, fomulandc an su 
Fionento alegaciones, en las que se citan las dispcsiciones legales cue re 
gularoa el recargo transitorio sobre daterninados hechos inponibles del - 
Inpuesto sobre las Tentas del Capital, cue detenainaron su sntincicn a - 
,^a:qtir de 31 de diiienbrg?, 1 9 7 7, es dscir, en fecha anterior a la presen 
 ^ tac^n de la autolicuidacicn ircreso de su importe, y se combate el ar- 
ruuento de ertecporaneidad de la solicited, en el eue la Administracion - 
“Q _de Tributes fundamenta su acua^do desestinatorio, nencionando les précep­
tes ~ doctrine jurisprudencial que abonan su posture, en ^asôn de la cq^l* 
se deduces peticion de que se dejase sin efecto el acuerdo raclansdo y se 
declarasè su derecho a obtener la devolucion de lo indebidanente ingress- 
do por el entinguido recargo transitorio,
V**'73G 72 f Que el Tribunal^^ggvincial, en sesiôn de 6 
febrero de 1 9 7 9, actuando en princra instancia,' dictô acuerdo desestima- 
tcrio de la reclamaciôn, sin hacer especial declaracion respecto del acue^ 
do de la Administracion de Tributes que se cita cono antecedents de la mi^ 
ma, en base a le doctrine que ezpone, coincidents con Sentencia del Tribu­
nal Supreno de Justicia, de 16 de junio de I9 6 7 , tarbiên citada por el re 
clamante, ssgun la cual la autoliquida ci en tributaria no constituye acto- 
acministraxivo susceptible . de ser reclanado en via econônico—administratif 
va, sine que ss acto de nora cclabcraciôn del contribuyente ccn la Adnini_s 
tracacn que, por tente, précisa de le ectuacicn de esta para originar un - 
acxo aar.i m sxratrvo révisable por la jurisdicciôn citada, y al no ha'berse - 
rrciucidc este hecbo ne sniste acto reciar.ebie: dicho acusrdc fue notifica
•'S#'
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do, por correo csrtificado con acuso de recibo, el d£a 10 de febrero
de 1979. . . .. .
HES0L7AID0 4®: Que, en. 2^ de febrero de 1979* nediante 
crrto presentado ante , si Tribunal Provincial nencionado, la Sociedad 
intaresada, ahora représentada por
—cuva drcunstanda résulta de la 2scri
tara ITotarial de apode rani onto ante ri ornante inica. a las aotna clones, 
de la que présenté rruova copia -,intsrpuso recurso de alsada ante 8£ 
te Tribunal Central contra el acuerdo de acuel Tribunal, fomulando - 
■ alegaciones eue, en lo que respecta al fonde del asunto,-parten del da 
recno'quo, segun el art® 1$6 de la Ley General Tribut aria, corresponde 
al particular para soliciter da la Adnlnistracion la rectificacicn de ' 
lo3 srrores obsarvados que, en rasôn de la ineristencia jen acuel nccen 
to da acte adninistrativo, no ténia que producirse dentro de un plazo 
eue no S3 habia podido iniciar todavia, y que la acciôn ejercitada se 
apoya en un error material o de.hecho, de lo cual infiers la improcaden 
cia del.acuerdo de la Administra ci ôn y tanbi-ln del dictado por el Tribu 
nal provincial, puesto que este ultimo éluda las cuestiones planteadas 
en la reclanacion que, a juicio del réclamante, conforme a los précep­
tes légales que invoca,.ss centran en la eristencia de una.via juridi- 
ca para obtener la rectificaciôn da erroi-es y en la calificacion del - 
producido en la autoliquidaciôn coco error de hecho, solicitando la re^ 
VGcaciôn del acuerdo de la Administracion y dsl dictado por el Tribu-/ 
nal provincial, asi ccno la declaracion de su derscho a obtener la de- 
vclucion dsl inports del recargo indsbidanenta ingresado,
7I5TCS los Réglementes de Procsdimiento para las Réclama— 
clones Tconcaico-ldrinistrativas, de 29 de julio de I924, de 26 de r.o-
vieabre da 15p9 Z" de 20 de agosro de I9SI, Real Decreto législative —
d:-l = de 2; ds cicierbre de 1=6?; 2 dezis dispcaicdczes de apbd
czcicz.
CC:7SII)Z?JJ3C 1®: Qus a este Tribunal Central cczpete, per 
rascn de la nateria y de la cuantla dsl asunto, del cue ha ccnocido ja 
un Tribunal de esta jurisdlcciôn, la resolucicn en segunàa instancia de 
esta reclanacion, ccno ss desprende dsl n® 2, art® 1, en relacicn-ccn 
el apartado a), n® 1, art®* 44 y dsl n® 2, art® 9* todos elles del Begl^ 
■nehto de Procediniento de 1959 —de aplicaciôn al presents caso per esta 
blecerio asi la disposiciôn transitoria primera del Heglanento de 20 de 
agosto de I98I-, en relaciôn tan ci ên con el apartado i), art® l6p, de — 
la Ley General Tributaria; que el récurrente ha acreditado su terscnald^ 
dad y Isritinaciôn, asi cono la adecuada representacicn, y eue la alsa— 
da ha sido proncvida en plazo ha oil, segun preceptüan-los arts, 35* 38 
y 129; raspectivanente, del citado Réglacento procesal de 1959* todos - 
cuyos preceptos aqui-citados coinciden con lo prevenido al efecto por — 
los arts, 5* 11* 12, 15 y 37 del Real Decreto legislativo de 12 de dicter
bra de 196O. . • • .
CCjcZmZATDO 2®: Que la unica cuesticn a resolvar en el pre.
' sente recurso de p.lnaâa se limita a determihar si en la liouidacicn que 
die origan a les ingresos, cuya cevolucicn ce solicita^ existe error que
pueda servir da ftrdamento a la nisma ÿ en su caso, cono ccnsecuencia de
la décision qua se'adopts, si la peticiôn fué deducida en tiecpô y forma 
reglanentarios,
CCnSZDZRAiïDO 3®: Que la unica cuestiôn examinada en la icpu^ 
nacicn plant eada por el ccntrihuyante —de termina ci ôn de si la subsanaciôn 
del error padecido en las autoliquidaciones— liquidaciones presentadas,— 
fui instado o no en plazo —relcrada en el tratamiento de la impugns ci ôn 
per el Tribunal Provincial- debe considerarse ccrrectamente resuelta por 
ra Acministracicn, toda vez eue dicha subsanaciôn y consecuente cevolucicn 
ccno ingreso indebido, de parte de las canticades ingresàdas por el prcpio 
ccnrrirupcnte. fué instada trar.scurrido nés da quince dias dasda la fecha
#
MIN'ÎSTEÎIO DE HACIENDA
0 0 0 2 0
3LNA! :n c m i c o  AC;A!N:sr?A::vc
CENTRAL
de presantacion ia las déclara ci one s e ingraso de las nisnas, si bien 
ha deducido ccnsecuencias desnedidas al no advertir eue las licuidaaio^ 
nés impugnadas tenfan cardoter provisional 7  hablan de ser objeto de - 
conprcbacicn, 7  en.su caso de re^ '/islon adni ni strativa, y . eue es el monen 
to en que dicha rs'/isiôn se practique y sea notiiicada en forma,- al eue 
bay cue refeiir el ini-cio de los plazcs para la irrrurnacion que pueda - 
prcmover el interesado*
CC27SIDRRAITDC 4?î Tue'en efectc, el acte adninistrativo im- 
pugnado es nsra liquidacicn practicada por si interesado, penlicnts t£ 
da*/ia de ccnprcbacicn, y eue en r^alidad la pcstulacion del contribu;;en 
te de dévolue!on de los ingresos, que a au juicio rssultaron indebidos 
por el error ccmetido al practicarse la aisna, babla que entenderla r^ 
ferida a la peticicn de eue se practicasa la liquidacicn definitive, ta^  
niendo en cuenta los dates aportados por el contrifcuyente y los que cb— 
tenga la propia Administracion, al practicar la ccnprobaciôn reglanenta 
ria, da los eue résultera o no la procedencia de rectificaciôn y dévolu 
d o n  de lo Ingres ado indebidamente, cuestiones todas eue se desprenden 
dsl expedients y en cuyo ccncciciento debe entrer este Tribunal de acuer 
do con lo pre^/isto en el art* 4 6 pirrafo 1 y 2 d) de su 3e glacent o Pro­
cesal,
C0i7SIDH?JJTD0 5®s Que el derecho del ccntribuyente a obtener 
una liquidacicn définitiva que rectifique los srrores en que pueda ha- 
ber incur rido al efectusr la aut ol i qui da ci ôn y a que se le motif i eus en 
forma la que se practiqus, a fin de que pueda impugnarla en el caso de 
que cntienda no se halla ajustais a Derecho dériva de los si.pricntes - 
préceptes lareles: a) ZI art* 101 de la Ley General Tricutaria senala - 
ccmo uno de les prcceiini-:r.tes de ir_i.'ircicn de la gestién de les Tribu 
tes la crecia decicracién del ^ujeto rarivo: b) ZI art* 1C2-2 de la mi2
' ' 12C-3 -
C.6 ziar.a Trzcuzcrza ccr.szcera ccmo erovmcicr.Heas zac aut£
licuicaoicnes eie-cruacco per el ccr.tricuvante ;'z cue cn si pLrraio 2-a - 
del nzrmc art® sole se considéras deiinitivac las practicadas mediante - 
ccnprcbacion adrinlotrativa del hecho irpcnicle o -parrafc 2-c)- las cue 
no hayan, side ccuprobada-s dentro del plane que senalen la Ley de cada Tr^ 
butc, sin perjuicio de la prcscripcion -ir.tarpretacicn ccnfimada por el 
Reel Decreto de 16 de julio de 197^ 7 el art® 124-2 de la misna Ley 
dispone que "las liquidaciones definitives, auncus no rectificuen las pr_o 
vicicnales, deberân accrdarse nsdiante acto adr.inistrativo y notificarse 
al interesado en forma reglanantaria".
*
CCITSIDIIAITDC 6 ®: Que de la intarpretacicn ccnjunta de las cit^ 
das dicpcslciones ss desprende -y asi lo han declarado las Sentencias del 
Tribunal Eupreno de- 16 de junio de 1977 y 24 de junio de 1978- cue las au­
toliquidaciones, de tan frecusnte aplicacion sr. nuestro sistena tributario 
no sen cino una foma de cclaboracicn ccn la Administracion. en que el ccn­
tribuyente autoliquids el Inpuesto, pare nc ccnstituyen un prcpio acte adn^ 
nistrativo susceptible cs ser directanente rscurridc, lo rue desnaturelisa- 
r£a Eu concepto, tods vec cue cclo n-crecen tal calificscicn los actes de la 
Administracicn, pero no les de los particularss, ya que éstos, aunque cier- 
tarenre desenpsnsn en ccesicnes un papel juridicansnte relevante en el canpo 
del Derecho Adninistrativo, su procéder no cri gins actes sdninistrativcs, en 
cuanto que estes entrenan una declaraciôn soberana de la Administracion, — 
que en nodo alguno puede transferirse al ccntribuyente, so pens de provocar 
considerables ccn trsdi oci one s, tanto en el orden estricto de la têcnlca ju— 
ridica cono en ei de la politics fiscal, tales como los que afectan a les - 
principles de bucna fé.y doctrine de los actes propics, los relatives a la 
ccncepcicn de un acto productor de efectos solo para el adrinistrado y no — 
para la Adninistracion, que inicia el transcurso de un place impugns t cri o sir. 
la adecuada notiiicaciôn y tantes et ras de innecesaria ammeracicn que que dan 
cb-.maisc sin nas que. considérer que las autcliquidccicnes no alcanzan esa en^
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tidal de actos administratives, simo cue sen simples declaraciones tri­
butaries cue necasitan de un posterior y auténtico acto adninistrativc 
de coHprocaciôn para que se pueda w —?============ inpugnar la ca
tureleza debida o icdebida de los ingresos realisados en su cunpliciec- 
to, por lo eue el Tribunal Supreme, en la aegunda da las dos sentencias 
citadas, déclara eue "las autolicuiiacioces presentadas ante la Adninis­
tracion no son susceptibles de recurso hasta que pôr la propia Adnihis- 
traciôn se lleven a cabo las ccnprobaciones que corresponden a la facul— 
tad que la atribuyen los arts. IC9 y 121 de la Ley General Tributaria de 
la eue no se le pueda pri-'/ar, ccno ocurriria,’ si sic su intervcnciôn y - 
eludiendo la acciôn de los ôrganos de gestion especificansnte compéten­
tes, pùàisrà tsner lugar una révision en via econônico-adninistrativa — 
prematura b anticipada, s in que elle implique indefension para el contr^ 
cuyecte, al que ban de ser notificados’oportunacenta los actes de ccnpro^
bacicn inspectera y las liquidacicnes définitives susceptibles de los r^
: i
cûrsos en via econôaica*'.- - ' - - *
C0iî3U)3?JITD0 7® : Que, por otra parta, coco déclara tancien - 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de junio da I978, "no puede des— 
ccnocarse al contribuyente la posibilidad de ajercitar su iniciativa, a 
partir dsl moment o sisuo de presentaciôn de su autoliquidaciôn y s in ne— 
cssidad de notificaciôn alguna, en tanto que la Administracion no llsve 
a cabo su actividad conprobadora, encan!nada a promover la rectificaciôn 
en su favor de la autoliquidaciôn, en cuanto a los extremes que estime - 
pertinentes, dirigiëndcss a tal fin a la autcridad u organisme, a quien - 
ccmpeta si conocinisnto do la cuesticn que plantsa, se run su naturaleza, 
ya sea ccn arreglo a los arts, 156 de la Lay Cbneral Tributaria y 6* del 
Reglamsnto de 29 de julio de I924, para el supuesto especifico de errores 
de becho, materiales o aritméticcs, 3 bien per el amplio cauce de la via
al ic-al qua ccn motive de les acres de ccmcrcbscior., tcda clase de çreten 
sicnes, incluse las funiadas en sus preniez erreras, en ccrrelacicn ccn la 
fac'ultad eue a la Adni ni s ira ci en ofrecen les arts, 109 112 de la Ley de
Procedimiento Administrativo y 153 si 159 1& General Tributaria, para,
en cualcuier nonento, poder de oiicio declarer la nulidad de- sus propics - 
actes o su Tesividad para el interés publiée, segun los casos",
coïts IDZPAJîîX) 8® s Si conclusion, eue la solicitud de dévolu ci on 
de ingrasos indebidos, fomulaâa por el interesado, fundada en errer pade­
cido al practicar la autoliquidaciôn del Impuesto sobre las Rentas del Capi^ 
tal, debiô sotivar el acuerdo de eue, a la brevedad posible, se efectuase — 
la ccnprobaciôn acninistrativa del erpediente y la consecuente licuidacicn 
definitive, a la que debla seruir, de oficio, el acuerdo de devolucicn de — 
ingresos indebidos, en caso de ccnfimarse' la erzistenci:-- de error — fuzra — 
este de hecho o de derscho- y, en cualquier caso, la notificaciôn del acuer^ 
do, ccnfome dispcne el art®. 124-2 de le Ley General Tributaria, a fin de 
que dentro dsl piano corrsspcndiente pudisra ejercitar el intsresaàc las — 
eccicnes que' considerase procedentes; por cuyo notivo, s in perjuicio de la 
calificacion de error de hecho o de derecho el padecido en las autolicuida— 
cicnss impugnadas, calificacion intrascendente a los efectos de la présente 
reclanacion, procédé crdenar eue se practicue Ih conprobaciôn administrati­
ve de las déclara ci cnes— liquidaciones a eue la reclanacion se refiere, se 
efectûan las liquidaciones définitives que correspondan y se acuerde, si — 
procédé, la devoluciôn de los ingresos indebidos solicitada; todo ello sin 
per juicio dsl derecho del interesado a instar en cualcuier nouent o, dentro 
del plazo de prescripciôit del ïcpuesto, la acciôn eue le concede el art®
94 ce la Ley de Proceed ni cnto Ir. ni ni strativo vigente, de 1? de julio de 1958 
ravisada por Ley de 2 de Dicieabre ce I963, en peticiôn de que se prsctiquen 
_las repetidanente nencicnadas liquidaciones définitivas y, transcurridos — 
ires uesss desàe la fecha ce ejercicio de dicho derecho, para donunciar la 
rora y ejercer las a c ci one s procedentes por ccnsiderar cono desestinada la
-.à. :C_:0 '}:)0 2 2
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CCIÎSID5RA2TDO Ç* : Que, el criterio ezpuesto es el manterJ-do 
por este Tribunal en sus r.esclucicnes de 18 de enero de 1979 y 28 de - 
nayo de I98I, al resolver casos sinilares al de las présentas actuaci£ 
nés,
ZL TEi3UI7.lL 327 PLE270, resolviendo el recurso de alsada in-
del Tribunal Zccncricc-Adriinistrativo Provincial de I-îa^ rarra de .0 da ie_ 
brsro de 1979 reference a devolucicn de inrrsso indebido per Inpuesto 
sobre las Tentas del Capital correspondiente a 1978 AOUT EDA: 1*,— Zsc_i 
rar en parte dicno recurso y revocar el lallo recurrido. 2 ® Ccnf imar 
la exter.poraneidad de la peticicn ccntenida en el Acuerdo recurrido, - 
disponiendo, no obstante, cue por el Delegado de Hacienda de îTavarra, — 
se oriene la ccnprobaciôn adninistrati'/a 7  la liqxiidaciôn definitive de 
la autelicuidacicn fomulada por la citada Zbpresa, rafercntes a divide: 
des exigibles desde 31 de narso de 1 9 7 8, por el referido ccncspto tribu­
tario, y 3 *.- Que se efectûe la notificaciôn reglanentaria de dicha 1 1- 
qxiidaciôn, en la eue deberâ acordarse de oficio la devolucicn de ingre­
sos indebidos, en caso de que se hubieran producido, al rsalisar el in— 
taresado si ingraso de la nencicnada autoliquidaciôn.
;ix:ST3R.O DE ZCOa OMIA Y KDC;E\DA F L [ 1: 0
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En la villa ds Madrid, a 
de /  ^ de mil novecientos ochenta y
cuatro,en el recurso ^ de alzada que .pende de resolucion en 
este Tribunal.Eccnomico Administrativo Central, en PLErTC, 
interpuesto por y.en
su nombre y representsciôn por el
, que senala como domicilie a efectos de notificacio__ 
,nes el .numéro de esta Capital,ccn
^tra el.fallo del Tribunal Econôraico Administrative Provln_ 
cial ide\Valencia de .30 de Ounio de . 1.982,racaldo .en su t;x__ 
pedisnte 463— A / 8 1,que desestimp la reclamacicn.econômicc at 
ministrativa promovida contra la resolucicn del Deiegadc de 
Hacienda de la misma Capital de fecha 8 de Octobre de 1.981, 
la cual denegô la peticiôn de que se le devoluiara a la 
Sociedad ahora récurrente la suma de 16.470.479 pesetas 
que la firme intaresada cecie haber ingresado indebidamen^ 
te en relaciôn con las liquidaciones giradas por la Adua_ 
ma de Valencia en las Dsclaracicnes de Aceudc numéros 1A.17E 
y 14.176/75; E9S, 5?7, 10C, ?9, 1,550, 1.559, 5.557, 3,555.
Q.Ç43, 4.944, 7.237, 7.288, 9.319, 9.320, 10.439, 10.438, 10.440, 
12.494, 12.495, 12.495, 12.498, 12.497, 13.755, 13.755, 13.757,
15.515, 15.517, 15.515, 14.787, 14.785, 14.738, 15.524, 16.545 y
15.525/76; 619, 620, 621, 3.520, 3.496, 4.357, 4.386, 4.356,
4.849, 4.850, 4.851, 4.852, 2.227, 2.226, 6.354, 6.385, 6.384, 
5.355, 7.250, 7.251, 7.252, 8.595, 8.423, 8.594, 9.559, 9.200, 
9.050, 10.204, 10.205, 10.675, 10.471, 10.395, 10.540, 10.595, 
10.833, 11.009, 11.092, 11.229, 11.370, 11.115, 11.132, 11.371,
11.776, 12.097 y 12.406/77; 72, 1.289, 1.749, 1.750, 1.949, 2.159, 
2.150, 3.344, 3.747, 3.997, 4.178, 4.418, 4.936, 5.067, 5.217,
5.741, 5.742, 6.165, 6.166, 6.422, 7.180, 7.179, 7.513, 7.749,
8.105, 7.858, 8.357, 8.450, 8.857, 9.269, 9.741, 9.671,10.572, 
10.586, 10.557, 10,588, 10.903, 11.024, 11.182, 10.904, 11.422 y
.11.927/78; y 347, 348, 825, 931, 1.220, 1.755, 1.962, 1.961, 1.757, 
2.034, 3.543, 3.596, 4.305, 4.817, 4.816, 5.095, 6.497, 5.910,
6.911, 7.001, 7.114, 7.172, 7.366, 7.262, 7.363, 7.446, 7.505,
7.604, 7.857, 8.115, *8.796, 9.017, 7.503, 7.650, 10.077, *10.347,
10.225, 10.413, 10.431, 10.637, 11.120, 11.465, 10.852 y 11.092/79;
RESULTANDO 19; Que el _
el dia 23 de Dulio de 1.980, présenta escrito da reclam^ 
cian dirlgido ai Deleçado de Hacienda de Valencia, para exponer . 
que su representada, —  en lo
sucesivD habia efectuado una ser le ca ir.pcrtacicnes de
habas CE soja a granel con las Declarscionss de Adeudo ce la Adu^ 
na de Valencia que al rsspeoto relacionaba, anaciendo que las li__
:v::\:STEF.:c cs  e c c n c n u a  v  h a c :s n o a
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quidaciones del Imcuesca da Ccmpensacion ds Gravamsnas In__ 
terioras sa habian practicado en todos les casas en funciôn 
de una basa imponibla constituida par la suma dsl "valor
^ X . . .
an Aduana" da la mercancia importada y los Derachos aran__
celarios* del 2'5 %; que la Acuana de Valencia habia prac__
ticado can error dichas liquidaciones, pues alsar libre
#
; ^ ^  ^
de Derachos la importacion de la mercancia, no debia incr£
aentarsa cantidad alguna al "valor en Aduana" para confi__ 
gurar la basa del Impuesto da Compansacion da Gravamenes 
Intariores; que entendiéndolo asi, por escrito da 12 da 
febrero de '1.980, habia elsvado consulta a la Oirecciôn 
General de Aduanas e Impuestos Escsciales, drgano que re__ 
solvio con arrsglo a su propio criteria en resoluciôn de 
11 de Marzo del mismo aho,' y que la misma cuestiôn habia 
sido tambisn axaminada* por la Junta Arbitral de Aduanas 
de Valencia en su fallo de 3 de Julio de 1.980, segun / 
.ac-edi tab a . cir corr eapondierris s escritos que al ef ac_
to acocipahaba; que, a su juicio, sa habia producido un in 
graso indebido por importe de 16,470,479 pesetas, lo que 
significaba un enriquecimianto injusto para la Administra 
ciôn y el consiguien te per juicio para el contribuyente, 
par lo que solicitaba, en nombre da su representada, que 
sa tuviera por formalizada reclamacicn en orden a la de__ 
voluciôn de la suma de 15,170.479 pesetas indeaidaman te 
ingrssadas ;
rtEc'üL iANOO 2^1 Cue raquerido informa par ai Oa__
I E  2 2  oc ds Hacienda de Valencia a emitir per la Dficina liqu^i 
dadcra, la Aduana da dicha Capital informa qua habxa manteni^ 
do el criterio de que el Decreto de la Prssidencia 2,033/73 
habia suspendido la aplicacion de los Derechos ds Arancel a 
la importacion de habas de soja (partida 12.Q1.B.3), dejando 
subsistante como tipo de Arancel de normal aplicacion el 2*5 % 
hasta entonces vicente y, por tanto, dicha tarifa del 2*5 % 
debia acumularse al "valor en Aduana" da la mercancia a los 
efectos de integrar la base del Impuesto de Compensacion de 
Gravamenes Interiores, efectuandosa todas las liquidaciones 
•objeto de las actuaciones con arreglo a dicho criterio; que 
posteriormente este criterio fue rsvocado per la Junta Arbi__ 
tral de Aduanas de Valencia en su fallo de 3 de Julio de 1.980, 
al establecer que el Decreto 2.033/73 modificô la Columna Üni__ 
ca dsl Arancel de la partida 12.01.B.3 y declarer corao Derecho 
de normal aplicaciôn a las habas de soja, el de Libre, nc pr 
CEciendo acumuZ aciôn arancelaria alguna al "valor en Aduana" 
para determiner la base del Impuesto de Cccpensaciôn de Grav^ 
mânes Interiores; que por lo expuesto se estimaba que la Adu_a 
na de Valencia habia incurrido en error en la interpretaciôn 
del Decreto 2.033/73 y al tratarse de un error de derecho el 
cometido en "as liquidaciones objeto de las actuaciones, se 
informaba negativamente a la petvciô.» de devoluciôn nnr haber^ 
se presentado esta de forma extemporanea;
RESULTArIDG 3G : Du e el Delaqado ce Hacienda de Val en
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cia, por resolucion ds 8 de Octobre de 1,981, dictô acûer__ 
do danegando la peticiôn da que sa la davolviera a AFDL.p' 
la suma de 16.470.479 pesetas, resclucion que sa fundaraen_- 
ta en al informa avacuado por la Aduana da la misma Capi_ 
tal, contra cuyo acuerdo, el Procurador de los Tribunalas
. asistido de Latrado, en nom__
bre de ' - promovio reclaraacion economico administratif 
va anta el Tribunal Provincial da Valencia, el cual, des_ 
pues de instruir el expsdianta 463-A/SI. c o r las alagacio_ 
nas que tuvo por convenienta dsducir la Sociedad raclaman 
ta en defsnsa de sus légitimas interssas, se reunio para 
ver y fallar el expédiants de su razor., acordando en su 
fallo de 30 de Junio ds 1.982, dssestimar la raclamacion 
promovida al efecto, ya que la peticiôn cusstionada enca__ 
jaba an el supuesto de irapugnaciôn de una séria de liqui_ 
daciones firmes y consentidas en las que no era de apre__ 
ciar dup-licldad de ingresos .ni nat.nrio error de hecho, por 
lo que, sin entrer en el fcndo de la cuestiôn planteada, 
confirma là extemporanaidad da la peticiôn de devoluciôn 
coma ingraso indebido; fallo que figura notificado al re_ 
clamants el dia 10 de Moviembra da 1.932;
RESULTANDO 43: Que al Letraco .'or. wOv. 
an nombre de - madianta escrito presentado
en este Tribunal Cantral an fecha 24 de Novismora da 1,932, 
intarpusc recurso de alzada ante este urgano jurisdiccio_ 
nal contra al fallo de 1 Tribunal Provincial a qua ha que_
dado hscha Is debida constancia en el anterior Resultando y 
en el cue despues de hacer referencia a los hechos produ_ 
cidos, formaliza el recurso en base a las alegaciones si__ 
Quientes : que en el supuesto debatido no es de apreciar • 
error da hecho o de derecho alguno, sino qua-nos encontra__ 
mos ante un "ingreso llegal" por ausancia de ncrma aplica 
ble, por lo que résulta antijuridica la retencion por la 
ministracion de las sumas objeto da la pretendida devoluciôn 
sin norma autorizadora/ y que a tal "ingreso ilegal" debe 
aplicarsa la teoria del "ingreso indebido", regulado en las 
. Articules 155,1 y 64 d) de la Ley General Tributaria y no por 
otras normas procedimentales, para concluir soste,niendo la 
procedencia de la devoluciôn en tanto no haya prescrito la 
relaciôn obliçatcria, que la Ley Fija en cinco anos sin per__ 
juicio del efecto interruptivo previsto en el Articula 66 
del mismo Texto legal; que con caracter suhsidiarîo, para el 
improbable supuesto de que no se estimase por el Tribunal la 
comisiôn del ingreso ilegal "ab initio", el récurrente alega 
que el Tribunal de Instancia no se ha pronunciado sobre la 
obligada revisiôn de las liquidaciones provisionales conver^ 
tidas en definitives de forma tacita por el mero transcurso 
del tieropo,"" ni sobre el flagrante incumplimiento por parte 
de la Aduana de Valencia de acordar en actos administratives 
las liquidaciones definitivas que ordena el Articulo 124 de 
la Ley General Tributaria, aunque no re^ifiquen las liquid^ 
ciones provisionales, con notificaciôn de todo ello al suje__
te pasivo cal tribute; y ccnclcye el escrito de recurso ccn
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la supiica, ccmo peticicn principal, da qua sa declare al 
derecho que asista a su racresantada a la devolucicn da la 
suma da 16,470.479 ossa tas coma cantidad in de bidam an ta in__ 
grasada y, coma peticiôn subsidiaria, qua se practiquan y 
notifiquen las liquidaciones definitivas correspondiantas, 
bien para la impuqnacicn de las liquidaciones definitivas 
tacitas, bien lo sea para cunpii.r.antar el Articula 124 ds 
la Lay General Tributaria;
RESULTANDO S3: Que el Vocal da la Seccion 83 da 
esta Tribunal Central, come diligencia para major provear 
da 5 da Marzo da 1,984, interaso dal In spector-Administra 
dor da la Aduana da Valencia, informa sabra los extramos 
siguien tas : 13,- Si las liquidaciones primitivamen te gira^  
das por dicha Oficina lo fueron can caractar provisional 
□ def initivo ; y 2 3 Si en si primer supuesto, la Inspec__ 
cion las habia o no comprobado, informando si se habian 
practicado nuavas liquidaciones definitivas con expresicr, 
en su caso, da las fachas da notificaciôn de estas ultimas 
liquidaciones definitivas; y la citada Oficina provincial 
cumplimento el sarvicio intaresado an los tarminos siguiari 
tes: qua todas las liquidacicnes giradas al efecto eran 
provisionales y que las carraspondien tas a los ancs 1,379 
y 1,930 habisn sido el evades a definitivas en al Ac ta nô__ 
msro 14, SCO da fecha E ta Dur. ic de 1.3c 2, cuya f c te ccc i e 
accTca.face, sin qua ex is tie ran en tecedar te s de hatec a le_
vadc a definitivas las liquidaciones provisionales re lativas 
a los anos 1.975, 1.976, 1.977 y 1.978;
UISTOS: La Ley General Tributaria «de 28 de Dicien;__ 
bre da 1,963, el Texto Refundido da los Impuestos integran__ 
tes da la Renta da Aduanas aprobadorpor Decreto 511/77, da 
IB de Febrero, al Decreto 2.033/73, da 26 de Julio, la Orden 
dal Plinisterio da Comercio da 3 de Octubre de 1,973 y dèmas 
Oispüsiciones da caracter general de -aplicaciôn al caso de 
batido;
CONSIDERANDG *12 : Que este Tribunal Econômico Admi__ 
nistrativo Central es compétente para conocar .en segunda in£ 
tancia del presents recurso de alzada, por razôn de la mate_ 
ria y de la cuantia, y que el recurso eue se estudia se ha in^  
terpuesto en tiempo habil y legal forma, por persona con ca__ 
pacidad de obrar, legitimaciôn para promoverlo y debidamente 
representada, todo ello de conformidad con Ib dispuesto en 
les Artfculos 2, 9, 31, 32, 35, 38, 50, 129, 130, 131 y con_ 
cordantes cal Reçlamento de Procedimiento en las Reclamacio_ 
nés Econômico Administratives de 20 de Agcsto de 1.981;
CONSIDERAN00 22; Que le Sociedad récurrente plantes 
dos cuestiones, subsidiarias entre si, en la présente litis, 
a seber: la primera, si son o no révisables las iicuidacio_ 
nas provisionales que la Aduana de Valencia habia girado par 
el ccncspto Impusstc de Ccmpensaciôn ce Gravamenes Interic_ 
ras an relaciôn con una sarie de imcorteriones de habas de
~i I -, ' ;r
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SO ja que habia solicitado y rsalizado entre el 19 be Oi__ 
ciembra de 1.975 y el 5 de Oiciambre de 1.979, pues tnien__ 
tras el fallo del Tribunal Provincial que ahora se împug__ 
na llaga a una conclusion negativa en esta planteamîsnto 
al devenir firmes, y consentidas dichas liquidaciones" pro__- 
visionalas par na haber sido impugnadas estas an al plazo
astablecida en el Reglamento da Procedimiento an‘las Ra_
clamaciones Economico Administratives, por el contraria 
el interesado postula la ractificacion de las mismas y la 
devolucion cono ingraso indebido de las cantidades que sa 
dice liquidadas por axcaso; y la segunda, subsidiaria de 
la anterior, que sa Concrata en identico pedicianto mate__ 
rial, si bien la recurren ta lo articula a través de la 
irapugnaciôn de las liquidacionas definitivas surgidas ta__ 
citaraanta par el raero transcurso del tiempo o de\ las li__ 
quidaciones definitivas expresas a practicar y notificar 
con arrsglo al Articulo 124 de la Ley General Tributaria 
en relaciôn con el hecho irapcnible del que traen su causa 
las liquidaciones provisionales;
CONSIDERANDQ 39: Que la Sociedad récurrents, en 
el periodo que media entra el 19 de Qiciembre de 1,975 y 
el 5 de Giciambre de 1.979, realize par la Aduana de l/a__ 
lencia una ser is de impo rtacicr.es da habas de sa j a de la 
par tida arancelaria 12.01.3.3, giranda la Qficina gestara, 
con caracter provisional, las carrespandiantes liquidacioi 
nas tributarias, que en todos los casas sa practicaran de
la siouisnte forma: Arancel.- Libre de Derechos en aplicaciôn 
d=l Decreto 2.033/73; e Impuesto de Comcansaciôn de Gravamenes 
Interiores.- El 5*5 % sobre una base liquidable constituida poi 
la suma del "valor en Aduana" de la mercancia importada y de 
unos Derechos arancelarios calculados en funciôn del tipo del 
2*5
CONSIpERANDO 49: Que, posteriormente, el 23 de Julio 
de 1.980, la firma importadora dirige escrito de reclamaciôn 
al Delegado de Hacienda de Valencia para instar la revisiôn de 
dichas liquidacicnes provisionales, pues, a su juicio, las del 
Impuesto de Compensaciôn de Gravamenes Interiores se habian 
practicado errôneamente al configurer la Oficina liquidadora 
la base de les mismas en forma anôroala en funciôn de unes De__ 
rschos arancelarios del 2*5 %, siendo asi que no procedia in__ 
crementar al "valor en Aduana** cantidad alguna por el concep__ 
to Derechos arancelarios despues de que el Decreto 2.033/73 
hubiera autorizado la importacion de habas de soja con liber__ 
tad de Derechos, pretendiendo se le devolviera, como ingreso 
indebido, lo abonado en exceso, a cuyo efecto justifica su 
pretension en el criterio que habia mantenido la Junta Arbi__ 
tral de Aduanas de Valencia en su resoluciôn de 3 de Julio de 
--1,93g, la cual a su vez recogia el dictamen que habia evacuado 
al respecto la Oirecciôn General de Aduanas, segun el cual el 
Decreto 2.033/73 habia modificado la Columna ônica del Aran__ 
cal de la par tida 12.01.5.3 (que hasta entcnces ténia astable^ 
cido el tipo impositivo del 2‘5 %) y, por lo tante, a partir
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ds su entrada en vigor no procedia incramantar cantidad
guna por Arancal al ser libre da Derechos la Columna Jnica
de la ccmentada partida arancelaria;
* -
CQNSIÜEHANGQ 59 : Que ni el Pelagado de Hacienda de 
Valencia, a pesar da raconocar axpresamente que la Gficina 
liquidadora habia suFrido error al interpreter al Decreto 
2.033/73, ni luego al Tribunal Econômico Administrative ?ro^  
vincial al dssestimar la reclamaciôn promovida centra la r^ 
soluciôn dictada por aqusl, accaden a que se Have a efecto 
la pretendida révision de las liquidaciones provisionales, 
por entender que el impcrtador habia planteado una cuestiôn 
tipicamenta de. derecho an relaciôn con unos actos adminis__ 
trativos (las liquidaciones provisionales) que eran firmes, 
y consantidos al no habar sido impucnados en el improrroga_ 
ble plazo procesal establecido en al Reglamento ds Procedi__ 
miento en las Reclamaciônes Econômico Administratives, sig^ 
nificando que la entidad récurrents vuelva a plantaar en e^ 
ta alzada, como primera y fundamental cuestiôn, la de si 
esas liquidaciones provisionales estaban o no incursas en 
error para postular en el primer caso la rectificaciôn de 
las mismas y la devoluciôn como ingraso indebido da la li_ 
quidado por exceso a favor del Tesoro publico;
CONSIDERANDO 69 : Que reconducida en los termines 
antes axpuestos la primera ce las cuestiones plan teadas,es 
de advertir que la basa del Impuesto da Compensaciôn de
Gravarnsnes Interiores, tributo creado por el Articulo 211 de 
la Ley de Reforma del Sistema Tributario, de 11 de Junio de 
1.964, fue regulada por primera vez en el Articula 69 del 
creto 2.169/64, de 9 de. Julio, pero lo hacia de una forma un 
tanto probleraatica al définir dicha basa como la suma del 
"valor en Aduana" de la mercancia importada y de los corres^ 
pondientes Derechos. de importacion, surgiendo sérias dudas 
sobre que Derechos de importacion eran los que habia que 
adicionar al "valor en Aduana" a los efectos de integrar 
esa base, dudas que fueron disipadas priraero por el ArticiJ 
lo 39 del Decreto-ley 13/75, de 17 de Novîembre, y luego 
por el Articulo 20 del Texto Refundido de los Impuestos in__ 
teçrantes de la Rente de Aduanas, aprobado par Decrato 511/77, 
de 18 de Febrero, normas ambas redactadas en idénticos térmi__ 
nos al establecer que "La base imponible del Impuesto de Com__ 
pensacion de Gravamenes Interiores résultera de adicionar los 
Derechos de importacion al "valor en Aduana", tal como se d^ 
fine en el Convenio sobre el Valor en Aduana...Los Derechos 
de importacion adicionables seran les de normal aplicaciôn 
contenidos en la Columna Ûnica del Arancel...", agregando en 
el siguiente parrafo que "No se tendran en cuenta para deter__ 
minar la base imponible las exencicr.es, bonificaciones, reduc_ 
qiones o susoensiones ds los mencicnacos Derechos de importa_ 
ciôn que ds jen subsistente la Columna Cnica del Arancel, cua_l 
cuiera que sea la causa del excepcicnal tratamiento arancela_^ 
rio..,
T >
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CONSIOERANDQ 72: Qua la partIda arancelaria 12.01. 
3.3, posiciôn par la que adauda la mercancia importada, t^ 
nia establecido, en su Columna Ônica del Arancal, el-tipo . 
de gravamen del 2*5 % y que, posteriormente, al Décréta . 
2.0J33/73, de 26 de Julio, scbra^ raçulacion• del jnsrcado de- 
habas, harinas y aceita de soja, establacio que el haba de 
soja podia importarsa librementa sin devengar Qaracbo aran_^ 
calario alguno, por lo que a los efectos de integrar la ba__ 
se del Impuesto de Compensaciôn da Gravamenes Interiores a 
su importacion, a partir de la entrada en vigor del Oecre__ 
to da la referenda, habra de tomarsa el tipo del 2*5 ^
(el tenido an cuenta en las liquidaciones provisionales) o 
bien, por el contrario, no debera adicionarsa al "valor en 
Aduana" cantidad alguna, segun que el Decreto 2.033/73 haya 
suspendido o modificado la Columna Cînica de la par tida 12.01 
8.3, por asi disponerlo los 'Articulos 3 del Decreto—lay 
13/75 y- 20 del Texto Refundido de los Impuestos întegrântàs 
de la Renta de Aduanas, cuestiôn que quedo totalmenta re__ 
sualta al dicter al Ministerio de Comercio su Orden intar_ 
pretativa de 10 ,de Octubre da 1.973 an cuyo Preambulo sa 
atribuya expressmanta al Decreto 2.033/73 el caracter da 
norme modificativa del Arancal de Aduanas, por lo que, a 
partir de la entrada an vigor del Oscreto que se estudia, 
la basa del Impuesto da C o m p s n s a c iôn da Gravamenes In te rir_ 
ras a la importacion da habas da soja de la par tida ar anca__ 
laria 12.01,3.3 debe conficurarsa unicamenta en funciôn del
"valor en Aduana" sin incremento de cantidad alguna por el coin 
cep to Derechos da importacion, como acsrtadamente sostuvp la 
Direccion General de Aduanas en su inforne de 4 ce Marzo de 
1.980, y en contra de lo actuado por la Aduana de Valencia al 
practicar en su dia las liquidaciones provisionales objeto de 
la pretendida revisiôn;
CONSIDERANDQ 89: Que, en su consecuencîa, ..para descu__ 
brir que las liquidaciones provisionales giradas por la Aduana 
de Valencia estaban incursas en el error denunciado por la en__ 
tidad récurrente, ha side necesario acucir al examen detenido 
del alcance y naturaleza de les normas aplicables en la deter__ 
minaciôn de la base del Impuesto de Compensaciôn de Gravamenes 
Interiores a la importaciôn de las mercancias clasificadas en 
la partida 12.01.8.3, lo que implica la doble consecuencia de 
^que la cuestiôn que la reclamante plantsô en su dia deba cali__ 
ficarse como netamente juridica, y que el errer ccmetido por 
la Aduana de Valencia al practicar las liquidaciones provisio__ 
nales objeto de la pretendida revisiôn, aunque évidents, sea 
de derecho, por lo que la impugnaciôn de estas para subsanar • 
el error de que pudieran àdolecer debiô ser planteada par el 
importador dentro del improrrogable plazo de los quince dias 
establecido en el Reçlamento de Procedimiento y, al no hacer__ 
lo asi, consintiô que esas liquidaciones provisionales gana__ 
ran firmeze' por el transcurso dêl tiempo, como acertadamente 
sostiene el Tribunal Provincial en su f aile ahcra impugnadc, 
sin que pueda acmitirse la pretensiôn de la- récurrente de que
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sa la davuelva lo liquidado arraneamanta como un supuesto 
da devoluciôn da un 'ingraso indebido del Articulo 155 da " 
la Lay General Tributaria, pues como ban declarado las Sen 
tancias de la Sala 33 del Tribunal Supremo de 17 de Mayo y 
2 y 9 da Noviembre da 1.971, mien tras no sa dasarrolljefr^r .• 
via da Reglamanto al Articula 155 da la Lay Ganaral Tribu__ 
taria, a lo mas a qua pueda llegarsa an la determinacion 
da los supuestos da ingreso indebido, aparte da la duplici 
dad da pagos o al notorio arror da hecho dal Articulo 6 dal 
Reglamento da 29 da Julio da 1,924, as a considarar como ta 
las a los derivados da actos nulos da piano derecho o qua 
infrinjan manifiestamenta la Ley y an mataria concreta da 
la Renta da Aduanas, a los erreras an la liquidacicn o en 
el pago y los Derechos mal exigidos por aquivocaciones cam_ 
probadas an al aforo o an los documantos qua acomparlan a 
la Declâraciôn da Adauda; y as avidenta qua el supuesto 
ahora debatido no ancaja an ninguno da los casos qua la 
jurisprudencia admits como ingreso indebido;
i . • \ •
CONSIDERANOO 99 : Que, an su virtud, deba confirmar_ 
sa la resolucion impugnada en orden a la declaraciôn da 
firmeza da las liquidaciones provisionales, lo qua conll£ 
va 3 la desastimaciôn del recurso an cuanto a la primera 
ce las cuestiones plan t e a d a s  y al ob1igaco examen da la 
segunda que sa postula con caractar subsidiario da la pr_i 
mera, es decir, qua sa practiquan las liquidacionas dafi_
nitivas correspondientes y que las mismas subsanen el error 
j cometido en las provisionales, bien sea ccmo consecuencia
 ^ de la impugnaciôn de los actos tacitos surgidos por la ele__
 ^ yaciôn a definitivas de las liquidaciones provisionales en
: base al mero transcurso del plazo previsto en el Articule 27
del Texto Refundido de los Impuestos intégrantes de la Renta 
de Aduanas, bien lo sea en aplicaciôn del Articulo 124.2 de 
la Ley General Tributaria al establecer que las liquidacio__ 
nés definitivas, aunque no rectifiquen las provisionales, d£ 
beran .acordarse mediante acto administrative y notificarse 
al interesado en la forma reglamentaria;
r CONSIDERANDO 10: Que segun lo dispuesto en el Articu_
lo 120-1 de la Ley General Tribu tarie "Las liquidacicnes tr_i 
bu tarlas seran provisionales o definitivas" y anade el epar_ 
tado 22 del mismo Articulo que "Tendran la consideraciôn de 
definitivas: a) las practicadas previa comprobaciôn adminis__ 
trativa del hecho imponible y de su valoraciôn, haya mediado 
o no liquidaciôn provisional; ••• y c) las que no hayan sido 
comprobadas dentro del plazo que se; sènale en la Ley de cada 
tributo, sin perjuicio de la prescripciôn"; y que en relaciôn 
con el transcrits apartado 2 c) del referido Articulo de la 
Ley, si apartado 1 c) del Artrculo 27 del Texto Refundido de 
los Impuesros intégrantes de la Renta ce Aduanas an tes alud_i 
do, es <-cbl = C2 eue "lendran la consideracior. ce (li quidaciones) 
definitivas: las provisionales que no hayan sido comprobadas 
u e n L. r 0 cel oiazc de cuatro aho s a partir dsl die del csvengo".
c,, . \
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cosa qua an mataria de la Renta de Aduanas a tenor da lo 
dispuesto en el Articulo 29 de la Oisposicion Praliminar 
Primera del Arancal, se produce con la solicitud da impor 
tacion formulada an forma reglamentaria anta la Administra 
ciôn da Aduanas;
CONSIDERANOO 11: Qua, por otra parte, segun al Ar_ 
ticulo 165 da la Ley General Tributaria "Son reclamables en 
via econômico administrativa los siguiantes actos da ges_ 
tion tributaria: a) las liquidaciones provisionales a def_i 
nitivas con o sin sancion", prscspto este que concreta y 
par ticulariza aun mas el con tenido del Articula 41 del Ra__ 
glamento procesal da 1,931, a tenor del cual es admisible 
la reclamaciôn econômico administrative contra los actos 
"que provisional o definitivamente reccnozcan o denieguen 
un derecho q declaren una obligaciôn" en relaciôn con cual 
çai^â-,da la« matariap a qua ss ro^fiere su Articulp 29;
CONSIDERANDO 12: Qua, en al caso cuestionado, como 
quedô oportunamenta sahalado, sa trata da una serie da im 
portacionas solicitadas y afectuadas par el récurrents an 
tra al 19 de Qiciembre de 1,975 y al 5 de Oiciembre de / 
1,979, en ralaciôn con las cuales la Aduana da Valencia 
habia girado, con caracter provisional, las liquidacicnes 
del Impuesto de Compensaciôn de Gravamenes Interiores que 
tuvo par convenienta y que taies liquidaciones no fueron 
comprobadas par los Servicics inspecteras an al plazo de
los cuatro ahos siguiantes al davengo dal tributo (la soH 
citud del despacho) con arreglo a lo establecido an el Ar_ 
ticulo 27.1,c) del Texto Refundido da los Impuestos intagran
tes de la Renta de Aduanas, salvo las del aho 1.979 que fu£
ron comprobadas an el Acta instruida en el folio 14.500 se_ 
gun figura recogido an el Resultando 52, por lo que conforme 
a ese precepto del Texto Refundido, dichas liquidaciones pr£ 
visionales, salvo las da 1.979, se habian elevado a définitif
vas tacitamente, a los cuatro ahos da sus respectivos deven__
gos, por el mero transcurso del tiempo, postulando la entidad 
récurrente bien sea la revision de esos actos tacitos que se 
iban produciendo, por medio de su escrito de reclamaciôn pr£ 
sentado an la Delegaciôn de Hacienda de Valencia el dia 23 
de Julio de 1.980, a fin de que se practicasen nuevas liqui__ 
daciones definitivas que subsanaran el évidente error de que 
adolecian las provisionales, o bien instando la practica ex__ 
presa de nuevas liquidaciones definitivas a realizar por la 
Aduana de Valencia en virtud de lo establecido en el Articu__ 
lo 124.2 de la Ley General Tributaria;
CONSIDERANOO 13: Que el Pleno de este Tribunal Cen__ 
tral, en su resoluciôn de 24 de Febrerc de 1.983 recaida en su 
expedients 481-2/82 R.G., declarado de intarés general, y po£ 
teriormente en su acuerdo de 3 de Noviembre de 1.983 dictado 
en los expedisntes acumulados 355-2/83 y 643-2/83 R.G., ha sos 
tenido la tasis de eue la ausencia de- un acto administrativo
■>
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exprasQ generador de una liquidacion dafinitiva y la falta
de impugnacicn en plazo habil de la liquidacion provisional
de la qua dériva aquella, no enerva el ejercicio da impug__
nar la liquidacion definitive .qua pueda -.surgir tacitaraenta 
. .
por el rnero transcurso del tiempo, pues el Articula 165'da
- • ■ '  ■ • . • • . - V f -
la Ley General Tributaria astableca con caractar general qua 
son impugnablss tanto las liquidacicnas provisionales como 
las dafinitivas y formula este principio sin hacar distin_ 
cion alguna entra liquidaciones dafinifcivas expresas o ta__ 
citas, nacidas estas ultimas por la pasividad da la Admini^ 
tracion al no afectuar la comprobacion de las provisionales 
en al plazo reglamentariamente establecido, pues la tesis 
contraria, autorizando unicamenta la impugnacidn de los ac__ 
tos exprasos, sarla tanto como reducir el alcanca da la Ley 
an intarpratacion rastrictiva da las normas fiscales, qua 
ademas da sar contraria al Qrdenamiento jurfdico perjudica_ 
ria los légitimes intereses y darechos de los contribuyen_ 
tes;
CONSIOERANDO 14: Qua,- por ctra parte, la falta da 
impugnacion o la impugnacidn fuera da plazo da las liquida_ 
clones provisionales, tampoco dasvirtua la conclusion a qua 
ha llegado asta Tribunal an sus acuerdos,ya citados, an or
dsn a que se puedan ravisar las liquidacicnas definitivas 
tanto si surgan da actos axprasos come da actos tacites, 
puas si bien as ciarto que la no utilizacion en plazo
via aconotnico administrative debe interpretarse como una mo_ 
.dalidad de consen timien to que, administrativarr.sr. te , tiene 
idénticos efectos a la manifestacion expresa en orden a la 
firmeza o eficacia de la resolucion del acte qua se impugne, 
no es menos cierto qua tal acto de confornridad lo es a algo, 
una liquidacion, realizado por la Administracion y admitido 
par el interesado con un mero caracter provisional, a ex_ 
pensas da lo qua an definitive en su dia pudiera acordar la 
Administracion financiers una vez comprobados los elementos 
y circunstancias déterminantes del hecho imponibla y su valq_ 
racion juridico-fiscal; y si, como este Tribunal ha sostenido 
en su acuerdo de 11 de Cnero de 1.983, tal condîcion de prov^ 
sionalidad lo es a tcdos los efectos y conlleva, como conse__ 
cuencia logica, la posibilidad de que los interesados puedan 
postuler o plantear en via de gestion toda clase de rectifies^ 
clones de las liquidaciones provisionales con cession de las 
definitivas aun cuando no hubiesen impugnado aquéllas, recti_ 
ficacionas que, por otra parte, de no aceptarse por la Admini^ 
tracion, podrian de nuevo plantearse en la via economico admi__ 
nistrativa si el interesado reclamase contra el acto expreso 
ce la liquidacion definitiva, no parece juste, y séria discri_ 
minatorio, negar esta posibilidad de révision en dicha via ju_ 
risdiccional por el simple hecho, al que son ajenos los contri_ 
b.uyentes, de que la Administracion no reslizase o nctificase al 
interesado les actos de comprobacion, dejando per el solo trans 
curso del tiempo deviniesen las liquidaciones provisionales en*-
s.2 1 1-1/32 3.G.
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dafinitivas da forma tacita;
CGNSIOERANDO 15: Qua, an su consacuencia, siando rs_ 
visabiss los actos tacitos da conversion da las liquidacio_ 
nes provisionales an dafinitivas y habiando impugnado al in 
teresado, al dia 23 da Julio da 1 .980, las liquidaciones da_ 
finitivas qua sa fueran produciando par al maro transcusso 
dal plazo da cuatro anos contado a partir da la solicited da 
importacion o devengo dal tributo, procade acogar como lagf_ 
tima la pratansion sustantada an al racurso an orden a la 
practica da nuavas liquidaciones dafinitivas por al Impuas_ 
to da Compensacicn da Gravamenas Intarioras, si bian iimi 
tando parcialmenta la astimacion dal racurso a aquallos des_ 
pachos da importacion cuyos raspactivos davangos dal Impues_ 
to sa habfan producido antra al 6 da Julio da 1.976 y el 23 
da Julio da 1 .*93Q,; ..o sea, 1 cc: cqmprendldos an los cwatPb 
arlos antarioras al escrito da raclamacion con inclusion da 
los quinca dias habiles habilitadas procasalmenta para pro__ 
mover asta, y, por tanto, con exclusion da los producidos 
con antarioridad a la mencionada facha del 6 de Julio da 
1,976, pues las liquidaciones dafinitivas surgidas tacita_ 
manta da estas ultimos despachos habian ganado firmeza al 
no habarlos impugnado an al plazo procesal habilitado a es_ 
tos- sfectos per el Articulo 92 dal viganta Rsglamsnto da 
Procadimianto, por lo qua as de concluir la segunda cuas_ 
tion plantaada an al racurso, disponiendo qua por la Adua_
ins de Valencia se giren nueue-à i-V-nul::aoi.cn-;'j dafinitivas 
ipor el Impu^.to de Compensecio^-. ds-’ iîiPavansnes Interiores 
<eb funcion dt uns* base liquideblsi 'Conjîtituida per el "va_ 
lor en Aduana^ ds las mercancx.as Impp^tadas sin incrsmento 
alouno por el corrc-epto de Derech^s dgs importacion, sin que 
esta declaracion alcance en ningun caso a las importaoiq_ 
nes que a habia solicitado y realizado en el ana 1.979,
al hab'er r.ediado la consiguiente comprobacion inspectera 
en el Acta instruida en el folio 14,500 segun se recooe en 
el Resultando 52, ni tampoco a las importaciones cuyos re£ 
pectivos dsvengos tuvieron lugar con anterioridad al 6 de 
Julio 02 1,975; ^
EL TRIBUNAL ECONÛniCG ADMINI5TRATIV0 CENTRAL, en
PLENO, como resolucion del recurso de alzada interpussto
por " contra el fallo
del Tribunal Economico Administrativo Provincial de Valen__
cia de facha 30 de Junio de 1,952, recaido en su expedien_
te 453-a/BI, ACUERDA: PRIMERO,- Oesestimar en parte el re_
curso, daclsrando la firmeza de las liquidaciones provisi£
nales cbjeto de la pretendida revision; SECUNDO,- Estimar_
lo, asimismo en parte, en lo que concierne a la procedencia 
/
de que cor la Aduana de Valencia se practiquen liquidacio__ 
nes cefinirivas bel Impuesto de Compensacicn de Gravâmenes 
îr.rerizres sobre la base liquidable constituida per el "v£ 
1er en Aruana" s in incremer. te alguno por Derechos ce imper
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tacion an ralacion can las importaciones solicitadas entra 
el 6 de Julio de 1,976 y el 31 de Oicismbre de 1,978; y TER^  
CERO;- Oesestimar dicho recurso an lo qua concierne a las 
solicitudes da importacion afactuadas entra el 19 da Oiciem__ 
bre da 1,975 y el 5 da Julio da 1.376, par haber ganado firm£ 
za las respsctivas liquidaciones definitivas surgidas :aci:a_ 
mente, y las ccrresconriientas al ejarcicio 1,973 por hacer 
sido objeto estas da comprobacion inspectera an al Meta ins__ 
truida an el folio 14.300,
